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SENTENCIA DE FECHA 5 DE NOVIEMBRE DE 1969

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 28

de febrero de 1969

Becurrente: Elena María Dumit de Tessari

abogado: Lic. Quírico Elpidio Pérez

Recurrido: Joselyn María del Milagros Dumit Pichardo

Abogado: Dr. Darío Balcácer

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
:icia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Pereiló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago
Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5
del mes de Noviembre de 1969, años 126 9 de la Indepen-
dencia y 1079 de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia.

Sobre el recurso de casación interpuesto por Elena Ma-
ría Dumit de Tessari, dominicana, mayor de edad, casada,
de quehaceres domésticos, domiciliada en esta capital, cé-
dula 114400 serie lra., contra la sentencia dictada en fe-
(ha 28 de febrero de 1969 en sus atribuciones civiles por la
Corte de Apelación de Santiago, cuyo dispositivo se trans-
cribe más adelante:
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Quírico Elpidio Pérez, cédula No. 3726

serie lra., abogado de la recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. Darío Balcácer, cédula 26110 serie ira.
abogado de la recurrida, en la lectura de sus conclusiones:
recurrida que es Joselyn María del Milagros Dumit Pichar-
do, dominicana, mayor de edad, soltera, estudiante, domi-
ciliada en Santiago cédula 61981 serie 31;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 5 de mayo de
1969, suscrito por el abogado de la recurrente, en el cual se
invocan contra la sentencia impugnada los medios que se
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 15 de junio de
1969 suscrito por el abogado de la recurrida;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 6 de la Ley No. 985 de 1945;
1,9 de la Constitución de la República y 141 del Código de
Procedimiento Civil, citados por la recurrente; y 1 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
cocumentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda civil de la actual recurrente
contra la actual recurrida, la Cámara Civil y Comercial
uel Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
S= antiago, dictó en fecha 24 de junio de 1968 una senten -

cia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Rechaza
la demanda en declaración judicial de paternidad intenta-
da per la señora Elena María Dumit contra Joselyn Ma-
ría del Milagros Dumit Pichardo por estar prescrita dicha
acción; Segundo: Condena a la parte que sucumbe señora

daría Elena Dumit, al pago de las costas, ordenando su dis-
1l•acción en provecho del Dr. Darlo Balcácer, quien afirma
estadas avanzando en su totalidad"; b) que sobre apela-
con de la actual recurrente Elena María Dumit de Tessari
intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo di-
ce así: "Falla: Primero: Declara regular y válido, en la for-
ma, el presente recurso de apelación; Segundo: Rechaza las
conclusiones de la parte intimante, acoge las de la parte
intimada y, en consecuencia confirma en todas sus partes la
sentencia apelada; Tercero: Condena a la parte que sucum-
be, señora Elena María Dumit de Tessari al pago de las
costas, con distracción de las mismas en provecho del Doc-
tor Darío Balcácer, abogado de la parte gananciosa, quien
ha afirmado haberlas avanzado en su mayor parte";

Considerando, que, en su memorial la recurrente in-
voca los siguientes medios de casación: ' Primer Medio; Vio-
lación del Art. 141 del Código de Procedimiento Civil.—
Segundo Medio: Violación del Art. 6 de la Ley No. 985, año

ladón del Art. 99 de la Constitución de la República";
de 1945; y falsa aplicación del mismo. Tercer Medio: Vio-

Considerando, que, en el desarrollo de sus medios de
casación, que se reúnen para su examen, la recurrente ale-
ga en síntesis, lo que sigue: que al rechazar su demanda so-
bre la base de lo dispuesto en el artículo 6 de la Ley No.
985 de 1945, respecto de la prescripción de la acción en re-
conocimiento judicial, la Corte a-qua ha interpretado erró-
neamente ese texto, pues en él se consagran dos acciones pa-
ra promover ese reconocimiento; la de la madre, que pres-
cribe a los cinco años del nacimiento del hijo; y la del pro-
pio hijo, que prescribe también a los cinco años, pero a
contar de su llegada a la mayor edad; que de no interpre-
tarse así la ley, el hijo no tendrá nunca la acción que le
reserva la ley; que la Corte a-qua violó también el artícu-
lo 141 del Código de Procedimiento Civil, al no pronun-
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c:arse sobre "otro argumento" que la recurrente esgrimi6
en aquella Corte en el sentido de que, si ella mantenía el
criterio de que los cinco años para el ejercicio de la acción
lo era a partir del nacimiento del hijo, tantoo po8r5 de

1945
la madre

como por éste, se estaría derogando la Ley 
N. 

985
y cayéndose en un caso de violación al artículo 99 de 1:1
Constitución, que declara ineficaces y nulos los actos de to-
da autoridad usurpada; pero,

Considerando, que el artículo 6 de la Ley No. 985 de
1945, dice ásí: "La filiación paternal puede ser estableci-
da en justicia a instancia de la madre o del hijo. En caso
de muerte, ausencia o incapacidad de la madre, a petición
de cualquier pariente materno, o a falta de éstos del Minis-
terio Público, el Juez de Primera Instancia le designará al
,Menor un tutor especial que lo represente en la acción. La
acción debe ser intentada contra el padre o sus herederos
dentro de los cinco años del nacimiento";

Considerando, que basta una mera lectura del texto del
artículo 6 de la Ley No. 985, de 1945, en la parte del mis-
:no que se refiere al plazo en que la acción en reconocimien-
1.o Judicial debe ser intentada, para advertir que, dada su
posición final y aparte, ese plazo, con su condición de que
,se inicie con el nacimiento, es el de rigor para todas las
acciones a que se refiere en sus partes anteriores, sea que se
ejerzan por la madre o en interés del hijo por un tutor es-

pecial; que, la pro fria disposición del texto de ley transcri-
o sobre la posibilidad de que un tutor especial actúe en

interés del hijo, en ciertos casos, lo que supone al hijo en
minoridad, indica que la acción debe iniciarse a contar del
día del nacimiento del hijo; que, por otra parte, esta inter-
pretación no resulta sólo de la letra del artículo 6 de la
Ley No. 985 de 1945, sino también del texto del mensaje
con que el proyecto de ley que le dió nacimiento fue so-
metido al Congreso Nacional, en el cual se expresó clara-
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mente que el sistema que se proponía para el plazo de la
acción se inspiraba en el propósito de que no se produjeran
litigios mucho después del día del nacimiento; que todo ello
pone de manifiesto que nuestro legislador, al permitir por
primera vez en el país la investigación de la paternidad de
los hijos naturales antes prohibida terminantemente por el
Código Civil, lo hizo en una forma encaminada al propó-
sito de que las acciones corres pondientes se sustanciaran y
;uzgaran por los tribunales en un plazo razonablemente
corto propicio a la presentación de las pruebas correspon-
dientes, y también al de que los reconocimientos de pater-
nidad que se produjeran por esa vía no causaran trastor-
nos graves en lo relativo a las devoluciones sucesorales ya
realizadas cuando los padres hubieran fallecido antes de
las acciones; que, por tales razones, el medio basado en la
violación del artículo 6 de la Ley No. 985 de 1945, carece
de fundamento y debe ser desestimado; que lo que dice la re-
currente en relación con un argumento que expuso ante la
Corte a-qua respecto al artículo 99 de la Constitución, ca-
l'ece también de fundamento y debe ser desestimado, pues
al artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, no obli-
ga a los jueces, ni podía razonablemente obligarlos, a
dar motivos particulares acerca de cada uno de los argu-
mentos y alegatos de los litigantes, sino sólo aquellos mo-
tivos que sean necesarios para justificar lo decidido en sus
sentencias, o para acoger o rechazar, en todo o en parte,

arrillimentos hechos en conclusiones formales;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
ración interpuesto por Elena María Dumit de Tessari con-
tra la sentencia dictada en sus atribuciones civiles por la
Corte de Apelación de Santiago en fecha 28 de febrero de
1969 , cuyo dispositivo se ha transcrito en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Condena a la recurrente al pa-
co de las costas, y ordena su distracción en provecho del
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pone de manifiesto que nuestro legislador, al 'permitir por
primera vez en el país la investigación de la paternidad de
los hijos naturales antes prohibida terminantemente por el
Código Civil, lo hizo en una forma encaminada al propó-
sito de que las acciones correspondientes se sustanciaran y
.;uzgaran por los tribunales en un plazo razonablemente
corto propicio a la presentación de las pruebas correspon-
dientes, y también al de que los reconocimientos de pater-
nidad que se produjeran por esa vía no causaran trastor-
nos graves en lo relativo a las devoluciones sucesorales ya
realizadas cuando los padres hubieran fallecido antes de
las acciones; que, por tales razones, el medio basado en la
violación del artículo 6 de la Ley No. 985 de 1945, carece
de fundamento y debe ser desestimado; que lo que dice la re-
currente en relación con un argumento que expuso ante la
Corte a-qua respecto al artículo 99 de la Constitución, ca-
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Dr. Darío Balcácer, abogado de la recurrida, quien afir-
ma estarlas avanzando en su totalidad.

Firmados: ) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche 1.1

ríquez.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Cu_
riel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. Firmado): Ernesto Curial hijo.

SENTENCIA DE FECHA 5 DE NOVIEMBRE DE 1969

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de

fecha 19 de diciembre de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Arminda M. Malagón Vda. Ranero y Francisco José

1.	 de Js. Ranero

Aboga.do: Dr. Rubén Francisco Castillanos y Dr. Nelson García

de Peña

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5 del mes de
Noviembre de 1969, años 126 9 de la Independencia y 1079
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
e casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ar-
minda M. Malagón Viuda Ranero, dominicana, mayor de
edad, viuda, de quehaceres del hogar, cédula No. 11834, se-
lle ira., domiciliada y residente en la casa No. 17, altos,
de la calle Emiliano Tejera de esta ciudad y Francisco Jo-
ré de Jr. Ranero, dominicano, mayor de edad, soltero, es-
tudiante, cédula 102538, serie lra., domiciliado y residente
en la casa 17 altos), de la calle Emiliano Tejera de esta
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la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5 del mes de
Noviembre de 1969, años 126' de la Independencia y 1079
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
te casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ar-
minda M. Malagón Viuda Ranero, dominicana, mayor de
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ciudad, contra la sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo de
fecha 19 de diciembre de 1968, cuyo dispositivo se copia
más adelante:

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Nelson García de Peña, cédula 38857, se-

rie lra., en representación del Dr. Rubén Francisco Cas-
tellanos, cédula No. 32162, serie 31, abogado de la recu-
rrente Armida M. Malagón Viuda Ranero, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído al Dr. Nelson García de Peña, cédula 38857, se-
rie lra., abogado del recurrente Francisco José de Jesús
Ranero, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
Ce la República;

Vistas las actas de los recursos de casación levantadas
en fecha 11 de marzo de 1969, en la Secretaría de la Cor-
te a-qua, a requerimiento, respectivamente, de los abogados
de ambos recurrentes ; y en las cuales se invocan los medios
de casación que luego se reiteran en los memoriales depo-
sitados;

Vistos los memoriales de casación, ambos de fecha 26
de septiembre de 1969, suscritos repectivamente por los
abogados de ambos recurrentes, y en los cuales se invocan
los medios que se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 191 del Código de Procedi-
miento Criminal; y 1, 20 y 65 de ]a Ley sobre Procedimien

-to de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de un accidente automovilístico ocurrido en esta ciudad

J 'a 29 de junio de 1966, en el cual perdió la vida Fran-
cisco Ranero Ballester, fue sometido a la acción de la jus-
ticia Américo Alfredo Castillo Rodríguez, como presunto
autor de dicho hecho, conductor del carro placa privada
No. 6296; b) Que apoderada regularmente del caso la Ter-
cera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional , dictó sentencia en fecha 24 de enero
(;e 1967, con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se
declara buena y válida en la forma, la constitución en par-
te civil hecha por los señores Arminda Mercedes Malagón
Vda. Ranero y Francisco José de Jesús Romero, en sus alu-
didas calidades de esposa e hijo legítimo del que en vida res-
pondía por Francisco Ranero Ballester, por órgano de sus
respectivos abogados Dres. Rubén Francisco Castellanos y
Nelson García Peña, en contra del prevenido Américo Al-
fredo Castillo Rodríguez, por haberlo hecho conforme a la
ley; Segundo: Se declara que Américo Alfredo Castillo Ro-
dríguez, es culpable de violación a la ley No. 5771, en su
artículo 1ro. párrafo 1 (golpes involuntarios ocasionados
con el manejo de un vehículo de motor) que produjeron la
muerte al que en vida respondía por Francisco Ranero Ba-
llester, y de violación a los incisos B y A de los artículos
92 y 5 de la ley 4809, y en consecuencia se condena al pa-
go de una multa. de Quinientos Pesos Oro (RD$500.00),
que en caso de insolvencia, compensará con un día de pri-
sión por cada peso dejado de pagar, acogiendo en su favor
amplias circunstancias atenuantes y el principio de no cú-
mulo de penas; Tercero: Se condena, al prevenido antes
mencionado, a pagar a título de daños y perjuicios morales
y materiales en favor de las partes civiles constituidas, las
siguientes indemnizaciones: RD$6,000.00, a favor de la se-
ñora Arminda Mercedes Malagón Vda. Ranero, con motivo
ce la muerte de su esposo Francisco Ranero Ballester; y
ItD$4.000.00 a favor de Francisco José de Jesús Ranero
Malagón, con motivo de la muerte de su padre Francisco
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ciudad, contra la sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo , de
fecha 19 de diciembre de 1968, cuyo dispositivo se copia
más adelante:

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Nelson García de Peña, cédula 38857, se-

rie lra., en representación del Dr. Rubén Francisco Cas-
tellanos, cédula No. 32162, serie 31, abogado de la recu-
rrente Armida M. Malagón Viuda Ranero, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído al Dr. Nelson García de Peña, cédula 38857, se-
rie lra., abogado del recurrente Francisco José de Jesús
Ranero, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
Ce la República;

Vistas las actas de los recursos de casación levantadas
en fecha 11 de marzo de 1969, en la Secretaría de la Cor-
te a-qua, a requerimiento, respectivamente, de los abogados
de ambos recurrentes, y en las cuales se invocan los medios
de casación que luego se reiteran en los memoriales depo-
sitados;

Vistos los memoriales de casación, ambos de fecha 26
de septiembre de 1969, suscritos repectivamente por los
abogados de ambos recurrentes, y en los cuales se invocan
los medios que se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 191 del Código de Procedi-
miento Criminal; y 1, 20 y 65 de ]a Ley sobre Procedimi en

-to de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con m o

-tivo de un accidente automovilístico ocurrido en esta ciudad

c i día 29 de junio de 1966, en el cual perdió la vida Fran-
cisco Ranero Ballester, fue sometido a la acción de la jus-
rcia Américo Alfredo Castillo Rodríguez, como presunto

qutor de dicho hecho, conductor del carro placa privada
No. 6296; b) Que apoderada regularmente del caso la Ter-
cera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional , dictó sentencia en fecha 24 de enero
ele 1967, con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se
declara buena y válida en la forma, la constitución en par-
te civil hecha por los señores Arminda Mercedes Malagón
Vda. Ranero y Francisco José de Jesús Romero, en sus alu-
didas calidades de esposa e hijo legítimo del que en vida res-
pondía por Francisco Ranero Ballester, por órgano de sus
respectivos abogados Dres. Rubén Francisco Castellanos y
Nelson García Peña, en contra del prevenido Américó Al-
fredo Castillo Rodríguez, por haberlo hecho conforme a la
;ey; Segundo: Se declara que Américo Alfredo Castillo Ro-
dríguez, es culpable de violación a la ley No. 5771, en su
artículo 1ro. párrafo 1 (golpes involuntarios ocasionados
con el manejo de un vehículo de motor) que produjeron la
muerte al que en vida respondía por Francisco Ranero Ba-
llester, y de violación a los incisos B y A de los artículos
92 y 5 de la ley 4809, y en consecuencia se condena al pa-
go de una multa de Quinientos Pesos Oro (RD$500.00),
Que en caso de insolvencia, compensará con un día de pri-
sión por cada peso dejado de pagar, acogiendo en su favor
amplias circunstancias atenuantes y el principio de no cú-
mulo de penas; Tercero: Se condena, al prevenido antes
mencionado, a pagar a título de daños y perjuicios morales
y materiales en favor de las partes civiles constifuídas, las
`iguientes indemnizaciones: RD$6,000.00, a favor de la se-
ñora Arminda Mercedes Malagón Vda. Ranero, con motivo
de la muerte de su esposo Francisco Ranero Ballester; y
RD$4,000.00 a favor de Francisco José de Jesús Ranero
Malagón, con motivo de la muerte de su padre Francisco
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Ranero Ballester, en razón de haber considerado este tri.
hunal que la víctima cometió graves faltas en la ocurren.
da del accidente que motivó su muerte, cuyas indemniza_
c iones separadamente, en caso de insolvencia, serán coro_
pensadas con el máximun de prisión correccional; Cuarto.
Se condena además, al prevenido antes mencionado al pa:
go de las costas penales y civiles, con distracción de estas
últimas en favor, respectivamente, de los Doctores Rubén
Francico Castellanos R. y Nelson García de Peña, quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad"; c) Que sobre
recursos del prevenido y del Magistrado Procurador Fís.'
cal, la Corte de Apelación de Santo Domingo, acogiendo
conclusiones del abogado del prevenido, dictó en fecha 28
de julio de 1967, una primera sentencia, declarando caduco
por tardío el recurso del Ministerio Público, y fijando una
nueva audiencia para conocer el recurso del prevenido; d' ►
Que en fecha 19 de Diciembre de 1968. dicha Corte dictó
?a sentencia ahora impugnada en casación, con el siguiente
dispositivo: "Falla: Primero: Declara caduco por tardío el
recurso de apelación interpuesto por el Magistrado Pro-
curador Fiscal del Distrito Nacional, en fecha 3 de febrero
de 1967, contra sentencia dictada en fecha 24 de enero de
1967, por la Tercera Cámara Penal del Juz gado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo figura
copiado en el segundo ordinal de la presente sentencia; Se-
gundo:- Declara regular y válido en cuanto a la forma, el
recurso de apelación interpuesto por el prevenido Américo
Alfredo Castillo R., en fecha 1ro. de febrero de 1967, con-
tra sentencia dictada en fecha 24 de enero de 1967, por la
Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, que contiene el siguiente dispositivo:
"Falla: Primero: Se declara buena y válida en la forma la
constitución en parte civil hecha por los señores Arminda
Mercedes Malagón Vda. Ranero y Francisco José de Jesús

mo del que en vida respondía po: Francisco Ranero Ba-
hijo legíti-Ranero, en sus aludidas calidades de esposa e

pester, por órgano de sus respectivos abogados Dr. Rubén
Francisco Castellanos y Nelson García de Peña, en contra
del prevenido Américo Alfredo Castillo Rodríguez, por ha-
berlo hecho conforme a la ley; Segundo: Se declara que
Américo Alfredo Castillo Rodríguez, es culpable de viola-
ción a la ley 5771, en su artículo 1ro. párrafo 1 (golpes in-
oluntarlos ocasionados con el manejo de un vehículo de
motor) que produjeron la muerte al que en vida respondía
por Francisco Ranero Ballester, y de violación a los incisos
g y A de los artículos 92 y 5 de la Ley 4809, y en conse-
cuencia se condena al pago de una multa de Quinientos
pesos Oro (RD$500.00) que en caso de insolvencia, com-
pensará con un día de prisión por cada peso dejado de pa-
gar, acogiendo en su favor amplias circunstancias atenuan-
tes y el principio del no cúmulo de penas; Tercero: Se con-
dena, al prevenido antes mencionado, a pagar a título de
daños y perjuicios morales y materiales en favor de las
partes civiles constituídas, las siguientes indemnizaciones:
RD$6,000.00), a favor de la señora Arminda Mercedes Ma-
lagón Vda. Ranero, con motivo de la muerte de su esposo
Francisco Ranero Ballester; y RD$4,000.00. a (*ayer de Fran-
cisco José de Jesús Ranero Malagón, aun motivo Je la muer-
te de su padre Francisco Ranero Ballester. en razón de ha-
ber considerado este tribunal que la víctima cometió gra-
ves faltas en la ocurrencia del accidente que motivó su
'~suerte, cuyas indemnizaciones separadamente, en caso de
insolvencia, serán compensadas con el máximun de pri-
sión correccional; Cuarto: Se condena además, al preveni-
do antes mencionado al pago de las costas penales y civiles,
con distracción de estas últimas a favor, respectivamente.
(1C los doctores Rubén Francisco Castellanos R. y Nelson
Carda Peña, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
lalidad", por haberlo interpuesto de acuerdo con las pres-
cripciones legales que rigen la materia; Tercero: Revoca
los ordinales Segundo, Tercero y Cuarto de la antes expre-
sadas sentencia y obrando por propia autoridad y contra-
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Ranero Ballester, en razón de haber considerado este tri
hunal que la víctima cometió graves faltas en la ocurren:
da del accidente que motivó su muerte, cuyas indemniza_
eiones separadamente, en caso de insolvencia, serán com.
pensadas con el máximun de prisión correccional; Cuarto.
Se condena además, al prevenido antes mencionado al pa:
go de las costas penales y civiles, con distracción de estas
últimas en favor, respectivamente, de los Doctores Rubén
Francico Castellanos R. y Nelson García de Peña, quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad"; c) Que sobre
recursos del prevenido y del Magistrado Procurador Fis-
cal, la Corte de Apelación de Santo Domingo, acogiendo
conclusiones del abogado del prevenido, dictó en fecha 28
de julio de 1967, una primera sentencia, declarando caduco
por tardío el recurso del Ministerio Público, y fijando una
nueva audiencia para conocer el recurso del prevenido; di
Que en fecha 19 de Diciembre de 1968, dicha Corte dictó

sentencia ahora impugnada en casación, con el siguiente
dispositivo: "Falla: Primero: Declara caduco por tardío el
recurso de apelación interpuesto por el Magistrado Pro-
curador Fiscal del Distrito Nacional, en fecha 3 de febrero
de 1967, contra sentencia dictada en fecha 24 de enero de
1967, por la Tercera Cámara Penal del Juz gado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo figura
copiado en el segundo ordinal de la presente sentencia; Se-
gundo:- Declara regular y válido en cuanto a la forma, el
recurso de apelación interpuesto por el prevenido Américo
Alfredo Castillo R., en fecha 1ro. de febrero de 1967, con-
tra sentencia dictada en fecha 24 de enero de 1967, por la
Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, que contiene el siguiente dispositivo:
"Falla: Primero: Se declara buena y válida en la forma la
constitución en parte civil hecha por los señores Arminda
Mercedes Malagón Vda. Ranero y Francisco José de Jesús
Ranero, en sus aludidas calidades de esposa e hijo legíti-
mo del que en vida respondía porFrancisco Ranero Ba.•

Fester, por órgano de sus respectivos abogados Dr. Rubén
Francisco Castellanos y Nelson García de Peña, en contra
del prevenido Américo Alfredo Castillo Rodríguez, por ha-
berlo hecho conforme a la ley; Segundo: Se declara que
jjnérico Alfredo Castillo Rodríguez, es culpable de viola-
ción a la ley 5771, en su artículo 1ro. párrafo 1 (golpes in-
loluntarios ocasionados con el manejo de un vehículo de
motor) que produjeron la muerte al que en vida respondía
por Francisco Ranero Ballester, y de violación a los incisos
g y A de los artículos 92 y 5 de la Ley 4809, y en conse-
cuencia se condena al pago de una multa de Quinientos
Pesos Oro (RD$500.00) que en caso de insolvencia, com-
pensará con un día de prisión por cada peso dejado de pa-
gar, acogiendo en su favor amplias circunstancias atenuan-
tes y el principio del no cúmulo de penas; Tercero: Se con-
dena, al prevenido antes mencionado, a pagar a título de
daños y perjuicios morales y materiales en favor de las
partes civiles constituidas, las siguientes indemnizaciones:
RD$6,000.00), a favor de la señora Arminda Mercedes Ma-
lagón Vda. Ranero, con motivo de la muerte de su esposo
Francisco Ranero Ballester; y RD$4,000.00. a favor de Fran-

cisco José de Jesús Ranero Malagón, cm motivo de la muer-
te de su padre Francisco Ranero Ballester, en razón de ha-
ber considerado este tribunal que la víctima cometió gra-
ves faltas en la ocurrencia del accidente que motivó su
`suerte, cuyas indemnizaciones separadamente, en caso de
insolvencia, serán compensadas con el máximun de pri-
sión correccional; Cuarto: Se condena además, al preveni-
lo 	 mencionado al pago de las costas penales y civiles,
con distracción de estas últimas a favor, respectivamente,
de los doctores Rubén Francisco Castellanos R. y Nelson
García Peña, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
laiidad", por haberlo interpuesto de acuerdo con las pres-
cripciones legales que rigen la materia; Tercero: Revoca
los ordinales Segundo, Tercero y Cuarto de la antes expre-
sadas sentencia y obrando por propia autoridad y contra-
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rio imperio, descarg a al prevenido Américo Alfredo Casti
llo R., del delito de homicidio involuntario que se le impu:
ta en perjuicio de quien en vida respondía al nombre de
Francisco Ranero Ballester, por deberse el accidente a la
falta exclusiva de la víctima, con motivo del repetido deli-
to que se le imputa; Cuarto: Declara de oficio las costas
penales de ambas instancias; Quinto: Condena a las partes
civiles constituidas señores Francisco José de Jesús Ra-
nero y Arminda Mercedes Malagón Vda. Panero. al pago de
:as costas civiles y ordena su distracción en provecho de
los doctores Leo F. Nanita Cuello y A. Ulises Cabrera, abo-
gados del prevenido por afirmar haberlas avanzado en su
totalidad;

Considerando que ambos recurrentes invocan en sus
respectivos memoriales, exactamente los mismos medios de
casación que son los siguientes: "Primer Medio: Desnatura-
lización de los hechos de la causa, falta de base legal y
contradicicón de motivos en la sentencia recurrida.— Se.

gundo Medio: Violación por desconocimiento del párrafo
segundo del artículo primero de la Ley No. 5771, año de

1961".

Considerando que ambos recurrentes, en los medios pro-
puestos los cuales se reúnen para su examen, han sintetiza-
do sus alegatos en esta forma: que la Corte a-qua no ha pre-
cisado los documentos que la llevaron a la conclusión a que
arribó de descargo del prevenido; que no ponderó lo de-
clarado por éste en el acta levantada por la Policía Nacio-
nal donde afirmó que 'corría a una velocidad de 30 kilóme-
tros" mientras transitaba de Este a Oeste, por la Avenida
George Washington, un día de fiesta, frente al "Carimar",
en un sitio de mucha circulación; que esa velocidad exce-
de lo permitido por la Ley 4809, vigente en la época en que
ocurrió el accidente; que la Corte (a juicio de los recurre n

-tes) menospreció esos elementos de juicio y los desnaturali-

zó, pues el prevenido 'tuvo tiempo suficiente para detener

ta marcha" y no lo hizo, sobre todo que él había declarado
,egún consta en el acta policial "que vió a varias personas
que trataban de cruzar la vía", y no tomó las precauciones
necesarias para evitar la ocurrencia; que, en tales condicio-
nes, la Suprema Corte de Justicia —estiman los recurern-
tes— no se encuentra en capacidad de precisar si la ley fue
bien aplicada; que, por otra parte, "la falta imoutádale a
a víctima del accidente, y que le atribuye la Corte a-qua,
„o podía eximir de responsabilidad al prevenido, sobre to-
do que no consta en el fallo impugnado que el ,prevenido
realizara alguna maniobra o disminuyera la velocidad pa-
ra impedir alcanzar a cualesquiera de las personas que iban
3 cruzar y que él había divisado; que la Corte no ponderó
el sitio de su cuerpo en donde la víctima Francisco Ranero
Ballester recibió los golpes que le produjeron la muerte,
nue fue en la frente, y en diversas partes del cuerpo, y que
!entienden los recurrentes) tam poco ponderó el sitio en don-
de cavó la víctima en la avenida, todo lo cual demuestra
ntte hubo falta del prevenirlo, y lo que no fue ponderado,
Molándose así la Ley No. 5771 e incurriendo en el vicio de
falta de base legal y en los demás vicios denunciados;

Considerando que, en efecto, el examen del fallo im-
pugnado pone de manifiesto que la Corte a-qua en el con-
siderando No. 3 del mismo, dijo: "que los golpes recibidos
por Ranero fueron el resultado directo de su propia falta
al precipitarse sobre el vehículo conducido por el preveni-
do", pero sin señalar de cuáles hechos dedujo esa primera
afirmación de que la víctima "se precipitó" sobre el ve-
hículo del prevenido y lo que excluía de toda falta al pre-
tenido; pues aún cuando en el considerando siguiente (el
NO. 4) se afirma que la víctima cometió una imprudencia
Porque debió cerciorarse de sí la vía estaba libre, no pon-
deró , como debió hacerlo, si el prevenido realizó todas las
Maniobras que eran necesarias, y que la misma ley le im-
l'prda, para evitar el accidente en un sitio concurrido, en
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rio imperio, descarga al prevenido Américo Alfredo casti
llo R., del delito de homicidio involuntario que se le ¡miau:
ta en perjuicio de quien en vida respondía al nombre de
Francisco Ranero Ballester, por deberse el accidente a la
falta exclusiva de la víctima, con motivo del repetido deli-
to que se le imputa; Cuarto: Declara de oficio las Costas
penales de ambas instancias; Quinto: Condena a las partes
civiles constitufdas señores Francisco José de Jesús Ra-
nero y Arminda Mercedes Malagón Vda. Panero. al pago de
:as costas civiles y ordena su distracción en provecho de
los doctores Leo F. Manita Cuello y A. Ulises Cabrera, abo-
gados del prevenido por afirmar haberlas avanzado en su
totalidad;

Considerando que ambos recurrentes invocan en sus
respectivos memoriales, exactamente los mismos medios de
casación que son los siguientes: "Primer Medio: Desnatura-
lización de los hechos de la causa, falta de base legal y
contradicicón de motivos en la sentencia recurrida.— Se-
gundo Medio: Violación por desconocimiento del párrafo
segundo del artículo primero de la Ley No. 5771, año de
1961".

Considerando que ambos recurrentes, en los medios pro-
puestos los cuales se reúnen para su examen, han sintetiza-
do sus alegatos en esta forma: que la Corte a-qua no ha pre-
c isado los documentos que la llevaron a la conclusión a que
arribó de descargo del prevenido; que no ponderó lo de-

clarado por éste en el acta levantada por la Policía Nacio-
nal donde afirmó que 'corría a una velocidad de 30 kilóme-
tros" mientras transitaba de Este a Oeste, por la Avenida
George Washington, un día de fiesta, frente al "Carimar",
en un sitio de mucha circulación; que esa velocidad exce-
de lo permitido por la Ley 4809, vigente en la época en que
ocurrió el accidente; que la Corte (a juicio de los recurre n

-tes) menospreció esos elementos de juicio y los desnaturali-

zó, pues el prevenido 'tuvo tiempo suficiente para detener

ta marcha" y no lo hizo, sobre todo que él había declarado
:con consta en el acta policial "que vió a varias personas
1: tie trataban de cruzar la vía", y no tomó las precauciones
necesarias para evitar la ocurrencia; que, en tales condicio-
nes,o, la Suprema Corte de Justicia —estiman los recurern-
tes— no se encuentra en capacidad de precisar si la ley fue
bien aplicada; que, por otra parte, "la falta imputádale a
a víctima del accidente, y que le atribuye la Corte a-qua,

,„,0 podía eximir de responsabilidad al prevenido, sobre to-
da que no consta en el fallo impugnado que el prevenido
realizara alguna maniobra o disminuyera la velocidad pa-
ra impedir alcanzar a cualesquiera de las personas que iban

cruzar y que él había divisado; que la Corte no ponderó
el sitio de su cuerpo en donde la víctima Francisco Ranero
Ballester recibió los golpes que le produieron la muerte,
nue fue en la frente, y en diversas partes del cuerpo, y nue
!entienden los recurrentes) tam poco ponderó el sitio en don-
cle cavó la víctima en la avenida, todo lo cual demuestra
que hubo falta del Irevenklo, y lo que no fue ponderado,
villánclose así la Ley No. 5771 e incurriendo en el vicio de
falta de base legal y en los demás vicios denunciados;

Considerando que, en efecto, el examen del fallo im-
pugnado pone de manifiesto que la Corte a-qua eri el con-
siderando No. 3 del mismo, dijo: "que los golpes recibidos
por Ranero fueron el resultado directo de su propia falta
al precipitarse sobre el vehículo conducido por el preveni-
do", pero sin señalar de cuáles hechos dedujo esa primera
afirmación de que la víctima "se precipitó" sobre el ve-
hículo del prevenido y lo que excluía de toda falta al pre-
lenido; pues aún cuando en el considerando siguiente (el
No. 4) se afirma que la víctima cometió una imprudencia
horque debió cerciorarse de sí la vía estaba libre, no pon-
deró, como debió hacerlo, si el prevenido realizó todas las
Maniobras que eran necesarias, y que la misma ley le im-
Ponía, para evitar el accidente en un sitio concurrido, en



ten día de fiesta, y en donde varias personas trataban de
cruzar la vía, hecho este último, el cual el prevenido inei
dentalmente había admitido en las primeras declaraciones

blementelemente el fallo impugnado de donde infirió la Corte a.qu
de ja Policía Nacional el día del suceso: ni explica razona

que el prevenido detuvo su vehículo "tres o cuatro metros
antes", pues el motivo dado relativo a las huellas que hubie-
ran dejado en el pavimento si se hubieren detenido respecti-
vamente por haber venido a una velocidad excesiva, es vago
e impreciso, para descartar el exceso de velocidad, sobre
todo que para desestimar lo afirmado por el testigo presen-
cial García Mota, quien venía al lado de la víctima, y cuyas
declaraciones no atribuyen el accidente a sólo una falta im-
putable a ésta, y las que ha examinado esta Suprema Cor-
te frente al vicio de desnaturalización alegado, hacía im-
prescindible tener en cuenta los hechos en todo su alcance
y ponderar si el prevenido tomó las precauciones y previ-
siones que la prudencia aconsejaba, teniendo en cuenta el
día del accidente y el sitio donde ocurrió y el cruce de pea-
tones; así como también debió ponderarse junto con los
otros elementos de juicio, el contenido del acta policial le-
vantada en los momentos iniciales del proceso; el lugar en
donde cayó la víctima y todos los otros detalles y circuns-
tancias del caso; todo lo cual, eventualmente podía con-
ducir a una solución distinta, puesto que, en tal hipótesis,
no obstante la falta atribuida por los jueces del fondo a
la víctima, ello podía conducir —también eventualment e—
a determinar si concurría o no en el suceso algún hecho
que caracterizara alguna falta a cargo del prevenido, la
cual, en caso afirmativo, si bien aminoraba según la ley su
responsabilidad, no la excluía de un modo total; que, por to-
do ello, en el fallo impugnado se ha incurrido en el vicio
de falta de base legal denunciado por los recurrentes, por

lo cual debe ser casado, sin necesidad de ponderar los otros

alegatos de los recurrentes;

Considerando qut al ser casado el fallo impugnado por
falta de base legal las costas pueden ser compensadas en
virtud del artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Por tales motivos, Primero: Casa, en cuanto a los inte-
;eses civiles solamente, la sentencia de fecha 19 de diciem-
bre de 1968, dictada en sus atribuciones correccionales por
;a Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo
*sido copiado en parte anterior del presente fallo, y envía
á asunto así delimitado por ante la Corte de Apelación de
Santo Pedro de Macorís; Segundo: Compensa las costas.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la. Fuente.— Car-
os Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chu-
rani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras. -
JJoaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.- Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia — Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
liencia 	 del día, mes y año en él ex presados, y fue
:firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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un día de fiesta, y en donde varias personas trataban de
cruzar la vía, hecho este último, el cual el prevenido inci-
dentalmente había admitido en las primeras declaraciones
de la Policía Nacional el día del suceso: ni explica razona-
blemente el fallo impugnado de donde infirió la Corte a.qua
que el prevenido detuvo su vehículo "tres o cuatro metros
antes", pues el motivo dado relativo a las huellas que hubie-
ran dejado en el pavimento si se hubieren detenido respecti.
vamente por haber venido a una velocidad excesiva, es vago
e impreciso, para descartar el exceso de velocidad, sobre
todo que para desestimar lo afirmado por el testigo presen-
cial García Mota, quien venía al lado de la víctima, y cuyas
declaraciones no atribuyen el accidente a sólo una falta im-
putable a ésta, y las que ha examinado esta Suprema Cor-
te frente al vicio de desnaturalización alegado, hacía im-
prescindible tener en cuenta los hechos en todo su alcance
y ponderar si el prevenido tomó las precauciones y previ-
siones que la prudencia aconsejaba, teniendo en cuenta el
día del accidente y el sitio donde ocurrió y el cruce de pea-
tones; así como también debió ponderarse junto con los
otros elementos de juicio, el contenido del acta policial le-
vantada en los momentos iniciales del proceso; el lugar en
donde cayó la víctima y todos los otros detalles y circuns-
tancias del caso; todo lo cual, eventualmente podía con-
ducir a una solución distinta, puesto que, en tal hipótesis,
no obstante la falta atribuída por los jueces del fondo a
la víctima, ello podía conducir —también eventualmente--
a determinar si concurría o no en el suceso algún hecho
que caracterizara alguna falta a cargo del prevenido, la
cual, en caso afirmativo, si bien aminoraba según la ley su
responsabilidad. no la excluía de un modo total; que, por to-
do ello, en el fallo impugnado se ha incurrido en el vicio
de falta de base legal denunciado por los recurrentes, por

lo cual debe ser casado, sin necesidad de ponderar los otros
alegatos de los recurrentes;

Considerando quP al ser casado el fallo impugnado por
falta de base legal las costas pueden ser compensadas en
virtud del artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de

'reses civiles solamente, la sentencia de fecha 19 de diciem-

rasapcióon.,

tales motivos, Primero: Casa, en cuanto a los inte-;

bre de 1968, dictada en sus atribuciones correccionales por
ta Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo
tia sido copiado en parte anterior del presente fallo, y envía
d asunto así delimitadc por ante la Corte de Apelación de
Santo Pedro de Macorís; Segundo: Compensa las costas.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chu-
rani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él ex presados, y fue
:^irmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
Certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE NOVIEMBRE DE 1969

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de 1ra.

Instancia del D. J. de Duarte, de fecha 1° de julio de 1969

Materia: Correccional

Recurrente: Wilfredo Alvarez Sturla

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche H., Segundo Sustituto de
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló,
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5 de noviembre del
año 1969, años 126° de la Independencia y 107 9 de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Wilfredo
Alvarez Sturla, dominicano, mayor de edad, estudiante, do-
miciliado y residente en San Francisco de Macorís, cédula
No. 33905, serie 56, contra la sentencia dictada por la Pri- 11,1
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Duarte, en fecha lro. de julio de 1969,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera l .11

de la República;
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua a requerimiento del recu-
rrente en fecha 3 de julio de 1969, en la cual se invocan
los medios de casación que luego se indican;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 2, 7 y 8, de la Ley 2402 de
1950; 355 del Código Penal y 1, 20 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
6 de septiembre de 1968, Ramona Fermín presentó formal
querella contra Wilfredo Alvarez Sturla, por violación a
la Ley No. 2402 de 1950; b) que apoderado del caso el Juz-
gado de Paz del Municipio de San Francisco de Macorís dic-
tó en fecha 29 de enero de 1969, una sentencia cuyo dispo-
sitivo aparece inserto en el de la ahora impugnada; c) que
sobre recurso de apelación interpuesto por Ramona Fer-
mín se dictó la sentencia ahora impugnada en casación, cu-
yo dispositivo dice así: Falla: Primero: Que debe Declarar
y Declara bueno y válido el recurso de apelación, interpues-
to por la señora Ramona Fermín, contra sentencia dictada
por el' Juzgado de Paz del Municipio de San Francisco de
Macorís, de fecha 29 de enero del año 1969, por haberlo
hecho de acuerdo a la Ley, cuya sentencia en su parte dis-
positiva dice: "Primero: Se Descarga al nombrado Wilfre-
do Alvarez Sturla, inculpado de violación a la Ley 2402 en
perjuicio del menor Albin Omar Fermín, hijo de la Que-
rellante Ramona Fermín, por no cometer el hecho puesto
a su cargo, ya que existe una sentencia dada por la Segun-
da Cámara de este Distrito Judicial de fecha 18 de enero
de 1968, donde descarga por las declaraciones de la misma
Querellante de la inculpación, de Sustracción de menor;
Segundo: Se declaran los costos de. Oficio"; SEGUNDO:
Que debe Revocar y Revoca en todas sus partes la senten-
cia recurrida; TERCERO: Que debe Declarar y Declara al

1
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE NOVIEMBRE DE 1969

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de ira.

Instancia del D. J. de Duarte, de fecha 1° de julio de 1969

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche H., Segundo Sustituto de
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló,
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5 de noviembre del
año 1969, años 126 9 de la Independencia y 107 9 de la Res-
tauración. dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Wilfredo
Alvarez Sturla, dominicano, mayor de edad, estudiante, do-
miciliado y residente en San Francisco de Macorís, cédula
No. 33905, serie 56, contra la sentencia dictada por la Pri-
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Duarte, en fecha lro. de julio de 1969,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua a requerimiento del recu-

#	 rrente en fecha 3 de julio de 1969, en la cual se invocan
los medios de casación que luego se indican;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 2, 7 y 8, de la Ley 2402 de
1950; 355 del Código Penal y 1, 20 y 65 de la Ley sobre
procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
6 de septiembre de 1968, Ramona Fermín presentó formal
querella contra Wilfredo Alvarez Sturla, por violación a
:a Ley No. 2402 de 1950; b) que apoderado del caso el Juz-
gado de Paz del Municipio de San Francisco de Macorís dic-
tó en fecha 29 de enero de 1969, una sentencia cuyo dispo-
sitivo aparece inserto en el de la ahora impugnada; c) que
sobre recurso de apelación interpuesto por Ramona Fer-
mín se dictó la sentencia ahora impugnada en casación, cu-
yo dispositivo dice así: Falla: Primero: Que debe Declarar
y Declara bueno y válido el recurso de apelación, interpues-
lo por la señora Ramona Fermín, contra sentencia dictada
;#or erJuzgado de Paz del Municipio de San Francisco de
Macorís, de fecha 29 de enero del año 1969, por haberlo
hecho de acuerdo a la Ley, cuya sentencia en su parte dis-
positiva dice: "Primero: Se Descarga al nombrado Wilfre-
io Alvarez Sturla, inculpado de violación a la Ley 2402 en
perjuicio del menor Albin Omar Fermín, hijo de la Que-
rellante Ramona Fermín, por no cometer el hecho puesto
a su cargo, ya que existe una sentencia dada por la Segun-
da Cámara de este Distrito Judicial de fecha 18 de enero
de 1968, donde descarga por las declaraciones de la misma
Querellante de la inculpación, de Sustracción de menor;
Segundo: Se declaran los costos de. Oficio"; SEGUNDO:
Que debe Revocar y Revoca en todas sus partes la senten-
(ja recurrida; TERCERO: Que debe Declarar y Declara al

Materia: Correccional

Recurrente: Wilfredo Alvarez Sturla

•
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nombrado Wilfredo Alvarez Sturla, de generales anotadas,
culpable de violación a la Ley 2402, en perjuicio del me-
nor Albin Omar Fermín, procreado con la señora Ramona
Fermín y en consecuencia se Condena a sufrir la pena de
dos (2 años) de prisión Correccional Suspensivo y al pago
de una pensión alimenticia de Diez (RD$10.00) Pesos Oro
mensuales, en provecho de dicho menor Albin Omar Fer-
inín, a partir de la Querella, no obstante cualquier recur-
so que se eleve contra esta sentencia; Cuarto: Que debe'
condenar y condena al nombrado Wilfredo Alvarez Sturla,
al pago de las costas penales"; 	 -

Considerando que el recurrente invoca falta de base
legal, falta de motivos y violación de la autoridad de la cosa
juzgada, según la declaración hecha al interponer su re,
curso, lo que consta en el acta levantada;

Considerando que en el desarrollo de esos medios el
recurrente sostiene en síntesis que él había sido descarga-
(l o de los delitos de sustracción y gravidez de la querellante,.
!o que expuso a los jueces del fondo, y que no obstante lo'
han condenado por violación a la Ley No. 2402, considerán-
dosele padre del menor fruto de esa gravidez, cuando en
aquel otro juicio la propia agraviada había declarado "que
•a barriga era de otro"; que, por tanto, la Cámara a-qua,
al desconocer en la sentencia impugnada el descargo de que
había sido objeto, incurrió en los vicios y violaciones por

denunciados;

Considerando que el principio de la autoridad de la co-
sa Juzgada puede ser invocado cuando el hecho ya juzga-
do, y el hecho delictuoso ulteriormente perseguido son ab-
solutamente idénticos, o cuando hay entre los dos delitos un
(uzo de indivisibilidad tal, que la sentencia sobre el prime-
ro es excluyente de la existencia del segundo;

Considerando que, en la especie, en el fallo impugnado
, e comprueba que el prevenido Wilfredo Alvarez Sturla fue
-descargado de los delitos de sustracción y gravidez que se
le imputó en perjuicio de Ramona Fermín, por no haberlos

'
,,c,inetidos, según la sentencia de la Segunda Cámara Pe-
Dad del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial

de Duarte, de fecha 2 de agosto de 1968, la cual ha adqui-
rido la autoridad irrevocable de la cosa juzgada; y que, por
otra parte, el niño, cuyo sostenimiento ha dado lugar a la
segunda persecución, es el mismo fruto de aquella gravidez;

Considerando, en consecuencia, que la Cámara a-qua,
al condenar al prevenido por el delito de violación de la
Ley 2402, de 1950, sin tener en cuenta el descargo anterior-
mente dicho, ha violado las reglas que rigen la autoridad
de la cosa Juzgada en materia penal, que son de orden pú-
blico; por lo cual la sentencia impugnada debe ser casada,
,:in envío, po,- no haber ya nada qué juzgar;

Por tales motivos, Unico: Casa, sin envío, la sentencia
dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, de fecha
lro. de julio de 1969, cuyo" dispositivo se copia en parte
Interior del presente fallo.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani . —
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
;firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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nombrado Wilfredo Alvarez Sturla, de generales anotadas
culpable de violación a la Ley 2402, en perjuicio del me..
nor Albin Ornar Fermín, procreado con la señora Rarnona
Fermín y en consecuencia se Condena a sufrir la pena de
dos (2 años) de prisión Correccional Suspensivo y al pago
de una pensión alimenticia de Diez (RD$10.00) Pesos Oro
mensuales, en provecho de dicho menor Albin Omar Fer-
ínín, a partir de la Querella, no obstante cualquier recur-
so que se eleve contra esta sentencia; Cuarto: Que debe

condenar y condena al nombrado Wilfredo Alvarez Sturla,
al pago de las costas penales";

Considerando que el recurrente invoca falta de base
legal, falta de motivos y violación de la autoridad de la cosa
juzgada, según la declaración hecha al interponer Su, e-
curso, lo que consta en el acta levantada;

Considerando que en el desarrollo de esos medios el
recurrente sostiene en síntesis que él había sido descarga-
(lo de los delitos de sustracción y gravidez de la querellante,
!o que expuso a los jueces del fondo, y que no obstante lo
han condenado por violación a la Ley No. 2402, considerán-
dosele padre del menor fruto de esa gravidez, cuando en
aquel otro juicio la propia agraviada había declarado "que
'a barriga era de otro'; que, por tanto, la Cámara a-qua,
al desconocer en la sentencia impugnada el descargo de que
había sido objeto, incurrió en los vicios y violaciones por
t.:3 denunciados;

-315

Considerando que el principio de la autoridad de la co-
sa Juzgada puede ser invocado cuando el hecho ya juzga-
do, y el hecho delictuoso ulteriormente perseguido son ab'
‹,olutamente idénticos, o cuando hay entre los dos delitos 1111
lazo de indivisibilidad tal, que la sentencia sobre el prime-
ro es exciuyente de la existencia del segundo;

Considerando que, en la especie, en el fallo impugnado
, comprueba que el prevenido Wilfredo Alvarez Sturla fue

':,5cargado de los delitos de sustracción y gravidez que se
le imputo en perjuicio de Ramona Fermín, por no haberlos
,,,ruetidos, según la sentencia de la Segunda Cámara Pe-

val 	 Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Duarte, de fecha 2 de agosto de 1968, la cual ha adqui-
rido la autoridad irrevocable de la cosa juzgada; y que, por
otra parte, el niño, cuyo sostenimiento ha dado lugar a la
segunda persecución, es el mismo fruto de aquella gravidez;

Considerando, en consecuencia, que la Cámara a-qua,
al condenar al prevenido por el delito de violación de la
Ley 2402, de 1930, sin tener en cuenta el descargo anterior-
mente dicho, ha violado las reglas que rigen la autoridad
de la cosa Juzgada en materia penal, que son de orden pú-
blico; por lo cual la sentencia impugnada debe ser casada,
;in envío, por no haber ya nada qué juzgar;

Por tales motivos, Unico: Casa, sin envío, la sentencia
dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, de fecha
lro. de julio de 1969, cuyo' dispositivo se copia en parte
Interior del presente fallo.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani  . —
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
m. Alvarez Perdió.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
Firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE NOVIEMBRE DE 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo , de

fecha 19 de diciembre de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Compañía Caledonian Insurance Company

Apegado: Dr. J. Arístides Taveras

Interviniente: Pablo Sánchez y Enemencia E. Lovera de Sáncluw

Abogado: Dres: César Castillo G., Juan Elpidio Monción C. y L.

de la Cruz Débora

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
i icia, regularmente constituda por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente Ma-
nuel D Bergás Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
:as Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 10 del mes de noviembre de 1969,
años 1260 de la Independencia y 107 9 de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
wlía Caledonian Insurance Company, representada en el
país por Seguros de la Antillana, S. A., entidad comercial
domiciliada en esta ciudad, contra la sentencia dictada en

lis atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo en fecha 19 de diciembre de 1968, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. César Castillo G., cédula 814 serie 68, en

la lectura de sus conclusiones, por sí y por los Doctores
J uan Elpidio Monción Contreras, cédula 3792 serie 43, y

I, A. de la Cruz Débora, cédula 38410 serie 31, abogados
de los intervinientes, parte civil constituida, Pablo Sán-
chez y Enemencia E. Lovera de Sánchez, dominicanos, ca-
sados, mayores de edad, cédulas 24107 serie 31 y 298 se-
rie 36 respectivamente, domiciliados en Guama, del Muni-
cipio de San José de Las Matas;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación de fecha 24 de enero de 1969,
levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, a requerimien-
'o del abogado Dr. Arístides Taveras, cédula 31421 serie
54, en representación de la recurrente, acta en la cual no
se invoca ningún medio determinado de casación;

' Visto el memorial de la recurrente suscrito por su abo-
gado y en el cual se invocan los medios que luego se indi-
can;

Visto el escrito de los intervinientes firmado por sus
abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistas las leyes 5771 de 1961, 241 de 1967, 4117
de 1955, y los artículos 1384 del Código Civil y 1 y 65 de
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
6 de mayo de 1968, la Cuarta Cámara Penal del Distrito
Nracional, apoderada por el Ministerio Público, dictó en sus
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE NOVIEMBRE DE 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de
fecha 19 de diciembre de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Compañía Caledonian Insurance Company
Abogado: Dr. J. Arístides Taveras

Intervinienté: Pablo Sánchez y Enemencia E. Lovera de Sánclieg,
Abogado: Dres: César Castillo G., Juan Elpidio Monción C. y L.

de la Cruz Débora

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

1 icia, regularmente constituda por los Jueces Manuel Ru-

món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de 1J.
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente Ma-
nuel D. Bergás Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
:as Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 10 del mes de noviembre de 1969,
años 126' de la Independencia y 1079 de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la s i

-guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
rifiía Caledonian Insurance Company, representada en el
país por Seguros de la Antillana, S. A., entidad comercial
domiciliada en esta ciudad, contra la sentencia dictada en

,us atribucion es correccionales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo en fecha 19 de diciembre de 1968, cuyo
thspositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. César Castillo G., cédula 814 serie 68, en

la lectura de sus conclusiones, por sí y por los Doctores
Juan Elpidio Monción Contreras, cédula 3792 serie 43, y
L. A. de la Cruz Débora, cédula 38410 serie 31, abogados
de los intervinientes, parte civil constituida, Pablo Sán-
chez y Enemencia E. Lovera de Sánchez, dominicanos, ca-
sados, mayores de edad, cédulas 24107 serie 31 y 298 se-
ie 36 respectivamente, domiciliados en Guama, del Muni-

,,ipio de San José de Las Matas;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de casación de fecha 24 de enero de 1969,
levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, a requerimien-
'o del abogado Dr. Arístides Taveras, cédula 31421 serie
54, en representación de la recurrente, acta en la cual no

Imm

se invoca ningún medio determinado de casación;

.„ -o1 Visto el memorial de la recurrente suscrito por su abo-
gado y en el cual se invocan los medios que luego se indi-
can;

Visto el escrito de los intervinientes firmado por sus
abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistas las leyes 5771 de 1961, 241 de 1967, 4117
de 1955, y los artículos 1384 del Código Civil y 1 y 65 de
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
6 de mayo de 1968, la Cuarta Cámara Penal del Distrito
Nacional, apoderada por el Ministerio Público, dictó en sus



BOLETIN JUDICIAL	 70117010	 B0LETIN JUDICIAL

atribuciones correccionales, una sentencia cuyo dispositMl
se transcribe más adelante; b) que sobre las apelaciones
interpuestas contra esa sentencia intervino el fallo ahora'"
impugnado, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Prime.

ro: Declara regulares y válidos en cuanto a la forma, los
recursos de apelación interpuestos en fechas 7, 15 y 17 de
mayo de 1968, respectivamente, por el señor Enrique Al-
berto Lama Correa, compañía Caledonian Insurance Com-
pany, el señor Pablo Sánchez, señora Enemencia Leticia
Lovera de Sánchez, Dr. Oreste Cucurullo y Compañía Do-
minicana de Seguros, C. por A., contra sentencia dictada
en fecha 6 del mes de mayóde 1968, por la Cuarta Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, que contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Pri-
mero:— Declarar, corno al efecto Declara, a los nombrados
Oreste Cucurullo Ramírez y Leonardo de Jesús García Re-
cio, de generales anotadas, culpable del delito de homici-
dio involuntario causado con el manejo o conducción de

vehículos de motor, en perjuicio de la que en vida se lla-
mó Iris Sánchez, y de golpes y heridas involuntarios en
perjuicio de Gisela Blonda de Cucurullo, y los menores Cris-
tina Amelia, Gina María y Carlos Raúl, todos Cucurullo
Blonda, (violación a la Ley 5771) sobre accidente de vehícu-
lo de motor y 4809 sobre tránsito de vehículo de motor, y
en consecuencia, acogiendo circunstancias atenuantes a su
favor, se les condena al pago de una multa de Cien Pesos
(RD$100.00) moneda nacional, a Oreste Cucurullo Ramí-
rez y de Ciento Cincuenta Pesos (RD$150.00) moneda na-
cional, a Leonardo de Jesús García Recio; Segundo: — Se
ordena la suspensión de la licencia para conducir vehículos
de motor por un período de un año, a ambos prevenidos, a
partir del día en que la sentencia se haga definitiva; Ter-

cero:— Se condena a los prevenidos al pago de las costas
penales; Cuarto:— Se da acta del desistimiento hecho en
audiencia por Oreste Cucurullo Ramírez en su propio nom-

ic y en representación de su esposa Gisela Blonda de Cu-
curullo y de sus menores hijos Cristina Amelia, Gina Ma-
! ía y Carlos Raul, todos Cucurullo Blonda, quienes figura-
ban como partes civiles constituidas contra el señor Enri-
que Lama Correa como persona civilmente responsable y
en Oponibilidad de la sentencia contra la Caledonian In-
surance Company, representada en el país por la Antillana
Comercial e Industrial C. por A., con todas las consecuen-
cias legales; Quinto:— Declara regular y válida en cuanto a
la forma la constitución en parte civil hecha por el señor
Pablo Sánchez y Enemencia Leticia Lovera de Sánchez,
en su calidad de padres de quien en vida respondía al nom-
bre de Iris Sánchez (fallecida), en contra de los señores
Oreste Cucurullo Ramírez y Leonardo de Jesús García Re-
cio, en sus calidades, los dos primeros, de prevenidos y per-
sonas civilmente responsable y el último como persona ci-
vilmente responsable y contra la Compañía Dominicana de
Seguros C. por A., y la Caledonian Insurance Company, re-
presentada en el país por la Antillana Comercial C. por A.,
en sus respectivas calidades de entidades aseguradoras de
los vehículos productores de daño, conducidos por los pre-
venidos, hecha por mediación de sus abogados Doctores
Sebastián César Castillo García y Juan Elpidio Monción

4 Contreras, y en cuanto al fondo, a) condena a Oreste Cu-
curullo Ramírez al pago de una indemnización de Dos Mil
Quinientos Pesos Moneda Nacional (RD$2,500.00) como
justa reparación por los daños y perjuicios morales y ma-
teriales sufridos por los señores Pablo Sánchez y Enemen-
cia Leticia Lovera de Sánchez, a consecuencia del deceso
de su hija Iris Sánchez y b) Condena, asimismo a los se-
ñores Leonardo de Jesús García Recio y Enrique Lama Co-
rrea, al 'pago solidario de una indemnización de Cinco Mil
Pesos (RD$5,000.00) moneda nacional, como indemniza-
ción a los señores Pablo Sánchez y Enemencia Leticia Lo-
tera de Sánchez, por los daños y perjuicios morales y mate-
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atribuciones correccionales, una sentencia cuyo dispositivo
se transcribe más adelante; b) que sobre las apelaciones
interpuestas contra esa sentencia intervino el fallo ahora
impugnado, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Prime.

ro: Declara regulares y válidos en cuanto a la forma, los
recursos de apelación interpuestos en fechas 7, 15 y 17 de
mayo de 1968, respectivamente, por el señor Enrique Al-
berto Lama Correa, compañía Caledonian Insurance Com-
pany, el señor Pablo Sánchez, señora Enemencia Leticia
Lovera de Sánchez, Dr. Oreste Cucurullo y Compañía Do-
minicana de Seguros, C. por A., contra sentencia dictada
en fecha 6 del mes de mayó—de 1968, por la Cuarta Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, que contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Pri-
mero:— Declarar, corno al efecto Declara, a los nombrados
Oreste Cucurullo Ramírez y Leonardo de Jesús García Re-
cio, de generales anotadas, culpable del delito de homici-
dio involuntario causado con el manejo o conducción de
vehículos de motor, en perjuicio de la que en vida se lla-
mó Iris Sánchez, y de golpes y heridas involuntarios en
perjuicio de Gisela Blonda de Cucurullo, y los menores Cris-
tina Amelia, Gina María y Carlos Raúl, todos Cucurullo
Blonda, (violación a la Ley 5771) sobre accidente de vehícu-
lo de motor y 4809 sobre tránsito de vehículo de motor, $'

en consecuencia, acogiendo circunstancias atenuantes a SU

favor, se les condena al pago de una multa de Cien Pesos
(RD$100.00) moneda nacional, a Oreste Cucurullo Rani,-
rez y de Ciento Cincuenta Pesos (RD$150.00) moneda ná-
cional, a Leonardo de Jesús García Recio; Segundo:— Se
ordena la suspensión de la licencia para conducir vehículos
de motor por un período de un año, a ambos prevenidos, a
partir del día en que la sentencia se haga definitiva; Ter-
cero:— Se condena a los prevenidos al pago de las costas
penales; Cuarto:— Se da acta del desistimiento hecho en
audiencia por Oreste Cucurullo Ramírez en su propio nom-
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re y en representación de su esposa Gisela Blonda de Gu-
rullo y de sus menores hijos Cristina Amelia, Gina 1VIa-

T ía y Carlos Raul, todos Cucurullo Blonda, quienes figura-
ban como partes civiles constituidas contra el señor Enri-
aue Lama Correa como persona civilmente responsable y
en Oponibilidad de la sentencia contra la Caledonian In-
surance Company, representada en el país por la Antillana
Comercia l e Industrial C. por A., con todas las consecuen-
cias legales; Quinto:— Declara regular y válida en cuanto a
la forma la constitución en parte civil hecha por el señor
Pablo Sánchez y Enemencia Leticia Lovera de Sánchez,
en su calidad de padres de quien en vida respondía al nom-
bre de Iris Sánchez (fallecida), en contra de los señores
Oreste Cucurullo Ramírez y Leonardo de Jesús García Re-
cio, en sus calidades, los dos primeros, de prevenidos y per-
sonas civilmente responsable y el último como persona ci-
vilmente responsable y contra la Compañía Dominicana de
Seguros C. por A., y la Caledonian Insurance Company, re-
presentada en el país por la Antillana Comercial C. por A.,
en sus respectivas calidades de entidades aseguradoras de
Mí; vehículos productores de daño, conducidos por los pre-
venidos, hecha por mediación de sus abogados Doctores
Sebastián César Castillo García y Juan Elpidio Monción
Contreras, y en cuanto al fondo, a) condena a Oreste Cu-
curullo Ramírez al pago de una indemnización de Dos Mil
Quinientos Pesos Moneda Nacional (RD$2,500.00) como
:asta reparación por los daños y perjuicios morales y ma-
teriales sufridos por los señores Pablo Sánchez y Enemen-
cia Leticia Lovera de Sánchez, a consecuencia del deceso
de su hija Iris Sánchez y b) Condena, asimismo a los se-
flores Leonardo de Jesús García Recio y Enrique Lama Co-
rrea, al pago solidario de una indemnización de Cinco Mil
Pesos (RD$5,000.00) moneda nacional, como indemniza-
ción a los señores Pablo Sánchez y Enemencia Leticia Lo-
' era de Sánchez, por los daños y perjuicios morales y mate-
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viales sufridos a consecuencia de la muerte de su hija Iris
Sánchez; Sexto:— Condena a los señores Oreste Cucurullo
Ramírez, Leonardo de Jesús García Recio y Enrique T

Correa, al pago solidario de las costas civiles, distrayéndo-
las en provecho de los Dres. Sebastián C. Castillo García y
Jua nElpidio M. Contreras quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad; Séptimo:— Declara la presente sen-
tencia de conformidad con el artículo 10 de la Ley 5771
sobre seguro obligatorio de vehículos de motor, Oponible
a la compañía Dominicana de Seguros, C. por A., y a la Ca-
ledonian Insurance Company, representada en el país por
la Antillana Comercial e Industrial C. por A., en sus res-
pectivas calidades de entidades aseguradoras, y en lo que
concierne a las indemnizaciones acordadas en favor de la
parte civil contra sus asegurados respectivos y las costas";
por haber sido interpuestos dichos recursos de acuerdo con
la prescripciones legales que regulan la materia; Segundo:
Da acta al prevenido Leonardo García Recio, del desisti-
miento del recurso de apelación interpuesto en el presente
caso, conforme acto de alguacil del 8 de noviembre de 1968
instrumentado por el Ministerial Vidal Abreu Alcántara,
Alguacil Ordinario de la Cámara de Trabajo del Distrito
Nacional, y lo condena al pago de las costas originadas has-
ta el momento de su desistimiento y declara extinguido di-
cho recurso con todas sus consecuencias legales; Tercero:
Declara al prevenido Leonardo de Jesús García Recio cul-
pable de haber cometido los delitos de homicidio involun-
tario ocasionado con el manejo de un vehículo de motor, en

perjuicio de quien en vida respondía al nombre de Iris Sán-
chez, y de golpes y heridas involuntarias ocasionadas en
la misma forma, en perjuicio de Gisela Blonda de Cucuru-
llo, Cristina Amelia Cucurullo (menor), Gina María Cucu-
rullo (menor) y Carlos Raul Cucurullo (menor) curables
después de veinte días y diez días respectivamente, y en
consecuencia, lo condena al pago de una multa de Ciento

Cincuenta Pesos Oro (RD$150.00), acogiendo en su pro-
. vecho circunstancias atenuantes, confirmando en este as-
. ,pecto, el ordinal primero de la sentencia apelada; Cuarto:
Revoca el referido ordinal primero de la sentencia recurri-
da, en cuanto declaró al Dr. Oreste Cucurullo Ramírez
culpable de haber cometido los mismos delitos imputados
al prevenido Leonardo de Jesús García Recio y lo condenó
al pago de una multa de Cien Pesos (RD$100.00) y obran-
do por propia autoridad y contrario imperio, lo descarga
de los mencionados delitos, por no haber cometido ninguna
falta susceptible de comprometer su responsabilidad penal;
Quinto: Revoca el Ordinal segundo de la sentencia apelada
en cuanto ordenó la cancelación de la licencia para condu-
cir vehículos de motor, por el período de Un (1) año al Dr.
Oreste Cucurullo Ramírez, y lo confirma en sus demás as-
pectos; Sexto: Condena al prevenido Leonardo de Jesús
García Recio, al pago de las costas penales y las declara
de oficio en lo que se refiere al Dr. Oreste Cucurullo Ra-
mírez, modificando en este aspecto el ordinal tercero de la
sentencia apelada; Septimo: Confirma el ordinal cuarto de la
sentencia apelada; Octavo:— Declara regulares y válidos
en la forma, las constituciones en parte civiles operadas por
los señores Pablo Sánchez y Enemencia Leticia Lovera de
Sánchez, contra los señores Dr. Oreste Cucurullo Ramírez
y Leonardo de Jesús García Recio y Enrique Alberto Lama
Correa, confirmando en este aspecto el ordinal quinto de la
sentencia recurrida, y declara irregular dicha constitución
en parte civil, en cuanto se refiere a la Compañía Domini-
cana de Seguros, C. por A., y Caledonian Insurance Com-
pany, por improcedente; Noveno:— Condena al prevenido
Leonardo de Jesús Recio y al señor Enrique Alberto Lama
Correa, al pago solidario de una indemnización de Seis Mil
Pesos Oro (RD$6,000.00) en provecho de las partes civiles
constituidas, señores Pablo Sánchez y Enemencia Leticia
Lovera de Sánchez, que debe repartirse a razón de Tres Mil
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riales sufridos a consecuencia de la muerte de su hija Iriz
Sánchez; Sexto:— Condena a los señores Oreste Cucurullo
Ramírez, Leonardo de Jesús García Recio y Enrique Lama
Correa, al pago solidario de las costas civiles, distrayéndo-
las en provecho de los Dres. Sebastián C. Castillo García y
Jua nElpidio M. Contreras quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad; Séptimo:— Declara la presente sen-
tencia de conformidad con el artículo 10 de la Ley 5771
sobre seguro obligatorio de vehículos de motor, Oponible
a la compañía Dominicana de Seguros, C. por A., y a la Ca-
ledonian Insurance Company, representada en el país por
la Antillana Comercial e Industrial C. por A., en sus res-
pectivas calidades de entidades aseguradoras, y en lo que
concierne a las indemnizaciones acordadas en favor de la
parte civil contra sus asegurados respectivos y las costas";
por haber sido interpuestos dichos recursos de acuerdo con
la prescripciones legales que regulan la materia; Segundo:
Da acta al prevenido Leonardo García Recio, del desisti-
miento del recurso de apelación interpuesto en el presente
caso, conforme acto de alguacil del 8 de noviembre de 1968
instrumentado por el Ministerial Vidal Abreu Alcántara,
Alguacil Ordinario de la Cámara de Trabajo del Distrito
Nacional, y lo condena al pago de las costas originadas has-
ta el momento de su desistimiento y declara extinguido di-
cho recurso con todas sus consecuencias legales; Tercero:
Declara al prevenido Leonardo de Jesús García Recio cul-
pable de haber cometido los delitos de homicidio involun-
tario ocasionado con el manejo de un vehículo de motor, en

perjuicio de quien en vida respondía al nombre de Iris Sán-
chez, y de golpes y heridas involuntarias ocasionadas en
la misma forma, en perjuicio de Gisela Blonda de Cucuru-
llo, Cristina Amelia Cucurullo (menor), Gina María Cucu-
rullo (menor) y Carlos Raul Cucurullo (menor) curables
después de veinte días y diez días respectivamente, y en
consecuencia, lo condena al pago de una multa de Ciento
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Cincuenta Pesos Oro (RD$150.00), acogiendo en su pro-
vecho circunstancias atenuantes, confirmando en este as-
pecto, el ordinal primero de la sentencia apelada; Cuarto:
Revoca el referido ordinal primero de la sentencia recurri-
da, en cuanto declaró al Dr. Oreste Cucurullo Ramírez
culpable de haber cometido los mismos delitos imputados
al prevenido Leonardo de Jesús García Recio y lo condenó
al pago de una multa de Cien Pesos (RD$100.00) y obran-
do por propia autoridad y contrario imperio, lo descarga
de los mencionados delitos, por no haber cometido ninguna
falta susceptible de comprometer su responsabilidad penal;
Quinto: Revoca el Ordinal segundo de la sentencia apelada
en cuanto ordenó la cancelación de la licencia para condu-
cir vehículos de motor, por el período de Un (1) año al Dr.
Oreste Cucurullo Ramírez, y lo confirma en sus demás as-
pectos; Sexto: Condena al prevenido Leonardo de Jesús
García Recio, al pago de las costas penales y las declara
de oficio en lo que se refiere al Dr. Oreste Cucurullo Ra-
mírez, modificando en este aspecto el ordinal tercero de la
sentencia apelada; Septimo: Confirma el ordinal cuarto de la
sentencia apelada; Octavo:— Declara regulares y válidos
en la forma, las constituciones en parte civiles operadas por
los señores Pablo Sánchez y Enemencia Leticia Lovera de
Sánchez, contra los señores Dr. Oreste Cucurullo Ramírez
y Leonardo de Jesús García Recio y Enrique Alberto Lama
Correa, confirmando en este aspecto el ordinal quinto de la
sentencia recurrida, y declara irregular dicha constitución
en parte civil, en cuanto se refiere a la Compañía Domini-
cana de Seguros, C. por A., y Caledonian Insurance Com-
pany, por improcedente; Noveno:— Condena al prevenido
Leonardo de Jesús Recio y al señor Enrique Alberto Lama
Correa, al pago solidario de una indemnización de Seis Mil
Pesos Oro (RD$6,000.00) en provecho de las partes civiles
constituidas, señores Pablo Sánchez y Enemencia Leticia
Lovera de Sánchez, que debe repartirse a razón de Tres Mil
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Pesos Oro (RD$3,000.00) para cada uno, como justa repa.
'ación por los daños y perjuicios morales y materiales sufri,.
dos con motivo del hecho delictuoso cometido por el referi...
do prevenido, modificando en este aspecto el ordinal quinto
de la sentencia recurrida; Décimo:— Revoca el antes men-
cionado ordinal quinto de la sentencia recurrida, en cuanto
condenó al Dr. Oreste Cucurullo Ramírez, al pago de una
indemnización de Dos Mil Quinientos Pesos (RD$2,500.00)
en provecho de las partes civiles constituídas señores Pa-
blo Sánchez y Enemencia Leticia Lovera de Sánchez, y lo
descarga de toda responsabilidad civil, por no haber come-
tido ninguna falta susceptible de comprometerlo; Undéci-
mo:— Revoca el ordinal sexto de la sentencia recurrida en
cuanto condenó al Dr. Oreste Cucurullo Ramírez, al pago
solidario de las costas civiles, y lo descarga de dicha con-
aenación y confirma dicho ordinal en sus demás aspectos;
Duodécimo:— Revoca el ordinal séptimo de la sentencia
apelada en cuanto dispuso que la sentencia ahora recurrida
fuera oponible a la Compañía Dominicana de Seguros, C.
por A., y lo confirma en sus demás aspectos; Décim-o-Teree-
ro:— Condena al prevenido Leonardo García Recio, Enri-
que Alberto Lama Correa y a la Compañía de Seguros Ca-
ledonian Insurance Company, al pago de las costas civiles
de la presente alzada, y ordena su distracción a favor de
los doctores César Castillo García y Juan Elpidio Monción
Contreras, abogados de las partes civiles constituídas, por
afirmar haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que la Compañía recurrente invoca en
su memorial los siguientes medios de casación: "Primer
Medio: Desnaturalización de los hechos. Errónea aprecia-
ción y desnaturalización de los testimonios de la causa. Vio-
lación a los principios generales de la prueba en materia
penal.— Segundo Medio: Insuficiencia, contradicción y au-
sencia de motivos.— Tercer Medio: Violación, por inaplica-
ción de la Ley 241.— Cuarto Medio: Falta de base legal";

Considerando que aún cuando en la especie, el preveni-
do Leonardo García Recio, desistió de su recurso de apela-
ción, lo que implicaba su asentimiento a las condenaciones
penales y civiles pronunciadas en su contra por la senten-
eia de primer grado, de fecha 6 de mayo de 1968, como la
Compañía aseguradora ha sostenido siempre, en apoyo de
sus recursos que dicho prevenido no es culpable del delito
puesto a su cargo, y que aún en el caso de serlo, las con-
denaciones civiles pronunciadas contra el asegurado En-
rique Alberto Lama no pueden ser oponibles a ella en razón
de que dicho Lama no era comitente de García en el mo-
mento del accidente, ni la víctima Iris Sánchez, estaba pro-
tegida por el seguro, pues era conducida como pasajera
en el vehículo manejado por García, procede examinar el
presente recurso en todo lo concerniente al interés de di-
cha Compañía, dentro de los límites de sus medios de ca-
sación;

Considerando que en sus cuatro medios de casación re-
unidos, la recurrente alega en síntesis, lo siguiente: a) que
el accidente se produjo por la participación activa del co-
prevenido Cucurullo, pues éste, se introdujo con su vehícu-
lo a una arteria de tránsito preferente como es la Avenida
George Washington, sin advertir previamente que de Oes-
te a Este corría el vehículo de García Recio; que Cucurullo
debió detenerse antes de intentar entrar a dicha vía; que
esa imprudencia fue la que originó el accidente, y no la
velocidad con eue se dice, corría García que ese sitio tiene
una amplia visibilidad, de modo que Cucurullo pudo adver-
tir la presencia inmediata del vehículo de García que co-
rría por la vía preferencial, para no cometer la impruden-
cia de interceptarlo; que, además, si vió que García venía
a exceso de velocidad, también cometió una imprudencia,
pues el sentido común le indicaba que su entrada a esa vía,
en ese momento, era peligrosa; que esa falta a cargo de Cu-
curullo debió ser ponderada por la Corte a-qua a fin de
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Pesos Oro (RD$3,000.00) para cada uno, como justa repa.
'ación por los daños y perjuicios morales y materia:es sufri-
dos con motivo del hecho delictuoso cometido por el referi-
do prevenido, modificando en este aspecto el ordinal quinto
de la sentencia recurrida; Décimo:— Revoca el antes men-
cionado ordinal quinto de la sentencia recurrida, en cuanto
condenó al Dr. Oreste Cucurullo Ramírez, al pago de una
indemnización de Dos Mil Quinientos Pesos (RD$2,500.00)
en provecho de las partes civiles constituidas señores Pa-
blo Sánchez y Enemencia Leticia Lovera de Sánchez, y lo
descarga de toda responsabilidad civil, por no haber come-
tido ninguna falta susceptible de comprometerlo; Undéci-
mo:— Revoca el ordinal sexto de la sentencia recurrida en
cuanto condenó al Dr. Oreste Cucurullo Ramírez, al pago
solidario de las costas civiles, y lo descarga de dicha con-
aenación y confirma dicho ordinal en sus demás aspectos;
Duodécimo:— Revoca el ordinal séptimo de la sentencia
apelada en cuanto dispuso que la sentencia ahora recurrida
fuera oponible a la Compañía Dominicana de Seguros, C.
por A., y lo confirma en sus demás aspectos; Décinío-Teree-
ro:— Condena al prevenido Leonardo García Recio, Enri-
que Alberto Lama Correa y a la Compañía de Seguros Ca-
ledonian Insurance Company, al pago de las costas civiles
de la presente alzada, y ordena su distracción a favor de
los doctores César Castillo García y Juan Elpidio Monción
Contreras, abogados de las partes civiles constituidas, por
afirmar haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que la Compañía recurrente invoca en
su memorial los siguientes medios de casación: "Primer
Medio: Desnaturalización de los hechos. Errónea aprecia-
ción y desnaturalización de los testimonios de la causa. Vio-
lación a los principios generales de la prueba en materia
penal.— Segundo Medio: Insuficiencia, contradicción y au-
sencia de motivos.— Tercer Medio: Violación, por inaplica

-ción de la Ley 241.— Cuarto Medio: Falta de base legal";

Considerando que aún cuando en la especie, el preveni-
do Leonardo García Recio, desistió de su recurso de apela-

- ción, lo que implicaba su asentimiento a las condenaciones
penales y civiles pronunciadas en su contra por la senten-
cia de primer grado, de fecha 6 de mayo de 1968. como la
Compañía aseguradora ha sostenido siempre, en apoyo de
sus recursos que dicho prevenido no es culpable del delito
puesto a su cargo, y que aún en el caso de serlo, las con-
denaciones civiles pronunciadas contra el asegurado En-
rique Alberto Lama no pueden ser oponibles a era en razón
de que dicho Lama no era comitente de García en el mo-
mento del accidente, ni la víctima Iris Sánchez, estaba pro-
tegida por el seguro, pues era conducida como pasajera
en el veliculo manejado por García, procede examinar el
presente recurso en todo lo concerniente al interés de di-
cha Compañía, dentro de los límites de sus medios de ca-
sación;

Considerando que en sus cuatro medios de casación re-
unidos, la recurrente alega en síntesis, lo siguiente: a) que
el accidente se produjo por la participación activa del co-
prevenido Cucurullo, pues éste, se introdujo con su vehícu-
lo a una arteria de tránsito preferente como es la Avenida
George Washington, sin advertir previamente que de Oes-
te a Este corría el vehículo de García Recio; que Cucurullo
debió detenerse antes de intentar entrar a dicha vía; que
esa imprudencia fue la que originó el accidente, y no la
velocidad con que se dice, corría García que ese sitio tiene
una amplia visibilidad, de modo que Cucurullo pudo adver-
tir la presencia inmediata del vehículo de García que co-
rría por la vía preferencial, para no cometer la impruden-
cia de interceptarlo; que, además, si vió que García venía
a exceso de velocidad, también cometió una imprudencia,
Pues el sentido común le indicaba que su entrada a esa vía,
en ese momento, era peligrosa; que esa falta a cargo de Cu-
curullo debió ser ponderada por la Corte a-qua a fin de

It
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rendir una buena Justicia; que la referida Corte no pon,

deró el hecho de que al vehículo de García se le explotó
uno de los neumáticos delanteros, antes de ocurrir el ae.
cidente; que la sentencia impugnada contiene motivos con.
tradictorios, pues se le descarga a la Compañía recurrente
por un lado y se le condena en costas por otro lado; b) que
la Corte a-nua hizo oponibles a la recurrente, las condena,
ciones civiles pronunciadas contra Enrique Alberto Lama
el asegurado, propietario del vehículo conducido por Gar:
cía, sin ponderar que Lama estaba fuera del país cuando
ocurrió el accidente, por lo que no podía dar órdenes ni
instrucciones al chofer García; que tampoco ponderó la Cor-
te a-qua el hecho de que Iris Sánchez, la víctima, novia del
chofer García, estaba fuera del riesgo que cubría el seguro
intervenido entre la recurrente y Lama; c) que la referida
Corte no precisa en la sentencia impugnada, en qué cir-
cunstancias se produjo el accidente, pues no se detiene en
la "participación activa" de Cucurullo al cometer las im-
prudencias y violaciones señaladas; que en esas condiciones,
sostiene la recurrente que la sentencia impugnada debe ser
casada por los vicios y violaciones denunciados; pero,

Considerando que la Corte a-qua mediante la pondera-
ción de los elementos de juicio aportados en la instrucción
de la causa, dió por establecidos los siguientes hechos: "a)
que el día 9 de junio de 1967 en horas de la noche, mien-
tras el Doctor Oreste Cucurullo Ramírez transitaba de nor-
te a sur por la calle "Héroes de Luperón" conduciendo el
automóvil de su propiedad marca "Chevrolet", placa 13219,
al introducirse en la Avenida George Washington, donde
termina la mencionada calle por donde transitaba, después
de recorrer varios metros por dicha avenida en dirección
de oeste a este, fue chocado su vehículo en la parte lateral
izquierda por el automóvil placa 12350. marca Opel, con-

ducido por el prevenido Leonardo de Jesús García Recio,
quien transitaba por la repetida Avenida George Wasl i -

moton en la misma dirección de oeste a este; b) que como
consecuenc ia de ese accidente resultó muerta Iris Sánchez,
quien viajaba en el automóvil manejado por García, y con
heridas que curaron en distintos períodos además de Gar-
cía, el conductor Cucurullo, su esposa Gisela Blonda de
Cucurullo y sus hijos menores de edad, Cristina Amelia,
Gira María y Carlos Raul Cucurullo;

Considerando que la Corte a-qua para declarar que el
único culpable del accidente fue García, expuso en la sen-
tencia impugnada, lo siguiente: "por el traslado efectuado
al lugar de los hechos y por los hechos y circunstancias de
la causa, según ya se ha expuesto en el primer consideran-
do de la presente decisión, esta Corte ha formado su ínti-
ma convicción en el sentido de que sólo el prevenido Leo-
nardo García Recio, fue el culpable del hecho delictuoso
que nos ocupa, esto es, de haber ocasionado los golpes a que
se ha hecho ya referencia, por haber transitado a una velo-
cidad vertiginosa y no haber podido en tal virtud controlar
por esa razón el vehículo que conducía cuando iba a reba-
sar el automóvil conducido por el Doctor Oreste Cucurullo
Ramírez; que es un hecho cierto establecido por esta Corte
por los medios de prueba ya indicados, que el Doctor Ores-
tes Cucurullo Ramírez se introdujo con su automóvil a la
Avenida George Washington por la parte donde termina la
calle "Héroes de Luperón"; que recorrió más o menos seis
o siete metros en dirección de oeste a este; que en el paseo
derecho de dicha avenida se hallaba en ese momento estacio-
nado un vehículo, esto es, en el lado próximo al malecón;
que en el momento en que el prevenido Doctor Cucurullo
iba a rebasar el indicado vehículo para tomar su derecha,
se aproximó el vehículo conducido por Leonardo García
Recio, quien transitaba en ese momento a una velocidad ex-
cesiva en la misma dirección que el prevenido Cucurullo y
no Pudo ni detener su vehículo para evitar el accidente ni
PUdo tampoco rebasarlo, sino que sorpresivamente se es-
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rendir una buena Justicia; que la referida Corte no pon,
deró el hecho de que al vehículo de García se le explotó
uno de los neumáticos delanteros, antes de ocurrir el ac-
cidente; que la sentencia impugnada contiene motivos con_
tradictorios, pues se le descarga a la Compañía recurrente
por un lado y se le condena en costas por otro lado; b) que
la Corte a-nua hizo oponibles a la recurrente, las condena-
ciones civiles pronunciadas contra Enrique Alberto Lama
el asegurado, propietario del vehículo conducido por Gar:
cía, sin ponderar que Lama estaba fuera del país cuando
ocurrió el accidente, por lo que no podía dar órdenes ni
instrucciones al chofer García; que tampoco ponderó la Cor-
te a-qua el hecho de que Iris Sánchez, la víctima, novia dP1.
chofer García, estaba fuera del riesgo que cubría el seguro
intervenido entre la recurrente y Lama; el que la referida
Corte no precisa en la sentencia impugnada, eri qué cir-
cunstancias se produjo el accidente, pues no se detiene en
la "participación activa" de Cucurullo al cometer las im-
prudencias y violaciones señaladas; que en esas condiciones,
sostiene la recurrente que la sentencia impugnada debe ser
casada por los vicios y violaciones denunciados; pero,

Considerando que la Corte a-qua mediante la pondera-
ción de los elementos de juicio aportados en la instrucción
de la causa, dió por establecidos los siguientes hechos: "a)
que el día 9 de junio de 1967 en horas de la noche, mien-
tras el Doctor Oreste Cucurullo Ramírez transitaba de nor-
te a sur por la calle "Héroes de Luperón" conduciendo el
automóvil de su propiedad marca "Chevrolet", placa 13219,
al introducirse en la Avenida George Washington, donde
termina la mencionada calle por donde transitaba, después
de recorrer varios metros por dicha avenida en dirección
de oeste a este, fue chocado su vehículo en la parte lateral
izquierda por el automóvil placa 12350, marca Opel, con-

ducido por el prevenido Leonardo de Jesús García Recio,
quien transitaba por la repetida Avenida George Wash-

moton en la misma dirección de oeste a este; b) que como
consecuencia de ese accidente resultó muerta Iris Sánchez,
quien viajaba en el automóvil manejado por García, y con
heridas que curaron en distintos períodos además de Gar-
cía, el conductor Cucurullo, su esposa Gisela Blonda de
Cucurullo y sus hijos menores de edad, Cristina Amelia,
Gina María y Carlos Raul Cucurullo;

Considerando que la Corte a-gua para declarar que el
único culpable del accidente fue García, expuso en la sen-
tencia impugnada, lo siguiente: "por el traslado efectuado
al lugar de los hechos y por los hechos y circunstancias de
la causa, según ya se ha expuesto en el primer consideran-
do de la presente decisión, esta Corte ha formado su ínti-
ma convicción en el sentido de que sólo el prevenido Leo-
nardo García Recio, fue el culpable del hecho delictuoso
que nos ocupa, esto es, de haber ocasionado los golpes a que
se ha hecho ya referencia, por haber transitado a una velo-
cidad vertiginosa y no haber podido en tal virtud controlar
por esa razón el vehículo que conducía cuando iba a reba-
sar el automóvil conducido por el Doctor Oreste Cucurullo
Ramírez; que es un hecho cierto establecido por esta Corte
por los medios de prueba ya indicados, que el Doctor Ores-
tes Cucurullo Ramírez se introdujo con su automóvil a la
Avenida George Washington por la parte donde termina la
calle "Héroes de Luperón"; que recorrió más o menos seis
o siete metros en dirección de oeste a este; que en el paseo
derecho de dicha avenida se hallaba en ese momento estacio-
nado un vehículo, esto es, en el lado próximo al malecón;
que en el momento en que el prevenido Doctor Cucurullo
iba a rebasar el indicado vehículo para tomar su derecha.,
se aproximó el vehículo conducido por Leonardo García
Recio, quien transitaba en ese momento a una velocidad ex-
cesiva en la misma dirección que el prevenido Cucurullo y
no pudo ni detener su vehículo para evitar el accidente ni
Pudo tampoco rebasarlo, sino que sorpresivamente se es-.
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trelló contra el carro conducido por el Doctor Cucurullo
por el lado izquierdo, que transitaba a una velocidad mode-
rada para tomar su derecha; que como consecuencia de la
violencia del impacto recibido, el carro conducido por Cu.

curullo fue arrojado encima de la acera del malecón y que-
dó con las ruedas hacia arriba";

Considerando que para formar su convicción en ese

1

 sentido, los jueces del fondo ponderaron, dentro de su po-
der soberano y sin incurrir en desnaturalización alguna,
no sólo el resultado de la inspección de los lugares, sino
también las declaraciones contenidas en las actas de au-
diencia y los demás documentos y circunstancias del pro-
ceso;

rera
Considerando que para dar por establecido que Lama

el comitente de García en el momento del accidente, los
jueces del fondo no tenían que comprobar que Lama estu-
viese en el país en esa época, después de haber establecido
como lo hicieron, que Lama había confiado dicho vehículo
a García; que, además, en la sentencia impugnada consta
que los jueces del fondo para hacer oponibles a la Compa-
ñía aseguradora las condenaciones civiles pronunciadas en
favor de los padres de la víctima, Iris Sánchez, conducida
.:omo pasajera en el automóvil manejado por García, expu-
sieron en la sentencia impugnada, lo siguiente: "el seguro
obligatorio de vehículos tiene por finalidad la protección
de toda persona que resulte perjudicada en un accidente, es-
to es, cualquier tercero y sería contraproducente que una
cláusula semejante pudiera serle opuesta a un tercero en
contraposición con la finalidad de la ley que ha instituído
el seguro obligatorio precisamente en interés de esas terce-
ras personas; que en virtud de todo lo expuesto, procede
rechazar las conclusiones de la Caledonian Insurance Com-
pany y declarar en consecuencia que la presente sentencia
le es oponible en razón de que era compañía aseguradora

ik

del automó vil propiedad del señor Alberto Lama Correa
con el cual fue originado el daño a las partes civiles cons-
tittndas";
- Considerando que esos motivos justifican la oponibi-

lidad pronunciada, pues el hecho ocurrió dentro del régimen
legal que permitía dar a la situación jurídica planteada, la
interpretación que a la misma, dieron los jueces del fondo;

' Considerando que como en la especie quedó establecido
que el prevenido García era quien manejaba el automóvil
de Lama; que dicho vehículo estaba asegurado con la Com-
pañía recurrente y que con ese automóvil se produjo el ac-
cidente en que resultó muerta Iris Sánchez quien viajaba
n el referido vehículo, la Corte a-qua pudo, como lo hizo,
n esas circunstancias, y dentro de las facultades que le

acuerda la ley, acordar en provecho de las personas cons-
tituídas en parte civil una indemnización a cargo del ase-
gurado Enrique Alberto Lama, oponible a la Compañía re-
currente;

Considerando, finalmente, que el examen del fallo im-
pugnado revel a que él contiene motivos suficientes, perti-
nentes y congruentes que justifican plenamente su disposi-
tivo y una exposición completa de los hechos y circunstan-
cias de la causa que ha permitido a la Suprema Corte de
Justicia, verificar que en la especie se ha hecho una correc-
ta aplicación de la ley; que, en consecuencia, los medios de

scearsadceiósnest
cliumeasdeose;xaminan carecen de fundamento y deben I

Por tales motivos: Primero: Admite como intervinien-
tes a Pablo Sánchez y Enemencia E. Lovera de Sánchez;
Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto por la
Caledonian Insurance Company, contra la sentencia dicta-
da en sus atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Sante Domingo, en fecha 19 de diciembre de 1968,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
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trelló contra el carro conducido por el Doctor Cucuruno
por el lado izquierdo, que transitaba a una velocidad mode.
rada para tomar su derecha; que como consecuencia de la
violencia del impacto recibido, el carro conducido por Cu-
curullo fue arrojado encima de la acera del malecón y que.
dó con las ruedas hacia arriba";

Considerando que para formar su convicción en ese

sentido, los jueces del fondo ponderaron, dentro de su po-
der soberano y sin incurrir en desnaturalización alguna,
no sólo el resultado de la inspección de los lugares, sino
también las declaraciones contenidas en las actas de au-
diencia y los demás documentos y circunstancias del pro-
ceso;	 41

rera
Considerando que para dar por establecido que Lama

el comitente de García en el momento del accidente, los
jueces del fondo no tenían que comprobar que Lama estu-
viese en el país en esa época, después de haber establecido
como lo hicieron, que Lama había confiado dicho vehículo
a García; que, además, en la sentencia impugnada consta
que los jueces del fondo para hacer oponibles a la Compa-
ñía aseguradora las condenaciones civiles pronunciadas en
favor de los padres de la víctima, Iris Sánchez, conducida
omo pasajera en el automóvil manejado por García, expu-

sieron en la sentencia impugnada, lo siguiente: "el seguro
obligatorio de vehículos tiene por finalidad la protección
de toda persona que resulte perjudicada en un accidente, es-
to es, cualquier tercero y sería contraproducente que una
cláusula semejante pudiera serle opuesta a un tercero en
contraposición con la finalidad de la ley que ha instituído
el seguro obligatorio precisamente en interés de esas terce-

ras personas; que en virtud de todo lo expuesto, procede
rechazar las conclusiones de la Caledonian Insurance Com-
pany y declarar en consecuencia que la presente sentencia
le es oponible en razón de que era compañía aseguradora
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del automóvil propiedad del señor Alberto Lama Correa
con el cual fue originado el daño a las partes civiles cons-
tituidas";

Considerando que esos motivos justifican la oponibi-
idad pronunciada, pues el hecho ocurrió dentro del régimen
egal que permitía dar a la situación jurídica planteada, la
interpretación que a la misma, dieron los jueces del fondo;

rConsiderando que como en la especie quedó establecido
que el prevenido García era quien manejaba el automóvil
de Lama; que dicho vehículo estaba asegurado con la Com-
pañía recurrente y que con ese automóvil se produjo el ac-
cidente en que resultó muerta Iris Sánchez quien viajaba
en el referido vehículo, la Corte a-qua pudo, como lo hizo,
en esas circunstancias, y dentro de las facultades que le
acuerda la ley, acordar en provecho de las personas cons-
tituidas en parte civil una indemnización a cargo del ase-
gurado Enrique Alberto Lama, oponible a la Compañía re-
currente;

Considerando, finalmente, que el examen del fallo im-
pugnado revel a que él contiene motivos suficientes, perti-
nentes y congruentes que justifican plenamente su disposi-
tivo y una exposición completa de los hechos y circunstan-
cias de la causa que ha permitido a la Suprema Corte de

scars desestimados;

Justicia, verificar que en la especie se ha hecho una correc-
ta aplicación de la ley; que, en consecuencia, los medios de
casación 	 carecen de fundamento y deben Ie 

Por tales motivos: Primero: Admite como intervinien-
tes a Pablo Sánchez y Enemencia E. Lovera de Sánchez;
Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto por la
Caledonian Insurance Company, contra la sentencia dicta-
da en sus atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Sante Domingo, en fecha 19 de diciembre de 1968,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
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sente fallo; y Tercero: Condena a la recurrente al pago de
las costas, ordenándose la distracción de ellas en provecho
de los Doctores Juan E. Monción Contreras, Sebastián Cé-
sar Castillo G. y L. A. de la Cruz Débora ,abogados de los
intervinientes, quienes han afirmado haberlas avanzado en
su totalidad.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez .— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Arnia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Fe-
relló .— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia	 Ernesto Curiel hijo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí; Secretario General, que
certifico. (Firmado:) Ernesto Curiel hijo.

soTTENCIA DE FECHA 10 DE NOVIEMBRE DE 1969

colegida impugnada: Corte de Apelación de San ,Pedro de Maco-

rís, de fecha 14 de marzo de 1969

materia: Criminal

ente : Erasmo Medina o Luis Suazo

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche H., Segundo Sustituto de
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló,
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 10 de noviembre
del año 1969, años 1269 de la Independencia y 107 9 de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Erasmo
Medina o Luis Suazo, dominicano, mayor de edad, soltero,
jornalero, domiciliado y residente en la casa No. 23 de la
calle Santa Ana, de la ciudad de San Pedro de Macorís,
cédula No. 43422, serie 23, contra la sentencia de fecha 14

de marzo de 1969, dictada en sus atribuciones criminales
Por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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sente fallo; y Tercero: Condena a la recurrente al pago de

las costas, ordenándose la distracción de ellas en provecho
de los Doctores Juan E. Monción Contreras, Sebastián cé.
sar Castillo G. y L. A. de la Cruz Débora ,abogados de los
intervinientes, quienes han afirmado haberlas avanzado er
su totalidad.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen.
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago os.
baldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí; Secretario General, que
certifico. (Firmado:) Ernesto Curiel hijo.
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Itateria: Criminal

veurrente : Erasmo Medina o Luis Suazo
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Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche H., Segundo Sustituto de
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló,
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 10 de noviembre
del año 1969, años 126 9 de la Independencia y 1079 de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto 'por Erasmo
Medina o Luis Suazo, dominicano, mayor de edad, soltero,
jornalero, domiciliado y residente en la casa No. 23 de la
:li•e Santa Ana, de la ciudad de San Pedro de Macorís,
cédula No. 43422, serie 23, contra la sentencia de fecha 14
de marzo de 1969, dictada en sus atribuciones criminales
Por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, cuyo
:fispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

le la República;
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 25 de marzo de 1969
a requerimiento del recurrente, en la cual no se invoca nin:.
gún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 379 y 385 del Código Penal;
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un robo cometido en el Restaurant "La Marina", de
la ciudad de San Pedro de Macorís, en la noche del día 19
de enero de 1968, el Magistrado Procurador Fiscal del Dis-
trito Judicial de San Pedro de Macorís, requirió al Juez
de Instrucción de dicho Distrito Judicial, que procediera a

la instrucción de la sumaria correspondiente b) que en fe-
cha 22 de febrero de 1968, el citado Juez de Instrucción,
después de realizar dicha sumaria, dictó su Providencia Ca-
lificativa con el siguiente dispositivo: "Declaramos: a) Que
existen cargos e indicios suficientes para inculpar al nom-
brado Quiso de generales ignoradas (prófugo) del crimen
de robo de noche en casa habitada con fractura y escala-
miento, en perjuicio de Juan Chea; b) Que en cuanto a
los nombrados Pablo Antonio Brito (Yanquiquí) Angel Ma-
ría Tejera, y Sergio Pablo Jiménez, de generales anotadas
en el proceso, sean enviados al Tribunal Criminal como
cómplice de este hecho, y allí se le juzguen de acuerdo con
la ley; e) que en cuanto al nombrado Arnulfo Antonio Ma-
rrero, no existen cargos suficientes para inculparlo del cri-
men de complicidad en este hecho y por tanto sea puesto en
libertad inmediatamente, siempre que no estuviere preso por
otra causa justificada; y en consecuencia: Mandamos y or-
denamos: Primero: Que el nombrado Quiso prófugo) de ge

-nerales ignoradas en el proceso, sea enviado al Tribunal
Criminal, para que responda de los hechos puesto a su car-
go y allí se le juzgue en contumacia de acuerdo con la ley;
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segundo: Que en cuanto a los nombrados Pablo Antonio
Brun (Yanquiquí), Angel María Tejera y Sergio Pablo Ji-
ménez, sean enviados al Tribunal y allí se le juzguen de

complicidad en este hecho; Tercero: Que el infrascrito Se-
cretario proceda a la notificación, de la presente Providen-
cia Calificativa, conforme a las disposiciones legales de la

materia ; y Cuarto: Que las actuaciones de la instrucción y
un estado de los documentos y objetos que han de obrar
como fundamento de convicción sean transmitidos al Ma-
gistrado Procurador Fiscal de este Distrito Judicial, para los
fines de lugar"; e) que el Juzgado de Primera Instancia así
apoderado en sus atribuciones criminales, dictó en fecha 23
de julio de 1968, una sentencia con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Que se declare a Erasmo Medina y
Pablo Antonio Brito (a) Yanquiquí, culpables del hecho
puesto a su cargo, y en consecuencia, condena al primero a
8 años de trabajos públicos, y al segundo a 5 años de tra-
bajos públicos, por el hecho de crimen de robo en casa ha-
bitada con fractura y escalamiento; SEGUNDO: Se condena
al pago de las costas; TERCERO: Se ordena el desglose del
expediente, en cuanto a los nombrados Angel María Tejada
y Sergio Pablo Jiménez, para que sean dictados los autos
correspondientes, para ser juzgados en contumacia prófu-
gos de la ley"; d) que sobre recursos de los acusados, (en-
tre quienes figura el hoy recurrente en casación), la Corte
de Apelación de San Pedro de Macorís, dictó en fecha 14
de marzo de 1969, la sentencia ahora impugnada, con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite como re-
gulares y válidos, en cuanto a la forma, los recursos de
apelación interpuestos por los acusados Erasmo •Medina o
Luis Suazo (a) Guiso y Pablo Antonio Brito o Cordero (a)
Yanquiquí, contra sentencia rendida, en atribuciones crimi-
nales y en fecha 23 de julio de 1968, por el Juzgado de Pri-
mera Instancia de este Distrito Judicial de San Pedro de
Macorís, que los condenó a sufrir las penas de ocho (8) y
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cinco (5) años de trabajos públicos, respectivamente , al
primero por el crimen de robo de noche en casa habitada
con fractura y escalamiento, en perjuicio del señor Juan
Chea y, al segundo, por complicidad en el referido crimen.
y los condenó además, al pago de las costas; SEGUNDO..,
Modifica la sentencia objeto de los presentes recursos de
apelación, en cuanto a las penas impuestas, y por propia
autoridad a): Condena al acusado Erasmo Medina o Luis
Suazo (a) Guiso, a sufrir seis (6) años de trabajos públi-
cos, que deberá agotar en la cárcel pública de esta ciudad,
por el crimen de robo de noche en casa habitada con frac-
tura y escalamiento, puesto a su cargo, en perjuicio del se-
ñor Juan Chea y b): Condena al co-acusado Pablo Anto-
nio Brito o Cordero (a) Yanquiquí, a sufrir un (1) año
de prisión correccional, acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes, por el crimen de complicidad en el hecho de
robo de noche en casa habitada con fractura y escalamien-
to, puesto a cargo del acusado Erasmo Medina o Luis Sua-
zo (a) Guiso, en perjuicio del señor Juan Chea; TERCERO:
Condena a dichos acusados al pago de las costas";

Considerando que la Corte a-qua, mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba regularmente administra-
dos en la instrucción de la causa, los jueces del fondo die-
ron por establecido que la noche del día. primero de ene-
ro de 1968, el acusado, hoy recurrente en casación, acom-
pañado de otras personas, realizó un robo de varios efectos,
en el establecimiento comercial y residencia de Juan Chea;
que para cometer el hecho fracturaron "parabrisas" de una
de las puertas de la casa, mientras el dueño dormía; y que
al día siguiente de cometido el robo, vendieron los efectos
robados;

Considerando que en los hechos así establecidos por los
jueces del fondo. se encuentran reunidos los elementos cons-
titutivos del crimen de robo, de noche, por dos o más per

-sonas, en casa habitada, previsto por los artículos 379, 384

385 del Código Penal, y sancionado por los citados artícu-
los 384 y 385, con la pena de cinco a diez años de trabajos
Públicos; que en consecuencia, al condenar al acusado re-
currente a la pena de 6 años de trabajos públicos, después
de declararlo culpable, y reduciendo así, en cuanto a él, y
sobre su apelación de pena de ocho años que le había im-
puesto el Juez de Primera Instancia, la Corte a-qua le apli-
có una sanción ajustada a la ley, e hizo una correcta apli-
cación de las reglas que rigen la apelación;

Considerando que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del
acusado recurrente, ella no contiene vicio alguno que jus-
tifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Erasmo Medina o Luis Suazo, contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Pe-
dro de Macorís, en sus atribuciones criminales, en fecha 14
de marzo de 1969, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
(e anterior del presente fallo; Segundo: Condena al recu-
rrente al pago de las costas.

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche II.— Manuel D. Bergés Chupani  . —
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar .—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
oue certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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385 del Código Penal, y sancionado por los citados artícu-

los 384 y 385, con la pena de cinco a diez años de trabajos
Públicos; que en consecuencia, al condenar al acusado re-
:o-rente a la pena de 6 años de trabajos públicos, después
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acusado recurrente, ella no contiene vicio alguno que jus-
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE NOVIEMBRE DE 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco..
rís, de fecha 5 de marzo de 1969

Materia: Criminal

Recurrente: José Acevedo

Dios, Patria y Liber ∎rad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche H., Segundo Sustituto de
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló,
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojoj,
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 10 de noviembre
de 1969, años 126 9 de la Independencia y 107 9 de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ace-
vedo, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, domi-
ciliado y residente en el barrio Buena Vista, casa No. 227,
de La Romana, cédula No. 9764, serie 28, contra la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís, en atribuciones criminales, de fecha 5 de marzo de
1969, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaria de la Corte a-qua, en fecha 13 de marzo de 1969,
a requerimiento del recurrente, en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 295, 304, párrafo segundo, del
Código Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que requerido
regularmente, por el Ministerio Público, el Juez de Ins-
trucción del Distrito Judicial de La Romana dictó una Pro-
videncia Calificativa, cuyo dispositivo dice así: "Resolve-
mos: Declarar, que existen cargos suficientes para que el
nombrado José Acevedo, de generales anotadas, sea envia-
do por ante el Juzgado de Primera Instancia, para que una
vez allí sea juzgado por el crimen de Homicidio Voluntario,
perpetrado en la persona de quien en vida respondía al
nombre de Amantina Jiménez; hecho ocurrido en el Barrio
Buena Vista, La Romana, en fecha 24 de abril de 1968, en
esa Ciudad"; b) que apoderado del caso el Juzgado de Pri-
mera Instancia de dicho Distrito Judicial de La Romana, en
sus atribuciones criminales, dictó una sentencia en fecha 31
de octubre de 1969, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Se declara culpable al nombrado José Acevedo,
del Crimen de Homicidio Voluntario en la persona de quien

-en vida se llamó Amantina Jiménez, y en consecuencia se
condena a sufrir la pena de 20 años de trabajos públicos;
SEGUNDO: Se condena a José Acevedo al pago de las cos-
tas; TERCERO: Se confisca el hierro cuerpo del delito"; c)
que sobre recurso de apelación contra esa sentencia la Cor-
te a-qua dictó la sentencia ahora impugnada en casación,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite co-
mo regular y válido, en cuanto a la forma, el recurso de
apelación interpuesto por el Doctor Guillermo Estévez de
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Jesús, abogado, a nombre y en representación del acusado 101
José Acevedo, contra sentencia rendida, en atribuciones
criminales y en fecha 31 de octubre de 1968, por el Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Roma-
na, que condenó al aludido acusado José Acevedo, a sufrir
la pena de veinte (20) años de trabajos públicos, y al pa-
go de las costas, por el crimen de homicidio voluntario, en
perjuicio de la persona que en vida respondía al nombre
de Amantina Jiménez; SEGUNDO: Modifica la sentencia
apelada en cuanto a la pena impuesta y por propia autori-
dad, condena al referido acusado José Acevedo, a sufrir
diez (10) años de trabajos públicos, que deberá agotar en
la cárcel pública de esta ciudad, por el mencionado hecho
puesto a su cargo; TERCERO: Condena a dicho acusado al
pago de las costas";

Considerando, que la Corte a-qua dió por establecido,
mediante la ponderación de los elementos de prueba regu-
larmente aportados en la instrucción de la causa, que el día
24 de abril de 1968, en el Barrio de Buena Vista, de la ciu-
dad de La Romana, el acusado José Acevedo dió muerte vo-
luntariamente a Amantina Jiménez, su concubina, asestán-
doles dos golpes por la cabeza con un tubo de hierro;

Considerando, que los hechos así comprobados por la
Corte a-qua, constituyen el crimen de homicidio voluntario,
previsto por el Artículo 295 del Código Penal, y sanciona-
do por el Artículo 304 del mismo Código, modificado por la
Ley No. 896, del 26 de abril de 1935, con la pena de 3 a 20
años de trabajos públicos; que, por tanto, al condenar al
acusado, después de declararlo culpable del referido cri-
men, a diez años de trabajos públicos, la Corte a-qua ajus-
tó su fallo a las disposiciones legales mencionadas;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
la sentencia impugnada no contiene, en lo que concierne al
interés del recurrente, ningún vicio que justifique su casa-
ción;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por José Acevedo, contra la sentencia de
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, pronuncia-
da en sus atribuciones criminales, en fecha 5 de marzo de
1969, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago de
las costas.

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani.—
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

1110
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE NOVIEMBRE DE 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apetlación de Santo Domingo, de

fecha 25 de septiembre de 1968

Materia: Comercial

Recurrente: Mosaicos Nacionales, C. por A.

Abogado: Dr. Ernesto E. Ravelo García

Recurrido: La Ovalle Company

Abogado: Dr. Félix A. Brito Mata, Rafael Lolet Santamaría y

Euclides Marmolejos Vargas

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ro- 11
món Ruiz Tejada, Presidente; Carlos Manuel Lamarche H.,
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupa-
ni; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló,
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad d'e Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 12 de noviembre
de 1969, años 126 ? de la Independencia y 107° de la Res-

tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mosaicos
Nacionales C. por A., entidad comercial establecida de
acuerdo con las leyes de la República, domiciliada en esta
ciudad en la Avenida Nicolás de Ovando, casa No. 389,
contra la sentencia de la Corte de Apelación de Santo Do-

mingo, dictada en sus atribuciones comerciales, en fecha 25
de septiembre de 1968, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante:

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Ernesto E. Ravelo García, cédula 36274,

serie lra., abogado de la recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, sus-
crito por su abogado, de fecha 30 de enero de 1969, en el
cual se invocan los medios que luego se indican;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, "La Ova-
Ile Company, organizada de acuerdo con las leyes del Es-
tado de New York, Estados Unidos de Norte América, con
su asiento principal en el Estado de New York, en la calle
Wall Street N. Y., 5, representada por los Doctores Eucli-
des Marmolejos Vargas, Rafael Lolet Santamaría y Félix
Antonio Brito Mata, con cédulas Nos. 58993, serie 1ra.,
4455, serie 1ra., y 29194, serie 47; quienes suscriben el
citado memorial de defensa, de fecha 18 de marzo de 1969;

La Suprema, Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1641. del Código Civil; 141
del Código de Procedimiento Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo -11
de una demanda en cobro de pesos, intentada por La Ova-
lle Company contra La Mosaicos Nacionales, C. por A., la
Cámara Civil y Comercial de la Segunda Circunscripción
del Juzgado de Primera Instanci4,. del Distrito Nacional,
dictó en fecha 14 de diciembre de 1967, una sentencia cuyo
dispositivo está inserto en el de la ahora impugnada; b)
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4011 Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una demanda en cobro de pesos, intentada por La Ova-
lle Company contra La Mosaicos Nacionales, C. por A., la
Cámara Civil y Comercial de la Segunda Circunscripción
del Juzgado de Primera Instanci4,. del Distrito Nacional,
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dispositivo está inserto en el de la ahora impugnada; b)
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que sobre la apelación de La Mosaicos Nacionales, C. por
A., la Corte ardua dictó una sentencia en defecto de fecha
3 de julio de 1968, cuyo dispositivo también se copia en
el de la sentencia impugnada; e) que sobre la oposición de
La Ovalle Company, la indicada Corte dictó la sentencia
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Prime.
ro: Declara, regular y válido el recurso de oposición i nter-
puesto por Ovalle Company, en fecha once (11) del mes de
julio del año 1968, en contra de la sentencia dictada por
esta Corte de Apelación, de fecha 3 de julio del 1968, cuyo
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Dez .lara regular y vá-
lido, en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter-
puesto por Mosaicos Nacionales, C. por A., intentado con-
tra la sentencia de fecha catorce (14) del mes de diciem-
bre de 1967, dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial
de la Segunda Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, y cuyo dispositivo dice: "Falla:
Primero: Rechaza, por improcedente, las conclusiones for-
muladas por la parte demandada Mosaicos Nacionales, C.
por A., por las razones y motivos indicados en esta senten-
cia; Segundo: Acoge las conclusiones presentadas en au-
diencia por La Ovalle & Company, parte demandante, por
ser justas y reposar sobre prueba legal, y en consecuencia,
Condena a dicha demandada a pagarle a la mencionada
demandante: a) la suma de Dos Mil Seiscientos Veinte Pe-
sos con Noventitrés Centavos (RD$2,620.93), que le adeu-
da por el concepto indicado;-- b) los Intereses Legales
Correspondientes a dicha suma, a partir del día de la de-
manda; y, e) Todas las costas causadas y por causarse en
la presente instancia; Distraídas en provecho del abogado
Dr. Euclides Mormoleios Vargas, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad".— Por haber sido hecho de
acuerdo con las disposiciones que rigen la materia; SE
GUNDO: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia con-
tra la Ovalle & Company; TERCERO: Revoca la sentencia
apelada, y esta Corte obrando por propia autoridad y con-

imperio, Declara improcedente y mal fundada la de-trario
manda en cobro de pesos, intentada por la °valle & Com-
pany, contra Mosaicos Nacionales, C. por A.; CUARTO:
Condena a la parte intimada Ovalle & Compan y, al pago de
las costas, ordenando su distracción en favor del abogado
de la parte intimante, Dr. Ernesto E. Ravelo García, quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; por haber
sido hecho conforme a las disposiciones de la ley que rige
la materia; SEGUNDO:— Revoca la mencionada sentencia,
en todas sus partes, y acogiendo las conclusiones de la par-
te oponente, Oval le & Company, declara, en consecuencia:
a) Condena la Mosaicos Nacionales, C. por A., a pagar a
la Ovalle Company, la suma de Dos Mil Seiscientos Veinte
Pesos con Noventa y Tres Centavos (RD$2,620.931, por
los conceptos enunciados en la demanda; b) Condena asi-
mi:;:no a la Mosaicos Nacionales, C. por A., al pago de los
intere7es en favor de la Compañía demandante, a partir de
la demanda en justicia intentada por ésta; 'LENCERO:
Condena a la Mosaicos Nacionales, C. por A., al pago de
las costas, ordenando su distracción en provecho del aboga-
do de la Ovalle Company, Dr. Euclides A. Marmolejos, por
afirmar haber:as avanzado en su mayor parte";

Considerando Que la recurrente invoca los siguientes
medios: Primer Medio: Violación al Artículo 141 del Códi-
go de Procedimiento Civil: Segunag Medio: Violación al
Artículo 1641 del Código Civil;

Considerando que la recurrente alega en su segundo
medio, en síntesis: que la Corte a-qua no ponderó ni dió nin-
gún motivo sobre el alegato hecho por ella en el sentido de
que las maquinarias que le vendió La Ovalle and Company,
tenían vicios ocultos que autorizaban a la recurrente a ha-
cer uso del derecho de retención que le acuerda el Artícu-
lo 1641 del Código Civil; que al actuar de ese modo, dicha
Corte violó el citado Artículo y que con ello, violó tam-
bién, su derecho de defensa;
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que sobre la apelación de La Mosaicos Nacionales, c . por
A., la Corte a-qua dictó una sentencia en defecto de fecha
3 de julio de 1968, cuyo dispositivo también se copia en
el de la sentencia impugnada; c) que sobre la oposición de
La Ovalle Company, la indicada Corte dictó la sentencia
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Prime.
ro: Declara, regular y válido el recurso de oposición i nter-
puesto por Ovalle Company, en fecha once (11) del mes de
julio del año 1968, en contra de la sentencia dictada por
esta Corte de Apelación, de fecha 3 de julio del 1958, cuyo
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara regular y vá-
lido, en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter-
puesto por Mosaicos Nacionales, C. por A., intentado con-
tra la sentencia de fecha catorce (14) del mes de diciem-
bre de 1967, dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial
de la Segunda Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, y cuyo dispositivo dice: "Falla:
Primero: Rechaza, por improcedente, las conclusiones for-
muladas por la parte demandada Mosaicos Nacionales, C.
por A., por las razones y motivos indicados en esta senten-
cia; Segundo: Acoge las conclusiones presentadas en au-
diencia por La Ovalle & Company, parte demandante, por
ser justas y reposar sobre prueba legal, y en consecuencia,
Condena a dicha demandada a pagarle a la mencionada
demandante: a) la suma de Dos Mil Seiscientos Veinte Pe-
sos con Noventitrés Centavos (RD$2,620.93), que le adeu-
da por el concepto indicado;— b) los Intereses Legales
Correspondientes a dicha suma, a partir del día de la de
manda; y, e) Todas las costas causadas y por causarse en
la presente instancia; Distraídas en provecho del abogado
Dr. Euclides Mormolejos Vargas, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad".— Por haber sido hecho de
acuerdo con las disposiciones que rigen la materia; SE
GUNDO: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia con-
tra la Ovalle & Company; TERCERO: Revoca la sentencia
apelada, y esta Corte obrando por propia autoridad y con-

trario imperio, Declara improcedente y mal fundada la de-
manda en cobro de pesos, intentada por la Ovalle & Com-
pany, contra Mosaicos Nacionales, C. por A.; CUARTO:
Condena a la parte intimada Ovalle & Compan y, al pago de
las costas, ordenando su distracción en favor del abogado

de la parte intimante, Dr. Ernesto E. Ravelo García, quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; por haber
sido hecho conforme a las disposiciones de la ley que rige
la materia; SEGUNDO:— Revoca la mencionada sentencia,
en todas sus partes, y acogiendo !as conclusiones de la par-
te oponente, Oval le & Company, declara, en consecuencia:
a) Condena la Mosaicos Nacionales, C. por A., a pagar a
la Ovalle Company, la suma de Dos Mil Seiscientos Veinte
Pesos con Noventa y Tres Centavos (RD$2,620.93), por
los conceptos enunciados en la demanda; b) Condena, asi-
mi::mo a la Mosaicos Nacionales, C. por A., al pago de los
intereses en favGr de la Compañía demandante, a partir de
la demanda en justicia intentada por ésta; TERCERO:
Condena a la Mosaicos Nacionales, C. por A., al pago de
las eostas, ordenando su distracción en provecho del aboga-
do de la Ovalle Company, Dr. Euclides A. Marmolejos, por
afirmar haberlas avanzado en su mayor parte";

Considerando nue la recurrente invoca los siguientes
medios: Primer Medio: Violación al Artículo 141 del Códi-
go de Procedimiento Civil; Segunda Medio: Violación al
Artículo 1641 del Código Civil;

Considerando que la recurrente alega en su segundo
medio, en síntesis: que la Corte a-qua no ponderó ni dió nin-
gún motivo sobre el alegato hecho por ella en el sentido de
que las maquinarias que le vendió La Ovalle and Company,
tenían vicios ocultos que. autorizaban a la recurrente a ha-
cer uso del derecho de retención que le acuerda el Artícu-
lo 1641 del Código Civil; que al actuar de ese modo, dicha
Corte violó el citado Artículo y que con ello, violó tam-
bién, su derecho de defensa;
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Considerando que c:ertamente, tal como lo alegara
Compañía recurrente, la Corte a-qua no pondera el alegato
de los vicios ocultos y el resultado de la comparecencia
personal y del informativo celebrado en primera instancia,
para deducir si procedía. o no aplicar el mencionado Artícu.
lo 1641 del Código Civil; que, al actuar de ese modo no ha
dado motivos al respecto, que permitan a esta Suprema
Corte de Justicia aprec iar si, en la especie, se ha hecho o
no una correcta aplicación de dicho texto legal; por lo que
procede acoger el medio invocado, sin tener que examinar
el otro medio propuesto por la recurrente;

Considerando que las costas podan ser compensadas
cuando la sentencia impugnada fuere casado, por falta de
motivos y de base legal;

Por tales motivos, Primere: Casa la sentenc i a dictada
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribu-
ciones Comerciales, de fecha 25 de septiembre de 1968, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto a la Corte de Apelación de
San Cristóbal; Segundo: Compensa las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Carlos Ma-
nuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani.— Fran-"h
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Car7
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publiada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE NOVIEMBRE DE 1969

s:,ntencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha

13 de junio de 1969

mat,e0.: Correccional

Recurrente: Fausto Carrasco y Seguros Pepín S. A.

Dios, Patria y Lih2rtad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
siCente ; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Francis-
co Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bau-
tista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
ils audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mén, Distrito Nacional, hoy día 12 del mes de Noviem-
bre de 1969, años 1269 de la Independencia y 1079 de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
nación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Faus-
Carrasco, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer,

L, sidente en la Sección Maizal del Municipio de Esperanza,
cédula. 82711, serie 33, Pedro A. Sánchez, dominicano, ma-
yor de edad, cédula 18048 serie 31, residente en la Sección
Ma'zal, Municipio de Esperanza, Santiago, y Seguros Pe-
pín, S. A., con su domicilio y asiento social en la calle Res-
tauración No. 122 de la ciudad de Santiago, contra la sen-
tencia de fecha 13 de junio de 1969, dictada en sus a tribu-
dones correccionales por la Corte de Apelación de Santiago,
luyo dispositivo se copia más adelante;

..	 ',

1
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Considerando que c:ertemente, tal corno lo alega la
Compañía recurrente, la Corte a-qua no pondera el alegato
de los vicios ocultos y el resultado de la comparecencia
personal y del informativo celebrado en primera instancia,
para deducir si procedía o no aplicar el mencionado Artícu-
lo 1641 del Código Civil; que, al actuar de ese modo no ha
dado motivos al respecto, que permitan a esta Suprema
Corte de Justicia aprec'ar si, en la especie, se ha hecho o
no una correcta aplicación de dicho texto legal; par lo que
procede acoger el medio invocado, sin tener que examinar
el otro medio propuesto por la recurrente;

Considerando que las costas podré.n ser compensadas
cuando la sentencia impugnada fuere casada por falta de
motivos y de base legal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentenc'a dictada
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribu-
ciones Comerciales, de fecha 25 de septiembre de 19E8, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto a !a Corte de Apelación de
San Cristóbal; Segundo: Compensa las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Carlos Ma-
nuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento. en la au-
dien&a pública del día, mea y año en él expresados, y fue
firmada, leída v publiada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

BOLETIN JUDICIAL	 7035

SENTENCIA DE FECHA 12 DE NOVIEMBRE DE 1969

szntencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha

13 de junio de 1969

;Materia: Correccional

Recurrente: Fausto Carrasco y Seguros Pepín S. A.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
siCente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Francis-
co Elpielo Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bau-
tista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 12 del mes de Noviem-
bre de 1969, años 1269 de la Independencia y 1079 de la
Re.stauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Faus-
to Carrasco, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer,
residente en la Sección Maizal del Municipio de Esperanza,
cédula 82711, serie 33, Pedro A. Sánchez, dominicano, ma-
yor de edad, cédula 18048 serie 31, residente en la Sección
Ma i zal, Municipio de Esperanza, Santiago, y Seguros Pe-
pín, S . A., con su domicilio y asiento social en la calle Res-
tauración No. 122 de la ciudad de Santiago, contra la sen-
tencia de fecha 13 de junio de 1969, dictada en sus atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de Santiago,
cuyo disrmsitivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 	 ,2*
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 1 de julio de 1969
a requerimiento del Dr. Berto Emilio Veloz, cédula 31469
serie 54, actuando a requer:miento de los recurrentes, en
la cual no expone ningún medio determ'nado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 65 de la Ley No. 241 de
Tránsito de Vehículos de 1967; 1382 del Código Civil y 1
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico, ocurrido en el Kiló-
metro 5 y medio de la carretera Duarte. en la Sección de
"El Ingenio", Santiago, en el cual resultó con lesiones cu-
rables en más de 30 días y antes de 45 días, el menor
Bienvenido Mercado. fue sometido a la acción de la jus-
ticia por la Policía Naciona', el chofer Fausto Carrasco,
conductor de la camioneta Datsun con que se produjo el
accidente; b) Que apoderada regularmente del caso, la Se-
gunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santiago, ésta dictó sentencia
en fecha 19 de marzo de 1969, cuyo dispositivo figura in-
serto en el de la ahora impugnada; c) Que sobre recursos
del prevenido, de la persona puesta en causa como civilmen-
te responsable, y de la compañía aseguradora, la Corte de
Apelación de Santiago dictó la sentencia ahora impugnada
en casación, con el siguiente dispo- itivo: "Falla:— Prime-
ro: Admite como bueno y válido, en la forma, el recurso de

apelación interpuesto por el Dr. Héctor Valenzue'a, en re-
presentación del Dr. Berto E. Veloz, a nombre del preve-
nido Fausto Carrasco, del señor Pedro A. Sánchez, *per so

-na civilmente responsable y de la Compañía de Seguro "Se-

glirOS Pepín,S. A., contra sentencia dictada por la Segun-
da Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santiago, de fecha 19 de Marzo de 1969,

la cual tiene este dispositivo: "Falla: Primero: Debe decla-

rar y al efecto declara a Fausto Carrasco, culpable de vio-
lar el Art. 49 letra "c" de la Ley 241 en perjuicio de Bien-
venido Mercado, y, en consecuencia lo condena al pago de
una multa da RD$35.00 (Treinta y Cinco Pesos Oro), aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes; Segundo: De-
clara regular y válida la constitución en parte civil hecha
por Daniel Mercado en su calidad de padre de la víctima,
contra el prevenido Fausto Carrasco y la persona civilmen-
te responsable señor Pedro A. Sánchez; Tercero: Debe Con-
denar y al efecto condena a Fausto Carrasco, (prevenido)
y a Pedro A. Sánchez en sus respectivas calidades de autor
del mencionado accidente y de persona civilmente respon-
sable, al pago conjunto y solidario de una indemnización
de RD$1,200.00 (Un Mil Doscientos Pesos Oro), a favor del
señor Daniel Mercado, como justa reparación par los daños
y perjuicios morales y materiales ex perimentados por éste
a consecuencia de los golpes y heridas recibidos por su hi-
jo menor Bienvenido Mercado; Cuarto: Debe Condenar y

condena a Fausto Carrasco y a Pedro A. Sánchez, al pago
de los intereses legales de la suma zwordada, a partir de 1P
demanda y hasta la total ejecución de esta sentencia a títu-
lo de indemnización suplementaria; Quinto: Debe Declarar
al efecto declara esta sentencia en lo que respecta a Pe-
dro A. Sánchez, ejecutable y oponible a la Compañía de
Seguros Pepín, S. A.; Sexto: Debe Rechazar y al efecto re-
chaza las conc:usiones presentadas en audiencia por la
Compañía Seguros Pepín, S. A., por mediación de su abo-
gado Dr. Berto Veloz; Séptimo: Debe Condenar y al efec-
to condena a Fausto Carrasco, Pedro A. Sánchez y a la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., al pago de las costas ci-
viles con distracción de las mismas en provecho del Dr.
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 1 de julio de 1969
a requerimiento del Dr. Berto Emilio Veloz, cédula 31469'
serie 54, actuando a requerimiento de los recurrentes, en
la cual no expone ningún medio determ'nado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli.
berado y vistos los artículos 49 y 65 de la Ley No. 241 de
Tránsito de Vehículos de 1967; 1382 del Código Civil y 1
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico, ocurrido en el Kiló-
metro 5 y medio de la carretera Duarte. en la Sección de
"El Ingenio", Santiago, en el cual resultó con lesiones cu-
rables en más de 30 días y antes de 45 días, el menor
Bienvenido Mercado, fue sometido a la acción de la jus-
ticia por la Policía Naciona', el chofer Fausto Carrasco,
conductor de la camioneta Datsun con que se produjo el
accidente; b) Que apoderada regularmente del caso, la Se-
gunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial ele Santiago, ésta dictó sentencia
en fecha 19 de marzo de 1909, cuyo dispositivo figura in-
serto en el de la ahora impugnada; e) Que sobre recursos
del prevenido, de !a persona puesta en causa como civilmen-
te responsable, y de la compañía aseguradora, la Corte de
Apelación de Santiago dictó la sentencia ahora impugnada
en casación, con el siguiente dispo- itivo: "Falla:— Prime-
ro: Admite como bueno y válido, en la forma, el recurso de
apelación interpuesto por el Dr. Héctor Valenzuel a, en re-
presentación del Dr. Berto E. Veloz, a nombre del preve-
nido Fausto Carrasco, del señor Pedro A. Sánchez, pers o

-na civilmente responsable y de la Compañía de Seguro "Se"

oros Pepín, S. A., contra sentencia dictada por la Segun-
da Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santiago, de fecha 19 de Marzo de 1969,
la cual tiene este dispositivo: "Falla: Primero: Debe decla-
rar y al efecto declara a Fausto Carrasco, culpable de vio-
lar el Art. 49 letra "c" de la Ley 241 en perjuicio de Bien-
venido Mercado, y, en consecuencia lo condena al pago de
una multa de RD$35.00 (Treinta y Cinco Pesos Oro), aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes; Segundo: De-
clara regular y válida la constitución en parte civil hecha
por Daniel Mercado en su calidad de padre de la víctima,
contra el prevenido Fausto Carrasco y la persona civilmen-
te responsable señor Pedro A. Sánchez; Tercero: Debe Con-
denar y al efecto condena a Fausto Carrasco, (prevenido)
y a Pedro A. Sánchez en sus respectivas calidades de autor
del mencionado accidente y de persona civilmente respon-
sable, al pago conjunto y solidario de una indemnización
de RD$1,200.00 (Un Mil Doscientos Pesos Oro), a favor del
señor Daniel Mercado, como justa reparación por los daños
y perjuicios morales y materiales ex perimentados por éste
a consecuencia de los golpes y heridas recibidos por su hi-
jo menor Bienvenido Mercado; Cuarto: Debe Condenar y
condena a Fausto Carrasco y a Pedro A. Sánchez, al pago
de los intereses legales de la suma a4:ordada, a partir de l'
demanda y hasta la total ejecución de esta sentencia a títu-
lo de indemnización suplementaria; Quinto: Debe Declarar
al efecto declara esta sentencia en lo que respecta a Pe-
dro A. Sánchez, ejecutable y oponible a la Compañía de
Seguros Pepín, S. A.; Sexto: Debe Rechazar y al efecto re-
chaza las conc:usiones presentadas en audiencia por la
Compañía Seguros Pepín, S. A., por mediación de su abo-
gado Dr. Berto Veloz; Séptimo: Debe Condenar y al efec-
to condena a Fausto Carrasco, Pedro A. Sánchez y a la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., al pago de las costas ci-
viles con distracción de las mismas en provecho del Dr.
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audiencia, no obstante estar legalmente citado; Tercero.
Rechaza las conclusiones principales y subsidiarias presen,

venido Fausto Carrasco por no haber comparecido a esta
en su totalidad"; Segundo: Pronuncia defecto contra el pre-

Clyde E. Rosario, abogado que afirma estarlas avanzando

tadas en audiencia por el Dr. Berto E. Veloz, formuladas a
nombre de Pedro A. Sánchez, persona civilmente responsa-
ble y la Compañía Seguros Pepín, S. A., en el sentido de
que: "revoquéis en todas sus partes la sentencia impugnada
declarando por la sentencia a intervenir que no se ha esta-
blecido falta alguna a cari;o del prevenido Fausto Carras-
co, y que en consecuencia se rechace la constitución en par-
te civil hecha por el padre del menor agraviado; 2do.: que
condenéis a la parte civil constituida al pago de las costas
ordenándose su distracción en provecho del abogado que
os habla. De manera subsidiaria: Primero: que en la hipó-
tesis de que consideréis que hubo falta de parte del preve-
niCo, ponderéis para la aplicación de las indemnizaciones,
la imprudencia de la víctima y que en este último caso en
cuanto a las costas se refiere, que sean compensadas"; por
considerar esta Corte de Apelación que el accidente de que
es cuestión, se debió a la falta exclusiva del prevenido
Fausto Carrasco; en consecuencia, confirma la sentencia
apelada en todas sus partes; Cuarto: Condena al prevenido
Fausto Carrasco al pago de las costas penales; Quinto: Con-
dena asimismo al prevenido Fausto Carrasco, al señor Pe-

dro A. Sánchez, persona civilmente responsable y a la
Compañía Seguros Pepín, S. A., al pago de las costas civi-
les con distracción de las mismas en provecho del Dr. Clyde
Eugenio Rosario, quien afirmó estarlas avanzando en su
totalidad";

En cuanto al recurso del prelenido:
eleConsiderando que mediante la ponderación de los
ins-mentos de prueba regularmente administrados en la 
quetrucción de la causa, la Corte a-qua dió por establecido,
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el hecho se debió a que el prevenido, mientras conducía la
.amioneta marca "Datsun" que manejaba, fue impruden-

te y negligente en el manejo de la misma, pues en el mo-
mento en que el menor Bienvenido Mercado iba a cruzar
la carretera, el preven i do ce puso a saludar con la mano de-
recha a Ramón A. Martínez R., y Antonio Tejada Martí-
nez, quienes estaban a un lado de la vía, y además "viró"
la cabeza para mirar a los agentes de la Policía Nacional
que allí estaban, y a quienes saludó, "lo que hizo descui-
dar la vigilancia que Cebe observar todo conductor pru-
dente", y le impidió ver al menor, y también detener el
vehículo, pues tenía sufic'ente tiempo para ello dada la ve-
locidad moderada a que venía; y que fue la causa única
que produjo el accidente, en el cual sufrió golpes y lesio-
nes curables en más de 30 días y en menos de 45, el me-
nor Bienvenido Mercado;

Considerando que en los hechos así establecidos por
los jueces del fondo, se encuentran reunidos los elementos
del delito Ce golpes y heridas por imprudencia ocasionados
con el manejo de un vehículo de motor, previsto por el ar-
tículo 49 de la Ley No. 241 de Tráns'to de Vehículos, y san-
cionado por el citado artículo 49 letra C, con la pena de seis
mese~ a dos años de prisión correccional y multa de cien
a quinientos pesos, si la enfermedad o imposibilidad para
el trabajo durare veinte días o más; que, en consecuencia,
al condenar al prevenido recurrente, después de declararlo
culpable, a la pena de treinticinco pesos de multa, acogien-
do en su favor circunstancias atenuantes, le aplicó una
sanción ajustada a la ley;

- 51 Considerando que, asimismo, la Corte a-q ua dió por es-
tablecida que el hecho cometido por el prevenido recurren-
te, le había ocasionado daños y perjuicios a Daniel Merca-
do, padre del menor lesionado, constituido en parte civil,
cuyo monto apreció soberanamente en RD$1,200.00
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venido Fausto Carrasco por no haber comparecido
en su totalidad"; Segundo: Pronuncia defecto contra el pr:
Clyde E. Rosario, abogado que afirma estarlas avanzando

a esta
audiencia, no obstante estar legalmente citado; Tercero.

Rechaza las conclusiones principales y subsidiarias presen-
tadas en audiencia por el Dr. Berto E. Ve:oz, formuladas a
nombre de Pedro A. Sánchez, persona civilmente responsa..
ble y la Compañía Seguros Pepín, S. A., en el sentido de

que: "revoquéis en todas sus partes la sentencia impugnarla
declarando por la sentencia a intervenir que no se ha esta:
blecido-faltaa alguna a carno del prevenido Fausto Carras-
co, y que en consecuencia se rehace la constitución en par-
te civil hecha por el padre del menor agraviado; 2do.: oue
condenéis a la parte civil constituida al pago de las costas
ordenándose su distracción en provecho del abogado que
os habla. De manera subsidiaria: Primero: que en la hipó-
tesis de que consideréis que hubo falta de parte del preve-
nido, ponderéis para la aplicación de las indemnizaciones,
la imprudencia de la víctima y que en este último caso en

cuanto a las costas se refiere, que sean compensadas"; por
considerar esta Corte de Apelación que el accidente de que
es cuestión, se debió a la falta exclusiva del prevenido
Fausto Carrasco; en consecuencia, confirma la sentencia
apelada en todas sus partes; Cuarto: Condena al prevenido
Fausto Carrasco al pago de las costas penales; Quinto: Con-
dena asimismo al prevenido Fausto Carrasco, al señor Pe-
dro A. Sánchez, persona civilmente responsable y a la

Compañía Seguros Pepín, S. A., al pago de las costas ci vi
-les con distracción de las mismas en provecho del Dr. Clyde

Eugenio Rosario, quien afirmó estarlas avanzando en su
totalidad";

En cuanto al recurso del provenido:

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba regularmente administrados en la ins

-trucción de la causa, la Corte a-qua dió por establecido , que

el hecho se debió a que el prevenido, mientras conducía la
',arnioneta marca "Datsun" que manejaba, fue impruden-
te y negligente en el manejo de la misma, pues en el mo-
mento en que el menor Bienvenido Mercado iba a cruzar
la carretera, el preven i do se puso a saludar con la mano de-
recha a Ramón A. Martínez R., y Antonio Tejada Martí-
nez, quienes estaban a un lado de la vía, y además "viró"
la cabeza para mirar a los agentes de la Policía Nacional
que allí estaban, y a quienes saludó, "lo que hizo descui-
dar la vigilancia que debe observar todo conductor pru-
dente", y le impidió ver al menor, y también detener el
vehículo, pues tenía sufic i ente tiempo para ello dada la ve-
locidad moderada a que venía; y que fue la causa única
que produjo el accidente, en el cual sufrió golpes y lesio-
nes curables en más de 30 días y en menos de 45, el me-
nor Bienvenido Mercado;

Considerando que en los hechos así establecidos por
los jueces del fondo, se encuentran reunidos los elementos
del delito de golpes y heridas por imprudencia ocasionados
con el manejo de un vehículo de motor, previsto por el ar-
tículo 49 de la Ley No. 241 de Tránsito de Vehículos, y san-
cionado por el citado artículo 49 letra C, con la pena de seis
mese7 a dos años de prisión correccional y multa de cien
a quinientos pesos, si la enfermedad o imposibilidad para
el trabajo durare veinte días o más; que, en consecuencia,
al condenar al prevenido recurrente, después de declararlo
culpable, a la pena de treinticinco pesos de multa, acogien-
do en su favor circunstancias atenuantes, le aplicó una
sanción ajustada a la ley;

s
Considerando que, asimismo, la Corte a-qua dió por es-

blecide que el hecho cometido por el prevenido recurren-
te . le había ocasionado daños y perjuicios a Daniel Merca-
do, padre del menor lesionado, constituido en parte civil,
Cuyo monto apreció soberanamente en RD$1,200.00 (mil
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doscientos pesos); que, en consecuenc la, al condenar a di-
cho prevenido, solidariamente con la persona puesta en
causa como civilmente responsable, al pago de esa suma, a
título de indemnización, oponibles esas condenaciones a la
compañía aseguradora, hizo una correcta aplicación del
Artículo 1383 del Código Civil y del Artículo 10 de la Ley
No. 4117; de 1955;

Considerando que exam!nada esa sentencia en sus de-
más aspectos, en lo que concierne al interés del prevenido
recurrente, ella no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

En cuanto a los recursos 0,9 la persona

puesta en causa como civilmente responsable, y de la
compañía aseguradora

Considerando que al tenor del Artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea
interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o
por la persona civilmente responsable, el depósito de un
memorial con la exposición de los medios en que se funda,
será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado
el recurso en la declaración correspondiente; que aunque el
artículo 37 enunciado sólo se refiere a las partes ya men-
cionadas, su disposición debe ser aplicada a la entidad ase-
guradora que en virtud del artículo 10 de la Ley No. 4117,
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, de 1955.
ha sido puesta en causa;

Considerando que en la especie ni en el momento de
declarar su recurso en la Secretaría de la Corte a-qua, ni

por medio de un memorial depositado ulteriormente, y has-

ta el día de la audiencia, los citados recurrentes, han ind i

-cado los medios de casación en que fundamentan sus recur-
sos; que, en tales condiciones dichos recursos, resultan nu-
los al tenor del Artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación citado;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el prevenido Fausto Carrasco, contra
la sentencia de fecha 13 de junio de 1969, dictada en sus
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santiago, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo; S egundo: Declara nulos los recursos de
apelación interpuestos por Pedro A. Sánchez y Seguros
Pepín, S. A., contra la misma sentencia; Tercero: Condena
a los recurrentes al pago de las costas.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Francisco Elpidio Beras •— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaudiencia pública del día, mes y año en él expresados, yfue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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doscientos pesos); que, en consecuencia, al condenar a di-
cho prevenido, solidariamente con la persona puesta en
causa como civilmente responsable, al pago de esa suma, a
título de indemnización, oponibles esas condenaciones a la
compañía aseguradora, hizo una correcta aplicación del
Artículo 1383 del Código Civil y del Artículo 10 de la Ley
No. 4117; de 1955;

Considerando que exam'nada esa sentencia en sus de-
más aspectos, en lo que concierne al interés del prevenido
recurrente, ella no contiene vicio alguno que justifique ssi.

casación;	 11M

En cuanto a los recursos de, la persona
puesta en causa como civilmente responsable, y de la

compañía aseguradora

Considerando que al tenor del Artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea
interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o
por la persona civilmente responsable, el depósito de un
memorial con la exposición de los medios en que se funda,
será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado
el recurso en la declaración correspondiente; que aunque el
artículo 37 enunciado sólo se refiere a las partes ya men-
cionadas, su disposición debe ser aplicada a la entidad ase-
guradora que en virtud del artículo 10 de la Ley No. 4117,
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, de 1955.
ha sido puesta en causa;

Considerando que en la especie ni en el momento de
declarar su recurso en la Secretaría de la Corte a-qua, ni
por medio de un memorial depositado ulteriormente, y has-
ta el día de la audiencia, los citados recurrentes, han ind i

-cado los medios de casación en que fundamentan sus recur-
sos; que, en tales condiciones dichos recursos, resultan nu-
los al tenor del Artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación citado;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el prevenido Fausto Carrasco, contra
la sentencia de fecha 13 de junio de 1969, dictada en sus
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santiago, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo; S egundo: Declara nulos los recursos de
apelación interpuestos por Pedro A. Sánchez y Seguros
Pepín, S. A., contra la misma sentencia; Tercero: Condena
a los recurrentes al pago de las costas.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Francisco Elpidio Beras•— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE NOVIEMBRE DE 1969

Sentencia impugnada: Corte cíe Apelación de Santo Domingo, de

fecha 23 de octubre de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Antonio D'Acosta Gómez y la Unión de Seguros, c.

por A.

Abogado: Dr. Abelardo Herrera Piña

Interv:Wente: Modesto Rosa Cordero

Abognido: Dr. Pedro Antonio Rodríguez Acosta.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia; regularmente constituida par los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
FueW:e, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche 11 , Segundo Sustituto de Presidente; Francisco El-
pidio Beras; Joaquín M. Alvarez Perelló; Juan Bautista Ro-
jas A'mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 12 de noviembre de 1969, años 1269
de la Independencia y 197 rY de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Anto-
nio D'Acosta Gómez, dominicano, mayor de edad, casado,
contable, cédula No. 2485, serie 18, domiciliado en la casa
No. 55 de la calle Domingo Savio, de esta ciudad, y la
Unión de Seguros, C. por A., sociedad comercial, domicilia-
da en la casa No. 81 de la Avenida Bolívar de esta ciudad,,,,.

11) i,.•

contra la sentencia de la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, del 23 de octubre de 1968, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Abelardo

Herrera Piña, cédula No. 2352, serie 17, abogado de los re-
.curren tes;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Pedro
Antonio Rodríguez Acosta, abogado del interviniente, Mo-
desto Rosa Cordero, dominicano, mayor de edad, soltero,
panadero, 'parte civil constituida, cédula No. 15877, serie
28, domiciliado en la casa No. 42 de la calle No. 14, del Ba-
rrio de Villa Consuelo, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 5 de diciembre del
1968, a requerimiento de los recurrentes, en la cual se in-
voca contra la sentencia impugnada falta de motivos;

Visto el memorial suscrito por el abogado de los recu-
rrentes en fecha 8 de septiembre del 1969;

Visto el escrito firmado por el abogado del intervi-
niente en fecha 8 de septiembre del 1969;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
l iberado y vistos los Artículos 215 del Código de Proce-
dimiento Criminal, y 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente automovilístico ocurrido
entre Modesto Rosa Cordero, quien conducía una bicicleta
y Antonio D'Acosta Gómez, quien manejaba su automóvil,
placa No. 9834, accidente en el cual sufrió lesiones el pri-
Mero, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE NOVIEMBRE DE 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de

fecha 23 de octubre de 1968

Mat2ria: Correccional

Recurrente: Antonio D'Acosta Gómez y la Unión de Seguros, c.

por A.

Abogado: Dr. Abelardo Herrera Piña

intert ,:nlente: Modesto Rosa Cordero

Abógalo: Dr. Pedro Antonio Rodríguez Acosta.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

.	 En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia; regularmente constituida par los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tetada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Ií , Segundo Sustituto de Presidente; Francisco El-
pidio Beras; Joaquín M. Alvarez Perelló; Juan Bautista Ro-
jas A'mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 12 de noviembre de 1969, años 1269
de la Independencia y 197" de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Anto-
nio D'Acosta Gómez, dominicano, mayor de edad, casado,
contable, cédula No. 2485, serie 18, domiciliado en la casa
No. 55 de la calle Domingo Savio, de esta ciudad, y la
Unión de Seguros, C. por A., sociedad comercial, domicilia-
da en la casa No. 81 de la Avenida Bolívar de esta ciudad,

contra la sentencia de la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, del 23 de octubre de 1968, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Abelardo

Herrera Piña, cédula No. 2352, serie 17, abogado de los re-
currentes;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Pedro
Antonio Rodríguez Acosta, abogado del interviniente, Mo-
desto Rosa Cordero, dominicano, mayor de edad, soltero,
panadero, parte civil constituida, cédula No. 15877, serie
28, domiciliado en la casa No. 42 de la calle No. 14, del Ba-
rrio de Villa Consuelo, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
• ecretaría de la Corte a-qua, en fecha 5 de diciembre del
1968, a requerimiento de los recurrentes, en la cual se in-.,
yoca contra la sentencia impugnada falta de motivos;

Visto el memorial suscrito por el abogado de los recu-
rrentes en fecha 8 de septiembre del 1969;

Visto el escrito firmado por el abogado del intervi-
niente en fecha 8 de septiembre del 1969;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
l iherado y vistos los Artículos 215 del Código de Proce-
f inniento Criminal, y 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre Proce-
d imiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente automovilístico ocurrido
entre Modesto Rosa Cordero, quien conducía una bicicleta
y Antonio D'Acosta Gómez, quien manejaba su automóvil,
Placa No. 9834, accidente en el cual sufrió lesiones el pri-
Mero, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera



BOLETIN JUDICIAL	 70457044	 BOLETIN JUDICIAL SIS

sicas recibidas en dicho accidente. Cuarto: Condena al se-
ñor Antonio D'Acosta Gómez, al pago de las costas civiles,
con distracción de las mismas en favor del Dr. Pedro Anto-
nio Rodríguez Acosta, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad. Quinto:— Declara y ordena, que la presente
sentencia le sea oponible en cuanto al aspecto civil se refie-
re, a la Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A.,
en su condición de entidad aseguradora del vehículo propie-
dad del señor Antonio D'Acosta Gómez"; por haber sido in-
terpuesto de conformidad con las disposiciones de la ley;
SEGUNDO:— Rechaza, el incidente, presentado por el pre-
venido Antonio D'Acosta Gómez, en el sentido de que se de-
clare nula la sentencia de fecha diecisiete (17) de abril de
1968, que dictara la Segunda Cámara de lo Penal en contra
del prevenido, por insufic i enc i a de motivo y por falta de
motivo, en materia Penal, por improcedente y mal fundada;
TERCERO:— Condena al prevenido Antonio D'Acosta Gó-
mez, y a la Compañía de Seguros "Unión C. por A.", al
pago de las costas y ordena su distracción en provecho del
abogado de la parte civil, Dr. Pedro Rodríguez";

Considerando, que los recurrentes invocan en su me-
morial los siguientes medios de casación: "Primer Medio:
Falsa motivación. Violación de los ArtigeuIos 163 y 195 del
Código de Procedimiento Criminal y del Artículo 141 del
Código de Procedimiento Civil en un sentido; Segundo Me-
dio: Omisión de Estatuir y Violación del Artículo 141 en
otro sentido: Tercer Medio: Falta de Base Legal y Viola-
ción del Artículo 215 del Código de Procedimiento Crimi-
nal";

Considerando, que los recurrentes alegan en el tercer
medio de su memorial que ellos presentaron conclusiones
ante la Corte de Apelación tendientes a que ésta avocara
el fondo del proceso y, sin embargo, dicha Corte no estatu-
yó sobre sus conclusiones; que al ser nula la sentencia de

1401.

primer grado, por falta de motivos, o sea por la omisión de

_ e

Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 17 de abril
del 1968, una sentencia cuyo dispositivo aparece copiado
en la sentencia impugnada; b) que sobre los recursos de
apelación del prevenido, Antonio D'Acosta Gómez, y de la
Compañía Unión de Seguros, C. por A., intervino la sen-
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos los recursos
de apelación interpuestos por el prevenido Antonio D'Acos-
ta Gómez y la Unión de Seguros, C. por A., en fecha vein
titrés (23) de abril de 1968, contra sentencia de fecha die-
cisiete (17) de 1968, dictada por la Segunda Cámara
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:— Pri-
mero: —Declara regular y válida en la forma, la constitu-
ción en parte civil formulada en audiencia por el señor Mo-
desto Rosa Cordero, por órgano de su abogado constituido
Dr. Pedro Antonio Rodríguez Acosta, en contra del señor
Antonio D'Acosta Gómez y de la Compañía de Seguros C.
por A., por haber sido hecha conforme al Artículo 3 del.
Código de Procedimiento Criminal. Segundo:— Condena
al señor Antonio D'Acosta Gómez, de generales anotadas al
pago de una multa de RD$50.00 (Cincuenta Pesos M-N),
así como al pago de las costas penales del proceso, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes, conforme a
la escala 6ta. del Artículo 463 del Código Penal, por haber
violado el inciso c) del Artículo 1ro. de la Ley 5771, sobre
accidentes producidos por vehículos de motor y el Artículo
103 de la Ley 4809, sobre Tránsito de Vehículos, en perjui-
cio del señor Modesto Rosa Cordero. Tercero:— En cuanto
al fondo de la constitución en parte civil respecta, condena
al señor Antonio D'Acosta Gómez, en su calidad de pers0-

na civilmente responsable, al pago de una indemnización de
RD$3,000.00 (Tres Mil pesos M-N) en favor del señor M o-
desto Rosa Cordero, como justa reparación por los daños
morales y materiales sufridos con motivo de las lesiones fi-
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Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 17 de abril
del 1968, una sentencia cuyo dispositivo aparece copiado
en la sentencia impugnada; b) que sobre los recursos de
apelación del prevenido, Antonio D'Acosta Gómez, y de la
Compañía Unión de Seguros, C. por A., intervino la sen-
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos los recursos
de apelación interpuestos por el prevenido Antonio D'Acos-
ta Gómez y la Unión de Seguros, C. por A., en fecha vein-
titrés  (23) de abril de 1968, contra sentencia de fecha die-
cisiete (17) de 1968, dictada por la Segunda Cámara`'
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:— Pri-
mero:  —Declara regular y válida en la forma, la constitu-
ción en parte civil formulada en audiencia por el señor Mo-
desto Rosa Cordero, por órgano de su abogado constituído
Dr. Pedro Antonio Rodríguez Acosta, en contra del señor
Antonio D'Acosta Gómez y de la Compañía de Seguros C.
por A., por haber sido hecha conforme al Artículo 3 del

Código de Procedimiento Criminal. Segundo:— Condena
al señor Antonio D'Acosta Gómez, de generales anotadas al

pago de una multa de RD$50.00 (Cincuenta Pesos M-N),
así como al pago de las costas penales del proceso, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes, conforme a
la escala 6ta. del Artículo 463 del Código Penal, por haber 1.
violado el inciso c) del Artículo 1ro. de la Ley 5771, sobre :1
accidentes producidos por vehículos de motor y el Artículo
103 de la Ley 4809, sobre Tránsito de Vehículos, en perjui-
cio del señor Modesto Rosa Cordero. Tercero:— En cuanto
al fondo de la constitución en parte civil respecta, condena
al señor Antonio D'Acosta Gómez, en su calidad de perso-

na civilmente responsable, al pago de una indemnización de
RD$3,000.00 (Tres Mil pesos M-N) en favor del señor Mo-
desto Rosa Cordero, como justa reparación por los daños
morales y materiales sufridos con motivo de las lesiones fí-

sicas recibidas en dicho accidente. Cuarto: Condena al se-
ñor Antonio D'Acosta Gómez, al pago de las costas civiles,
con distracción de las mismas en favor del Dr. Pedro Anto-
nio Rodríguez Acosta, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad. Quinto:— Declara y ordena, que la presente
sentencia le sea oponible en cuanto al aspecto civil se refie-
re, a la Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A.,
en su condición de entidad aseguradora del vehículo propie
dad del señor Antonio D'Acosta Gómez"; por haber sido in-
terpuesto de conformidad con las disposiciones de la ley;
SEGUNDO:— Rechaza, el incidente, presentado por el pre-
venido Antonio D'Acosta Gómez, en el sentido de que se de-
clare nula la sentencia de fecha diecisiete (17) de abril de
1968, que dictara la Segunda Cámara de lo Penal en contra
del prevenido, por insufic l en&a de motivo y por falta de
motivo, en materia Penal, por improcedente y mal fundada;
TERCERO:— Condena al prevenido Antonio D'Acosta Gó-
mez, y a la Compañía de Seguros "Unión C. por A.", al
pago de las costas y ordena su distracción en provecho del
abogado de la parte civil, Dr. Pedro Rodríguez";

Considerando, que los recurrentes invocan en su me-
morial los siguientes medios de casación: "Primer Medio:
Falsa motivación. Violación de Tos Artail,culos 163 y 195 del
Código de Procedimiento Criminal y del Artículo 141 del
Código de Procedimiento Civil en un sentido; Segundo Me-
dio: Omisión de Estatuir y Violación del Artíco/o 141 en
otro sentido: Tercer Medio: Falta de Base Legal y Viola-
ción del Artículo 215 del Código de Procedimiento Crimi-
nal";

Considerando, que los recurrentes alegan en el tercer
medio de su memorial que ellos presentaron conclusiones
ante la Corte de Apelación tendientes a que ésta avocara
el fondo del proceso y, sin embargo, dicha Corte no estatu-
yó sobre sus conclusiones; que al ser nula la sentencia de
Primer grado, por falta de motivos, o sea por la omisión de

r
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las formalidades previstas por la Ley a pena de nulidad
"la Corte estaba en la obligación de aplicar el Artículo 215

del Código de Procedimie nto Criminal", y avocar el fondo

del asunto;
Considerando, que en la sentencia impugnada se expre-

sa lo siguiente: "Que la parte apelante solicita la nulidad
de la sentencia apelada por falta de motivos tanto en el
aspecto penal como en el aspecto civil, pero resulta que
tal y como se advierte por la lectura de dicha sentencia,
la misma está debidamente motivada en cuanto a los he-

chos que fueron sometidos a la consideració n del Juez, todo
de acuerdo a lo que arroja el expediente tanto por lo que
se desprende de las propias declaraciones de las partes en
causa (prevenido y agraviado) como de todas y cada una
de las declaracione s de las personas que declaran como tes-
tigos, y muy especialmente, cuando el prevenido jamás ne-
gó los hechos puestos a su cargo y por los cuales se le juzgó,
así como que también el reconocimiento de tales hechos por
el prevenido y su ratificación por los testigos, lo que eqüi-
vale reconocer, que los mismos están armonizados con las
normas legales aplicables a la materia por lo cual esta Cor-
te estima frustratorias y más bien dilatorias, las conclu-
siones incidentales de los apelantes, en el sentido de que se
anule la sentencia apelada por insuficiencia de motivos,
por lo que rechaza dicho incidente por improcedente y mal

fundado";
Considerando, que, en efecto tal como lo alegan los rey

currentes, ellos presentaron conclusiones ante la Corte a-
gur, tendentes a que dicha Corte conociera del fondo de la
litis según consta en la página 9 de la sentencia impug

na-

da; que, sin embargo, los jueces no se pronunciaron res-
pecto de ese pedimento y se limitaron a rechazar las eón-
clusiones presentadas por ellos tendientes a que se decla-
rara nula la sentencia de Primera Instancia por falta de
motivos; que de este modo incurrieron en el vicio denun-

ciado por los recurrentes, ya que en las condiciones antes
indicadas, la Corte a-qua debió proseguir el conocimiento
de la causa, o fijar una nueva audiencia párá ello, á fin de
decidir sobre el fondo de lá misma;

Considerando, que conforme el Artículo 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando una sentencia es
casada por violaciones procesales cuyo cumplimiento esté a
cargo de los jueces, las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primer): Casa la sentencia de la
Corte de Apelación de Santo Domingo, pronunciada en sus
atribuciones correccionales en fecha 23 de octubre de 1968,
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presenté fa-
llo y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
San Pedro de Macorís; Segundo: Compensa las costas entre
las partes.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejeda.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lama rche H.—
Francisco ElpicEo lloras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.—
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en lá
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
41/11`
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las formalidades previstas por la Ley a pena de nulidad,
"la Corte estaba en la obligación de aplicar el Artículo 215

del Código de Procedimie nto Criminal", y avocar el fondo

del asunto;
Considerando, que en la sentencia impugnada se expre-

sa lo siguiente: "Que la parte apelante solicita la nulidad
de la sentencia apelada por falta de motivos tanto en el
aspecto penal como en el aspecto civil, pero resulta que
tal y como se advierte por la lectura de dicha sentencia,
la misma está debidamente motivada en cuanto a los he-
chos que fueron sometidos a la consideració n del Juez, todo
de acuerdo a lo que arroja el expediente tanto por lo que
se desprende de las propias declaraciones de las partes en
causa (prevenido y agraviado) como de todas y cada una
de las declaracione s de las personas que declaran como tes-
tigos, y muy especialmente, cuando el prevenido jamás ne-
gó los hechos puestos a su cargo y por los cuales se le juzgó,
así como que también el reconocimiento de tales hechos por
el prevenido y su ratificación por los testigos, lo que eqüi-
vale reconocer, que los mismos están armonizados con las
normas legales aplicables a la materia por lo cual esta Cor-
te estima frustratorias y más bien dilatorias, las conclu-
siones incidentales de los apelantes, en el sentido de que' se
anule la sentencia apelada por insuficiencia de motivos,
por lo que rechaza dicho incidente por improceden te y mal

fundado";
Considerando, que, en efecto tal como lo alegan los re-

currentes, ellos presentaron conclusiones ante la Corte a-
gur, tendentes a que dicha Corte conociera del fondo de la
litis según consta en la página 9 de la sentencia impugn

a

-da; que, sin embargo, los jueces no se pronunciaron res-
pecto de ese pedimento y se limitaron a rechazar lade on-
clusiones presentadas por ellos tendientes a que se clá
rara nula la sentencia de Primera Instancia por falta de
motivos; que de este modo incurrieron en el vicio denun-
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ciado , por los recurrentes, ya que' en las condiciones antes-
indicadas, la Corte a-qua debió proseguir el conocimiento
de la causa, o fijar una nueva audiencia para ello, a fiii'de
decidir sobre el fondo de lá misma; > .

Considerando, que conforme el Artículo 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando una sentencia es
casada por violaciones procesales cuyo cumplimiento esté a
cargo de los jueces, las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primer): Casa la sentencia de la
Corte de Apelación de Santo Domingo, pronunciada. en sus
atribuciones correccionales en fecha 23 de octubre de 1968,
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente- fa-
llo y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
San Pedro de Macorís; Segundo: Compensa las costas entre
Is.  partes...... Mol

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejeda.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamerche.H.—
Francisco Elpido lloras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.—
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada > por

14
 los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, .en la

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DE 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco

Macorís, de fecha 9 de mayo de 1969

Materia: Correccional

Recurrente: San Rafael C. por A.

Abogado: Dr. Hugo Francisco Alvarez V.

Interviniente: María del Carmen Veloz y compartes

Abogado Dr. César Pujols D.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Rave:o de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago
Osvaldo Rojo Carbuccia, asist i dos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14
del mes de Noviembre de 1969, años 126 9 de la Indepen-

deneia y 1079 de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por La San
Rafael, C. por A., sociedad comercial, con domicilio en la
casa No. 66 de la calle Isabel la Católica, de esta ciudad,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correc cio-

nales por la Corte de Apelación de San Francisco de Mac o

-rís de fecha 9 de mayo de 1969, cuyo dispositivo se copla
más adelante;

BOLETIN JUDICIAL	 7049

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Hugo Francisco Alvarez V., cédula No.

20267, serie 47, abogado de la recurrente, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído al Dr. César Pujols D., cédula No. 10245, serie
13, abogado de María de: Carmen Veloz, Ramón Núñez y
Miguel Angel Rodríguez, cédulas Nos. 3421, 46302 y 3986,
series 52 y 31 , respectivamente, mayores de edad, dominica-
nos, domiciliados en la Cueva de Cevico, Provincia Sán-
chez Ramírez, partes intervinientes, en la lectura de sus
conclusiones;enels

;dictamen del Magistrado Procurador General
oe la República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua, en fecha 19 del mes de mayo de 1969, a
requerimiento del Dr. Hugo Alvarez Valencia, en represen-
tación de la recurrente, en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación;

Visto el memorial suscrito por el abogado de la recu-
rrente y depositado en la Secretaría de la Suprema Corte
de Justicia en fecha 5 de septiembre de 1969, en el cual
se invocan los medios que luego se indican;

Visto el escrito de los intervinientes, fechado a 5 de
septiembre de 1969 y firmado por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley 5771
eduerl9n6t1e,: y141 del Código de Procedimiento Civil, y 154 y 162

Casación;

Gel de Procedimiento Criminal, invocados por el re-

re	

1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimeinto de

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, son constantes los siguien-
tes hechos: a) que con motivo de un accidente automovilís-
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tico ocurrido en Río Verde, jurisdicción del municipio de La
Vega, en fecha 25 de septiembre de 1967, fue sometido a
la acción de la justicia José R. Tavera Montalvo; b) que la
Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Vega, regularmente apo-
derada, dictó len fecha 24 de noviembre d2 1967, una sen-
tencia cuyo dispositivo figura inserto más adelante; e) que
sobre recursos de la parte civil constituida, de la persona
puesta en causa como civilmente responsable y de la com-

pañía aseguradora, la Corte de Apelación de La Vega, dic-
tó en fecha 19 de marzo de 1968, una sentencia con el si-

guiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara regular y Vá-

lido, en la forma, el recurso de apelación interpuesto por
el Dr. Hugo Alvarez Valencia, a nombre y representación
de la Compañía de Seguros "San Rafael C. por A., y el
Colegio "San Francisco de Asís", contra sentenc i a dictada
por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia de este Distrito Judicial de La Vega, de fecha (21
de noviembre de 1967) (SIC) ; 24 de noviembre de 1967, cu-
yo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Se declara
culpable al prevenido José R. Taveras Montalvo, del deli-
to de Viol. a la Ley 5771, y en consecuencia se condena
a RD$20.00 de multa, acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes. 2do. Se condena además al pago de las costas.
3ro. Se declara regular y válido la constitución en parte ci-
vil hecha por los señores María del Carmen Veloz, Ramón
Núñez y Miguel Angel Rodríguez, por conducto del Dr. Cé-
sar Pujols, contra el prevenido y el Colegio San Feo. de
Asís persona civilmente responsable y en consecuencia se
condena al prevenido y al Colegio San Fco. de Asís al pa-
go de las indemnizaciones siguientes en Provecho do la
parte civil constituida en la siguiente proporción, RDS-
500.00 para cada uno de los señores Ramón Núñez y M a

-ría del Carmen Veloz y RDS200.00 para el señor Miguel
Angel Rodríguez. 4to. Se condena además al prevenido y

el Colegio San Fco. de Asís al pago de las costas civiles en
provech o del Dr. César Pujols quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad. Sto. Se declara oponible la presente
sentencia a la Cía. de Seguros San Rafael C. por A.— por
haber sido hecho conforme a la Ley.— Segundo: Rechaza,
por extemporáneo, el recurso de apelación interpuesto con-
tra la ya indicada sentencia por el Dr. César Pujols, a nom-
bre y representación de la parte civil constituida María del
Carmen Veloz, Ramón Núñez y Miguel Angel Rodríguez,
por haberlo hecho en fecha 12 de Marzo de 1968, y ser la
sentencia de fecha 24 de noviembre de 1967, después de ha-
ber sido aplazado el fallo para esa fecha, en la audiencia del
día 21 de noviembre de 1967, estando las partes civiles pre-
sentes en la misma y debidamente representadas.— Terce-

ro: Revoca los Ordinales Tercero, Cuarto y Quinto de la
supra-indicada sentencia, que trata del aspecto civil; de
lo que está esta Corte únicamente apoderada y obrando
por propia autoridad y contrario imperio, rechaza la cons-
titución en parte civil hecha por María del Carmen Veloz,
Ramón Núñez y Miguel Angel Rodríguez, por considerar
esta Corte, no haberse probado falta del prevenido José
R. Tavares Montalvo en la comisión del hecho, i •putándo-
le, no obstante tener el aspecto penal la autoridad de la
cosa irrevocablemente juzgada, y en consecuencia declara
la no oponibilidad de dicha sentencia a la Cía. Aseguradora
"San Rafael C. por A. y al hacerlo así, por vía de conse-
cuencia no es necesario estatuir en cuanto a las conclu-
siones de la Cía. de Seguros "San Rafael C. por A. y el
Colegio "San Feo. de Asís, articulados en sus ordinales
Tercero y Cuarto:— Condena a las Partes Civiles Consti-
tu'das, María del Carmen Veloz, Ramón Núñez y Miguel
Angel Rodríguez al pago de las costas civiles correspon-
dientes, las cuales se distraen en provecho del Dr. Hugo
Alvarez Valencia, por haberlas avanzado en su mayor par-
te"; d) que sobre recurso de casación de las partes civiles,

urs
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la Suprema Corte de Justicia, en fecha 8 de noviembre
de 1968, dictó su sentencia con el siguiente dispositivo;
"Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por
la Corte de Apelación de La Vega, en atribuciones correc-
cionales y en fecha 19 de marzo de 1968, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y en-
vía el asunto así delimitado a la Corte de Apelación de
San Francisco de Macorís; Segundo: Compensa las costas";
e) que la Corte de envío dictó la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: De-
clara regular y válido el recurso de apelación interpuesto
por el Dr. Hugo Alvarez Valencia. a nombre y en represen-
tación de la Compañía de Seguros San Rafael C. por A., y el
Colegio San Feo. de Asís, contra sentencia de la lra. Cámara
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de La Vega, de fecha 24 de noviembre del año 1967,
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se declara cul-
pable al prevenido José R. Taveras Montalvo, del delito
de Viol. a la Ley 5771, y en consecuencia se condena a
RD$20.00 de multa, acogiendo a su favor circunstancias
atenuantes. 2do. Se condena además al pago de las costas.
3ro. Se declara regular y válida la constitución en parte
civil hecha por los señores María del Carmen Veloz, Ra-
món Núñez y Miguel Angel Rodríguez, por conducto del Dr.
César Pujols, contra el prevenido y el Colegio San Fco.
de Asís personas civilmente responsables y en consecuen-
cia se condena al prevenido y al Colegio San Fco. de Asís
al pago de las indemnizaciones siguientes, en provecho de
la parte civil constituida en la siguiente proporción, RDS-
500.00 para cada uno de los señores Ramón Núñez y María
del Carmen Veloz y RD$200.00 para el señor Miguel Angel
Rodríguez. Oto. Se condena además al prevenido y el Co-
legio San Feo. de Asís al pago de las costas civiles en pro-
vecho del Dr. César Pujols. quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad. 5to. Se declara oponible la presente
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sentencia a la Cía. de Seguros San Rafael C. por A.; Segun-

do: Declara la caducidad, por extemporánea, del recurso
de apelac i ón interpuesto por la parte civil constituida, re-
presentada por el Dr. César Pujols, contra la aludida sen-
tencia; Tercero: Pronuncia el defecto contra el Colegio San
Francisco de Asís, por no haber comparecido estando le-
galmente citado; Cuarto: Confirma los ordinales tercero,
cuarto y quinto, de la sentencia apelada; Quinto: Condena
a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., y el Co-
legio San Francisco de Asís, al pago de las costas de la pre-
sente instancia, ordenando su distracción en favor del Dr.
César Pujols, qu'en afirma haberlas avanzado en su tota-
l:dad; Sexto: Ordena que la presente sentencia sea ejecu-
`oria y oponible contra la Compañía de Seguros San Ra-
fael C. por A.";

Considerando que la recurrente invoca en su memorial
los siguientes medios: "PrImer Medio: Desnaturalización de
los hechos de la causa y falta de base legal, combinados con
la violación del artículo 154 del Código de Procedimiento
Criminal; Segundo Medio: Violación del artículo 162 del
Código de Procedimiento Criminal.— Falta de motivos";

Considerando que en su primer medio de casación la
compañía recurrente alega en síntesis, que de conformi-
dad con una cláusula de la Póliza hay exención de respon-
sabilidad si el riesgo se produce cuando el vehículo de mo-
tor es manejado por una persona sin haberse provisto de
la licencia correspondiente; que en la especie, la Corte a-
qu. a declaró oponible a la recurrente las condenaciones ci-
viles pronunciadas, sin determ:nar si la licencia que se
afirma fue presentada ante la Corte de Apelación de La
Vega había sido expedida a favor del prevenido Taveras,
antes de ocurrir el accidente; que en esas condiciones, sos-
tiene la recurrente, la sentencia impugnada carece de base
legal acerca de ese punto esencial del litigio;
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de apelac i ón interpuesto por la parte civil constituirla, re-
presentada por el Dr. César Pujols, contra la aludida sen-
tencia; Tercero: Pronuncia el defecto contra el Colegio San
Francisco de Asís, por no haber comparecido estando le-
galmente citado; Cuarto: Confirma los ordinales tercero,
cuarto y quinto, de la sentencia alelada; Quinto: Condena
a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., y el Co-
legio San Francisco de Asís, al pago de las costas de la pre-
sente instancia, ordenando su distracción en favor del Dr.
César Pujols, qu i en afirma haberlas avanzado en su tota-
:idad; Sexto: Ordena que la presente sentencia sea ejecu-
`oria y oponible contra la Compañía de Seguros San Ra-
Çael C. por A.";

Considerando que la recurrente invoca en su memorial
los siguientes medios: "Primer Medio: Desnaturalización de
los hechos de la causa y falta de base legal, combinados con
la violación del artículo 154 del Código de Procedimiento
Criminal; Segundo Medio: Violación del artículo 162 del
Código de Procedimiento Criminal.— Falta de motivos";

Considerando que en su primer medio de casación la
compañía recurrente alega en síntess, que de conformi-
dad con una cláusula de !a Póliza hay exención de respon-
sabilidad si el iiesgo se prcduce cuando el vehículo de mo-
tor es manejado por una persona sin haberse provisto de
la licencia correspondiente; que en la especie, la Corte a-
gua declaró oponible a la recurrente las condenaciones ci-
viles pronunciadas, sin determ'nar si la licencia que se
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legal acerca de ese punto esencial del litigio;
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Considerando que en efecto, la sentencia impugnada , el
expediente de la causa, revelan lo siguiente: a) que la pó.
liza de seguro consentida por la Ccmpañía San Rafael C,
por A., en favor del Colegio San Francisco de Asís, parte
puesta en causa como civilmente responsable, y vigente al
día del accidente, contenía una cláusula eximente de res-
ponsabilidad en favor de dicha Compañía, para el caso de
que el vehículo, al momento del hecho, hubiese estado con-
ducido por una persona desprovista de licencia, para el ma-
nejo de vehículos de motor; b) que en el acta policial le-
‘antada el día del accidente de que se trata, se hizo cons-
tar que el prevenido José R. Taveras Montalvo, no portaba
licencia, y por ante la Corte de envío, dicha Corte, como
única prueba, para dar por establecido que el conductor del
vehículo, cuyo vuelco ocasionó lesiones a pasajeros, que
luego se constituyeron en parte civil, sí era poseedor de li-
cencia, al momento del accidente, se remitió a lo asevera-
do por la Corte de Apelación de La Vega, en la sentencia
casada, la cual afirmaba en uno de sus considerandos, "que
si el conductor Taveras Montalvo, no portaba licencia en
el momcnto del accidente, según el acta nolicial, ante dicha
Corte mostró estar provisto de la misma";

Considerando, que tal como lo alega la Compañía re-
currente, el fallo impugnado adolece del vicio de falta de
base legal, al haber hecho oponible en su contra, las indem-
nizaciones a que había sido condenada la parte puesta en
causa como civilmente responsable, tomando como base
únicamente los hechos arriba señalados; ya que resulta
evidente, que era insuficiente para establecer que el pre-
venido, José R. Taveras Montalvo, estaba realmente pro-
visto de licencia para el manejo de vehículos de motor, al
momento en que se produjo el accidente; que la Corte de
La Vega, dijese que éste había mostrado por ante ella SU

licencia; cuando, como lo alega con mucha propiedad la

compañía recurrente, no se indicó en el fallo referido, la

fecha de expedición de la mencionada licencia, para de-
terminar si ésta había sido expedida con anterioridad a la
fecha del accidente que ocasionó el daño; que en tales cir-
eunstancias resultaba imposible determinar si podía o no
quedar comprometida la responsabilidad de la Compañía
Aseguradora ; que, en consecuencia, como se ha dicho, es
evidente que en el fallo impugnado se ha incurrido en el
vicio arria señalado, por lo que procede su casación, sin
que sea necesario ponderar los demás medios invocados
por la compañía recurrente;

Considerando, que cuando se casa una sentencia por
falta de base legal, las costas podrán ser compensadas;

F.1. Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia correc-
cional dictada por la Corte de Apelación de San Francis-
co de Macorís, de fecha 9 de mayo de 1969, cuyo dispositivo
ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo, y
envía dicho asunto, limitado al interés de la Compañía Ase-
guradora, por ante la Corte de Apelación de Santiago; Se-
gundo: Compensa las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rotas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces nue figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y pub l icada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado:) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DE 1969

Sentencia impugnada: Segunda Cámara ,Penal del J uzgado de

Primera Instancia del D. J. de La Vega, de fecha 20 de

mayo de 1969

Materia: Correccional

Recurrente: Dr. Francisco José Núñez Gómez, Procurador Fiscal
del D. J. de La Vega, c/s. Iwao ()morís

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte'de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henriquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Francis-
co Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bau-
tista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 14 de noviembre de 1969, años
126' de la Independencia y 107 de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Dr.
Francisco José Núñez Gómez, Procurador Fiscal del Dis-
trito Judicial de La Vega, contra la sentencia No. 453 dic-
tada en atribuciones correccionales por la Segunda Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de La Vega, de fecha 20 de mayo de 1969, cuyo di s

-positivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
e la República;

	

Li	

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría. de la Cámara a-qua, en fecha 22 de mayo de
1969, a requerimiento del recurrente, en la cual no se invo-
ca ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 8 de sep-
tiembre de 1969, con los medios de casación que más ade-
:ante se exponen;

	

.	 La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-, -
,,,. erado y vistos los artículos 1, 86 y 126 de la Ley 5852 de
1962, modificada por la Ley 436 del 18 de octubre de 1964,
y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
13 de septiembre de 1968, siendo las 9 de Ja mañana, según
consta en el acta de sometimiento No. 114, el Inspector de
Aguas, Miguel Angel Rodríguez Román, mientras efectua-
ba un recorrido por la Sección de Palo Blanco, sorprendió
una violación al artículo 85 de la Ley 5852, de Dominio de
las Aguas Terrestres, cometido por Iwao Cmoris, consisten-
te en haber hecho uso de las aguas del Arroyo Barrero, sin
permiso, en perjuicio de varios regantes; b) que apoderado
del caso el Juzgado de Paz de Jarabacoa, en la audiencia
del día 4 de marzo de 1969, dictó una sentencia descargan-
do a Iwao Om'oris, por haberse probado que no ha sido
culpable del delito que se le imputa; c) que no conforme
Con dicha sentencia, el Fiscalizador del Juzgado de Paz de
Jarabacoa, en representación del Procurador Fiscal de La
Vega, interpuso recurso de apelación; d) que apoderada
del caso la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Prime-
''a Instancia del D. J. de La Vega, pronunció la sentencia
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' 	 rado y vistos los artículos 1, 86 y 126 de la Ley 5852 de

1962, modificada por la Ley 436 del 18 de octubre de 1964,
y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
13 de septiembre de 1968, siendo las 9 de Ja mañana, según
consta en el acta de sometimiento No. 114, el Inspector de
Aguas, Miguel Angel Rodríguez Román, mientras efectua-
ba un recorrido por la Sección de Palo Blanco, sorprendió
una violación al artículo 85 de la Ley 5852, de Dominio de
las Aguas Terrestres, cometido por Iwao Omoris, consisten-
te en haber hecho uso de las aguas del Arroyo Barrero, sin
permiso, en perjuicio de varios regantes; b) que apoderado
del caso el Juzgado de Paz de Jarabacoa, en la audiencia
del día 4 de marzo de 1969, dictó una sentencia descargan-
do a Iwao Om'oris, por haberse probado que no ha sido
culpable del delito que se le imputa; c) que no conforme
con dicha sentencia, el Fiscalizador del Juzgado de Paz de
Jarabacoa, en representación del Procurador Fiscal de La
Vega, interpuso recurso de apelación; d) que apoderada
del caso la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Prime-
"a Instancia del D. J. de La Vega, pronunció la sentencia

31~
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ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así:
"Falla: Primero: Se declara regular y válido el recurso de
apelación interpuesto por el Magistrado Procurador Fiscal
del Distrito Judicial de La Vega, en cuanto a la forma, y
en cuanto al fondo se rechaza el presente recurso de apela-
ción y se confirma en todas sus partes la sentencia recurri-
da que descargó al nombrado Iwao Omoris inculpado de vio-

lación a la, Ley No. 5852, por ante el Juzgado de Paz; Se-
gundo: Se declaran las costas de oficio";

Considerando que en apoyo de su recurso de casación,
el recurrente invoca los siguientes medios: Primer Medio:
"Violación del artículo 114 de la Ley 5852, que indica que
las actas levantadas por los Agentes de la Policía de Aguas
(Inspectores) serán creídas hasta inscripción en falsedad";
Segundo Medio: Violación por desconocimiento, del artícu-
lo No. 119 de la misma Ley No. 5852 que prohibe utilizar
las aguas, aún de filtraciones, sin permiso del Instituto Na-
ciongl de Recursos Hidráulicos; y de los artículos 47, 53,
57, 65, 81 y 85 que establecen la forma y los procedimien-
tos para utilización de las aguas públicas";

Considerando que en el desarrollo del primer medio,
el recurrente expone: "En el Acta inculpatoria. redactada
por el Inspector de Aguas, consta que el señor Iwao Omo-
ris fue sorprendido utilizando agua del canal de riego, sin
el permiso correspondiente, lo cual está reglamentado por'
los artículos 53, 57 y 65, y penado, según el caso, por los
artículos 85, 87 o 126 de la Ley 5852; que la afirmación
contenida en esa Acta, hace fe contra todo el mundo, Y
sólo podrá ser destruida mediante el procedimiento de la
inscripción en falsedad (cosa que no intentó en tiempo há-
bil el Sr. Iwao Omoris), y no por simples afirmaciones ema-
nadas, aún del propio funcionario que la instrumentó; y los
jueces están en la obligación de reconocer su fuerza pro

-batoria, porque esas actas se bastan a sí mismas"; que al

no reconocerlo así, se ha violado el artículo 114 de la Ley
5852;

Considerando que según el artículo 114 de la Ley 5852,
de 1962, "las actas de contravenciones a las prescripciones
de la presente ley que levantan los agentes de la Policía de
Aguas, serán creídas hasta inscripción en falsedad"; que
el examen del fallo impugnado revela que el Juez a-quo
descargó al prevenido basándose en la propia declaración
de ésta y en la de un testigo, sin ponderar el contenido del
acta levantada, para determinar si allí constaban suficien-
temente descritos los hechos constitutivos de la infracción
que se le imputaba al prevenido, es decir, si dicha acta
contenía o no las enunciaciones relativas a la prevención,
pues en el caso de contenerlas dicha acta, según la ley, ha-
cía fe hasta inscripción en falsedad, pues sólo en el caso
de que el acta fuere deficiente en cuanto a la comproba-
ción del hecho, era admisible la prueba contraria, pues en
tal hipótesis no se conspiraba contra la fe a ella debida, to-
do lo cual debió ser ponderado debidamente; que, por tan-
to, el falo impugnado debe ser casado por ese motivo, sin
necesidad de ponderar los otros alegatos del funcionario re-
currente;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
(11 atribuciones correccionales y en grado de apelación, por
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha 20 de mayo
de 1969, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente falo, y envía el asunto por ante el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, en
las mismas atribuciones; y, Segundo: Declara las costas de
oficio.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chu-
Pani .— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez
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contenía o no las enunciaciones relativas a la prevención,
pues en el caso de contenerlas dicha acta, según la ley, ha-
cía fe hasta inscripción en falsedad, pues sólo en el caso
de que el acta fuere deficiente en cuanto a la comproba-
ción del hecho, era admisible la prueba contraria, pues en
tal hipótesis no se conspiraba contra la fe a ella debida, to-
do lo cual debió ser ponderado debidamente; que, por tan-
to, el fallo impugnado debe ser casado por ese motivo, sin
necesidad de ponderar los otros alegatos del funcionario re-
currente;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
(n atribuciones correccionales y en grado de apelación, por
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha 20 de mayo
de 1969, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo, y envía el asunto por ante el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, en
las mismas atribuciones; y, Segundo: Declara las costas de
oficio.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
l os Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chu-
Pan!	 Francisco Elpidio Beras .— Joaquín M. Alvarez



7060	 BOLETIN JUDICIAL

Pere'iló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario -*-
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia .pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifica. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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sENTENCIA DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DE 1969

sentencia impugnada: Corte de A p elación de Santo Domingo, de

fecha 18 de octubre de 1968

ateria : Penal

Recurrente: José Dolores de la Cruz

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Fran-
cisco Elpidio I3eras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Santiago
Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14
de noviembre de 1969, años 126 9 de la Indeper:dencia y
1079 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Do-
lores de la Cruz, domiciliado y residente en la casa No. 12
de la calle Arzobispo Meriño de esta ciudad de Santo Do-
mingo, contra la sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales por la. Corte de Apelación de Santo Domingo, en
fecha 18 de octubre de 1968, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Fran-
cisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Santiago
Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14
de noviembre de 1969, años 126 9 de la Indeperdenca y
1079 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Do-
lores de la Cruz, domiciliado y residente en la casa No. 12
de la calle Arzobispo Meriño de esta ciudad de Santo Do-
mingo, contra la sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales por la. Corte de Apelación de Santo Domingo, en
fecha 18 de octubre de 1968, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua y fechada el día 6 de diciei.
bre de 1968, a requerimiento del Doctor Juan E. Monción
Contreras, cédula 3792, serie 41, abogado, actuando éste
a nombre y en representación del recurrente; acta en la
oue no se invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 185, 188 y 194 del Código de
Procedimiento Criminal; 379, 401 acápite 29 , 184 del Có-
digo Penal; 1382 del Código Civil; 130 y 133 del Código de
Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) "Que en fecha
10 de abril de 1967, la señora Teresa Rodríguez, presentó
formal querella por ante la Policía Nacional del Distrito,
contra los nombrados José Dolores de la Cruz y Rufino
Treio, bajo la inculpación de desalojo ilegal de la casa
No. 12 de la calle Arzobispo Meriño de esta ciudad de San-
to Domingo y por haber éstos dis puesto de muebles de su
prophdad valorados en la suma de RDS390.00"; b) que en
virtud de esa querella, el Procurador Fiscal del Distrito Na-
cional ruso en movimiento la acción pública y apoderó del
caso a la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del citado Distrito Nacional, la cual dictó en fecha
17 de julio de 1967, una sentencia en defecto, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "Falla: Primero: Que debe pronun-
ciar, como en efecto pronuncia el defecto contra el nombra-
do José Dolores de la Cruz, de generales ignoradas, por no
haber comparecido a esta audiencia, no obstante estar le-
galmente citado; Segundo: Que debe declarar como al efec-
to declara a dicho inculpado culpable del delito de desalojo
ilegal en perjuicio de Teresa Rodrí guez, en consecuencia se
le condena a seis (6) meses de pris i ón correccional; Terce-
ro: Se condena además al pago de las costas penales; Cuar•

to: Se deja el expediente abierto en cuanto al nombrado
Rufino Trejo o sea que se desglose"; c) que con motivo del

taeldcsii
agosto de
	

que está inserto en el del fallo ahora impug-dispositivo
nado;

n

recurso de oposición que en fecha 21 de julio de 1967 inter-
puse el defectante José Dolores de la Cruz contra esa sen-

la referida Cuarta Cámara Penal dictó el día 24 dego
de 1967 una sentencia en defecto en la que consta

e

d) que en fecha 21 de septiembre de 1967 el mismo
defectante José Dolores de la Cruz interpusó recurso de
apelación contra esta sentencia, dictando la Corte a-qua,
en fecha 11 de julio de 1968 y en defecto, el fallo cuyo dis-
positivo figura inserto en el que contiene la sentencia ac-
tualmente impugnada; e) que José Dolores de la Cruz, siem-
pre defectante, recurrió en oposición contra tal fallo, in-
terviniendo en fecha 18 de octubre de 1968 la sentencia que
es ahora impugnada en casación y la que contiene el si-
guiente dispositivo: "Falla: Primero: Rechaza Dor impro-
cedentes, la solicitud de reapertura de debates, hecha por
el prevenido José Dolores de la Cruz, por intermedio de sus
abogados constituidos, Dr. Juan Elpidio Monción Contreras;
Segundo: Declara nulo y sin efecto, el recurso de oposición
interpuesto en fecha 1ro. de julio de 1968, por el nombrado
José Dolores de la Cruz, contra sentencia dictada en de-
fecto por esta Corte de Apelación en fecha 11 de junio
1968, la cual contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Pri-
mero: Pronuncia el defecto contra el prevenido José Dolo-
res de la Cruz, por no haber comparecido a esta audiencia,
no obstante haber sido legalmente citado; Segundo: Decla-
ra regular y válido el recurso de apelación interpuesto por
José Dolores de la Cruz, contra la sentencia dictada por
la Cuarta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha 24 de agosto de 1967,
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que debe decla-
rar, como al efecto declara nulo el recurso de onosición in-
terpuesto por el nombrado José Dolores de la Cruz, de ge-
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to: Se deja el expediente abierto en cuanto al nombrado
Rufino Trejo o sea que se desglose"; c) que con motivo del
recurso de oposición que en fecha 21 de julio de 1967 inter-
puso el defectante José Dolores de la Cruz contra esa sen-
tencia, la referida Cuarta Cámara Penal dictó el día 24 de
agost o de 1967 una sentencia en defecto en la que consta
el dispositivo que está inserto en el del fallo ahora impug-
nado; d) que en fecha 21 de septiembre de 1967 el mismo
defectante José Dolores de la Cruz interpuso recurso de
apelación contra esta sentencia, dictando la Corte a-qua,
en fecha 11 de julio de 1968 y en defecto, el fallo cuyo dis-
positivo figura inserto en el que contiene la sentencia ac-
tualmente impugnada; e) que José Dolores de la Cruz, siem-
pre defectante, recurrió en oposición contra tal fallo, in-
terviniendo en fecha 18 de octubre de 1968 la sentencia que
es ahora impugnada en casación y la que contiene el si-
guiente dispositivo: "Falla: Primero: Rechaza nor impro-
cedentes, la solicitud de reapertura de debates, hecha por
el prevenido José Dolores de la Cruz, por intermedio de sus
abogados constituidos, Dr. Juan Elpidio Monción Contreras;
Segundo: Declara nulo y sin efecto, el recurso de oposición
interpuesto en fecha 1ro. de julio de 1968, por el nombrado
José Dolores de la Cruz, contra sentencia dictada en de-
fecto por esta Corte de Apelación en fecha 11 de iunio de
1968, la cual contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Pri-

mero: Pronuncia el defecto contra el prevenido José Dolo-
res de la Cruz, por no haber comparecido a esta audiencia,
no obstante haber sido legalmente citado; Segundo: Decla-
ra regular y válido el recurso de apelación interpuesto por
José Dolores de la Cruz, contra la sentencia dictada por
la Cuarta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha 24 de agosto de 1967,
cuyo dispositivo dice así: "Fe la: Primero: Que debe decla-
rar, como al efecto declara nulo el recurso de o posición in-
terpuesto por el nombrado José Dolores de la Cruz, de ge-

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua y fechada el día 6 de diciem_
bre de 1968, a requerimiento del Doctor Juan E. Monción
Contreras, cédula 3792, serie 41, abogado, actuando éste
a nombre y en representación del recurrente; acta en la
que no se invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 185, 188 y 194 del Código de
Procedimiento Criminal; 379, 401 acápite 29 , 184 del Có-
digo Penal; 1382 del Código Civil; 130 y 133 del Código de
Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

141,
Considerando que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta: a) "Que en fecha
10 de abril de 1967, la señora Teresa Rodríguez, presentó
formal querella por ante la Policía Nacional del Distrito,
contra los nombrados José Dolores de la Cruz y Rufino
Treio, bajo la inculpación de desalojo ilegal de la casa
No. 12 de la calle Arzobispo Meriño de esta ciudad de San-
to Domingo y por haber éstos dis puesto de muebles de su
propiedad valorados en la suma de RD$390.00"; b) que en
virtud de esa querella, el Procurador Fiscal del Distrito Na-
cional puso en movimiento la acción pública y apoderó del
caso a la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del citado Distrito Nacional, la cual dictó en fecha
17 de julio de 1967, una sentencia en defecto, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "Falla: Primero: Que debe pronun-
ciar, como en efecto pronuncia el defecto contra el nombra-
do José Dolores de la Cruz, de generales ignoradas, por no
haber com parecido a esta audiencia, no obstante estar le-
galmente citado; Segundo: Que debe declarar como al efec-
to declara a dicho inculpado culpable del delito de desalojo
ilegal en perjuicio de Teresa Rodrí guez, en consecuencia se
le condena a seis (6) meses de pris i ón correccional; Terce-
ro: Se condena además al pago de las costas penales; Cual'•
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nerales ignoradas por no haber comparecido a la audien..
cia; Segundo: Que debe confirmar como al efecto confirma
en todas sus partes los ordinales primero, tercero y cuarto
de la sentencia anterior dictada par este tribunal en fecha
diecisiete (17) del mes de julio del año mil novecientos se-
senta y siete (1967), que dice así: "Primero: Que debe pro_
nunciar como al efecto pronuncia, el defecto contra el nom-
brado José Dolores de la Cruz, de generales ignoradas, por
no haber comparecido a esta audiencia, no obstante haber
sido legalmente citado; Tercero: Se condena al pago de las
costas penales; Cuarto: Se deja el expediente abierto en
cuanto a] nombrado Rufino Trejo o sea que se desglose";
Tercero: En cuanto al segundo (2do.) ordinal se modifica
de la manera siguiente: Segundo: Que debe declarar, como
al efecto declara a dicho inculpado José Dolores de la CPUZ,
culpable del delito de desalojo ilegal y sustracción de efec-
to valorados en la suma de Trescientos Noventa Pesos Mo-
neda Nacional (RD$390.00) en perjuicio de Teresa Rodrí-
guez y, en consecuencia, se le condena a sufrir seis (6) me-
ses de prisión correccional; Cuarto: Se declara bueno y vá-
lido la constitución en parte civil hecha por el Dr. Miguel
A. Vásquez Fernández, a nombre y representación de Te-
resa Rodríguez, se condena a dicho prevenido al pago de
una indemnización de Mil Pesos Moneda Nacional (RD$-
1,000.00) en favor de la parte agraviada; Quinto: Se con-
dena además a dicho prevenido al pago de las costas civi-
les con distracción en favor del Dr. Miguel A. Vásquez
Fernández, por haberlas avanzado en su totalidad"; por
haberlo interpuesto en tiempo hábil; Tercero: Se confirma
la sentencia recurrida del Juez de primer grado; Cuarto: Se
condena al pago de las costas a dicho prevenido José Dolo-
res de la Cruz, de esta alzada"; por no haber comparecido
el oponente, no obstante haber sido legalmente citado";
Tercero: Condena al recurrente señor José Dolores de la
Cruz al pago de las costas penales y civiles, originadas con

motivo de su recurso de alzada y ordena la distracción de
estas últimas en provecho del Dr. Miguel Arcángel Vásquez
Fernández, abogado de la parte civil constituida, por afir-
mar haberlas avanzado en su mayor parte";

Considerando que de acuerdo con el artículo 188 del
Código de Procedimiento Criminal si el oponente no com-
pareciere a la audiencia para la cual haya sido regular-
mente citado, su oposición será nula; que en la especie los
jueces del fondo comprobaron que el oponente José Dolo-
res de la Cruz no compareció a la audiencia celebrada al
efecto por la Corte a-gua para conocer de su recurso de opo-
sición, contra la sentencia de la misma Corte dada en defec-
to en fecha 1 de julio de 1968, no obstante haber sido re-
gularmente citado; que en esas condiciones, y sobre pedi-
mento en tal sentido del Ministerio Público, la Corte a-qua
declaró nula su oposición por sentencia de fecha 18 de oc-
tubre de 1968; que, al proceder de ese modo, la Corte a-gua
hizo una correcta aplicación del texto legal arriba citado y
de las reglas que rigen la materia: que, por consiguiente,
el recurso de casación contra dicha sentencia debe ser
desestimado;

Considerando que procede examinar ahora el recurso
de casación interpuesto por el prevenido, en lo que concier-
ne al fallo contradictorio de fecha 1 de julio de 1968, pro-
nunciado en defecto, al cual se extiende dicho recurso;

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba regularmente administrados en la ins-
truceióñ de la causa, la Corte 2, -qua rió por establecido que
el día 10 de abril de 1967. el preven i do recurrente se in-
trodujo en la casa No. 12 de la calle Arzobispo Meriño de
esta ciudad, en donde residía hacía tiempo Teresa Rodrí-
guez, y aprovechando que ésta se encontraba fuera "vio-
lentó las puertas de la misma y le echó sus trastos a la ca-
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nerales ignoradas por no haber comparecido a la audien-
cia; Segundo: Que debe confirmar corno al efecto confirma
en todas sus partes los ordinales primero, tercero y cuarto
de la sentencia anterior dictada por este tribunal en fecha
diecisiete (17) del mes de julio del año mil novecientos se-
senta y siete (1967), que dice así: "Primero: Que debe pro-
nunciar como al efecto pronuncia, el defecto contra el nom-
brado José Dolores de la Cruz, de generales ignoradas, por
no haber comparecido a esta audiencia, no obstante haber
sido legalmente citado; Tercero: Se condena al pago de las
costas penales; Cuarto: Se deja el expediente abierto en
cuanto al nombrado Rufino Trejo o sea que se desglose";
Tercero: En cuanto al segundo (2do.) ordinal se modifica
de la manera. siguiente: Segundo: Que debe declarar, como
al efecto declara a dicho inculpado José Dolores de la Cruz,
culpable del delito de desalojo ilegal y sustracción de efec-
to valorados en la suma de Trescientos Noventa Pesos Mo-
neda Nacional (RD$390.00) en perjuicio de Teresa Rodrí-
guez y, en consecuencia, se le condena a sufrir seis (6) me-
ses de prisión correccional; Cuarto: Se declara bueno y vá-
lido la constitución en parte civil hecha por el Dr. Miguel
A. Vásquez Fernández, a nombre y representación de Te-
resa Rodríguez, se condena a dicho prevenido al pago de
una indemnización de Mil Pesos Moneda Nacional (RD$-
1,000.00) en favor de la parte agraviada; Quinto: Se con-
dena además a dicho prevenido al pago de las costas civi-
les con distracción en favor del Dr. Miguel A. Vásquez
Fernández, por haberlas avanzado en su totalidad"; por
haberlo interpuesto en tiempo hábil; Tercero: Se confirma
la sentencia recurrida del Juez de primer grado; Cuarto: Se
condena al pago de las costas a dicho prevenido José Dolo-
res de la Cruz, de esta alzada"; por no haber comparecido
el oponente, no obstante haber sido legalmente citado";
Tercero: Condena al recurrente señor José Dolores de la
Cruz al pago de las costas penales y civiles, originadas con

---
motivo de su recurso de alzada y ordena la distracción de
estas últimas en provecho del Dr. Miguel Arcángel Vásquez
Fernández, abogado de la parte civil constituída, por afir-
mar haberlas avanzado en su mayor parte";

Considerando que de acuerdo con el artículo 188 del
Código de Procedimiento Criminal si el oponente no com-
pareciere a la audiencia para la cual haya sido regular-
mente citado, su oposición será nula; que en la especie los
jueces del fondo comprobaron que el oponente José Dolo-
res de la Cruz no compareció a la audiencia celebrada al
efecto por la Corte a-qua para conocer de su recurso de opo-
sición, contra la sentencia de la misma Corte dada en defec-
to en fecha 1 de julio de 1968, no obstante haber sido re-
gularmente citado; que en esas condiciones, y sobre pedi-
mento en tal sentido del Ministerio Público, la Corte a-qua
declaró nula su oposición por sentencia de fecha 18 de oc-
tubre de 1968; que, al proceder de ese modo, la Corte a-qua
hizo una correcta aplicación del texto legal arriba citado y
de las reglas que rizen la materia; Que. por consiguiente,
el recurso de casación contra dicha sentencia debe ser
desestimado;

Considerando que procede examinar ahora el recurso
de casación interpuesto por el prevenido, en lo que concier-
ne al fallo contradictorio de fecha 1 de julio de 1968, pro-
nunciado en defecto, al cual se extiende dicho recurso;

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba regularmente administrados en la ins-
truccióii de la causa, la Corte oroua dió por establecido que
el día 10 de abril de 1967, el preven i do recurrente se in-
trodujo en la casa No. 12 de la calle Arzobispo Meriño de
esta ciudad, en donde residía hacía tiempo Teresa Rodrí-
guez, y aprovechando que ésta se encontraba fuera "vio-
lentó las puertas de la misma y le echó sus trastos a la ca-

.

fi
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lle, los cuales ella todavía no ha recuperado", ocupando el
prevenido totalmente la casa, sin consentimiento alguno de
la querellante Teresa Rodríguez;

Considerando que en los hechos así establecidos por
los jueces del fondo, se encuentran reunidos los elementos
constitutivos del delito previsto por el artículo 184, in fin¿'
del Código Penal, de introducirse un particular por medio
de violencias en el domicilio de un ciudadano, delito casti-
gado por dicho texto legal, con prisión de seis días a seis
meses y multa de diez a cincuenta pesos; que, en conse-
cuencia, al condenarlo la Corte a-qua a seis meses de pri-
sión correccional, confirmando así el fallo de primera ins-
tancia, le aplicó una sanción ajustada a la ley, pues aunque
la Corte a-qua le aplicó el artículo 401 del Código Penal
que se refiere al delito de robo de efectos, sin establecerse
la sustracción fraudulenta, según resulta del examen del
fallo impugnado, es evidente que el hecho de violación de
domicilio cometido, figuraba en la prevención y la pena im-
puesta resulta en tales condiciones legalmente justificada;
que. finalmente. si bien la Corte a-aua sin admitir circuns-
tancias atenuantes. dejó de aplicarle al prevenido junto con
la prisión nue le impuso. la multa nue señala el artículo
184 del Códi go Penal, la sentencia imnuenada no puede ser
casada por ese motivo, pues su situación jurídica no puede
ser aoTavarla va que el prevenido es el único recurrente;

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles,
nue la Corte a-aua, dió también por establecido nue el de-
lito cometido nor el inculpado José Dolores de la Cruz ha-
bía ocasionad() daños mora les y materiales a Teresa Rodrí-
guez. parte civil constituída. cu yo valor estimó soberana-
mente en la suma de mil pesos moneda nacional (RD81.-
000 Onl: que al condenar al referirlo incul pado al pago de
esa suma a título de indemnización. la mencionada Corte
a_min hi7n una anlicación acorde con lo dispuesto por el
artículo 1382 del Código Civil;

Considerando que examinada en los demás aspectos, la
sentencia impugnada no contiene, en lo que respecta al in-
terés del inculpado y recurrente, vicio alguno que la haga
suscept ible de casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Dolores de la Cruz, contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, en fecha 18 de octubre
de 1968, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pa-
go de las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel La,marche Hen-
ríquez .— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez
Perelló.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí. Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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lle, los cuales ella todavía no ha recuperado", ocupando el
prevenido totalmente la casa, sin consentimiento alguno de
la querellante Teresa Rodríguez;

Considerando que en los hechos así establecidos por
los jueces del fondo, se encuentran reunidos los elementos
constitutivos del delito previsto por el artículo 184, in fine
del Código Penal, de introducirse un particular por medio
de violencias en el domicilio de un ciudadano, delito casti-
gado por dicho texto legal, con prisión de seis días a seis
meses y multa de diez a cincuenta pesos; que, en conse-
cuencia, al condenarlo la Corte a-qua a seis meses de pri-
sión correccional, confirmando así el fallo de primera ins-
tancia, le aplicó una sanción a justada a la ley, pues aunque
la Corte a-qua le aplicó el artículo 401 del Código Penal
que se refiere al delito de robo de efectos, sin establecerse
la sustracción fraudulenta, según resulta del examen del
fallo impugnado, es evidente que el hecho de violación de
domicilio cometido, figuraba en la prevención y la pena im-
puesta resulta en tales condiciones legalmente justificada;
que. finalmente. si bien la Corte a- qua sin admitir circuns-
tancias atenuantes. dejó de aplicarle al prevenido junto con
la prisión nue le impuso, la multa nue señala el artículo
184 del Código Penal. la sentencia imPuenada no puede ser
casada por ese motivo, pues su situación jurídica no puede
ser agravada va nue el prevenido es el único recurrente:

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles,
nue la Corte a-nua, dió también por establecido nue el de-
lito cometido por el inculpado José Dolores de la Cruz ha-
bía ocasionado daños morales y materiales a Teresa Rodrí-
guez parte civil constituida. cuyo valor estimó soberana-
mente en la suma de mil pesos moneda nacional (RDS1,-

000 001: nue al condenar al referido inculpado al pa go de
esa suma a título de indemnización, la mencionada Corte

hizo una anlieaeión acorde con lo dispuesto por el
artículo 1382 del Código Civil;

nsiderando que examinada en los demás aspectos, la
sentencia impugnada no contiene, en lo que respecta al in-
terés del inculpado y recurrente, vicio alguno que la haga
susceppottibtlealeds	ivde mcaostacoiósn,

;Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Dolores de la Cruz, contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, en fecha 18 de octubre
de 1968, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pa-
go de las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel La,marche Hen-
ríquez .— Francisco Elpidio Beras•— Joaquín M. Alvarez
Perelló.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada, por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí. Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DE 1969

Sentencia imjagnada: Juzgado de Primera Instancia de Indep

dencia, de fecha 21 de diciembre de 1967

Materia: Correccional

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jui
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando
E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de
Presidente; Carlos Manuel Lamarche II., Segundo Sustitu-
to de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 14 de noviembre del año 1969,
años 1269 de la Independencia y 107 4 de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-

guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Federi-
co Pérez, Jesús Cuevas, Tulio Medina, Edelmiro Perdomo,
Cornelio Pérez, Candelario Ferreras. Bernardino Medina,
Saturnino Reyes, Santiago Ramírez Cuevas, Isidro Medina
Ferreras, Pedro Méndez, Rafael Peguero Mateo, Bienvenido
Ramírez, Eugenio Reyes, Domingo Cuevas, Tulio Méndez,
Adelaido Méndez, Rogelio Florián y Andrés Reyes, domin i

-canos, agricultores, contra la sentencia dictada en sus atri-
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^uciones correccionales por el Juzgado de Primera Instan-
cia de independencia, en fecha 21 de diciembre de 1967,
cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRI-
, ERO: Que debe declarar y declara, regular y válida la
institución en parte civil hecha por la señorita Ramona
Medina, quien tiene como abogado constituído al Dr. Es-
pronceda Hernández Acosta, contra los nombrados Federico
Pérez, Jesús Cuevas, Tulio Medina, Edelmiro Perdomo, Cor-
nelio Pérez, Candelario Ferreras, Genoveva Medina Ferre-
ras, Benardino Medina, Saturnino Reyes, Santiago Ramírez
Cuevas, Isidro Medina Ferreras, Pedro Méndez, Rafael Pe-
guero Mateo, Bienvenido Ramírez, Rogelio Florián y An-
drés Reyes, por haber sido hecha en tiempo hábil y de
acuerdo con las disposiciones legales; SEGUNDO: Declarar
y Declara, regular y válido en cuanto a la forma, el recur-
so de apelación interpuesto por la señorita Ramona Medi-
na, contra sentencia correccional No. 34 de fecha 10 del
mes de agosto del próximo pasado año 1966, dictada por
el Juzgado de Paz del Municipio de La Descubierta, de esta
demarcación provincial, cuyo dispositivo dice como se ex-
presa a continuación: "Falla: Primero: Que debe Descar-
gar y Descarga, en cuanto a lo que se refiere a la vagancia
de animales, a los nombrados Federico Pérez y compartes,
por no haber cometido el hecho ya que en dicha Sección
se permite tanto la crianza como la agricultura; Segundo:
Que en cuanto a los daños causados por los animales de su
propiedad de los prevenidos, se les debe condenar y se
condenan, al pago de una indemnización ascendente a la
suma de RD$251.50 (Doscientos Cincuenta y un Pesos Oro
con Cincuenta Centavos), en provecho de la parte civil
constituída, señorita Ramona Medina, por los daños causa-
dos a cada animales causantes de los daños, o sea a ra-
zón de RD$6.75 por cabeza; y Tercero: Que debe Condenar
Y Condena, a Federico Pérez y compartes, al pago de las
costas del mismo procedimiento"; por haber sido hecho en

Recurrente: Federico Pérez y compartes

Intarviniente: Ramona Medina

Abogado: Dr. Espronceda Hernández Acosta.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DE 1969

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Indepen
dencia, de fecha 21 de diciembre de 1967

Materia: Correccional

Recurrente: Federico Pérez y compartes
Interviniente: Ramona Medina
Abogado: Dr. Espronceda Hernández Acosta.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando
E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de
Presidente; Carlos Manuel Lamarche H., Segundo Sustitu-
to de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán;
Distrito Nacional, hoy día 14 de noviembre del año 1969,
años 1264 de la Independencia y 1074 de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Federi-
co Pérez, Jesús Cuevas, Tu'.io Medina, Edelmiro Perdomo,
Cornelio Pérez, Candelario Ferreras, Bernardino Medina,
Saturnino Reyes. Santiago Ramírez Cuevas, Isidro Medina
Ferreras. Pedro Méndez, Rafael Peguero Mateo, Bienvenida
Ramírez, Eugenio Reyes, Domingo Cuevas, Tulio Méndez,
Adelaido Méndez, Rogelio Florián y Andrés Reyes. domi ni

-canos, agricultores, contra la sentencia dictada en sus atn'
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raciones correccionales por el Juzgado de Primera Instan-
cia de Independencia, en fecha 21 de diciembre de 1967,

CUYO 
dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PKI-

h SO: Que debe declarar y declara, regular y válida la
constitución en parte civil hecha por la señorita Ramona
Idedina, quien tiene como abogado constituido al Dr. Es-
pronceda Hernández Acosta, contra los nombrados Federico
Pérez, Jesús Cuevas, Tulio Medina, Edelmiro Perdomo, Cor-
nelio Pérez, Candelario Ferreras, Genoveva Medina Ferre-
ras, Benardino Medina, Saturnino Reyes, Santiago Ramírez
Cuevas, Isidro Medina Ferreras, Pedro Méndez, Rafael Pe-
guero Mateo, Bienvenido Ramírez, Rogelio Florián y An-
drés Reyes, por haber sido hecha en tiempo hábil y de
acuerdo con las disposiciones legases; SEGUNDO: Declarar
y Declara, regular y válido en cuanto a la forma, el recur-
so de apelación interpuesto por la señorita Ramona Medi-
iia, contra sentencia correccional No. 34 de fecha 10 del
mes de agosto del próximo pasado año 1966, dictada por
el Juzgado de Paz del Municipio de La Descubierta, de esta
demarcación provincial, cuyo dispositivo dice como se ex-
presa a continuación: "Falla: Primero: Que debe Descar-
gar y Descarga, en cuanto a lo que se refiere a la vagancia
de animales, a los nombrados Federico Pérez y compartes,
por no haber cometido el hecho ya que en dicha Sección
se permite tanto la crianza como la agricultura; Segundo:
Que en cuanto a los daños causados por los animales de su
propiedad de los prevenidos, se les debe condenar y se
condenan, al pago de una indemnización ascendente a la
suma de RD$251.50 (Doscientos Cincuenta y un Pesos Oro
con Cincuenta Centavos), en provecho de la parte civil
constituída, señorita Ramona Medina, por los daños causa-
dos a cada animales causantes de los daños, o sea a ra-
dón de RD$6.75 por cabeza; y Tercero: Que debe Condenar
Y Condena, a Federico Pérez y compartes, al pago de las
costas del mismo procedimiento'; por haber sido hecho en
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1 tiempo hábil y de conformidad con los preceptos legal.
TERCERO: Pronunciar y Pronuncia, el defecto contra lo
nombrados Jesús Cuevas y Domingo Cuevas, por no haber
comparecido a la audiencia del día 7 del mes de noviembre
del año que discurre, no obstante haber sido legalmente ci-
tados; CUARTO: Anular y Anula, la sentencia recurrida,
por no haberse indicado en el acta de audiencia del Juzga.
do de Paz a-quo, el juramento de los testigos que de pusie-
ron en la ventilación de la presente causa, y en consecuen-
cia, avocando el fondo, Condena a los nombrados Cornelio
Pérez, Candelario Ferreras, Bernardino Medina., Saturnino
Reyes, Santiago Ramírez Cuevas, Isidro Medina Ferreras,
Pedro Méndez, Rafael Peguero Mateo, Bienvenido Ramírez,
Eugenio Reyes, Domingo Cuevas, Tulio o Julio Méndez,
Adelaido Méndez, Rogelio Florián y Andrés Reyes, todos
de genera'.es anotadas, a pagar una indemnización de Se-
tecientos Pesos Oro (RDS700.00), a favor de la señorita Ra-
mona Medina, parte civil constituída, como justa reparación
de los daños morales y materiales sufridos por ésta; QUIN-
TO: Rechazar y Rechaza., las conclusiones del Dr. Espron-
ceda Hernández Acosta, abogado constituído por la parte
civil, señorita Ramona Medina, únicamente en cuanto res-
pecta a la nombrada Genoveva Medina Ferreras, por im-
procedentes y mal fundadas; y SEXTO: Condenar y Con-
dena, a los nombrados Federico Pérez, Jesús Cuevas, Tulio
Medina, Ed&miro Perdomo, Cornelio Pérez, Candelario Fe-
rreras, Bernardino Medina, Saturnino Reyes, Santiago Ra-
mírez Cuevas, Isidro Medina Ferreras, Pedro Reyes, Do-
mingo Cuevas, Tulio o Julio Méndez, Adelaido Méndez, Ro-
gelio Florián y Andrés Reyes, además, al pago de las cos-
tas civiles, con distracción en provecho del Dr. Espronce

-da Hernández Acosta, abogado, quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte";

Oído al alguacil de turno eh la '.ectura del rol;
Oído al Dr. Espronceda Hernández Acosta, en la lec-

tura de sus conclusiones, en representación de la intervi-
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riente Ramona Medina, dominicana, agricultora, domicilia-
da en Los Pinos del Edén, del Municipio de La Descubier-

, cédula No. 940 serie 70, parte civil constituída contra
los hoy recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de'la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría ,del Tribunal a-duo en fecha 2 de julio de 1968,
a requerimiento de los recurrentes, acta en la cual no se
invoca ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito de la interviniente firmado por su abo-
gado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 185, 186 y 208 del Código de
Procedimiento Criminal; 1, 30 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que las sentencias en defecto pronun-
ciadas en última instancia no pueden ser impugnadas en
casación mientras esté abierto el plazo de la oposición, ni
aún por aquellas partes respecto de las cuales la sentencia
es contradictoria; que, en tal virtud, y por aplicación del
artículo 30 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, el
plazo de la casación en esos casos, comenzará a correr, res-
pecto de todas las partes en causa, a partir del vencimien-
to del plazo de la oposición, y de ser interpuesto ese recur-
so, a partir del día en que intervenga sentencia sobre opo-
sición;

Considerando que el examen de la sentencia impugnada
Pone de manifiesto que la misma fue dictada en defecto
contra Jesús y Domingo Cuevas y contradictoriamente con-
tia los demás coprevenidos; que no habiendo constancia en
el expediente de que dicha sentencia fuera notificada a los
indicados defectuantes, el plazo de la oposición señalado en
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tiempo hábil y de conformidad con los preceptos legal.
TERCERO: Pronunciar y Pronuncia, el defecto contra los
nombrados Jesús Cuevas y Domingo Cuevas, por no haber
comparecido a la audiencia del día 7 del mes de noviembre
del año que discurre, no obstante haber sido legalmente ci-
tados; CUARTO: Anular y Anula, la sentencia recurrida,
por no haberse indicado en el acta de audiencia del Juzga-
do de Paz a-quo, el juramento de los testigos que de pusie-
ron en la ventilación de la presente causa, y en consecuen-
cia, avocando el fondo, Condena a los nombrados Cornelio
Pérez, Candelario Ferreras, Bernardino Medina, Saturnino
Reyes, Santiago Ramírez Cuevas, Isidro Medina Ferreras,
Pedro Méndez, Rafael Peguero Mateo, Bienvenido Ramírez,
Eugenio Reyes, Domingo Cuevas, Tulio o Julio Méndez,
Adelaido Méndez, Rogelio Florián y Andrés Reyes, todos
de generales anotadas, a pagar una indemnización de Se-
±ecientos Pesos Oro (RDS700.00), a favor de la señorita Ra-
mona Medina, parte civil constituída, como justa reparación
de los daños morales y materiales sufridos por ésta; QUIN-
TO: Rechazar y Rechaza., las conclusiones del Dr. Espron-
ccda Hernández Acosta, abogado constituído por la parte
civil, señorita Ramona Medina, únicamente en cuanto res-
pecta a la nombrada Genoveva Medina Ferreras, por im-
procedentes y mal fundadas; y SEXTO: Condenar y Con-
dena, a los nombrados Federico Pérez, Jesús Cuevas, Tulio
Medina, Ed&miro Perdomo, Cornelio Pérez, Candelario Fe-
rreras, Bernardino Medina, Saturnino Reyes, Santiago Ra-
mírez Cuevas, Isidro Medina Ferreras, Pedro Reyes, Do-
mingo Cuevas, Tulio o Julio Méndez, Adelaido Méndez, Ro-
gelio Florián y Andrés Reyes, además, al pago de las cos-
tas civiles, con distracción en provecho del Dr. Espronce

-da Hernández Acosta, abogado, quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte";

Oído al alguacil de turno eh la lectura del rol;
Oído al Dr. Espronceda Hernández Acosta, en la lec-

tura de sus conclusiones, en representación de la intervi-

riente Ramona Medina, dominicana, agricultora, domicilia-
da en Los Pinos del Edén, del Municipio de La Descubier-
ta, cédula No. 940 serie 70, parte civil constituída contra
íos hoy recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

a ° Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría del Tribunal a-quo en fecha 2 de julio de 1968,
a requerimiento de los recurrentes, acta en la cual no se
invoca ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito de la interviniente firmado por su abo-
gado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 185, 186 y 208 del Código de
Procedimiento Criminal; 1, 30 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que las sentencias en defecto pronun-
ciadas en última instancia no pueden ser impugnadas en
casación mientras esté abierto el plazo de la oposición, ni
aún por aquellas partes respecto de las cuales la sentencia
es contradictoria; que, en tal virtud, y por aplicación del
artículo 30 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, el
plazo de la casación en esos casos, comenzará a correr, res-
pecto de todas las partes en causa, a partir del vencimien-
to del plazo de la oposición, y de ser interpuesto ese recur-
so, a partir del día en que intervenga sentencia sobre opo-
sición;

Considerando que 'el examen de la sentencia impugnada
Pone de manifiesto que la misma fue dictada en defecto
contra Jesús y Domingo Cuevas y contradictoriamente con-
tra los demás coprevenidos; que no habiendo constancia en
el expediente de que dicha sentencia fuera notificada a los
indicados defectuantes, el plazo de la oposición señalado en

f.
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, ntencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís, de fecha 26 de marzo de 1969

Materia: Correccional

urrente : ,Pedro Julio Corniel Figueroa y Seguros Pepín S. A.

Tnterviniente : José Amado Aquino
Abogado: Dr. R. Bienvenido Amaro

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana
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el artículo 186 del Código de Procedimiento Criminal está
abierto para ellos por lo cual no ha podido comenzar a co-
rrer el plazo de la casación para ninguna de las partes; que
en tales condiciones, los presentes recursos de casación no
pueden ser admitidos por prematuros;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien_
te a Ramona Medina; Segundo: Declara inadmisibles los re-
cursos de casación interpuestos por Federico Pérez, Jesús
Cuevas, Tulio Medina, Edelmiro Perdomo, Cornelio Pérez,
Cande'.ario Ferreras, Bernardino Medina, Saturnino Reyes,
Santiago Ramírez Cuevas, Isidro Medina Ferreras, Pedro
Méndez, Rafael Peguero Mateo, Bienvenido Ramírez, Eu-
genio Reyes, Domingo Cuevas, Tulio Méndez, Adelaido Mén-
dez, Rogelio Florián, Andrés Reyes, contra la sentencia dic-
tada en sus atribuciones correccionales por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Independencia, en
fecha 21 de diciembre de 1967, cuyo dispositivo se ha co-
piado en parte anterior del presente fallo; y, Tercero: con-
dena a los recurrentes al pago de las costas civiles, orde-
nándose la distracción de ellas en provecho del Dr. Espron-
ceda Hernández Acosta, abogado de la interviniente, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche H.—  Manuel D. Bergés Chupani.-
Francisco Elpidio 13eras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.-
Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia.— Ernesto Curie: hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamianto, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
as Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 14 de noviembre de 1969, años 126"
de la Independencia y 106 4 de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Pedro
Julio Corniel Figueroa, dominicano, mayor de edad, casa-
do, chofer domiciliado en la casa No. 23 de la Avenida Her-
manas Mirabal, de la ciudad de Salcedo, con cédula No.
1 1416, serie 55; y "Seguros Pepín, S. A." Compañía de Se-
guros, domiciliada en la casa No. 21 de la calle "Isabel la
Católica" esquina a la "Padre Billini" de esta ciudad; con-
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el artículo 186 del Código de Procedimiento Criminal está
abierto para ellos por lo cual no ha podido comenzar a co-
rrer el plazo de la casación para ninguna de las partes; que
en tales condiciones, los presentes recursos de casación no
pueden ser admitidos por prematuros;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Ramona Medina; Segundo: Declara inadmisibles los re-
cursos de casación interpuestos por Federico Pérez, Jesús
Cuevas, Tulio Medina, Edelmiro Perdomo, Cornelio Pérez,
Cande:ario Ferreras, Bernardino Medina, Saturnino Reyes,
Santiago Ramírez Cuevas, Isidro Medina Ferreras, Pedro
Méndez, Rafael Peguero Mateo, Bienvenido Ramírez, Eu-
genio Reyes, Domingo Cuevas, Tulio Méndez, Adelaido Mén-
dez, Rogelio Florián, Andrés Reyes, contra la sentencia dic-
tada en sus atribuciones correccionales por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Independencia, en
lecha 21 de diciembre de 1967, cuyo dispositivo se ha co-
piado en parte anterior del presente fallo; y, Tercero: con-
dena a los recurrentes al pago de las costas civiles, orde-
nándose la distracción de ellas en provecho del Dr. Espron-
ceda Hernández Acosta, abogado de la interviniente, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani.—
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.-
Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia.— Ernesto Curie: hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamianto, en- I,
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leíd1 y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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TENCIA DE FECHA 14 DE NOVIEMB RE DE 1969

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís, de fecha 26 de marzo de 1969

Materia: Correccional

Recurrente: Pedro Julio Corniel Figueroa y Seguros Pepín S. A.

411101:
tnterviniente : José Amado Aquino
Abogado: Dr. R. Bienvenido Amaro

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 14 de noviembre de 1969, años 1269
de la Independencia y 106 9 de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Pedro
Julio Corniel Figueroa, dominicano, mayor de edad, casa-
do, chofer domiciliado en la casa No. 23 de la Avenida Her-
manas Mirabal, de la ciudad de Salcedo, con cédula No.
1 1416, serie 55; y "Seguros Pepín, S. A." Compañía de Se-
guros, domiciliada en la casa No. 21 de la calle "Isabel la
Católica" esquina a la "Padre Billini" de esta ciudad; con-
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tra la sentencia de la Corte de Apelación de San Francisco.
de Macorís, dictada en sus atribuciones correccionales,
fecha 26 de marzo de 1969, cuyo dispositivo se copia
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oída la Dra. Andreína Amaro Reyes, en represen

ción del Dr. R. Bienvenido Amaro, cédula No. 21463, serie
47, en la lectura de sus conclusiones, abogado que es del in-
terviniente José Amado Aquino, dominicano, soltero, mayor
de edad, negociante, domiciliado en la casa No. 19 de la
calle "Restauración" de la ciudad de Salcedo, cédula No.
4532, serie 61, parte civil constituida en representación de
su hijo de 5 años de edad, José Gregorio Aquino;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua en fecha 9 de mayo de 1969, a requeri-
miento de los recurrentes en la cual no se invoca ningún
medio determinado de casación;

Visto el escrito de intervención de la parte civil conl:
ituída de fecha 8 de septiembre de 1969, suscrito por el

Dr. R. Bienvenido Amaro;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado, y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241 de
1967, sobre Tránsito de Vehículos; 463 del Código Penal.
1383 del Código Civil; 10 de la Ley 4117 de 1955; y 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el 8 de mayo
de 1968, que produjo lesiones al Tenor José Gregorio Aqui-
no, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Salcedo, regularmente apoderado, dictó en fecha 13 de
noviembre de 1968, una sentencia cuyo dispositivo está in-

sneerst o
interpuestas,

 el de la ahora impugnada; b) que sobre las apelacio-
 la Corte a-qua dictó la sentencia ahora

opugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: De-
clara regulares y válidos los recursos de apelación inter-
puestos por el Dr. Ambiorix Díaz, a nombre y en repre-
centación del prevenido Pedro Julio Corniel y de la Com-
-pañía de Seguros Pepín S. A. y por el Dr. R. B. Amaro, a
nombre del señor José Amado Aquino, Parte Civil Consti-
tuida en representación de su hijo menor José Gregorio
Aquino, contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Salcedo, de fecha 13 del mes de no-
viembre del año 1968, cuyo dispositivo es el siguiente: "Fa-
lla: Primero: Se declara, a Pedro Julio Corniel, culpable de
violar la ley 241 en perjuicio del menor José Gregorio Aqui-
no y acogiendo en su favor circunstancias atenuantes y te-
niendo en cuenta la falta de la víctima se condena a 10 pe-
sos oro de multa; Segundo: Se Declara buena y válida la
constitución en parte civil hecha por José Amado Aquino en
representación de su hijo menor José Gregorio Aquino,
contra el prevenido Pedro Julio Corniel y se condene a
éste al pago de una indemnización de Un Mil Pesos Oro
(RD$1,000.00) a favor de dicha parte civil, por los daños
y perjuicios sufridos por ésta a consecuencia del hecho im-
putado al prevenido; Tercero: Se condena a Pedro Julio
Corniel al pago de las costas penales y civiles ordenándose
la distracción de las últimas en favor del Dr. R. B. Ama-
ro, abogado que afirma haberlas avanzado en su mayor
parte; Cuarto: La presente sentencia es común, ejecutoria
y oponible a la Compañía de Seguros "Seguros Pepín S. A."
en su calidad de aseguradora de Uy riesgos del vehículo
conducido por el prevenido".— SEGUNDO: Pronuncia el
Defecto contra el prevenido Pedro Julio Corniel, por no
haber comparecido estando legalmente citado; TERCERO:
Confirma en todas sus partes la sentencia objeto de los
Presentes recursos de apelación; CUARTO: Condena al pre-
venido Pedro Julio Corniel, al pago de las costas penales;
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tra la sentencia de la Corte de Apelación de San Franci
de Macorís, dictada en sus atribuciones correccionales , en
fecha 26 de marzo de 1969, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oída la Dra. Andreína Amaro Reyes, en represen

ción del Dr. R. Bienvenido Amaro, cédula No. 21463, serie
47, en la lectura de sus conclusiones, abogado que es del in-
terviniente José Amado Aquino, dominicano, soltero, mayor
de edad, negociante, domiciliado en la casa No. 19 de 11'
calle "Restauración" de la ciudad de Salcedo, cédula No.
4532, serie 61, parte civil constituida en representación de
su hijo de 5 años de edad, José Gregorio Aquino;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua en fecha 9 de mayo de 1969, a requeri-
miento de los recurrentes en la cual no se invoca ningún
medio determinado de casación;

Visto el escrito de intervención de la parte civil con
ituída de fecha 8 de septiembre de 1969, suscrito por el.<

Dr. R. Bienvenido Amaro;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado, y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241 de
1967, sobre Tránsito de Vehículos; 463 del Código Penal.
1383 del Código Civil; 10 de la Ley 4117 de 1955; y 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el 8 de mayo
de 1968, que produjo lesiones al rpenor José Gregorio Aqui-
no, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Salcedo, regularmente apoderado, dictó en fecha 13 de
noviembre de 1968, una sentencia cuyo dispositivo está i n-
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_ato en el de la ahora impugnada; b) que sobre las apelacio-
;les interpuestas, la Corte a-qua dictó la sentencia ahora
jpugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: De-
clara regulares y válidos los recursos de apelación inter-
puestos por el Dr. Ambiorix Díaz, a nombre y en repre-
centación del prevenido Pedro Julio Corniel y de la Com-
pañía de Seguros pepín S. A. y por el Dr. R. B. Amaro, a
nombre del señor José Amado Aquino, Parte Civil Consti-
tuida en representación de su hijo menor José Gregorio
Aquino, contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Salcedo, de fecha 13 del mes de no-
viembre del año 1968, cuyo dispositivo es el siguiente: "Fa-
lla: Primero: Se declara, a Pedro Julio Corniel, culpable de
violar la ley 241 en perjuicio del menor José Gregorio Aqui-
no y acogiendo en su favor circunstancias atenuantes y te-
niendo en cuenta la falta de la víctima se condena a 10 pe-
sos oro de multa; Segundo: Se Declara buena y válida la
constitución en parte civil hecha por José Amado Aquino en
representación de su hijo menor José Gregorio Aquino,
contra el prevenido Pedro Julio Corniel y se condene a
éste al pago de una indemnización de Un Mil Pesos Oro
(RD$1,000.00) a favor de dicha parte civil, por los daños
y perjuicios sufridos por ésta a consecuencia del hecho im-
putado al prevenido; Tercero: Se condena a Pedro Julio
Corniel al pago de las costas penales y civiles ordenándose
la distracción de las últimas en favor del Dr. R. B. Ama-
ro, abogado que afirma haberlas avanzado en su mayor
Parte; Cuarto: La presente sentencia es común, ejecutoria
ti oponible a la Compañía de Seguros "Seguros Pepín S. A."
n su calidad de aseguradora de lcy riesgos del vehículo

conducido por el prevenido".— SEGUNDO: Pronuncia el
Defecto contra el prevenido Pedro Julio Corniel, por no
haber comparecido estando legalmente citado; TERCERO:
Confirma en todas sus partes la sentencia objeto de los
Presentes recursos de apelación; CUARTO: Condena al pre-
venido Pedro Julio Corniel, al pago de las costas penales;
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QUINTO: Condena al prevenido Pedro Julio Corniel y a
la Compañía Seguros Pepín S. A., al pago de las costas
civiles, ordenándose su distracción en favor del Dr. Bienve.
nido Amaro, quien afirma haberlas avanzado en su mayor
parte; SEXTO: Ordena que la presente sentencia sea opo.
nible a la Compañía Seguros Pepín S. A., en su condición
de aseguradora de la responsabilidad civil del prevenido";

En cuanto al recurso del prevenido

Considerando, ante todo, que conforme la Ley de Se-
guros Obligatorios contra daños ocasionados por vehículo
de motor, cuando una Compañía de Seguros ha sido pues-
ta en causa conjuntamente con el prevenido, las senten-
cias en defecto se tendrán como contradictorias; que, en
el presente caso, la Seguros Pepín, S. A., fue puesta en
causa; por lo que, la sentencia impugnada, debe ser tenida
como contradictoria y, por tanto el presente recurso de
casación es admisible;

Considerando que la Corte a-qua, mediante la pond
ración de las pruebas aportadas en la instrucción de 1
causa, dió por establecido los siguientes hechos"; a) que
en la tarde del día 8 del mes de Mayo del año 1968, el
prevenido Pedro Julio Corniel F., transitaba por la calle
Restauración, de la ciudad de Salcedo, manejando el carro
placa pública No. 46660, de su propiedad; b) que en ese
momento un grupo de niños se encontraba en una de las
aceras de la calle; c) que ni al llegar a la esquina anterior,
donde jugaban los niños (unos 20 metros más o menost
ni al prepararse a rebasar el grupo de niños, el prevenid
hizo toques de bocina; d) que el prevenido conducía su ve-
hículo a una velocidad de alrededor de 40 kilómetros por
hora; e) que el prevenido no redujo esa velocidad no obs-
tante apreciar la presencia de niños en la calle; f) que cuan-
do el vehículo se acercaba al grupo de niños de éste se
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desprendieron el menor agraviado y otra menor siendo al-
canzado el primero por el automóvil que manejaba el pre-
venido, causándole golpes y traumatismos en diferentes
partes del cuerpo y fractura del fémur derecho lesiones que
curaron después de veinte días";

Considerando que en los hechos así establecidos se en-
cuentra configurada la infracción prevista en el artículo
49, letra c) de la Ley 241 sobre Tránsito de Vehículos y
sancionado por el mismo texto con seis meses a dos años de
prisión y multa de RDS100.00 a RD$500.00; que, en con-
secuencia, al condenar al prevenido recurrente, después de
declararlo culpable a RD$10.00 de multa, acogiendo en su
favor circunstancias atenuantes, le aplicó una sanción ajus-
tadacaolnasildeeyr;

ando, en cuanto a las condenaciones civiles,
que la Corte a-qua dió por establecido que el delito come-
tido por el prevenido, ocasionó daños y perjuicios morales
y materiales a la parte civil constituida, que apreció en la
suma de RD$1,000.00; que, en consecuencia, al condenarlo
al pago de esa suma a título de indemnización a favor de
dicha parte civil constituida, hizo una correcta aplicación
del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando que examinada en sus demás aspectos,
la sentencia impugnada no contiene, en lo q ue concierne
al interés del recurrente, vicio alguno que amerite su ca-
sación;

En cuanto al recurso de la Compañía aseguradora

Considerando que de conformidad con el artículo 37
de la Ley Sobre Procedimiento de Casación: "Cuando el
recurso sea intentado por el Ministerio Público, por la par-
te civil o por la persona civilmente responsable, el depósi-
to del memorial con la indicación de los medios de casación
será obligatorio, si no se ha motivado su recurso en la de-
claración correspondiente";

435



QUINTO: Condena al prevenido Pedro Julio Corniel y a
la Compañía Seguros Pepín S. A., al pago de las costag
civiles, ordenándose su distracción en favor del Dr. Bienv
nido Amaro, quien afirma haberlas avanzado en su mayor
parte; SEXTO: Ordena que la presente sentencia sea opo.
nible a la Compañía Seguros Pepín S. A., en su condición
de aseguradora de la responsabilidad civil del prevenido".

En cuanto al recurso del prevenido

Considerando, ante todo, que conforme la Ley de Se-
guros Obligatorios contra daños ocasionados por vehículo
de motor, cuando una Compañía de Seguros ha sido pues-
ta en causa conjuntamente con el prevenido, las senten-
cias en defecto se tendrán como contradictorias; que, en
el presente caso, la Seguros Pepín, S. A., fue puesta en
causa; por lo que, la sentencia impugnada, debe ser tenida
como contradictoria y, por tanto el presente recurso de
casación es admisible;

Considerando que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de las pruebas aportadas en la instrucción de la

causa, dió por establecido los siguientes hechos"; a) que
en la tarde del día 8 del mes de Mayo del año 1968, el
prevenido Pedro Julio Corniel F., transitaba por la calle
Restauración, de la ciudad de Salcedo, manejando el carro
placa pública No. 46660, de su propiedad; b) que en ese
momento un grupo de niños se encontraba en una de las
aceras de la calle; c) que ni al llegar a la esquina anterior
donde jugaban los niños (unos 20 metros más o menos)
ni al prepararse a rebasar el grupo de niños, el prevenido
hizo toques de bocina; d) que el prevenido conducía su ve-
hículo a una velocidad de alrededor de 40 kilómetros por
hora; e) que el prevenido no redujo esa velocidad no obs-
tante apreciar la presencia de niños en la calle; f) que cuan-
do el vehículo se acercaba al grupo de niños de éste se

desprendieron el menor agraviado y otra menor siendo al-
canzado el primero por el automóvil que manejaba el pre-
venido, causándole golpes y traumatismos en diferentes
partes del cuerpo y fractura del fémur derecho lesiones que
curaron después de veinte días";

Considerando que en los hechos así establecidos se en-
cuentra configurada la infracción prevista en el artículo
49, letra c) de la Ley 241 sobre Tránsito de Vehículos y
sancionado por el mismo texto con seis meses a dos años de
prisión y multa de RD$100.00 a RD$500.00; que, en con-
secuencia, al condenar al prevenido recurrente, después de
declararlo culpable a RD$10.00 de multa, acogiendo en su
favor circunstancias atenuantes, le aplicó una sanción ajus-
tada a la ley;

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles,
que la Corte a-qua dió por establecido que el delito come-
tido por el prevenido, ocasionó daños y perjuicios morales
y materiales a la parte civil constituída, que apreció en la
suma de RD$1,000.00; que, en consecuencia, al condenarlo
al pago de esa suma a título de indemnización a favor de
dicha parte civil constituída, hizo una correcta aplicación
del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando que examinada en sus demás aspectos,
la sentencia impugnada no contiene, en lo que concierne
al interés del recurrente, vicio alguno que amerite su ca-
sación;

En cuanto al recurso de la Compañía aseguradora

Considerando que de conformidad con el artículo 37
de la Ley Sobre Procedimiento de Casación: "Cuando el
recurso sea intentado por el Ministerio Público, por la par-
te civil o por la persona civilmente responsable, el depósi-
to del memorial con la indicación de los medios de casación
será obligatorio, si no se ha motivado su recurso en la de-
claración correspondiente";
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Considerando que de las disposiciones del artículo 37
citado se desprende que cuando el recurso de casación sea
interpuesto por la entidad aseguradora que haya sido pues-
ta en causa en virtud del artículo 10 de la Ley 4117 de
1955, el depósito del memorial con la indicación de los me-
dios de casación será obligatorio si no se ha motivado el
recurso en la declaración correspondiente. todo a pena de
nulidad del recurso; que la compañía recurrente no motivó
su recurso en la declaración del mismo en la Secretaría
de la Corte a-qua ni ha producido memorial o escrito al-
guno con los medios de casación; por lo cual, su recurso de-
be ser declarado nulo;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a José Amado Aquino; Segundo: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Pedro Julio Corniel, contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de San Francis-
co de Macorís, en fecha 26 de marzo de 1969, en sus atri-
buciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo: Tercero: Declara nulo
el recurso de casación interpuesto por la "Seguros Pepín,
S. A."; y, Cuarto: Condena a los recurrentes al pago de las
costas, ordenando su distracción en provecho del Dr. R.
Bienvenido Amaro, abogado de la parte interviniente, quien
declaró haberlas avanzado en su mayor parte.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernand
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia•— Ernesto Curiel hijo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamianto, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, Y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

ONTENCIA DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DE 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fechas
19 de septiembre de 1968 y 3 de marzo de 1969

',Oferta: Civil

Recurrente: Giordano Hernando
ado: Jorge Luis Pérez

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago
Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14
de noviembre del año 1969, años 126° de la Independencia
y 107v de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Giordano
Remando, dominicano, mayor de edad, casado, negociante,
domiciliado y residente en Concepción de La Vega, Munici-
pio de La Vega, cédula No. 21114, serie 47, contra las sen-
tencias de fechas 19 de septiembre de 1968 y 3 de marzo
de 1969, dictadas en sus atribuciones civiles por la Corte
de Apelación de La Vega, cuyos dispositivos se copian más
adelante;
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Considerando que de las disposiciones del artículo 37
citado se desprende que cuando el recurso de casación sea
interpuesto por la entidad aseguradora que haya sido pues-
ta en causa en virtud del artículo 10 de la Ley 4117 de
1955, el depósito del memorial con la indicación de los me-
dios de casación será obligatorio si no se ha motivado el
recurso en la declaración correspondiente, todo a pena de
nulidad del recurso; que la compañía recurrente no motivó
su recurso en la declaración del mismo en la Secretaría
de la Corte a-qua ni ha producido memorial o escrito al-
guno con los medios de casación; por lo cual, su recurso de-
be ser declarado nulo;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a José Amado Aquino; Segundo: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Pedro Julio Corniel, contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de San Francis-
co de Macorís, en fecha 26 de marzo de 1969, en sus atri-
buciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo: Tercero: Declara nulo
el recurso de casación interpuesto por la "Seguros Pepín,
S. A."; y, Cuarto: Condena a los recurrentes al pago de las
costas, ordenando su distracción en provecho del Dr. R.
Bienvenido Amaro, abogado de la parte interviniente, quien
declaró haberlas avanzado en su mayor parte.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez
Perel!ó.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por

los señores Jueces que figuran en su encabezamiant o, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresado s, Y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DE 1969

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fechas
19 de septiembre de 1968 y 3 de marzo de 1969

materia: Civil

Recurrente: Giordano Hernando
abogado: Jorge Luis Pérez

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló. Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago
Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14
de noviembre del año 1969, años 126 9 de la Independencia
y 1079 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Giordano
Rentando, dominicano, mayor de edad, casado, negociante,
domiciliado y residente en Concepción de La Vega, Munici-
pio de La Vega, cédula No. 21114, serie 47, contra las sen-
tencias de fechas 19 de septiembre de 1968 y 3 de marzo
de 1969, dictadas en sus atribuciones civiles por la Corte
de Apelación de La Vega, cuyos dispositivos se copian más
adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Jorge Luis Pérez, cédula No. 6852, serie

ira., abogado del recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 3 de junio
de 1969, suscrito por el abogado del recurrente, en el cual
se invocan los medios que se indican más adelante;

Vista la Resolución de esta Suprema Corte de Jus-
ticia de fecha 22 de julio de 1969, por medio de la cual se
pronuncia el defecto de los recurridos Rafael Gilberto Mar-
cial y Nereyda Abreu, dominicanos, mayores de edad, sol-
teros, jornaleros y de oficios domésticos, domiciliados y re-
sidentes en esta ciudad, cédulas números 28341 y 77571, se-
ries 47, y 1ra., respectivamente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141 y 188 y siguientes del Có-
digo de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere; consta: a) que con moti-
vo de una demanda a fines de reclamación de una indemni-
zación por daños y perjuicios, intentada por los actuales re-
curridos, contra el actual recurrente, la Cámara de lo Ci-
vil y Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Vega, dictó en fecha 8
de febrero de 1968, una sentencia con el siguiente disposi-
tivo: "FALLA: PRIMERO: acoge las conclusiones presen-
tadas en audiencia por la parte demandante, los señores
Gilberto Marcial y Nereyda Abreu, por conducto de su abo-
gado constituído, y como consecuencia Debe: Ordenar la
comunicación de las piezas y documentos de que hará uso
en la presente demanda, la parte demandada, señor Giorda-

no Hernando, y ordena además que dicha comunicación de
piezas y documentos tenga efecto 'por depósito en Secreta-
-ría de este Tribunal, en los tres días siguientes a la noti-
ficación de esta sentencia; SEGUNDO: Condena al señor
Giordano Hernando al pago de las costas del procedimien-
to con distracción de las mismas en provecho del Dr. Gre-
zorio de Jesús Batista, Gil"; b) que sobre recurso del de-
mandado Giordano Hernando, la Corte de Apelación de La
vega, en fecha 19 de septiembre de 1968, dictó una prime-
ra sentencia, ahora impugnada en casación, con el siguien-
te dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y vá-
lido, en la forma, el presente recurso de apelación y en
cuanto al fondo, lo rechaza por improcedente y mal fun-
dado; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la senten-
cia Núm. 66 dictada en fecha ocho (8) de febrero del año
en curso (1968), por la Cámara Civil, Comercial y de Tra-
bajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de La Vega y ordena a la parte intimante Sr. Giordano Her-
nández o a su abogado representante Licdo. Jorge L. Pérez y
a la parte intimada Sres. Gilberto Marcial y Nereyda Abren
(Magaly) o a su abogado Dr. Gregorio de Jesús Batista
Gil, a su vez, depositar en la Secretaría de esta Corte de
Apelación, todos y cada uno de los documentos los cuales
harán valer en apoyo de sus pretensiones; TERCERO: Se
ordena que la comunicación de documentos antes aludidos
se realice en el término de tres días, contados a partir de
la fecha de la notificación de esta decisión; y se fija un
plazo de quince días a contar de la manifestada notifica-
ción. para tomar conocimiento de los documentos a de posi-
tar en la Secretaría de esta Corte, todo lo cual se dispo-
ne por la misma; CUARTO: Condena al intimante Señor
Giordano Hernando al pago de las costas de ambas instan
cías y se ordena la distracción de éstas en provecho del Dr.
Gregorio de Jesús Batista Gil por declarar haberlas avan-
zado en su mayor parte; c) que, en fecha 3 de marzo de

,_1969, la misma Corte de Apelación dictó otra sentencia
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Jorge Luis Pérez, cédula No. 6852, serie

lra., abogado del recurrente, en la lectura de sus conclu-

siones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Visto el memorial de casación depositado en la S

taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 3 de jun
de 1969, suscrito por el abogado del recurrente, en el cual
se invocan los medios que se indican más adelante;

Vista la Resolución de esta Suprema Corte de Jus-
ticia de fecha 22 de julio de 1969, por medio de la cual se
pronuncia el defecto de los recurridos Rafael Gilberto Mar-
cial y Nereyda Abreu, dominicanos, mayores de edad, sol-
teros, jornaleros y de oficios domésticos, domiciliados y re-
sidentes en esta ciudad, cédulas números 28341 y 77571, se-
ries 47, y lra., respectivamente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141 y 188 y siguientes del Có-
digo de Procedimiento Civil; y 1. y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere; consta: a) que con moti-
vo de una demanda a fines de reclamación de una indemni-
zación por daños y perjuicios, intentada por los actuales re-
curridos, contra el actual recurrente, la Cámara de lo Ci-
vil y Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Vega, dictó en fecha 8
de febrero de 1968, una sentencia con el siguiente dispos i

-tivo: "FALLA: PRIMERO: acoge las conclusiones presen-
tadas en audiencia por la parte demandante, los señores
Gilberto Marcial y Nereyda Abreu, por conducto de su abo-
gado constituído, y como consecuencia Debe: Ordenar la
comunicación de las piezas y documentos de que hará uso
en la presente demanda, la parte demandada, señor Giorda-
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no Hernando, y ordena además que dicha comunicación de
piezas y documentos tenga efecto por depósito en Secreta-
-rila de este Tribunal, en los tres días siguientes a la noti-
ficación de esta sentencia; SEGUNDO: Condena al señor
Giordano Hernando al pago de las costas del procedimien-
to con distracción de las mismas en provecho del Dr. Gre-
crorio de Jesús Batista, Gil"; b) que sobre recurso del de-
mandado Giordano Hernando, la Corte de Apelación de La
vega, en fecha 19 de septiembre de 1968, dictó una prime-
ra sentencia, ahora impugnada en casación, con el siguien-
te dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y vá-
lido, en la forma, el presente recurso de apelación y en
cuanto al fondo, lo rechaza por improcedente y mal fun-
dado; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la senten-
cia Núm. 66 dictada en fecha ocho (8) de febrero del año
en curso (1968), por la Cámara Civil, Comercial y de Tra-
bajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de La Vega y ordena a la parte intimante Sr. Giordano Her-
nández o a su abogado representante Licdo. Jorge L. Pérez v
a la parte intimada Sres. Gilberto Marcial y Nereyda Abreu
(Magaly) o a su abogado Dr. Gregorio de Jesús Batista
Gil, a su vez, depositar en la Secretaría de esta Corte de
Apelación, todos y cada uno de los documentos los cuales
harán valer en apoyo de sus pretensiones; TERCERO: Se
ordena que la comunicación de documentos antes aludidos
se realice en el término de tres días, contados a nartir de
la fecha de la notificación de esta decisión: y se fija un
plazo de quince días a contar de la manifestada notifica-
ción. para tomar conocimiento de los documentos a deposi-
tar en la Secretaría de esta Corte, todo lo cual se dispo-
ne por la misma; CUARTO: Condena al intimante Señor
Giordano Hernando al pago de las costas de ambas instan
das y se ordena la distracción de éstas en provecho del Dr.
Gregorio de Jesús Batista Gil por declarar haberlas avan-
zado en su mayor parte; e) que, en fecha 3 de marzo de
1969, la misma Corte de Apelación dictó otra sentencia
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ahora impugnada también, con el siguiente dispositivo.
"FALLA: PRLMERO: Se acogen por ser procedentes y

bien fundadas, las conclusiones de los intimados en este
recurso, señores: Rafael Gilberto Marcial y Nereyda Abren
a las cuales le prestó adquiescencia el apelante señor Gior.
dano Hernando, y por consiguiente, al confirmar en todas
sus partes la sentencia civil No. 66, del 8 de febrero del
1968, de la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo, del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Ve..
ga, se envían a dichos litigantes ante la jurisdicción de pri-
mer grado, para que le den cumplimiento a la medida or-
denada por la misma, en cuanto a comunicación de piezas,
y además, se juzgue el fondo de la presente demanda; SE-
GUNDO: Se compensan pura y simplemente entre las par-
tes, las costas legales de lugar";

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial, los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación de los artículos 188 y siguientes del Código de Pro-
cedimiento Civil y Denegación de Justicia; Segundo Medio:
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil; Contradicción de Ordinales del Dispositivo entre sí y
de éstos con los motivos; de los motivos entre sí; resultan-
do de todo ello insuficiencia o falta de motivos; Tercer Me-
dio: Nulidad de la Sentencia de la Corte de Apelación de
La Vega, de fecha 3 de marzo de 1969, por vía de con-
secuencia;

Considerando que en el desarrollo de los tres medios
propuestos, los cuales se reúnen para su examen, el recu-
rrente sostiene en síntesis: que la parte que solicita una
comunicación de documentos debe justificar un interés
plausible al tenor del artículo 188 del Código de Procedi

-miento Civil; que los demandantes le pidieron al Juez de
Primera Instancia que le ordenara al demandado (hoy re-
currente en casación) el depósito y la comunicación de SUS

1 I	 documentos, y que éste contestó "que no tenía documentos

que comunicar y que no le interesaban los que la contra-
Parte pueda tener", pues el único documento que tenía el
demandado era el acto de demanda que su adversario co-
nocía puesto que lo había preparado; que en esas condi-
ciones, la medida ordenada era frustratoria, por lo cual
el Juez de Primera Instancia que la ordenó, y la Corte de
:Ipelac ión que la confirmó, cometieron una irregularidad
procesal, ya que tal cosa sólo daba lugar a alargar el pro-
ceso; que en apelación, la parte apelada, volvió a reiterar
so pedimento de comunicación de documentos contra el ape-
lante, y éste se opuso porque lo único que tenía era el ac-
to de apelación que la otra parte conocía porque le había
sido notificado; que dicha Corte erróneamente dispuso la
nueva comunicación de documentos ante ella; pero al mis-
mo tiempo declaró sin estar ejecutada esa medida, que
confirmaba el fallo apelado, con lo cual incurrió en una
contradicción, que equivale a falta de motivos, pues la Cor-
te actuó como si fuera "un tribunal de nulidades"; que
por último siendo improcedente y nula la sentencia así
dictada el 19 de septiembre de 1968, por la Corte a-qua,
también lo es, por vía de consecuencia, la sentencia "com-
plementaria" que dictó la misma Corte el 3 de marzo de
1969, por la cual, enmendando la primera que había pro-
nunciado, dispuso de nuevo la confirmación de la senten-
cia apelada y "envió a los litigantes ante la jurisdicción
de primer grado para que le dieran cumplimiento a la me-
dida ordenada por la misma, en cuanto a la comunicación
de piezas"; que, por todo ello, sostiene en resumen el re-
currente, que ambas sentencias deben ser casadas por ha-
berse incurrido en ellas en los vicios y violaciones denun-
ciados;

Considerando que por razones obvias que se explican
Mas adelante, procede tratar en primer término el recur-
so de casación contra la segunda sentencia que dictó la
Corte a-qua en fecha 3 de marzo de 1969, pues la situa-

le,
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ahora impugnada también, con el siguiente dispositivo.
"FALLA: PRIMERO: Se acogen por ser procedentes
bien fundadas, las conclusiones de los intimados en este
recurso, señores: Rafael Gilberto Marcial y Nereyda Abreu
a las cuales le prestó adquiescencia el apelante señor Gior•
dano Hernando, y por consiguiente, al confirmar en todas
sus partes la sentencia civil No. 66, del 8 de febrero del
1968, de la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo, del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Ve.
ga, se envían a dichos litigantes ante la jurisdicción de pri-
mer grado, para que le den cumplimiento a la medida or-
denada por la misma, en cuanto a comunicación de piezas,
y además, se juzgue el fondo de la presente demanda; SE-
GUNDO: Se compensan pura y simplemente entre las par-
tes, las costas legales de lugar";

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial, los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación de los artículos 188 y siguientes del Código de Pro-
cedimiento Civil y Denegación de Justicia; Segundo Medio:
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil; Contradicción de Ordinales del Dispositivo entre sí y
de éstos con los motivos; de los motivos entre sí; resultan-
do de todo ello insuficiencia o falta de motivos; Tercer Me-
dio: Nulidad de la Sentencia de la Corte de Apelación de
La Vega, de fecha 3 de marzo de 1969, por vía de con-
secuencia;

Considerando que en el desarrollo de los tres medios
propuestos, los cuales se reúnen para su examen, el recu-
rrente sostiene en síntesis: que la parte que solicita una
comunicación de documentos debe justificar un interés
plausible al tenor del artículo 188 del Código de Procedi-
miento Civil; que los demandantes le pidieron al Juez de
Primera Instancia que le ordenara al demandado (hoy re-
currente en casación) el depósito y la comunicación de sus
documentos, y que éste contestó "que no tenía documentos

que comunicar y que no le interesaban los que la contra-
Parte pueda tener", pues el único documento que tenía el
Aerriandado era el acto de demanda que su adversario co-

n
ía puesto que lo había preparado; que en esas condi-

ciones, la medida ordenada era frustratoria, por lo cual
el Juez de Primera Instancia que la ordenó, y la Corte de
Apelación que la confirmó, cometieron una irregularidad
procesal, ya que tal cosa sólo daba lugar a alargar el 'pro-
ceso; que en apelación, la parte apelada, volvió a reiterar
su pedimento de comunicación de documentos contra el ape-
lante, y éste se opuso porque lo único que tenía era el ac-
to de apelación que la otra parte conocía porque le había
sido notificado; que dicha Corte erróneamente dispuso la
nueva comunicación de documentos ante ella; pero al mis-
mo tiempo declaró sin estar ejecutada esa medida, que
confirmaba el fallo apelado, con lo cual incurrió en una
contradicción, que equivale a falta de motivos, pues la Cor-
te actuó como si fuera "un tribunal de nulidades"; que
por último siendo improcedente y nula la sentencia así
dictada el 19 de septiembre de 1968, por la Corte a-qua,
también lo es, por vía de consecuencia, la sentencia "com-
plementaria" que dictó la misma Corte el 3 de marzo de
1969, por la cual, enmendando la primera que había pro-
nunciado, dispuso de nuevo la confirmación de la senten-
cia apelada y "envió a los litigantes ante la jurisdicción
de primer grado para que le dieran cumplimiento a la me-
dida ordenada por la misma, en cuanto a la comunicación

cici

de piezas"; que, por todo ello, sostiene en resumen el re-
currente, que ambas sentencias deben ser casadas por ha-
berse incurrido en ellas en los vicios y violaciones denun-

Considerando que por razones obvias que se explican
más adelante, procede tratar en primer término el recur-
so de casación contra la segunda sentencia que dictó la
Corte a-qua en fecha 3 de marzo de 1969, pues la situa-
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ción procesal que se planteó en ocasión de la primera set,
tencia de fecha 19 de septiembre de 1968, quedó aprobad.
con su actuación por el hoy recurrente en casación, lo que
hace que su recurso en cuanto a dicha sentencia carezca
de interés, según se expondrá a continuación; que en efee.
to, según consta en la segunda sentencia dada por la Corte
a-qua en fecha 3 de marzo de 1969, los apelados notifica
ron el 6 de noviembre de 1968, un escrito al apelante, diri.
giendo a la Corte a-qua, pidiendo a ésta, que como ella ha-
bía confirmado la sentencia de primera instancia que se
había limitado según se dijo a ordenar una comunicación
de documentos, dispusiera de nuevo confirmar y ratificar
su primer fallo de fecha 19 de septiembre de 1968, y dis-
pusiera también "que las partes se provean ante la juris-
dicción de primer grado", para conocer del fondo del asun-
to, aduciéndose como base de tal pedimento que éste pro-
cedía "por interpretación de la sentencia de fecha 19 de
septiembre de 1968"; que para discutir esa nueva instan-
cia se fijó una audiencia ante la Corte a-qua, en la cual
ambas partes comparecieron, y los apelados mantuvieron
las conclusiones de su escrito, y el apelante dió asentimien-
to a las mismas, puesto que según consta en la página No.
5 de la sentencia que se examina, concluyó así: "PRIMERO:

que, confirmada en todas sus partes la sentencia de la Cá-
mara Civil, Comercial y de Trabajo, del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha 8
de febrero de 1968, por la sentencia de esta Corte dictada
en fecha 19 de septiembre de 1968 procede enviar las par-
tes ante la jurisdicción de primer grado, para que allí se
cumpla la medida de la comunicación de piezas y se juzgue
el fondo de la litis, como corolario normal y jurídic o de

lo decidido en el consabido fallo; SEGUNDO: que comp en-

séis las costas de la instancia orientada al conocimiento del
fondo ante esta Corte de Apelación, tal como lo propone
formalmente la parte intimada";

Considerando que por lo que acaba de transcribirse se
advierte que el hoy recurrente en casación dió un formal
asentimiento, puro y simple, a la situación procesal que
se había planteado entre las partes, y la que se ha venido
exoniendo, adhiriéndose no sólo al pedimento de que se
ratificara o confirmara de nuevo el fallo apelado, sino so-
licitando también que las partes fueran enviadas ante la
jurisd icción de primer grado para que allí se cumpliera
le medida de comunicación de piezas ordenada por dicho
juez, y se juzgara "el fondo de la litis"; que al producir
esas conclusiones el apelante, y al dictarse en esa forma el
fallo impugnado de fecha 3 de marzo de 1969, es claro que
este último fallo no ha podido producirle agravio alguno
al recurrente; y es claro también, que en la situación pro-
cesal en que se colocó el apelante con su asentimiento, ad-
mitió por vía de consecuencia lo decidido por la primera
sentencia que dió la Corte a-qua el 19 de septiembre de
1968, por lo cual, en tales condiciones, su crítica a dicho
fallo carece de interés; que, por esos motivos, los medios de
casación propuestos, deben ser desestimados;

Considerando que no procede condenar en costas al
recurrente en casación no obstante el rechazamiento de su
recurso, porque los recurridos no lo han solicitado ya que
han hecho defecto en esta instancia, y esa condenación no
puede ser pronunciada de oficio;

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por Giordano Hernando, contra las sentencias
dictadas por la Corte de Apelación de La Vega, en sus
atribuciones civiles, en fechas 19 de septiembre de 1968
Y3 de marzo de 1969, respectivamente, cuyos dispositivos
han sido copiados en parte anterior del presente fallo.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
l'el° de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joa-
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ción procesal que se planteó en ocasión de la primera sen.
tencia de fecha 19 de septiembre de 1968, quedó aprobad
con su actuación por el hoy recurrente en casación, lo cin

ehace que su recurso en cuanto a dicha sentencia carez- ca
de interés, según se expondrá a continuación; que en efee.
to, según consta en la segunda sentencia dada por la Corte
a-qua en fecha 3 de marzo de 1969, los apelados notifica
ron el 6 de noviembre de 1968, un escrito al a pelante, dini,
giendo a la Corte a-qua, pidiendo a ésta, que como ella ha.
bía confirmado la sentencia de primera instancia que se
había limitado según se dijo a ordenar una comunicación
de documentos, dispusiera de nuevo confirmar y ratificar
su primer fallo de fecha 19 de septiembre de 1968, y dis-
pusiera también "que las partes se provean ante la juris-
dicción de primer grado", para conocer del fondo del asun-
to, aduciéndose como base de tal pedimento que éste pro-
cedía "por interpretación de la sentencia de fecha 19 de
septiembre de 1968"; que para discutir esa nueva instan-
cia se fijó una audiencia ante la Corte a-qua, en la cual
ambas partes comparecieron, y los apelados mantuvieron
las conclusiones de su escrito, y el apelante dió asentimien-
to a las mismas, puesto que según consta en la página No.
5 de la sentencia que se examina, concluyó así: "PRIMERO:

que, confirmada en todas sus partes la sentencia de la Cá-
mara Civil. Comercial y de Trabajo, del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha 8
de febrero de 1968, por la sentencia de esta Corte dictada
en fecha 19 de septiembre de 1968 procede enviar las pa r

-tes ante la jurisdicción de primer grado, para que allí se
cumpla la medida de la comunicación de piezas y se juzgue
el fondo de la litis, como corolario normal y jurídico de
lo decidido en el consabido fallo; SEGUNDO: que comPen'
séis las costas de la instancia orientada al conocimiento del
fondo ante esta Corte de Apelación, tal como lo propone
formalmente la parte intimada";
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Considerando que por lo que acaba de transcribirse se
advierte que el hoy recurrente en casación dió un formal
a ntimiento, puro y simple, a la situación procesal que
se- había planteado entre las partes, y la que se ha venido
exponiendo, adhiriéndose no sólo al pedimento de que se
ratificara o confirmara de nuevo el fallo apelado, sino so-
licitando también que las partes fueran enviadas ante la
,urisdicción de primer grado para que allí se cumpliera
la medida de comunicación de piezas ordenada por dicho
juez,	 se juzgara "el fondo de la litis"; que al producir
esas conclusiones el apelante, y al dictarse en esa forma el
fallo impugnado de fecha 3 de marzo de 1969, es claro que
este último fallo no ha podido producirle agravio alguno
al recurrente; y es claro también, que en la situación pro-
cesal en que se colocó el apelante con su asentimiento, ad-
mitió por vía de consecuencia lo decidido por la primera
sentencia que dió la Corte a-qua el 19 de septiembre de
1968, por lo cual, en tales condiciones, su crítica a dicho
fallo carece de interés; que, por esos motivos, los medios de
casación propuestos, deben ser desestimados;

Considerando que no procede condenar en costas al
recurrente en casación no obstante el rechazamiento de su
recurso, porque los recurridos no lo han solicitado ya que
han hecho defecto en esta instancia, y esa condenación no
puede ser pronunciada de oficio;

., Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por Giordano IIernando, contra las sentencias
dictadas por la Corte de Apelación de La Vega, en sus
atribuciones civiles, en fechas 19 de septiembre de 1968
Y3 de marzo de 1969, respectivamente, cuyos dispositivos
han sido copiados en parte anterior del presente fallo.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche

D. Bergés Chupani — Francisco Elpidio Beras.— Joa-



quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán.
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamianto, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados , y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
Que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

TENCIA DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DE 1969

encia impugnada:— Tribunal Superior de Tierras, de fecha
31 de mayo de 1968.

Itateria: Tierras

Recurrente: Joaquín E. Alfau
abogado: Dr. Juan J. Sánchez A.sí
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Recurrido : Pedro J. Heyaime y comparte

abogado: Dr. Juan E. Ariza Mendoza

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel a Bergés Chupani, Francisco
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista
Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 de no-
noviembre de 1969, años 126 9 de la Independencia y 1079
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Joaquín
E. Alfau, dominicano, mayor de edad, casado, negociante,
domiciliado en la ciudad de Azua, cédula No. 721, serie 10,

a

contra la sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de fe-

le,"
cha late

de 
mayo 

de 1968, cuyo dispositivo se copia más
de 
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quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel .11
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por'41
los señores Jueces que figuran en su encabezamianto, en
la audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
Que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DE 1969

Sentencia impugnada:— Tribunal Superior de Tierras, de fecha
31 de mayo de 1968.

Materia: Tierras

Recurrente: Joaquín E. Alfau
Abogado: Dr. Juan J. Sánchez A.

Recurrido: Pedro J. Heyaime y comparte
Abogado: Dr. Juan E. Ariza Mendoza

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista
Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 de no-
noviembre de 1969, arios 1269 de la Independencia y 1079
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Joaquín
E. Alfau, dominicano, mayor de edad, casado, negociante,
domiciliado en la ciudad de Azua, cédula No. 721, serie 10,
contra la sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de fe-
cha 31 de mayo de 1968, cuyo dispositivo se copia más
adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Juan E. Ariza Mendoza, cédula 47326, se.

rie ira., abogado de los recurridos, en la lectura de sus con.
clusiones; recurridos que son Pedro J. Heyaime, Quírico
Andrés Méndez y Zoilo Méndez, dominicanos, mayores de
edad, casados, domiciliados y residentes en la ciudad de
San Juan de la Maguana, cédulas 362, 8324, y 127, series
12 los dos 'primeros y 56 el último;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Juan
E. Sánchez A., cédula 13030, serie 10, de fecha 25 de julio
de 1968, en el cual se invocan los medios que más adelan-
te se indican;

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado de
los recurridos, de fecha 7 de abril de 1969;

Visto el escrito de ampliación firmado por el abogado
de los recurridos, de fecha 13 de agosto de 1969;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 6, 7, 8 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
can motivo del saneamiento catastral del Solar No. 7 de
la Manzana No. 112 del Distrito Catastral No. 1 del Muni-
cipio de San Juan de la Maguana, el Tribunal de Tierras de
Jurisdicción Original dictó su decisión No. 92, de fecha 13
de octubre de 1955, revisado y aprobado por el Tribunal
Superior de Tierras, en fecha 13 de abril de 1956, me

-diante la cual ordenó el registro del derecho de propiedad
del referido solar, y sus mejoras, en favor de Zoilo Mén-
dez, reconociéndose al mismo tiempo un gravamen hipote-
cario por la suma de RDS1,400.00 en favor del Ayu nta-
miento de San Juan de la Maguana; b) que en fecha 9 de

septiembre de 1960, a requerimiento de Joaquín E. Alfau,
$ e trabó un embargo inmobiliario sobre el solar menciona-
& en perjuicio de Zoilo Méndez, siendo transcrito dicho
embargo el 13 de septiembre del mismo año; c) que en fe-
cha 25 de noviembre de 1960, el Dr. Juan E. Ariza Mendo-
za, en representación de Pedro J. Heyaime y Quírico An-
drés Méndez, sometió al Tribunal Superior de Tierras una
instancia en revisión por causa de fraude, en relación con
el solar de que se trata, sobre la cual dicho Tribunal dictó
en fecha 8 de junio de 1962, una sentencia con el dispositi-
vo siguiente: "Falla: Primero: Se acoge la instancia en re-
visión por fraude dirigida al Tribunal Superior de Tierras,
en fecha 25 de noviembre de 1960, por el señor Pedro J.
Heyaime, por sí y por Quírico Méndez, representados por
el Doctor Juan E. Ariza Mendoza, en relación con el Solar
No. 7 de la Manzana No. 112 del Distrito Catastral No. 1
del Municipio de San Juan de la Maguana; Segundo: Se re-
chazan, por infundadas, las pretensiones del señor Joaquín
E. Alfau, interviniente voluntario en el presente caso; Ter-
cero: Se revoca la decisión de este ribunal Superior de fecha
13 de abril de 1956, relativa al solar 7 antes mencionado;
Cuarto: Se revoca la resolución de fecha 20 de diciembre
del año 1960. de este Tribunal Superior, que ordenó la trans
ferencia del mencionado solar en favor de Pedro J. Heyai-
me; se Ordena hacer un nuevo saneamiento de dicho solar
Y se designa con ese fin al Juez de Jurisdicción Original
residente en San Juan de la Maguana, a quien deberá co-
municársele el expediente; Quinto: Se sobresee estatuir so-
bre el recurso de apelación interpuesto en fecha 9 de ju-
nio del 1961 por el señor Joaquín E Alfau, contra la deci-
sión del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de San Juan de la Maguana, en funciones de Tribunal
de Tierras"; d) que sobre recurso de casación interpuesto
Por Joaquín E. Alfau, la Suprema Corte le Justicia dictó
en fecha 8 de febrero de 1963, una sentencia cuyo disposi-
tivo dice así: "Primero: Casa la sentencia dictada por el•
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Juan E. Ariza Mendoza, cédula 47326, se.

rie ira., abogado de los recurridos, en la lectura de sus con,
clusiones; recurridos que son Pedro J. Heyaime, Quírieo
Andrés Méndez y Zoilo Méndez, dominicanos, mayores de
edad, casados, domiciliados y residentes en la ciudad de
San Juan de la Maguana, cédulas 362, 8324, y 127, series
12 los dos primeros y 56 el último;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Juan
E. Sánchez A., cédula 13030, serie 10, de fecha 25 de julio
de 1968, en el cual se invocan los medios que más adelan-
te se indican;

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado de
los recurridos, de fecha 7 de abril de 1969;

Visto el escrito de ampliación firmado por el abogado
de los recurridos, de fecha 13 de agosto de 1969;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 6, 7, 8 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
can motivo del saneamiento catastral del Solar No. 7 de
la Manzana No. 112 del Distrito Catastral No. 1 del Muni-
cipio de San Juan de la Maguana, el Tribunal de Tierras de
Jurisdicción Original dictó su decisión No. 92, de fecha 13
de octubre de 1955, revisado y aprobado por el Tribunal
Superior de Tierras, en fecha 13 de abril de 1956, me-
diante la cual ordenó el registro del derecho de propiedad
del referido solar, y sus mejoras, en favor de Zoilo Mén-
clez, reconociéndose al mismo tiempo un gravamen hipote-
cario por la suma de RDS1,400.00 en favor del Ayunta-
miento de San Juan de la Maguana; b) que en fecha 9 de
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septiembre de 1960, a requerimiento de Joaquín E. Alfau,
se trabó un embargo inmobiliario sobre el solar menciona-
do en perjuicio de Zoilo Méndez, siendo transcrito dicho
einbargo el 13 de septiembre del mismo año; c) que en fe-
cha 95 de noviembre de 1960, el Dr. Juan E. Ariza Mendo-
za, en representación de Pedro J. Heyaime y Quírico An-
drés Méndez, sometió al Tribunal Superior de Tierras una
instancia en revisión por causa de fraude, en relación con
el solar de que se trata, sobre la cual dicho Tribunal dictó
en fecha 8 de junio de 1962, una sentencia con el dispositi-
vo siguiente: "Falla: Primero: Se acoge la instancia en re-
visión por fraude dirigida al Tribunal Superior de Tierras,
en fecha 25 de noviembre de 1960, por el señor Pedro J.
Heyaime, por sí y por Quírico Méndez, representados por
el Doctor Juan E. Ariza Mendoza, en relación con el Solar
No. 7 de la Manzana No. 112 del Distrito Catastral No. 1
del Municipio de San Juan de la Maguana; Segundo: Se re-
chazan, por infundadas, las pretensiones del señor Joaquín
E. Alfau, interviniente voluntario en el presente caso; Ter-
cero: Se revoca la decisión de este ribunal Superior de fecha
13 de abril de 1956, relativa al solar 7 antes mencionado;
Cuarto: Se revoca la resolución de fecha 20 de diciembre
del año 1960. de este Tribunal Superior, que ordenó la trans
ferencia del mencionado solar en favor de Pedro J. Heyai-
me; se Ordena hacer un nuevo saneamiento de dicho solar
y se designa con ese fin al Juez de Jurisdicción Original
residente en San Juan de la Maguana, a quien deberá co-
municársele el expediente; Quinto: Se sobresee estatuir so-
bre el recurso de apelación interpuesto en fecha 9 de ju-
nio del 1961 por el señor Joaquín E Alfau, contra la deci-
sión del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de San Juan de la Maguana, en funciones de Tribunal
de Tierras"; d) que sobre recurso de casación interpuesto
Per Joaquín E. Alfau, la Suprema Corte le Justicia dictó
en fecha 8 de febrero de 1963, una sentencia cuyo disposi-
tiVo dice así: "Primero: Casa la sentencia dictada por el



Tribunal Superior de Tierras, en fecha 8 de junio de 1962
con relación al Solar No. 7 de la Manzana No. 112, del bis,
trito Catastral No. 7, del Municipio de San Juan de la Ma.
guana, cuyo dispositivo ha sido copiado en otra parte del
presente fallo, y envía el asunto al Tribunal Superior de
Tierras; Segundo: Condena a los recurridos al pago de las
costas, con distracción en provecho del Lic. Digno Sánchez ,
abogado del recurrente, quien declara haberlas avanzado
en su mayor parte"; e) que el Tribunal Superior de Tie-
rras dictó en fecha 15 de octubre de 1963, una sentencia
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que debe aco-
ger, y acoge, la instancia en revisión por fraude dirigida
al Tribunal Superior de Tierras, en fecha 25 de noviem-
bre de 1960, por el señor Pedro J. Heyaime, actuando por
sí y por el señor Quírico Andrés Méndez, representado por
el Dr. Juan E. Ariza Mendoza, en relación con el Solar No.
7 de la Manzana No. 112 del Distrito Catastral No. 1 del
Municipio de San Juan de la Maguana; Segundo: Que debe
rechazar y rechaza, por improcedentes y mal fundadas,
las conclusiones de la parte interviniente, señor Joaquín
E. Alfau. representado por el Lic. Digno Sánchez; Tercero:
Que debe anular y anula, la Decisión de fecha 13 de abril
de 1956 y la Resolución del 20 de diciembre de 1960, dicta-
das por el Tribunal Superior de Tierras, en relación con el
Solar antes mencionado; Cuarto: Se sobresee el recurso de
apelación interpuesto por el señor Joaquín E. Alfau contra
la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de San Juan de la Maguana, en fecha
9 de junio de 1961; Quinto: Que debe ordenar y ordena, la
celebración de un nuevo saneamiento respecto del citado
Solar, designándose para realizarlo al Juez del Tribunal de
Tierras residente en San Juan de la Maguana Doctor Juan
López. a quien deberá comunicarse esta decisión y enviár-
sele el expediente"; f) que sobre el recurso de casación in-
terpuesto por Joaquín E. Alfau, la Suprema Corte de Ju s

-ticia dictó, en fecha 28 de junio de 1966, la sentencia cu-

va parte dispositiva se copia a continuación: "Primero:
'Casa la sentencia dictada en fecha 15 de octubre de 1963,
por el Tribunal Superior de Tierras, en relación con el So-
lar No. 7 de la manzana No. 112 del Distrito Catastral No.
1 del Municipio de San Juan de la Maguana, cuyo dispositi-
vo se copia en parte anterior del presente fallo; y envía el
asunto al Tribunal Superior de Tierras; y, Segundo: Com-
pensa las costas"; g) que el Tribunal Superior de Tierras
dictó en fecha 31 de mayo de 1968 la sentencia ahora im-
pugnada en casación, cuyo dispositivo expresa: "Falla: Pri-
mero: Se acoge la instancia en revisión por causa de fraude
dirigida al Tribunal Superior de Tierras en fecha 25 de no-
viembre del 1960, por el señor Pedro J. Heyaime, actuando
por sí y por el señor Quírico Andrés Méndez, representados
por el Dr. Juan E. Ariza Mendoza, en relación con el So-
lar No. 7 de la Manzana No. 112 del D. C. No. 1 del Mu-
nicipio de San Juan de la Maguana; Segundo: Se rechazan
por improcedentes y mal fundadas, las conclusiones de la
parte interviniente, señor Joaquín E. Alfau, representado
por el Dr. Juan J. Sánchez; Tercero: Se revocan la Deci-
sión No. 92 dictada por el Tribunal de Tierras de Juris-
dicción Original en fecha 13 de octubre del 1955 y la dic-
tada por el Tribunal Superior de Tierras el 13 de abril de
1956, en cuanto se refieren al Solar No. 7 de la Manzana
No. 112 del D. C. No. 1 del Municipio de San Juan de la
Maguana, y, consecuentemente, se ordena un nuevo sanea-
miento respecto del citado solar y sus mejoras, designán-
dose para llevarlo a efecto al Juez del Tribunal de Tie-
rras de Jurisdicción Original residente en San Juan de la
Maguana, Dr. Arturo Ramírez Fernández, a quien deberá
comunicarse esta decisión y enviársele el expediente para
los fines de lugar";

Considerando que los recurridos solicitaron, por ins-
tancia a esta Suprema Corte de Justicia, declarar la cadu-
cidad del recurso interpuesto por el recurrente; que la Su-

t
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Tribunal Superior de Tierras, en fecha 8 de junio de 1969
con relación al Solar No. 7 de la Manzana No. 112, del Di:
trito Catastral No. 7, del Municipio de San Juan de la ma_
guana, cuyo dispositivo ha sido copiado en otra parte del
presente fallo, y envía el asunto al Tribunal Superior de
Tierras; Segundo: Condena a los recurridos al pago de las
costas, con distracción en provecho del Lic. Digno Sánchez'
abogado del recurrente, quien declara haberlas avanzado
en su mayor parte"; e) que el Tribunal Superior de Tie-
rras dictó en fecha 15 de octubre de 1963, una sentencia
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que debe aco-
ger, y acoge, la instancia en revisión por fraude dirigida
al Tribunal Superior de Tierras, en fecha 25 de noviem-
bre de 1960, por el señor Pedro J. Heyaime, actuando por
sí y por el señor Quírico Andrés Méndez, representado por
el Dr. Juan E. Ariza Mendoza, en relación con el Solar No.
7 de la Manzana No. 112 del Distrito Catastral No. 1 del
Municipio de San Juan de la Maguana; Segundo: Que debe
rechazar y rechaza, por improcedentes y mal fundadas,
las conclusiones de la parte interviniente, señor Joaquín
E. Alfau, representado por el Lic. Digno Sánchez; Tercero:
Que debe anular y anula, la Decisión de fecha 13 de abril
de 1956 y la Resolución del 20 de diciembre de 1960, dicta-
das por el Tribunal Superior de Tierras, en relación con el
Solar antes mencionado; Cuarto: Se sobresee el recurso de
apelación interpuesto por el señor Joaquín E. Alfau contra
la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de San Juan de la Maguana, en fecha
9 de junio de 1961; Quinto: Que debe ordenar y ordena, la
celebración de un nuevo saneamiento respecto del citado
Solar, designándose para realizarlo al Juez del Tribunal de
Tierras residente en San Juan de la Maguana Doctor Juan
López, a quien deberá comunicarse esta decisión y enviár-
sele el expediente"; f) que sobre el recurso de casación in-
terpuesto por Joaquín E. Alfau, la Suprema Corte de Jus-
ticia dictó, en fecha 28 de junio de 1966, la sentencia cu-
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ya parte dispositiva se copia a continuación: "Primero:
Casa la sentencia dictada en fecha 15 de octubre de 1963,
por el Tribunal Superior de Tierras, en relación con el So-
lar No. 7 de la manzana No. 112 del Distrito Catastral No.
1 del Municipio de San Juan de la Maguana, cuyo dispositi-
vo se copia en parte anterior del presente fallo; y envía el
asunto al Tribunal Superior de Tierras; y, Segundo: Com-
pensa las costas"; g) que el Tribunal Superior de Tierras
dictó en fecha 31 de mayo de 1968 la sentencia ahora im-
pugnada en casación, cuyo dispositivo expresa: "Falla: Pri-
mero: Se acoge la instancia en revisión por causa de fraude
dirigida al Tribunal Superior de Tierras en fecha 25 de no-
viembre del 1960, por el señor Pedro J. Hey-aime, actuando
por sí y por el señor Quírico Andrés Méndez, representados
por el Dr. Juan E. Ariza Mendoza, en relación con el So-
lar No. 7 de la Manzana No. 112 del D. C. No. 1 del Mu-
nicipio de San Juan de la Maguana; Segundo: Se rechazan
por improcedentes y mal fundadas, las conclusiones de la
parte interviniente, señor Joaquín E. Alfau, representado
por el Dr. Juan J. Sánchez; Tercero: Se revocan la Deci-
sión No. 92 dictada por el Tribunal de Tierras de Juris-
dicción Original en fecha 13 de octubre del 1955 y la dic-
tada por el Tribunal Superior de Tierras el 13 de abril de
1956, en cuanto se refieren al Solar No. 7 de la Manzana
No. 112 del D. C. No. 1 del Municipio de San Juan de la
Maguana, y, consecuentemente, se ordena un nuevo sanea-
miento respecto del citado solar y sus mejoras, designán-
dose para llevarlo a efecto al Juez del Tribunal de Tie-
rras de Jurisdicción Original residente en San Juan de la
Maguana, Dr. Arturo Ramírez Fernández, a quien deberá
comunicarse esta decisión y enviársele el expediente para
los fines de lugar";

Considerando que los recurridos solicitaron, por ins-
tancia a esta Suprema Corte de Justicia, declarar la cadu-
cidad del recurso interpuesto por el recurrente; que la Su-
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prema Corte de Justicia, por su Resolución de fecha 20 de
marzo de 1969 decidió lo siguiente: "Primero: Desestimar
la solicitud de caducidad hecha por instancia de fecha 29
de enero de 1969, suscrita por el Doctor Juan E. Ariza
Mendoza, a nombre de Pedro J. Heyaime, Quírico A. Mén-
dez y Zoilo Méndez; Segundo: Disponer que el presente ca-
so sea conocido en audiencia pública para decidir lo que sea
de derecho; y le otorga a los recurridos un plazo de 15 días
a partir de la notificación de esta Resolución, para que
presenten, si lo desean, su memorial de defensa, vencido el
cual se le dará el curso legal pertinente al expediente; no-
tificación que se pone a cargo de la parte interesada"; que
celebrada la audiencia correspondiente, los recurridos se
han limitado a exponer sus alegatos relativos a la caduci-
dad solicitada por ellos;

Considerando que en ese sentido, los recurridos alegan,
en síntesis que el acto de alguacil del 20 de agosto de 1968,
notificádoles a ellos, a requerimiento del recurente, por
el cual le deja copia del memorial y del acto autorizando a
emplazar, no llena el voto de la ley, que requiere un em-
plazamiento; que, en esas circunstancias, procede declarar
caduco el recurso de casación de que se trata; pero,

Considerando que todo acto de procedimiento tiene su
objeto propio; que de conformidad con el artículo 6 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación, el emplazamiento
ante la Suprema Corte de Justicia deberá contener, ade-
más del memorial de casación y el auto del Presidente de
la misma autorizando a emplazar, las menciones siguientes:
"indicación del lugar o sección, de la común o del Distrito
de Santo Domingo en que se notifique; del día, del mes Y
del año en que sea hecho; los nombres, la profesión y el do-
micilio del recurrente; la designación del abogado que lo
representara, y la indicación del estudio del mismo, que
deberá estar situado, permanentemente o de modo acciden-
tal, en la Capital de la República, y en el cual se reputará
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de pleno derecho, que el recurrente hace elección de domi-
cilio en la misma ciudad; el nombre y la residencia del al-
guacil, y el tribunal en que ejerce sus funciones; los nom-
bres y la residencia de la parte recurrida, y el nombre de
la persona a quien se entregue la copia del emplazamiento";
Gue, además de esas menciones, dicho acto no indica que
deba contener otras más; que, sin embargo, es obvio, que
todo emplazamiento tiene como objeto esencial, con pres-
cindencia de las menciones indicadas en la Ley, la
citación para comparecer; que esa mención, que resulta
de su propia naturaleza, no requiere una fórmula determi-
nada o sacramental, y puede resultar del contexto del acto;

Considerando, que en la especie, es constante que al
recurrido le fue notificado y dejado copia del memorial de
casación y del auto del Presidente de esta Corte autorizán-
dole a emplazar; que, el acto de alguacil del 20 de agosto
de 1968, contiene todas las menciones específicamente exi-
gidas por el artículo 6, citado; que en dicho acto se le dice
explícitamente al recurrido, que ese acto tiene como fina-
lidad hacer valerlo en el recurso de casación interpuesto
por el requeriente contra la Decisión No. 28 de fecha 31
de mayo de 1968, etc.; que por el conjunto de las expresio-
nes usadas en dicho acto, resulta evidente que el objeto
del mismo no podía ser otro que el de citarlo y ponerlo en
condiciones de defenderse; que en esas circunstancias, el ac-
to aludido llena el voto de la ley, aún cuando no contenga,
de manera expresa, el "cita y emplaza" que es usual en
todo acto de emplazamiento; en consecuencia, no procede
declarar la caducidad del recurso;

Considerando. por otra parte. q ue en el presente caso
la instancia elevada por el recurrido tendiente a obtener la
declaración de caducidad del recurso de casación de que se
trata, fue hecha contradictoria por auto de esta Suprema
Corte, y que al limitarse dichos recurridos a dar las razo-
nes en que fundaban su instancia de caducidad, no han te-
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prema Corte de Justicia, por su Resolución de fecha 20 de
marzo de 1969 decidió lo siguiente: "Primero: Desestimar
la solicitud de caducidad hecha por instancia de fecha 29
de enero de 1969, suscrita por el Doctor Juan E. Ariza
Mendoza, a nombre de Pedro J. Heyaime, Quírico A. Mén..
dez y Zoilo Méndez; Segundo: Disponer que el presente ca-
so sea conocido en audiencia pública para decidir lo que sea
de derecho; y le otorga a los recurridos un plazo de 15 días
a partir de la notificación de esta Resolución, para que
presenten, si lo desean, su memorial de defensa, vencido el
cual se le dará el curso legal pertinente al expediente; no-
tificación que se pone a cargo de la parte interesada"; que
celebrada la audiencia correspondiente, los recurridos se
han limitado a exponer sus alegatos relativos a la caduci-
dad solicitada por ellos;

Considerando que en ese sentido, los recurridos alegan,
en síntesis que el acto de alguacil del 20 de agosto de 1968,
notificádoles a ellos, a requerimiento del recurente, por
el cual le deja copia del memorial y del acto autorizando a
emplazar, no llena el voto de la ley, que requiere un em-
plazamiento; que, en esas circunstancias, procede declarar
caduco el recurso de casación de que se trata; pero,

Considerando que todo acto de procedimiento tiene su
objeto propio; que de conformidad con el artículo 6 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación, el emplazamiento
ante la Suprema Corte de Justicia deberá contener, ade-
más del memorial de casación y el auto del Presidente de
la misma autorizando a emplazar, las menciones siguientes:
"indicación del lugar o sección, de la común o del Distrito
de Santo Domingo en que se notifique; del día, del mes Y
del ario en que sea hecho; los nombres, la profesión y el do-
micilio del recurrente; la designación del abogado que lo
representara, y la indicación del estudio del mismo, que
deberá estar situado, permanentemente o de modo acciden-
tal, en la Capital de la República, y en el cual se reputará

de pleno derecho, que el recurrente hace elección de domi-
cilio en la misma ciudad; el nombre y la residencia del al-
guacil, y el tribunal en que ejerce sus funciones; los nom-
bres y la residencia de la parte recurrida, y el nombre de
la persona a quien se entregue la copia del emplazamiento";
Gue, además de esas menciones, dicho acto no indica que
deba contener otras más; que, sin embargo, es obvio, que
todo emplazamiento tiene como objeto esencial, con pres-
cindencia de las menciones indicadas en la Ley, la
citación para comparecer; que esa mención, que resulta
de su propia naturaleza, no requiere una fórmula determi-
nada o sacramental, y puede resultar del contexto del acto;

Considerando, que en la especie, es constante que al
recurrido le fue notificado y dejado copia del memorial de
casación y del auto del Presidente de esta Corte autorizán-
dole a emplazar; que, el acto de alguacil del 20 de agosto
de 1968, contiene todas las menciones especificamente exi-
gidas por el artículo 6, citado; que en dicho acto se le dice
explícitamente al recurrido, que ese acto tiene como fina-
lidad hacer valerlo en el recurso de casación interpuesto
por el requeriente contra la Decisión No. 28 de fecha 31
de mayo de 1968, etc.; que por el conjunto de las expresio-
nes usadas en dicho acto, resulta evidente que el objeto
del mismo no podía ser otro que el de citarlo y ponerlo en
condiciones de defenderse; que en esas circunstancias, el ac-
to aludido llena el voto de la ley, aún cuando no contenga,
de manera expresa, el "cita y emplaza" que es usual en
todo acto de emplazamiento; en consecuencia, no procede
declarar la caducidad del recurso;

Considerando, por otra parte, que en el presente caso
la instancia elevada por el recurrido tendiente a obtener la
declaración de caducidad del recurso de casación de que se
trata, fue hecha contradictoria por auto de esta Suprema
Corte, y que al limitarse dichos recurridos a dar las razo-
nes en que fundaban su instancia de caducidad, no han te-



nido oportunidad de hacer su memorial de defensa; Por
lo que procede concederles un plazo de quince días a par.
tir de la fecha en que le sea notificada esta sentencia por
la otra parte a fin de que produzcan su memorial de de..
fensa;

Por tales motivos, Primero: Declara que no ha lugar a
pronunciar la caducidad del recurso de casación interpues-
to por Joaquín E. Alfau; Segundo: Concede un plazo de
quince días a los recurridos para producir su memorial de
defensa, plazo que comenzará a correr a partir de la fe-
cha en que la otra parte le notifique esta sentencia; y,
Tercero: Reserva las costas.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.-
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.-
Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamianto, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

$ENTENCIA DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DE 1969

Sentencia Impugnada: Tribunal Superior Administrativo, de fecha
27 de marzo de 1969

botella: Contencioso-Administrativo

Recurrente: Compañía Anónima de Explotaciones Industriales
Abogado: Dr. Jorge Mora Nadal

Recurrido: Estado Dominicano
Abogado: Dr. Néstor Caro, Procurador General Administrativo

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche H., Segundo Sustituto de
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas
Almánzar, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 de noviembre del
año 1969, años 1269 de la Independencia y 107 9 de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Anónima de Explotaciones Industriales, sociedad in-
dustrial y agrícola, domiciliada en la casa No. 48 de la ca-
lle Isabel La Católica de esta ciudad, contra la sentencia
dictada por la Cámara de Cuentas de la República Domini-
cana, en atribuciones de Tribunal Superior Administrativo,
en fecha 27 de marzo de 1969, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

*fp
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Jorge Mora Nadal, cédula 46588, serie ara.

en la lectura de sus conclusiones, en representación del
Dr. Miguel Angel Brito Mata, cédula 23397, serie 47, abc,..

• gado de la recurrente;

Oído al Dr. Néstor Caro, Procurador General Adminis.
trativo en representación del Estado Dominicano, en la lee.
tura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación firmado por el aboga-
do de la recurrente y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia en fecha 26 de mayo de 1969, en
el cual se invoca el medio que luego se indica;

Visto el memorial de defensa del Procurador General
Administrativo en representación del Estado Dominicano;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos las leyes 242 y 282 del 1966; 1488 y 1494
de 1947; 3835 de 1954, y 1 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un recurso jerárquico interpuesto por la Compañía
ahora recurrente en casación, contra la decisión de la
Dirección General de Aduanas y Puertos del 21 'de agosto
de 1967, en relación con el pago de los derechos corres-
pondientes a una importación de 240 bombillas de más de
50W y pilas secas, el Secretario de Estado de Finanzas dic-
tó en fecha 3 de noviembre de 1967, la Decisión No. 14590,
cuyo texto es el siguiente: "Señores: En relación con su ins-
tancia de fecha 28 de agosto del presente año, mediante la
cual expresan su disconformidad con la decisión de la Di-
rección General de Aduanas y Puertos que consideró que

la im11P°portaciónr ación de bombillas y pilas secas efectuada por
Vds., para ser usadas en equipos de la industria azucarera,
no se beneficia del 5% ad valorem establecido en la Ley
ro 242, del 31 de mayo de 1966, modificada por la No.
282. del 29 de junio de 1966, en vista de que dichos artícu-
los no son maquinarias, ni equipo industrial ni agrícola,
cumple a este Despacho informarles que la Dirección Ge-
neral citada, ha fallado correctamente al considerar que la
importación de que se trata no se beneficia de las leyes
mencionadas por los motivos antes expresados"; b) que
sobre el recurso contencioso-administrativo interpuesto por
la Compañía contra la referida decisión, intervino la sen-
tencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es el
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Acoger, como al efecto aco-
ge, en cuanto a la forma, el recurso contencioso-adminis-
trativo interpuesto por la Compañía Anónima de Explota-
dones Industriales contra la Decisión del Secretario de Es-
tado de Finanzas, contenida en su Comunicación No. 14590
de fecha 3 de noviembre de 1967: SEGUNDO: Rechazar, co-
mo al efecto rechaza, en cuanto al fondo, el referido re-
curso. nor imrrocedente y mal fundado en derecho";

Considerando que la recurrente invoca en su memorial
de ca,ación lo sigu iente: Media Unico: violación del artícu-
lo 1, afIrrafo I y del artículo 2 de la Lev No. 242. del 31
de ma yo de 1966, así como de la Lev No. 282, del 29 de
iunin de 1966. nue reformó la anterior. nor falsa aplicación.
Vininpión del artículo 141 del Códi go de Procedimiento Ci-
vil, extensivo a las sentencias nue dicte el Tribunal Snne-
rIrl" .Administrativo por virtud apl artículo 29 de la T.ev No.
id04.a: leal;94a7, nor motivos erróneos y contradictorios. Faltade b 

Considerando que la recurrente en su único medio de
casación alega en síntesis, lo siguiente: a) que ella importó
una cantidad de bombillas eléctricas y pilas secas, para el
servicio de luz en el Ingenio Caei de Yaguate; que tales
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efectos, como partes o accesorios, de maquinaria o equipo
industrial, están gravados con el impuesto único de un 5(7;
ad valorem según las leyes 242 y 282 de 1966; b) que las
autoridades administrativas entienden que ni las bombillas
ni las pilas constituyen accesorios o partes del equipo eléc-
trico del Ingenio, y por tanto, no están beneficiadas del
referido impuesto único del 5% ad valorem; c) que ese
criterio del Tribunal a-quo no se ajusta a la realidad, ni
a la ley, pues tanto las bombillas como las pilas secas son
accesorios que intervienen de manera efectiva en el equipo
eléctrico que suministra la energía indispensable para quo
el Ingenio pueda operar el proceso de la elaboración del
azúcar; que en el período de zafra ese equipo funciona
ininterrumpidamente durante las 24 horas del día, de mo-
do que sin el fluído eléctrico en que intervienen las bom-
billas y las pilas, sería imposible cumplir el proceso fabril
durante la noche y la madrugada; d) que la ley 282 de 1966
fue dictada con el propósito evidente de proteger e impul-
sar el desarrollo económico del país; oue dicha ley en su
artículo 2 expresa que el gravamen único del 5% ad va-
lorem se aplicará "a los accesorios, siempre que estén des-
tinados a uso industrial o agrícola": nue el tribunal a-quo
reproduce la Nota que aparece en el Párrafo 878 del Aran-
cel de Importación y Exportación. Ley 1488 de 1947, para:,
fundamentar su criterio de lo nue significa la palabra ac,.
eesorio, lo que no está amparado ni por la ley, ni por los
diccionarios: e) oue la referida sentencia contiene una mo-
tivación tan insuficiente como contradictoria, y carece de
Tos elementos de hecho oue impiden a la Suprema. Corte
de Justicia apreciar si la ley ha sido bien o mal aplicada;
pero.

Considerando nue de conformidad con el artículo 1 de
la lev 242 de 1966 modificado por la lev 282 de ese mismo
año "La manuinaria o envino industrial o a grícola y sus
repuestos, partes o accesorios, quedan gravados con un im-

puesto único de un 5% ad valorem por concepto de im-
portación";

401 Considerando que el artículo 2 y su Párrafo, de la Ley
282 de 1966 disponen lo siguiente: "El gravamen único se-

ñalado en el artículo anterior se aplicará, con la limitación

prevista en el párrafo siguiente, a las importaciones clasi-
ficadas en los Nos. 49, 850, 851 y sus acápites a) y b),
852, 853, 854, 855, 856, 857, 858, 859, 860, 861,862, 863 y
su acápite a), 864, 865, 866, 867, 868 y 878 en el Grupo
1, Clase L, Artículo 9, de la Ley que establece el Arancel
de Importación y Exportación No. 1488, de fecha 19 de
agosto de 1947, así como en cualquier otro de dicha Ley
Arancelaria, siempre que estén destinados a uso industrial
o agrícola, como maquinaría, aparatos, equipos, accesorios
y parte de los mismos.— Párrafo: La presente Ley no se
aplicará a las maquinarias, aparatos, equipos, y otros efec-
tos y sus repuestos, partes y accesorios que no sean para
uso como equipo o maquinaria industrial o agrícola o como
repuestos o accesorios de las mismas, según las limitacio-
nes lel Artículo 1 y sus párrafos de esta misma Ley";

Considerando que el párrafo 878 de la Ley 1488 de
1947 que establece el Arancel de Importación y Exporta-
ción, contiene al pie una Nota que copiada textualmente
dice así: "NOTA: Por "parte" de maquinarias o motores
se entenderá los accesorios o piezas concluidas de tal ma-
nera que ten gan tal forma. que no puedan ser empleadas
sino exclusivamente como respuestos o accesorios de ellos".

Considerando que de esas disposiciones legales resulta
que las bombillas y pilas secas, no pueden ser partes o
accesorios de la maquinaria o motor donde se utilicen, en
razón de que no están concluidas de tal manera, ni tienen
forma tal que no puedan ser empleadas sino exclusivamen-
te como repuesto o accesorios de ellos; que el hecho de
que el legislador de 1947 haya explicado en una Nota al
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pie de un párrafo determinado de la Ley 1488, lo que debe
entenderse por partes o accesorios de una maquinaria o
motor, para los fines exclusivos de la liquidación de los de-
rechos aduanales, no significa que tal definición sea inefi-
caz por no ajustarse a las acepciones que corrientemente
dan los diccionarios, ni estar amparada por la ley, como
lo pretende la recurrente;

Considerando que como el Tribunal a-quo al mantener
en la sentencia impugnada el criterio de que las bombillas
y pilas secas no son partes o accesorios de la maquinaria
eléctrica del Ingenio de Yaguate a las cuales se le aplica-
'ría el beneficio del impueSto único del 5% ad valórem, es
claro que dicho Tribunal no incurrió, al decidir de ese mo-
do, en ninguno de los vicios y violaciones denunciados, por
lo cual los alegatos contenidos en el medio que se examina
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando que el examen del fallo impugnado re-
vela además, que él contiene motivos suficientes, pertinen-
tes y congruentes que justifican su dispositivo, y una expo-
sición de los hechos y circunstancias de la causa que han
permitido a la Suprema Corte de Justicia verificar que en
la especie se ha hecho una correcta aplicación de la Ley;

Considerando que en la materia de que se trata, no hay
condenación en costas;

Por tales motivos Rechaza el recurso de casación ir-
terpuesto por la Compañía Anónima de Explotaciones In-
dustriales contra la sentencia dictada por la Cámara de
Cuentas de la República Dominicana en sus atribuciones de
Tribunal Superior Administrativo en fecha 27 de marzo de
1969, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche H.— Manuel D. Borges Chupani.—
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.—
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Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
(,ue certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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claro que dicho Tribunal no incurrió, al decidir de ese mo-
do, en ninguno de los vicios y violaciones denunciados, por
lo cual los alegatos contenidos en el medio que se examina
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando que el examen del fallo impugnado re-
vela además, que él contiene motivos suficientes, pertinen-
tes y congruentes que justifican su dispositivo, y una expo-
sición de los hechos y circunstancias de la causa que han
permitido a la Suprema Corte de Justicia verificar que en
la especie se ha hecho una correcta aplicación de la Ley;

Considerando que en la materia de que se trata, no hay
condenación en costas;

Por tales motivos Rechaza el recurso de casación ir-
terpuesto por la Compañía Anónima de Explotaciones In-
dustriales contra la sentencia dictada por la Cámara de
Cuentas de la República Dominicana en sus atribuciones de
Tribunal Superior Administrativo en fecha 27 de marzo de
1969, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani•
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.—

Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General.
r La presente sentencia ha sido dada y firmada rior

los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
(ttie certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

*R.
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1969

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 15 de enero de
1969

Materia: Trabajo

Recurrente: Luis Emilio Melo Pimentel
Abogado: Dr. Víctor V. Valenzuela

Recurrido: Enrique Balbuena
Abogado: Dr. Juan Pablo Espinosa y Dr. Julio Aníbal Suárez

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus:
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche II., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistido,:
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 19 de noviembre del año 1969, arios
126^ de la Independencia y 107 9 de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente.
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Emi-
lio Melo Pimentel, dominicano, mayor de edad, comercian-
te, soltero, domiciliado en la calle Bartolomé Colón esqu i

-na Manuela Díez, de esta ciudad, cédula No. 9558, serie 3ra.,
contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del

juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fe-
cha 15 de enero de 1969, cuyo dispositivo se copia más
adelanigítdeo;

al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Víctor V. Valenzuela, cédula No. 13238,

serie 12, abogado del recurrente, en la lectura de sus ccon-

clusiones; al Dr. Juan Pablo Espinosa, cédula No. 64182,Oído
serie lra., por sí y por el Dr. Julio Aníbal Suárez, cédula
No. 104647, serie 1ra., abogados de Enrique Balbuena, do-
minicano, mayor de edad, soltero, obrero, domiciliado en
esta ciudad, cédula No. 86811, serie lra., en la lectura de
gis conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el aboga-
do del recurrente, en fecha 24 de febrero de 1969, en el
cual se invocan los medios de casación que más adelante se
indican;

Visto el memorial de defensa del recurrido, 'suscrito
por sus abogados, en fecha 20 de marzo de 1969, y su am-
pliación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 7, 9, 16, 72 y 84 del Códi-
go de Trabajo; 141 del Código de Procedipiento Civil; y
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
c:ocumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una reclamación laboral que no pudo
ser conciliada, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito
Nacional dictó en fecha 3 de abril de 1967, una sentencia
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Rechaza en
todas sus partes las conclusiones de la parte demandada

 

ti
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1969

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 15 de enero de
1969

Materia: Trabajo

Recurrente: Luis Emilio Melo Pimentel
Abogado: Dr. Víctor V. Valenzuela

Recurrido: Enrique Balbuena
Abogado: Dr. Juan Pablo Espinosa y Dr. Julio Aníbal Suárez

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-,
rnón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de S:
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La:
marche II., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel 17)
Bergés Chupani, Francisco Elpidio I3eras, Joaquín M. Al-
varez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dia:
/rito Nacional, hoy día 19 de noviembre del año 1969, arios,
126 9 de la Independencia y 107 9 de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Emi-
lio Melo Pimentel, dominicano, mayor de edad, comercian/
te, soltero, domiciliado en la calle Bartolomé Colón esqui;-
na Manuela Díez, de esta ciudad, cédula No. 9558, serie 3ra.,
contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del

juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fe-
cha 15 de enero de 1969, cuyo dispositivo se copia más
adelanc:deo;

al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Víctor V. Valenzuela, cédula No. 13238,

serie 12, abogado del recurrente, en la lectura de sus con-

clusioní els;Oído al Dr. Juan Pablo Espinosa, cédula No. 64182,
serie lra., por sí y' por el Dr. Julio Aníbal Suárez, cédula
No. 104647, serie lra., abogados de Enrique Balbuena, do-
minicano, mayor de edad, soltero, obrero, domiciliado en
esta ciudad, cédula No. 86811, serie lra., en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el aboga-
do del recurrente, en fecha 24 de febrero de 1969, en el
cual se invocan los medios de casación que más adelante se
indican;

Visto el memorial de defensa del recurrido, •suscrito
por sus abogados, en fecha 20 de marzo de 1969, y su am-
pliación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 7, 9, 16, 72 y 84 del Códi-
go de Trabajo; 141 del Código de Procediíniento Civil; y
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una reclamación laboral que no pudo
ser conciliada, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito
Nacional dictó en fecha 3 de abril de 1967, una sentencia
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRLMERO: Rechaza en

'11 todas sus partes las conclusiones de la parte demandada
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por improcedentes y mal fundadas, y acoge las del dernan..
clante, por ser justas y reposar sobre base legal; SÉGCNI)0:
Declara injustificado el despido y resuelto el contrato de
trabajo que ligaba a las partes, por culpa del patrono y
con responsabilidad para el mismo; TERCERO: Condena
al patrono Luis Emilio Melo Pimentel, a pagarle al señor
Enrique Balbuena, los valores siguientes: 24 días de sala-
rio por concepto de preaviso; 45 días por Auxilio de Cesan-
tía; 14 días por Vacaciones no disfrutadas ni pagadas; la
Proporción de Regalía Pascual Obligatoria del año 1966,
como al pago de los tres meses de salario acordados en el
inciso 3ro. del artículo 84 del Código de Trabajo, todo a
base de RD$30.00 semanales; CUARTO: Condena al patrc
no Luis Emilio Melo Pimentel, al pago de las costas del
procedimiento, con distracción de éstas es provecho de los
Dres. Vispéride Hugo Ramón y García y Juan Pablo Es-
pinosa, quienes afirman haberlas avanzado en su totali-
dad"; b) que habiendo apelado oportunamente el actual re-
currente, intervino en fecha 15 de enero de 1969, la sen-
tencia ahora impugnada en casación cuyo dispositivo es el
siguiente: "Fatill: Primero: Declara regular y válido en
cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto por
el señor Luis Emilio Melo Pimentel contra sentencia del
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fe-
cha 3 de abril del 1967, dictada en favor de Enrique Bal,-
buena, cuyo dispositivo figura copiado en parte anterior
de esta misma sentencia; Segundo: Relativamente el fondo
confirma en todas sus partes dicha decisión impugnada;
Tercero: Condena a la parte que sucumbe Luis Emilio Me-

lo Pimentel, al pago de las costas del procedimiento de con-
form i dad con 'os artículos 5 y 16 de la Ley No. 302. del 18
de iranio de 1964 y 691 del Código de Trabajo. ordenando
su distracción en Provecho de los Dres. Julio Aníbal Suá-
rez y Juan Pablo Es pinosa, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad";
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Considerando que el recurrente invoca en apoyo de su
rso, el siguiente y único medio: Falta y Contradicción

Motivos y Falta de Base Legal;
Considerando que el recurrente alega, en síntesis, en

yo de su recurso, que el recurrido Enrique Balbuena
era su trabajador, sino que era ajustero de diferentes

mueblerías de la ciudad, y que éste sólo prestaba servicios
en su mueblería en forma ocasional; que hizo la prueba de
su aseveración tanto por testigos, como por mecho de la
presentación de Certificaciones; que por éstas se comprue-
ba que dicho trabajador nunca fue inscrito en el Seguro
Social, ni nunca figuró en las planillas de la Secretaría de
Trabajo; que todo ello está corroborado por la declaración
del mismo trabajador, cuando afirmó: "además de lustrar
en la mueblería de Pimentel, hacía mis chiripitas afuera";
que al fallar como lo hizo el Juez a-quo incurrió en con-
tradicción y falta de motivos, y dejó la sentencia impugna-
da carente de base legal, por lo que debe ser casada; pero,

Considerando que de conformidad con el artículo 16
del Código de Trabajo: 'se presume, hasta prueba en con-
trario, la existencia del contrato entre el que presta el ser-
vicio personal y aquel a quien le es prestado"; de donde
resulta que el patrono que alega qu? un trabajo de nntu-
raleza permanente no ha sido concertado por tiempo inde-
finido, debe probarlo;

Considerando que la sentencia impugnada da por es-
tablecido que la labor que desempeñaba el trabajador era
de lustrador de muebles del taller de Pimentel; que ini-
ciaba su trabajo diariamente de 61/2 a 7 a.m. hasta las 5I/2
Pan.; que ganaba RD$30.00 semanales y que fue despedido
Porque solicitó RD$15.00 para "defenderse", en vista de
que iban a cerrar la mueblería; que tenía más de tres años
trabajando: que a veces hacía algunas "chiripas" fuera del
taller , pero sin interrumpir su labor habitual; que lustra-
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por improcedentes y mal fundadas, y acoge las del dernan.
dante, por ser justas y reposar sobre base legal; SÉGINDo:
Declara injustificado el despido y resuelto el contrato de
trabajo que ligaba a las partes, por culpa del patrono y
con responsabilidad para el mismo; TERCERO: Condena
al patrono Luis Emilio Melo Pimentel, a pagarle al señor
Enrique Balbuena, los valores siguientes: 24 días de sala-
rio por concepto de preaviso; 45 días por Auxilio de Cesan-
tía; 14 días por Vacaciones no disfrutadas ni pagadas; la
Proporción de Regalía Pascual Obligatoria del año 1966,
como al pago de los tres meses de salario acordados en el
inciso 3ro. del artículo 84 del Código de Trabajo, todo a
base de RDS30.00 semanales; CUARTO: Condena al patre
no Luis Emilio Melo Pimentel, al pago de las costas del
procedimiento, con distracción de éstas es provecho de los
Dres. Vispéride Hugo Ramón y García y Juan Pablo Es-
pinosa, quienes afirman haberlas avanzado en su totali-
dad"; 1)) que habiendo apelado oportunamente el actual re-
currente, intervino en fecha 15 de enero de 1969, la sen-
tencia ahora impugnada en casación cuyo dispositivo es el

• siguiente:	 Primero: Declara regular y válido en
cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto por
el señor Luis Emilio Melo Pimentel contra sentencia del
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fe-
cha 3 de abril del 1967, dictada en favor de Enrique Bal-
buena, cuyo dispositivo figura copiado en parte anterior
de esta misma sentencia; Segundo: Relativamente el fondo
confirma en todas sus partes dicha decisión impugnada;
Tercero: Condena a la parte que sucumbe Luis Emilio Me-

lo Pimentel, al pago de las costas del procedimiento de con-
form l dacl con 'os artículos 5 y 16 de la Ley No. 302. del 18
de iranio de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando
su dlstracción en nrovecho de los Dres. Julio Aníbal Suá-
rez y Juan Pablo Espinosa, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad";
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Considerando que el recurrente invoca en apoyo de su
recurso, el siguiente y único medio: Falta y Contradicción
d„.- Motivos y Falta de Base Legal;

Considerando que el recurrente alega, en síntesis, en
apoyo de su recurso, que el recurrido Enrique Balbuena

era su trabajador, sino que era ajustero de diferentes
,Mueblerías de la ciudad, y que éste sólo prestaba servicios
en su mueblería en forma ocasional; que hizo la prueba de
su aseveración tanto por testigos, como por medio de la
presentación de Certificaciones; que por éstas se comprue-
ba que dicho trabajador nunca fue inscrito en el Seguro
Social, ni nunca figuró en las planillas de la Secretaría de
Trabajo; que todo ello está corroborado por la declaración
del mismo trabajador, cuando afirmó: "además de lustrar
en la mueblería de Pimentel, hacía mis chiripitas afuera";
que al fallar corno lo hizo el Juez a-quo incurrió en con-
tradicción y falta de motivos, y dejó la sentencia impugna-
da carente de base legal, por lo que debe ser casada; pero,

Considerando que de conformidad con el artículo 16
del Código de Trabajo: 'se presume, hasta prueba en con-
trario, la existencia del contrato entre el que presta el ser-
vicio personal y aquel a quien le es prestado"; de donde
resulta que el patrono que alega qu .? un trabajo de natu-
raleza permanente no ha sido concertado por tiempo inde-
finido, debe probarlo;

'11 Considerando que la sentencia impugnada da por es-
tablecido que la labor que desempeñaba el trabajador era
de lustrador de muebles del taller de Pimentel; que ini-
ciaba su trabajo diariamente de 61/2 a 7 a.m. hasta las 51/2
Pan. ; que ganaba RD$30.00 semanales y que fue despedido
Porque solicitó RD$15.00 para "defenderse", en vista de
que iban a cerrar la mueblería; que tenía más de tres años
trabajando: que a veces hacía algunas "chiripas" fuera del
t'aner pero sin interrumpir su labor habitual; que lustra-

y.



7106	 BOLETIN JUDICIAL
BOLETIN JUDICIAL	 7107

ba toda clase de muebles; que Balbuena se quejaba por no
estar inscrito en el Seguro Social; que de esos hechos, re-
sultantes de la prueba arrojada por los informativos que
fueron verificados, especialmente de la declaración del tes-
tigo "Cordero", a la que el Juez a-quo, en virtud de su po..
der soberano de apreciación, le atribuyó entero crédito, se
evidencia, que en la especie se trataba de un contrato de
naturaleza permanente y por tiempo indefinido;

Considerando que el recurrente, para tratar de probar,
no obstante lo dicho, que en la especie el contrato era oca-
sional y que terminaba sin responsabilidad para el patrono,
aportó una serie de documentos donde consta que el traba-
jador no estaba inscrito en el Seguro Social, pero, contra-
riamente a lo alegado por el recurrente, el Juez a-quo ex-
puso razones atendibles, para dar crédito al resultado del
informativo y no a los documentos mencionados, estimando
especialmente que la abstención del nEdrono en insc ribir o
su trabajador en el Seguro Social, no hacía prueba rie que
en la especie no se tratara de un contrato por tiempo in-
definido;

Considerando que la sentencia impugnada contiene una
exposición completa de los hechos, y motivos suficientes y
pertinentes que justifican su dispositivo; que en consecuen-
cia, el medio que se examina carece de fundamento y de-
be ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luis Emilio Melo Pimentel, contra
la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional de fecha 15
de enero de 1969, cuyo dispositivo se transcribe en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Condena al recurren-
te al pago de las costas, distrayéndolas en favor de los Dres.
Julio Aníbal Suárez y Juan Pablo Espinosa, quienes afir-
man haberlas avanzado en su mayor parte.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
lo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-

nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras._
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

•

•
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luis Emilio Melo Pimentel, contra
la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional de fecha 15
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1969

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 21
de marzo de 1969

Materia: Tierras

Recurrente: Fidelia Cedeño Vda. Guerrero y compartes
Abogado: Dr. Domingo Tavárez Areche

Recurrido: Dr. Amenodoro Pepén
Abogado: Dr. F. E. Efraín Reyes Duluc

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 19 de noviembre de 1969, años 126 Ç> de la Independen-
cia y 1079 de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fidelia
Cedeño Vda. Guerrero, dominicana, mayor de edad, de que-
haceres domésticos, domiciliada en Salvaleón de Higüey,
cédula 3906, serie 28; Modesto Caraballo, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, empleado público, domiciliado en la
calle Gastón F. Feligne No. 73 de Higüey, cédula 15047,

serie 28, y Luis Aquiles Pérez Pichardo, dominicano, ma-
yor de edad, casado, chofer, domiciliado en la casa No. 83
de la calle Colón de Higüey, contra la sentencia de fecha 21
de marzo de 1969, dictada por el Tribunal Superior de Tie-
rras, en relción con la Parcela No. 73 Reformada 1 del
Distrito Catastral No. 11-4 del municipio de Higüey, Pro-
vincia de la Altagracia; cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al Dr. Rafael Solimán Pérez, cédula 6067, serie
'), en representación del Dr. Domingo Tavárez Meche,
abogado de los recurrentes, en la lectura de sus conclu-
siones;

milk , Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

*Dr Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
ta •ía de la Suprema Corte de Justicia en fecha 19 de mayo
de 1969, y suscrito por el abogado de los recurrentes, en el
dial se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 11 de julio de
1969, y depositado en la Secretaría de la Suprema Corte
de Justicia en fecha 22 de julio del mismo año, suscrito
nr el Dr. F. E. Efraín Reyes Duluc, cédula 22863, serie

n, abogado del recurrido Dr. Amenodoro Pepén, domini-
cano, mayor de edad, casado, Cirujano Dentista, domicilia-
do y residente en la casa No. 60 de la calle General Santa-
na de la ciudad de Higüey, cédula 32095, serie ira.;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7, 127 y 202 de la Ley de Re-
gistro de Tierras; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
2 de agosto de 1965, los hoy recurrentes en casación, some-
tieron al Tribunal de Tierras una instancia a fin de ob-
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1969

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 21
de marzo de 1969

Materia: Tierras

Recurrente: Fidelia Cedeño Vda. Guerrero y compartes
Abogado: Dr. Domingo Tavárez Areche

Recurrido: Dr. Amenodoro Pepén
Abogado: Dr. F. E. Efraín Reyes Duluc

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 11,-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 19 de rioviembre de 1969, años 126^ de la Independen-
cia y 1079 de la Restauración, dicta en audiencia pública
como corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fidelitu
Cedeño Vda. Guerrero, dominicana, mayor de edad, de que-
haceres domésticos, domiciliada en Salvaleón de Higüey,
cédula 3906, serie 28; Modesto Caraballo, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, empleado público, domiciliado en la
calle Gastón F. Feligne No. 73 de Higüey, cédula 15047,

serie 28, y Luis Aquiles Pérez Pichardo, dominicano, ma-
yor de edad, casado, chofer, domiciliado en la casa No. 83

P	 de la calle Colón de IIigüey, contra la sentencia de fecha 21

i	
de marzo de 1969, dictada por el Tribunal Superior de Tie-
rras, en relción con la Pawcela No. 73 Reformada 1 del
Distrito Catastral No. 11-4 del municipio de Higüey, Pro-
vincia de la Altagracia; cuyo dispositivo se copia más ade-
!ante;

Oído al Dr. Rafael Solimán Pérez, cédula 6067, serie
'28, en representación del Dr. Domingo Tavárez Areche,
abogado de los recurrentes, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

lebr Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 19 de mayo
de 1969, y suscrito por el abogado de los recurrentes, en el
cual se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 11 de julio de
1969, y depositado en la Secretaría de la Suprema Corte
de Justicia en fecha 22 de julio del mismo año, suscrito
1., el Dr. F. E. Efraín Reyes Duluc. cédula 22863, seriel,.ar

, ,abogado del recurrido Dr. Amenodoro Pepén, domini-
cano, mayor de edad, casado, Cirujano Dentista, domicilia-
rlo y residente en la casa No. 60 de la calle General Santa-
na de la ciudad de Higüey, cédula 32095, serie Ira.;

1, r' l•' La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7, 127 y 202 de la Ley de Re-
gistro de Tierras; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
2 de agosto de 1965, los hoy recurrentes en casación, some-
tieron al Tribunal de Tierras una instancia a fin de ob-



(',invento de los señores Luis Aquiles Pérez Pichardo, Modes-
t o Caraballo Cedeño y Fidelia Cedeño Viuda Guerrero, ten-
dente a que se ordene en su favor el registro de las mejo-
ras fomentada en la Parcela No. 73-Ref.-1, del Distrito
Catastra l No. 11-4' parte del Municipio de Higüey; Terce-
ro: Se declara, incompetencia de este Tribunal, para cono-
cer del pedimento de los señores Luis Aquiles Pérez Pi-
chardo, Modesto Caraballo Cedeño y Fidelia Cedeño Vda.
Guerrero, tendente a que se condene al propietario de la
precitada Parcela No. 73--Ref.-1 del Distrito Catastral No.
11-4 parte del Municipio de Higüey, a pagar una indemni-
zación de RD$20,000.00 (Veinte Mil Pesos Oro), como plus-
valía por las mejoras fomentadas en ella por los intiman-
tes";

Illiw.- _ Considerando que los recurrentes invocan el siguiente.	 ,
medio de casación: Medio Unico: Violación y falsa aplica-
ción del art. No. 7, Párrafo 4to.. de la Ley de Registro de
Tierras, desnaturalización de los hechos, como también
violación a las reglas de la competencia y ausencia de mo-
tivos;

Considerando que en el desarrollo del único medio de
asación propuesto, los recurrentes alegan en síntesis que

el fallo impugnado hizo propios lo.; motivos de la senten-
cia de jurisdicción original y, sin fundamento, rechazó su
demanda personal en cobro de pesos por la plus-valía que
las mejoras que ellos fomentaron dieron a la parcela; que
con ello se desnaturalizaron los hechos y se tergiversaron
sli s conclusiones; que en la especie, tal como ellos exprP-.•
ron, no se trata de pedir una indemnización por daños
causados en el proceso de saneamiento, ya que ellos "se in-
trodujeron en esos terrenos en la certeza de que corres-
pondían y corresponden al Dr. Pepón y en tal virtud deci-
dieron fomentar las mejoras cuyas plus valía reclaman";
que, en el caso, se trata a su juicio de una litis sobre terre-li-
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tener el registro de mejoras en su favor, o el pago de unat,'
plusvalía, en la Parcela No. 73-Reformada-1 del Distrito
Catastral No. 11-4, de Higüey, la cual está registrada en
favor del Dr. Amenodoro Pepén; b) que en fecha 30 de abril
de 1968, el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original
dictó su decisión No. 1, con el siguiente dispositivo: "Falla:
Primero: que debe acoger, como al efecto acoge, en todas
sus partes, las conclusiones formuladas por el Dr. Efraín
Reyes Duluc, en representación del Doctor Amenodoro Pe-
pén; Segundo: Que debe rechazar, como al efecto rechaza,
en todas sus partes por improcedente y mal fundada, la
instancia de fecha 28 de agosto de 1965, suscrita por el Lic.
Elpidio Eladio Mercedes, representado por el Dr. Víctor
Lemoine Belliard, a nombre de los señores Luis Aquiles Pé-
rez Pichardo, Modesto Caraballo Cedeño y Fidelia Cedeño
Viuda Guerrero"; c) que sobre apelación de los impetran-
tes, el Tribunal Superior de Tierras dictó en fecha 21 de
marzo de 1969, la sentencia ahora impugnada cuyo dispo-
sitivo dice así: "Falla: Primero: Se acoge, en cuanto a la
forma, y se rechaza, en cuanto al fondo, la apelación in-
terpuesta en fecha 13 de mayo de 1968, por el Dr. Víctor
Leomoine Belliard, a nombre de los señores Luis Aquiles
Pérez Pichardo, Modesto Caraballo Cedeño y Fidelia Cede-
ño Viuda Guerrero, contra la Decisión No. 1 dictada por
el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en fecha
30 de abril de 1968, en relación con la Parcela No. 73-Ref.
1 del Distrito Catastral No. 11-41 parte del Municipio de
Higüey; Segundo: Se confirma, con la modificación resul-
tante de los motivos de esta sentencia, la Decisión No. 1
dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original
en fecha 30 de abril de 1968, cuyo dispositivo en lo adelan-
te regirá así: "Primero: Se acoge, en todas sus partes, las
conclusiones formuladas por el Doctor Efraín Reyes Du-
luc, en representación del Doctor Amenodoro Pepén; Se

-gundo: Se rechaza, por improcedente y mal fundada, el pe-
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dirriento de los señores Luis Aquiles Pérez Pichardo, Modes-
to Caraballo Cedeño y Fidelia Cedeño Viuda Guerrero, ten-
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tener el registro de mejoras en su favor, o el pago de una
plusvalía, en la Parcela No. 73-Reformada-1 del Distrito
Catastral No. 11-4, de Higüey, la cual está registrada en
favor del Dr. Amenodoro Pepén; b) que en fecha 30 de abril
de 1968, el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original,
dictó su decisión No. 1, con el siguiente dispositivo: "Falla:
Primero: que debe acoger, como al efecto acoge, en todas.
sus partes, las conclusiones formuladas por el Dr. Efraín
Reyes Duluc, en representación del Doctor Amenodoro
pén; Segundo: Que debe rechazar, como al efecto rechaza,
en todas sus partes por improcedente y mal fundada, la
instancia de fecha 28 de agosto de 1965, suscrita por el Lic.
Elpidio Eladio Mercedes, representado por el Dr. Víctor
Lemoine Belliard, a nombre de los señores Luis Aquiles Pé-
rez Pichardo, Modesto Caraballo Cedeño y Fidelia Cedeño
Viuda Guerrero"; c) que sobre apelación de los impetran-
tes, el Tribunal Superior de Tierras dictó en fecha 21 de
marzo de 1969, la sentencia ahora impugnada cuyo dispo-
sitivo dice así: "Falla: Primero: Se acoge, en cuanto a la
forma, y se rechaza, en cuanto al fondo, la apelación in-
terpuesta en fecha 13 de mayo de 1968, por el Dr. Víctor
Leomoine Belliard, a nombre de los señores Luis Aquiles
Pérez Pichardo, Modesto Caraballo Cedeño y Fidelia Cede-
ño Viuda Guerrero, contra la Decisión No. 1 dictada por
el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en fecha
30 de abril de 1968, en relación con la Parcela No. 73-Ref.
1 del Distrito Catastral No. 11-4a parte del Municipio de
Higüey; Segundo: Se confirma, con la modificación resul-
tante de los motivos de esta sentencia, la Decisión No. 1
dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original
en fecha 30 de abril de 1968, cuyo dispositivo en lo adelan-
te regirá así: "Primero: Se acoge, en todas sus partes, las
conclusiones formuladas por el Doctor Efraín Reyes Du-
luc, en representación del Doctor Amenodoro Pepén; Se-
gundo: Se rechaza, por improcedente y mal fundada, el p e-

-

dente a que se ordene en su favor el registro de las mejo-
ras fomentada en la Parcela No. 73-Ref.-1, del Distrito
catastral No. 11-4' parte del Municipio de Higüey; Terce-
ro: Se declara, incompetencia de este Tribunal, para cono-
cer del pedimento de los señores Luis Aquiles Pérez Pi-
chardo, Modesto Caraballo Cedeño y Fidelia Cedeño Vda.
Guerrero, tendente a que se condene al propietario de la
precitada Parcela No. 73--Ref.-1 del Distrito Catastral No.
11-4a parte del Municipio de Higüey, a pagar una indemni-
zación de RD$20,000.00 (Veinte Mil Pesos Oro), como plus-
valía por las mejoras fomentadas en ella por los intiman-
tes";

	

lel	 Considerando que los recurrentes invocan el siguiente
medio de casación: Medio Unico: Violación y falsa aplica-
ción del art. No. 7, Párrafo 4to.. de la Ley de Registro de
Tierras, desnaturalización de los hechos, como también
violación a las reglas de la competencia y ausencia de mo-
tivos;

	

...	 Considerando que en el desarrollo del único medio de
Casación propuesto, los recurrentes alegan en síntesis que
el fallo impugnado hizo propios lo.; motivos de la senten-
cia de jurisdicción original y, sin fundamento, rechazó su
demanda personal en cobro de pesos por la plus-valía que
las mejoras que ellos fomentaron dieron a la parcela; que
con ello se desnaturalizaron los hechos y se tergiversaron

is conclusiones; que en la especie, tal como ellos exprP .
ron, no se trata de pedir una indemnización por daños
Ca usados en el proceso de saneamiento, ya que ellos "se in-
trodujeron en esos terrenos en la certeza de que corres-
pon dían y corresponden al Dr. Pepén y en tal virtud deci-
dieron fomentar las mejoras cuyas plus valía reclaman";
q ue, en el caso, se trata a su juicio de una litis sobre terre-
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no registrado, para la cual es competente el Tri bunal de
Tierras según el artículo 7 de la Ley de Registro de Tie-
rras, inciso 4 Q ; que al apoderar ellos al Tribunal de Tie-
rras para decidir sobre su pedimento de plus valía se ba-
saron en 'los principios más elementales de la equidad";
que, por tanto, entienden los recurrentes, que en la senten-
cia impugnada se ha incurrido en los vicios y violaciones
que ellos denuncian, y que dicha sentencia debe ser casa-
cia; pero,

Considerando que el fallo impugnado da constancia de
que la Parcela No. 73-Ref.-1 del D. C. No. 11-4, de Higüey,
está registrada en favor del Dr. Amenedoro Pepén, segúlk
certificado de Título No. 382 de fecha 14 de julio de 1949;
y los propios recurrentes han admitido en definitiva, que
ellos se introdujeron en esos terrenos sin autorización algu-
na del dueño, y en la certeza de que "pertenecían y perte-
necen al Dr. Amenodoro Pepón"; pero, que no obstante eso,
reclaman la plus valía correspondiente; que siendo esos los
hechos, cuando el Tribunal de Tierras le rechazó su instan-
cia en relación con las mejoras que sostenían haber fomen-
tado, hizo una correcta aplicación de la Ley de Registro
de Tierras y de los principios que rigen la materia, pues
en un terreno registrado ninguna persona ruede, sin el con-
sentimiento expreso del dueño, levantar mejoras, y si lo ha-
ce, pierde todo derecho a formular reclamación en relación
con tales mejoras; que, evidentemente, al decidir en esa
forma, el Tribunal de Tierras estaba actuando dentro de
las facultades que le confiere la Ley de Registro de Tierras
en su artículo 7. inciso 4to., de resolver toda litis que surja
después de registrado un terreno, como consecuencia de
hechos o de actos jurídicos posteriores al registro; que, en
esa virtud, lejos de violar ese texto legal, y las reglas de
su competencia, hizo una correcta aplicación de dicho tex-
to y de dichas reglas; que, además, si frente a la reclam a

-ción de una indemnización de veinte mil pesos, el Tribunal

de Tierras se declaró incompetente, tampoco violó con ello

el artículo 7 de la Ley de Registro de Tierras, pues aún
cuando la demanda sea posterior al registro, como no tien-
de en absoluto a la modificación de ese registro no consti-
tuye una litis sobre derecho registrado, sino que continúa
con su carácter exclusivo de demanda personal, para la cual
no tiene competencia la jurisdicción de tierras; que, final-
mente, el fallo dictado contiene motivos suficientes y perti-
nentes que justifican su dispositivo; motivos que en modo
alguno desnaturalizan ni tergiversan los hechos, puesto que
no se le ha dado a la instancia de los recurrentes. ni a los
hechos en que ella se fundamentó, un alcance y un sentido
que no tienen, según resulta claramente de la exposición
que se ha venido haciendo; que, por consiguiente, en el fa-
llo impugnado no se ha incurrido en ninguno de los vicios
y violaciones denunciados por dichos recurrentes en el me-
dio de casación propuesto, el cual carece de fundamento y
debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interruesto por Fidelia. Cedeño Vda. Guerrero, Mo-
desto Caraballo y Luis Aquiles Pérez Pichardo, contra la
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, en fe-
cha 21. do marzo de 1969. en relación con la Parcela No.
73-Ref.-1 del Distrito Catastral No. 11-4 del Municipio de
Higiiey. cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Condena a los recurrentes al
Pago de las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.	 Manuel. D. Bergés Chupani.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.—
–Mesto Curiel hijo, Secretario General.



no registrado, para la cual es competente el Tribunal de
Tierras según el artículo 7 de la Ley de Registro de Tie-
rras, inciso 4'; que al apoderar ellos al Tribunal de Tie.
rras para decidir sobre su pedimento de plus valía se ba-
saron en 'los principios más elementales de la equidad";
que, por tanto, entienden los recurrentes, que en la senten-
cia impugnada se ha incurrido en los vicios y violaciones
que ellos denuncian, y que dicha sentencia debe ser casa-
da; pero,

Considerando que el fallo impugnado da constancia de
que la Parcela No. 73-Ref.-1 del D. C. No. 11-4, de Higüey,
está registrada en favor del Dr. Amenedoro Pepén, según
certificado de Título No. 382 de fecha 14 de julio de 1949;
y los propios recurrentes han admitido en definitiva, que
ellos se introdujeron en esos terrenos sin autorización algu-
na del dueño, y en la certeza de que "pertenecían y perte-
necen al Dr. Amenodoro Pepén"; pero, que no obstante eso,
reclaman la plus valía correspondiente; que siendo esos los
hechos, cuando el Tribunal de Tierras le rechazó su instan-
cia en relación con las mejoras nue sostenían haber fomen-
tado, hizo una correcta aplicación de la Ley de Registro
de Tierras y de los principios que rigen la materia, pues
en un terreno registrado ninguna persona puede, sin el eón-
sentimiento expreso del dueño, levantar mejoras, y si lo ha-
ce, pierde todo derecho a formular reclamación en relación
con tales mejoras; que, evidentemente, al decidir en esa
forma, el Tribunal de Tierras estaba actuando dentro de
las facultades nue le confiere la Ley de Registro de Tierras
en su artículo 7, inciso 4to.. de resolver toda litis que surja
después de registrado un terreno, como consecuencia de
hechos o de actos jurídicos posteriores al registro; que, en
esa virtud, lejos de violar ese texto legal, y las reglas de
su competencia, hizo una correcta aplicación de dicho tex-
to y de dichas reglas: que, además, si frente a la reclam a

-ción de una indemnización de veinte mil pesos, el Tribunal

de Tierras se declaró incompetente, tampoco violó con ello
el articulo 7 de la Ley de Registro de Tierras, pues aún
cuando la demanda sea posterior al registro, como no tien-
de en absoluto a la modificación de ese registro no consti-
tuye una litis sobre derecho registrado, sino que continúa
con su carácter exclusivo de demanda personal, pnre la cual
no tiene competencia la jurisdicción de tierras; que, final-
mente. el fallo dictado contiene motivos suficientes y perti-
nentes que justifican su dispositivo; motivos que en modo
alguno desnaturalizan ni tergiversan los hechos, puesto que
no se le ha dado a la instancia de los recurrentes. ni a los
hechos en que ella se fundamentó, un alcance y nn sentido
que no tienen, según resulta claramente de la exposición
que se ha venido haciendo; que, por consiguiente, en el fa-
llo impugnado no se ha incurrido en ninguno de. los vicios
y violaciones denunciados por dichos recurrentes en el me-
dio de casación propuesto, el cual carece de fundamento y
debe ser desestimado;

Por tales motivos. Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Fidelia Cedeño Vda. Guerrero, Mo-
desto Caraba% y Luis Aquiles Pérez Pichardo, contra la
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, en fe-
cha 21. de marzo de 1969, en relación con la Parcela No.
73-Ref.-1 del Distrito Catastral No. 11-4 del Mun i cipio de
Higüey. cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Condena a los recurrentes al
pago de las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
riquez	 Manuel D. Bergés Chupani .— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautis-
ta Roias Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.—
-trnesto Curiel hijo, Secretario General.
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento , en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados , y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

NlTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1969

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 13
de noviembre de 1968

sean-rente: Julio E. Ureña Cabral

Abogado: Dr. Bienvenido Canto Rosario y Dr. Ramón Pina Ace-
vedo y Martínez

411'

Interviniente: Carmen M. Peña Vda. Ureña

Abogado: Dr. Jesús I. Hernández V.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani; Francisco Elpidio Beras; Joaquín M. Al-
varez Perelló; Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago
Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 19
de noviembre de 1969, años 126 v de la Independencia y
1079 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia: .

Sobre el recurso de casación interpuesto por Julio E.
Ureña Cabral, dominicano, mayor de edad, casado. agri-
cultor, del domicilio y residencia del Municipio de Valver-
de, casa No. 104 de la calle Independencia, cédula No.
4889, serie 34, contra la sentencia de fecha 13 de noviern-,

Iv
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento , en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados , y
fue firmada, leída y. publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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,01nTCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1969

,e	 impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 13
Sem de noviembre de 1968

Criminal

necurrente: Julio E. Ureña Cabral

abogado: Dr. Bienvenido Canto Rosario y Dr. Ramón Pina Ace-
vedo y Martínez

Wf
filen/Intente: Carmen M. Peña Vda. Ureña
Abogado: Dr. Jesús I. Hernández V.

41.W`
En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani; Francisco Elpidio Beras; Joaquín M. Al-
varez Perelló; Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago
Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 19
de noviembre de 1969. años 1269 de la Independencia y
1079 de la Restauración, dieta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Julio E.
1:re ila Cabral, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, del domicilio y residencia del Municipio de Valver-
de . casa No. 104 de la calle Independencia, cédula No.

Serie 34, contra la sentencia de fecha 13 de noviem-

ri
Dios, Patria y Libertad
República Dominicana
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bre de 1968, dictada por la Corte de Apelación de Sazti,‘
go, en sus atribuciones criminales, cuyo dispositivo se c01
pia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Bienvenido Canto Rosario, cédul

16776, serie 47, por sí y por el Dr. Ramón Pina Acevedo
y Martínez, cédula No. 43139, serie 1ra., abogado del re.
currente en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Jesús I. Hernández V., cédula No. 23846•
serie 31, abogado de la interviniente Carmen M. Peña iTtli
Ureña, parte civil constituida, en la lectura de sus conclu.

Vda.

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

•141
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 13 de noviembre de
1968, a requerimiento del acusado-recurrente, en la cual
no invocó ningún medio de casación;

Visto el memorial de casación de fecha 20 de octubre
de 1969, suscrito por los abogados del acusado recurren-
te, en el cual se invoca el medio de casación que se expon-
drá más adelante;

Visto el escrito de fecha 14 de octubre de 1969, firma-
do por el abogado de la interviniente Carmen Milagros Pe-
ña Vda. Ureña;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 22. 23. 295, 304 v 463 del Có-
di go Penal; 130 y 133 del Código de Procedimiento Civil Y
277 del Código de Procedimiento Criminal; 1382 del Códi-
go Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en 1°5

documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de la muerte violenta de Raymundo Ureña Cabral.

c

aecida en fecha 29 de diciembre de 1964 en el lugar "Pa-
i-O Alto', Sección de Yerba de Guinea, del Municipio de Val-
--verde el Magistrado Procurador Fiscal de dicho Distrito
Judicial requirió al Juez de Instrucción para que instruye-
ra la sumaria correspondiente; b) que este funcionario, des-
pués de instruída dicha sumaria, dictó en fecha 24 de fe-
brero de 1965, una Providencia Calificativa con el siguien-
te dispositivo: "Declaramos: que existen cargos suficien-
tes para inculpar al nombrado Julio Enrique Ureña Cabral
(a) Rumbito como autor del crimen en perjuicio del finado
Raymundo Ureña Cabral; por tanto: Mandamos y Ordena-
mos: que el inculpado, de generales anotadas, sea enviado
por ante el Tribunal Criminal para que allí se le juzgue con
arreglo a la Ley; que en consecuencia, las actuaciones de
la instrucción y un estado de los documentos y objetos que
hayan de obrar como fundamento de convicción, sean trans-
mitidos al Mag. Procurador Fiscal de este Distrito Judi-
cial para los fines correspondientes"; e) Que sobre recur-
so interpuesto por el acusado contra dicha Providencia Ca-
lificativa, en techa 1ro. de junio de 1965, la Cámara de
Calificación, dictó un veredicto con el siguiente dispositi-
vo: "FALLA: PRIMERO: Admite el recurso de apelación
interpuesto por el nombrado Julio Enrique Ureña Cabral,
contra la Providencia Calificativa dictada por el Magistra-
lo Juez de Instrucción del Distrito Judicial de Valverde, por
haber sido intentado en tiempo hábil; SECUNDO: Varía
la calificación dada al hecho puesto a cargo del acusado
Julio Enrique Ureña Cabral, de asesinato, en agravio de la
Persona que en vida respondía al nombre de Raymundo
Ureña Cabral, por la de crimen de Homicidio Voluntario
en perjuicio de la misma persona; TERCERO: Ordena que
la presente decisión sea notificada al recurrente, al Ma-
gistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Val-
`lerele Y a la parte civil si la hubiere, para los fines legales
Procedentes"; d) Que apoderado regularmente del caso, el

de la República;



7116	 BOLETIN JUDICIAL

-----
bre de 1968, dictada por la Corte de Apelación de Santia
go, en sus atribuciones criminales, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Bienvenido Canto Rosario, cédul

16776, serie 47, por sí y por el Dr. Ramón Pina Acevedo
y Martínez, cédula No. 43139, serie lra., abogado del re.
currente en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Jesús L Hernández V., cédula No. 23846
serie 31, abogado de la interviniente Carmen M. Peña Vd;
Ureña, parte civil constituida, en la lectura de sus conclu:
siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 13 de noviembre de
1968, a requerimiento del acusado-recurrente, en la cual
no invocó ningún medio de casación;

Visto el memorial de casación de fecha 20 de octubre
de 1969, suscrito por los abogados del acusado recurren-
te, en el cual se invoca el medio de casación que se expon-
drá más adelante;

Visto el escrito de fecha 14 de octubre de 1969, firma-
do por el abogado de la interviniente Carmen Milagros Pe-
ña Vda. Ureña;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 22, 23, 295. 304 y 463 del Có-
digo Penal; 130 y 133 del Código de Procedimiento Civil Y
277 del Código de Procedimiento Criminal; 1382 del Cód i

-go Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en le`
documentos a que ella se refiere, consta: a) que c" mo-
tivo de la muerte violenta de Raymundo Ureña Cabral.
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acaecida en fecha 29 de diciembre de 1964 en el lugar "Pa-
jeAlto', Sección de Yerba de Guinea, del Municipio de Val-

el Magistrado Procurador Fiscal de dicho Distritoverde,
judicial requirió al Juez de Instrucción para que instruye-
ra la sumaria correspondiente; b) que este funcionario, des-
pués de instruida dicha sumaria, dictó en fecha 24 de fe-
-brero de 1965, una Providencia Calificativa con el siguien-
te dispositivo : "Declaramos: que existen cargos suficien-
tes para inculpar al nombrado Julio Enrique Ureña Cabral
(a) Rumba° como autor del crimen en perjuicio del finado
Raymundo Ureña Cabral; por tanto: Mandamos y Ordena-
mos: que el inculpado, de generales anotadas, sea enviado
por ante el Tribunal Criminal para que allí se le juzgue con
arreglo a la Ley; que en consecuencia, las actuaciones de
la instrucción y un estado de los documentos y objetos que
hayan de obrar como fundamento de convicción, sean trans-
mitidos al Mag. Procurador Fiscal de este Distrito Judi-
cial para los fines correspondientes"; e) Que sobre recur-
so interpuesto por el acusado contra dicha Providencia Ca-
lificativa, en fecha lro. de junio de 1965, la Cámara de
Calificación, dictó un veredicto con el siguiente dispositi-
vo: "FALLA: PRIMERO: Admite el recurso de apelación
interpuesto por el nombrado Julio Enrique Ureña Cabral,
contra la Providencia Calificativa dictada por el Magistra-
lo Juez de Instrucción del Distrito Judicial de Valverde, por
haber sido intentado en tiempo hábil; SEGUNDO: Varía
la calificación dada al hecho puesto a cargo del acusado
Julio Enrique Ureña Cabral, de asesinato, en agravio de la
persona que en vida respondía al nombre de Raymundo
Ureña Cabral, por la de crimen de Homicidio Voluntario
en perjuicio de la misma persona; TERCERO: Ordena que
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gistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Val-
verde y a la parte civil si la hubiere, para los fines legales
Procedentes"; d) Que apoderado regularmente del caso, el

1
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Juzgado de Primera Instancia de Valverde, dictó en fecha
9 de diciembre de 1965, una sentencia con el siguiente cijs
positivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y decla.
ra al acusado Julio Enrique Ureña Cabral, culpable del
crimen de Homicidio Voluntario en la persóna del que en
vida se llamó José Raymundo Ureña Cabral y acogiendo
en su favor la excusa legal de la provocación lo condena a
Prisión Cumplida o sea a Diez Meses (10) y Un (1) día de
prisión correccional; SEGUNDO: Que debe condenar y con-
dena a dicho acusado al pago de las costas penales; TER-
CERO: Que debe declarar y declara buena y válida la cons-
titución en parte civil hecha por la señora Carmen Mila-
gros Peña Viuda Ureña, contra el acusado Julio Enrique
Ureña Cabral, en su calidad de cónyuge superviviente del
señor Raymundo Ureña Cabral y como madre y tutora le-
gal de sus hijos menores Silvacia Genoveva, José Raymun-
do y Julio César, por mediación de su abogado constitui-
do Dr. Jesús I. Hernández V., condena al acusado Julio
Enrique Ureña Cabral a pagar a dicha parte civil constituí-
da una indemnización por la suma de Cinco Mil Pesos Oro
(RD$5,000.00), como justa reparación por los daños mora-
les y materiales ocasionados con su hecho; CUARTO: Con-
dena al acusado Julio Enrique Ureña Cabral al pago de las
costas civiles, con distracción de las mismas en favor del
abogado Dr. Jesús I. Hernández V., por haberlas distraí-
do en su mayor parte; QUINTO: Que debe ordenar y or

-dena la confiscación del cuerpo del delito consistente en
una escopeta Calibre 12 Automática Modelo 11-48, marca
Remington, un revólver Armería F. A. D. No. 1493, cua-
tro (4) cartuchos de escopeta y tres (3) cápsulas para re-
vólver percutados, etc."; e) Que sobre recursos interpu es

-tos por el acusado, por el Ministerio Público y por la parte
civil constituida, la Corte a-qua, después de varios reen-
víos, dictó en fecha 13 de noviembre de 1968, la sentencia
ahora impugnada en casación, con el siguiente dispositivo:

..FALLA: PRIMERO: Rechaza el Ordinal Primero de las
conclusiones presentadas por el acusado Julio Enrique Ure-
ña Cabral, por mediación de sus abogados constituidos, por
improcedentes y mal fundado; SEGUNDO: Asimismo, re-
chaza el ordinal segundo de las conclusiones presentadas
por el referido acusado en el sentido de que sea declarado
que actuó en la necesidad actual de la legítima defensa, y
de que, en consecuencia, se descargue del hecho que se le
imputa, por considerar esta Corte que no ha quedado es-
tablecida la alegada circunstancia de la legítima defensa;
TERCERO: Juzgando en instancia única y acogiendo el dic-
tamen del Representante del Ministerio Público, declara al
nombrado Julio Enrique Ureña Cabral, culpable del cri-
men de homicidio voluntario en la persona del que en vida
se llamó Raymundo Ureña Cabral, y, en consecuencia, lo
condena a sufrir la pena de tres años de reclusión, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes; CUARTO:
Declara buena y válida, en cuanto a la forma, la constitu-
ción en parte civil hecha por la señora Carmen Milagros
Peña viuda Ureña, en su calidad de cónyuge superviviente
de su finado esposo Raymundo Ureña Cabral, y como ma-
dre y tutora legal de sus hijos menores: Raymundo Ra-
fael, Julio César y Silvia Genoveva M. del Carmen Ureña
Peña; QUINTO: Rechaza el ordinal Tercero de las conclu-
siones presentadas por el acusado Julio Enrique Ureña Ca-
bral, per improcedente e infundado, y condena a dicho acu-
sado Julio Enrique Ureña Cabral, al pago de una indem-
nización ascendente a la suma de RDS10,000.00 (Diez Mil
Pesos Oro), en provecho de la referida parte civil consti-
tuida, corno justa reparación por los daños morales y mate-
riales por ella experimentados, como consecuencia del cri-
men perpetrado por el mencionado acusado; SEXTO: Con-
dena, además, al acusado Julio Enrique Ureña Cabral, al
Pago de los intereses legales de dicha suma, a partir de la
fecha de la demanda, a título de indemnización supletoria;,•

le
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,FALLA: PRIMERO: Rechaza el Ordinal Primero de las
conclusio nes presentadas por el acusado Julio Enrique Ure-
fia. Cabral, por mediación de sus abogados constituidos, por
itywrocedentes y mal fundado; SEGUNDO: Asimismo, re-
chaza el ordinal segundo de las conclusiones presentadas
por el referido acusado en el sentido de que sea declarado
que actuó en la necesidad actual de la legítima defensa, y
de que, en consecuencia, se descargue del hecho que se le
imputa, por considerar esta Corte que no ha quedado es-
tablecida la alegada circunstancia de la legítima defensa;
TERCERO: Juzgando en instancia única y acogiendo el dic-
tamen del Representante del Ministerio Público, declara al
nombrado Julio Enrique Ureña Cabral, culpable del cri-
men de homicidio voluntario en la persona del que en vida
se llamó Raymundo Ureña Cabral, y, en consecuencia, lo
condena a sufrir la pena de tres años de reclusión, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes; CUARTO:
Declara buena y válida, en cuanto a la forma, la constitu-
ción en parte civil hecha por la señora Carmen Milagros
Peña viuda Ureña, en su calidad de cónyuge superviviente
de su finado esposo Raymundo Ureña Cabral, y como ma-
dre y tutora legal de sus hijos menores: Raymundo Ra-
fael, Julio César y Silvia Genoveva M. del Carmen Ureña
Peña; QUINTO: Rechaza el ordinal Tercero de las conclu-
siones presentadas por el acusado Julio Enrique Ureña Ca-
bral, per improcedente e infundado, y condena a dicho acu-
sado Julio Enrique Ureña Cabral, al pago de una indem-
nización ascendente a la suma de RDS10,000.00 (Diez 1\Iil
Pesos Oro), en provecho de la referida parte civil consti-
tuida, corno justa reparación por los daños morales y mate-
riales por ella experimentados, como consecuencia del cri-
men perpetrado por el mencionado acusado; SEXTO: Con-
dena, además, al acusado Julio Enrique Ureña Cabral, al
Pago de los intereses legales de dicha suma, a partir de la
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Juzgado de Primera Instancia de Valverde, dictó en fecha
9 de diciembre de 1965, una sentencia con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y decla
a al acusado Julio Enrique Ureña Cabral, culpable del

crimen de Homicidio Voluntario en la persona del que en
vida se llamó José Raymundo Ureña Cabral y acogiendo
en su favor la excusa legal de la provocación lo condena a
Prisión Cumplida o sea a Diez Meses (10) y Un (1) día de
prisión correccional; SEGUNDO: Que debe condenar y con-
dena a dicho acusado al pago de las costas penales; TER.
CERO: Que debe declarar y declara buena y válida la cons-
titución en parte civil hecha nor la señora Carmen Mila-
gros Peña Viuda Ureña, contra el acusado Julio Enrique
Ureña Cabral, en su calidad de cónyuge superviviente del
señor Raymundo Ureña Cabral y como madre y tutora le-
gal de sus hijos menores Silvacia Genoveva, José Raymun-
do y Julio César, por mediación de su abogado constitui-
do Dr. Jesús I. Hernández V., condena al acusado Julio
Enrique Ureña Cabral a pagar a dicha parte civil constituí-
da una indemnización por la suma de Cinco Mil Pesos Oro
(RD$5,000.00), como justa reparación por los daños mora-
les y materiales ocasionados con su hecho; CUARTO: Con-
dena al acusado Julio Enrique Ureña Cabral al pago de las
costas civiles, con distracción de las mismas en favor del
abogado Dr. Jesús I. Hernández V., por haberlas distraí-
do en su mayor parte; QUINTO: Que debe ordenar y or-
dena la confiscación del cuerpo del delito consistente en
una escopeta Calibre 12 Automática Modelo 11-48, marca
Remington, un revólver Armería F. A. D. No. 1493, cua-
tro (4) cartuchos de escopeta y tres (3) cápsulas para re-
vólver percutados, etc."; e) Que sobre recursos interpu es

-tos por el acusado, por el Ministerio Público y por la parte
civil constituida, la Corte a-qua, después de varios reen

-víos, dictó en fecha 13 de noviembre de 1968, la sentencia
ahora impugnada en casación, con el siguiente dispositivo:

a



7120	 BOLETIN JUDICIAL
	

BOLETIN JUDICIAL	 7121

SEPTIMO:— Descarga al testigo José Joaquín Vega , de
la muna de RLISzU.UU (Veinte 1->esos Oro), que le fue im-
puesta por esta Corte, por sentencia de fecha 12 de enero
del año 1968, por haber justificado su incomparecencia a
dicha audiencia; OCTAVO:— Condena al acusado Julio
Enrique Ureña Cabral al pago de las costas penales y civi-
les, con distracción de estas últimas en provecho del Dr.
Jesús I. ilernandez V., quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad";

Considerando que el recurrente invoca en su memorial
de casación el siguiente medio: "Un cúmulo de violaciones
procedimestales y de fondo que se resumen en la violación
de los Artículos 295, 304, 463, 22 y 23 del Código Penal,
así como 1382 del Código Civil, 130 y 133 del Código de
Procedimiento Civil y 277 del Código de Procedimiento
Criminal, así como una violación de las reglas que rigen
las pruebas en materia criminal y desnaturalización de los
hechos y absoluta falta de base legal en el fallo recurrido,
asi como violación de los derechos de la defensa";

Considerando que en el desarrollo del medio propues-
to sostiene, en síntesis, el recurrente, que él sentó conclu-
siones ante la Corte a-qua de que se oponía a que fueran
tenidos como testimonios de la audiencia, las declaraciones
de instrucción formuladas allí sin juramento por José Joa-
quín Vega, Ramón Antonio Campos (a) Mariachi, Tomás
Leaquino Matías, Virgilio Antonio Ureña (a) Niño, Gilber-
to Vega y Francisco Peña y Tomás Radhamés Estrella; y

que las declaraciones de Tomás R. Estrella (menor de 13
años), Carmen M. Peña Vda. Ureña, parte civil constitui-
da, Carolina Ureña, Héctor Francisco Cabral Ureña, José
Horacio Ureña Ortega y Rafael Tomás Diloné, quienes no
prestaron juramento, debían ser apreciadas "en todo caso
como simples noticias"; que el rechazamiento de sus con-
clusiones al respecto implica la violación de los textos lega-
les enumerados arriba al enunciar el medio propuesto; que,

además, en el fallo impugnado se incurrió en la desnatu-

ralización de los hechos y en absoluta falta de base legal y
en falta de motivos, por todo lo cual concluye que la sen-
tencia impugnada debe ser casada;

Considerando que el examen del fallo impugnado y
de los documentos a que él se refiere, muestra que el pe-
dimento formulado por el acusado con respecto a las de-
clarac iones de las personas cuyos nombres se han dado más
arriba, Fue acogido por la Corte a-qua, porque segun cons-
ta en el expediente, antes de la sentencia sobre el fondo,
se dictó un fallo incidental resolviendo favorablemente ese
i.edimento ; que en consecuencia, el alegato del recurrente
en relación con esas declaraciones, debe ser desestimado
por infundado; que en cuanto a sus alegatos sobre la des-
naturalización procede analizar los testimonios en que fun-
dó su decisión la Corte a-qua; que el examen de la misma
revela que en el ante penúltimo Considerando (inserto en
las páginas 28 y 29), la Corte a-qua se declaró edificada
para declarar culpable de homicidio voluntario al acusado,
y revocar así el fallo de primera instancia que había esti-
mado excusable dicho homicidio, en "las declaraciones de
los testigos juramentados ante el Juzgado de Instrucción,
Señores Eladio Castellanos, Zacarías Peña, Sergio o Se-
gundo Marmolejos y Pedro Tomás Reyes o Rodríguez",
agregando, "y por numerosos datos y circunstancias del ex-
pediente y especialmente por la propia confesión del acu-
sado"; que frente al alegato de desnaturalización procede
examinar esos testimonios dados en instrucción, a fin de
comprobar si se les ha dado un alcance y un sentido que
no tienen; que hecho ese examen resulta que Eladio Caste-
llanos le declaró al Juez Instructor: "Yo del hecho no sé
nada'; que la señora del matador le hizo que saliera detrás
de él y que él partió en busca de ambos hermanos; pero,
que él no estaba enterado de si hubo altercado entre ellos
Y fi si habían tenido alguna dificultad anterior; que el
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SEPTiM0:— Descarga al testigo José Joaquín Vega , de
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tenidos como testimonios de la audiencia, las declaraciones
de instrucción formuladas allí sin juramento por José Joa-
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lencia impugnada debe ser casada;

Considerando que el examen del fallo impugnado y
de los documentos a que él se refiere, muestra que el pe-
dimento formulado por el acusado con respecto a las de-
claraciones de las personas cuyos nombres se han dado más
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sedimento; que en consecuencia, el alegato del recurrente
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por infundado; que en cuanto a sus alegatos sobre la des-
naturalización procede analizar los testimonios en que fun-
dó su decisión la Corte a-qua; que el examen de la misma
revela que en el ante penúltimo Considerando (inserto en
las páginas 28 y 29), la Corte a-qua se declaró edificada
para declarar culpable de homicidio voluntario al acusado,
y revocar así el fallo de primera instancia que había esti-
mado excusable dicho homicidio, en "las declaraciones de
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Y ni si habían tenido alguna dificultad anterior; que el



testigo Zacarías Peña también declaró que nada sabía del
hecho, pero sí de un incidente anterior que relata así: "tina
mañana yo fui donde Julio Enrique a buscar cincuenta cen.
tavos; cuando él me vió llegara que yo me senté en un ban-
co de madera que había en el patio, salió hacia €.1 patio y
se sentó junto conmigo en el mismo banco y ahí estabamos
hablando; en esos momentos salió por detrás de la cocina
el finado Raymundo Ureña y se espantó, haló por el revól-
ver y le dijo a Julio Enrique: "O me matas o te mato"; Ju-
lio Enrique no le hizo caso, dió la vuelta por detrás de mí
y juntos salimos a la calle por la puerta que quedaba pró-
xima; en eso Raymundo siguió provocando con palabras hi-
rientes a Julio Enrique y su hermana Mina le gritó, que
dejara eso y a ese escándalo, se juntó mucha gente; en eso
ilegó José Horacio Ureña y se llevó a Julio Enrique en su
camioneta; al yo ver todo eso lo que hice que me fui de in-
mediato para mi casa"; que el testigo Segundo Marmolejos
declaró: "Yo no he visto ni vi ese caso; yo sí oí tres dispa-
ros, que no puedo precisar si fueron de escopeta o de qué";
y continuó declarando que no oyó más nada ni vió ni oyó
decir nada; y finalmente el testigo Pedro Tomás Reyes o
Rodríguez lo que declaró fue lo siguiente: "En una ocasión
yo fui a la casa donde vive Julio Enrique Ureña a cobrar-
le un dinero a éste, por orden de Vinicio González, con
quien trabajo; en el momento en que estaba allí, se encon-
traba Julio Enrique Ureña sentado al lado de su señora
cuando llegó su hermano Raymundo, enfurecido, de la finca
y parece ser que entre ambos habían sucedido disgustos
anteriores, lo cierto fue que cuando llegó haló por el revól-
ver contra Julio Enrique y éste lo que hizo fue que salió
huyendo y se escondió detrás de su madre, quien se encuen-
tra imposibilitada de caminar; al ver ésto, la señora de Ju-
lio Enrique tocó el grito, armándose un escándalo pero co-
mo yo estaba cerca, lo que hice fue intervenir para evitar
una tragedia, ya que Raymundo lo que quería era disparar-

je a Julio Enrique y si lo hubiera hecho, como quería, la
primera en perder la vida en ese caso era la madre de
ambos";

Considerando que obviamente al afirmar la Corte a-

'qua que basó su convicción en esos testimonios, le dio
a los mismos un alcance y un sentido que no tienen, pues
ninguno de esos testigos presenció el hecho ni sabía acer-
ca del mismo; que por otra parte, al afirmar la Corte que

basaba también "en numerosos datos y circunstancias
(í el expediente", no precisó cuáles eran esos datos y cir-
cunstancias; y, además, dió como se advierte un motivo
ago e impreciso; que por todo ello en el fallo impugnado

-,! ha incurrido en los vicios de desnaturalización, de falta
,e base legal y de insuficiencia de motivos que alega el re-

currente; que, por tanto, dicho fallo debe ser casado;
Considerando que cuando un fallo es casado por falta

de base legal o de motivos, las costas pueden ser compen-
sadas, según el artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento
i,e Casación;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de Santiago, en fecha 13 de no-
viembre de 1968, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo, y envía el caso por ante la Cor-
te de Apelación de La Vega, en sus atribuciones crimina-
les; Segundo: Compensa las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras
Joaquín M. Alvarez Perelló•— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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testigo Zacarías Peña también declaró que nada sabía del
hecho, pero sí de un incidente anterior que relata así: "Lna
mañana yo fui donde Julio Enrique a buscar cincuenta cen.
tavos; cuando él me vió llegar. que yo me senté en un ban..
co de madera que había en el patio, salió hacia E..l patio y
se sentó junto conmigo en el mismo banco y ahí estabamos
hablando; en esos momentos salió por detrás de la cocina
el finado Raymundo Ureña y se espantó, haló por el revól-
ver y le dijo a Julio Enrique: "O me matas o te mato"; Ju-
lio Enrique no le hizo caso, dió la vuelta por detrás de mí
y juntos salimos a la calle por la puerta que quedaba pró-
xima; en eso Raymundo siguió provocando con palabras hi-
rientes a Julio Enrique y su hermana Mina le gritó, que
dejara eso y a ese escándalo, se juntó mucha gente; en eso
llegó José Horacio Ureña y se llevó a Julio Enrique en su
camioneta; al yo ver todo eso lo que hice que me fui de in-
mediato para mi casa"; que el testigo Segundo Marmolejos
declaró: "Yo no he visto ni vi ese caso; yo sí oí tres dispa-
ros, que no puedo precisar si fueron de escopeta o de qué";
y continuó declarando que no oyó más nada ni vió ni oyó
decir nada; y finalmente el testigo Pedro Tomás Reyes o
Rodríguez lo que declaró fue lo siguiente: "En una ocasión
yo fui a la casa donde vive Julio Enrique Ureña a cobrar-
le un dinero a éste, por orden de Vinicio González, con
quien trabajo; en el momento en que estaba allí, se encon-
traba Julio Enrique Ureña sentado al lado de su señora
cuando llegó su hermano Raymundo, enfurecido, de la finca
y parece ser que entre ambos habían sucedido disgustos
anteriores, lo cierto fue que cuando llegó haló por el revól-
ver contra Julio Enrique y éste lo que hizo fue que salió
huyendo y se escondió detrás de su madre, quien se encuen-
tra imposibilitada de caminar; al ver ésto, la señora de Ju-
lio Enrique tocó el grito, armándose un escándalo pero co-
mo yo estaba cerca, lo que hice fue intervenir para evitar
una tragedia, ya que Raymundo lo que quería era disparar-

le a Julio Enrique y si lo hubiera hecho, como quería, la
primera en perder la vida en ese caso era la madre de
ambos";

Considerando que obviamente al afirmar la Corte a-
qua que basó su convicción en esos testimonios, le dio
a los mismos un alcance y un sentido que no tienen, pues
ninguno de esos testigos presenció el hecho ni sabía acer-
ca del mismo; que por otra parte, al afirmar la Corte que
e basaba también "en numerosos datos y circunstancias

(lel expediente", no precisó cuáles eran esos datos y cir-
cunstancias; y, además, dió como se advierte un motivo
ago e impreciso; que por todo ello en el fallo impugnado

ha incurrido en los vicios de desnaturalización, de falta
e base legal y de insuficiencia de motivos que alega el re-

( urrente; que, por tanto, dicho fallo debe ser casado;
Considerando que cuando un fallo es casado por falta

de base legal o de motivos, las costas pueden ser compen-
-adas, según el artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento
,,e Casación;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de Santiago, en fecha 13 de no-
viembre de 1968, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo, y envía el caso por ante la Cor-
te de Apelación de La Vega, en sus atribuciones crimina-
les; Segundo: Compensa las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.



SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona, de fecha
7 de mayo de 1969

Materia: Correccional

Recurrente: Estado Dominicano

Interviniente: Ulises Féliz Peña
Abogado: Dr. David Vicente Vidal Matos

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 19 del mes de noviembre de 1969, años 1269 de la Inde-
pendencia y 1079 de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Estado
Dominicano, contra la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Barahona, pronunciada en atribuciones co-
rreccionales, en fecha 7 de mayo de 1969, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 22 de mayo de 1969,
a requerimiento de la Dra. Wilhelmina Suero Méndez, cé-
dula 15890, serie 18, en representación del recurrente. en

*la cual se invoca la violación del artículo 1ro. de \la Ley
:771 de 1961 y se alega que "no ha existido falta alguna

Rdel Conductor, sino la falta exclusiva de la víctima" y que
"en casos de menores los padres tienen la responsabilidad
de sus actos, sea cual fuere su acción por su situación ju-
rídica de menores de edad";

Visto el escrito firmado por el Dr. David Vicente Vi-
dal Matos, cédula 26045, serie 18, abogado del intervinien-
te, que lo es Ulises Féliz Peña, dominicano, mayor de edad,
casado, cédula 3101, serie 19, domiciliado en Barahona;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
a r do y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley 5771

4e 1961, 1384 del Código Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a)
nue con motivo de un accidente automovilístico, ocurrido el
lro. de noviembre de 1967 en la ciudad de Barahona, en el
ettal resultó muerta la menor. Luci Inés Féliz Rubio, de
ares años de edad, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-

ito Judicial de Barahona, dictó el 21 de agosto del 1968
l ila sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero:

1 ),-selarar como en efecto Declara, re gular y válida la cons-
flición en parte civil hecha en audiencia por Ulises Féliz,
or haber sido hecha de conformidad con la Ley. Segun-

Declarar como en efecto Declara, al nombrado Juan
'Intik] culpable del delito de violación a la ley sobre ac-

eidente ocasionados con el manejo de vehículos de motor,
homicidio involuntario, en perjuicio de la menor, que en
vida se llamó Lucy Inés Rubio, y en consecuencia condena
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1969

, Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona, de fecha
7 de mayo de 1969

Materia: Correccional

Recurrente: Estado Dominicano

Interviniente: Ulises Feliz Peña
Abogado: Dr. David Vicente Vidal Matos

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de id
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 19 del mes de noviembre de 1969, años 126 9 de la Inde-
pendencia y 1079 de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Estado
Dominicano, contra la sentencia dictada por la Corte de

Apelación de Barahona, pronunciada en atribuciones co-
rreccionales, en fecha 7 de mayo de 1969, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
secretaría de la Corte a-qua, en fecha 22 de mayo de 1969.
a requerimiento de la Dra. Wilhelmina Suero Méndez, cé-

- dula 15890, serie 18, en representación del recurrente. en
41a cual se invoca la violación del artículo 1ro. de \la Ley
5771 de 1961 y se alega que "no ha existido falta alguna

p del Conductor, sino la falta exclusiva de la víctima" y que
"en casos de menores los padres tienen la responsabilidad
de sus actos, sea cual fuere su acción por su situación ju-
rídica de menores de edad";

Visto el escrito firmado por el Dr. David Vicente Vi-
dal Matos, cédula 26045, serie 18, abogado del intervinien-
te, que lo es Ulises Féliz Peña, dominicano, mayor de edad,
casado, cédula 3101, serie 19, domiciliado en Barahona;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
herado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley 5771
ae 1961, 1384 del Código Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre

-..'rocedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente automovilístico, ocurrido el
iro. de noviembre de 1967 en la ciudad de Barahona, en el
,rual resultó muerta la menor. Luci Inés Féliz Rubio, de
1 res años de edad, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-

-ito Judicial de Barahona, dictó el 21 de agosto del 1968
l ila sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero:

1 I-clarar como en efecto Declara, re gular y válida la cons-
ttición en parte civil hecha en audiencia por Ulises Féliz,

r)r haber sido hecha de conformidad con la Ley. Segun-
n: Declarar como en efecto Declara, al nombrado Juan
lorián culpable del delito de violación a la ley sobre ac-

cidente ocasionados con el manejo de vehículos de motor,
homicidio involuntario, en perjuicio de la menor, que en
vida se llamó Lucy Inés Rubio, y en consecuencia condena
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tninicano, en su ya dicha calidad, al pago de las costas del
procedimiento de la presente instancia, con distracción de

las mismas a favor del Doctor David V. Vidal Matos, abo-
gado de la parte civil constituida, quien afirmó haberlas
avanzado en su mayor parte";

Considerando, que el recurrente alega en síntesis, en
el acta del recurso de casación, que se le ha condenado al
pago de una indemnización de RD$3,000.00 en favor de la
parte civil constituida a pesar de que no existe falta algu-
na del conductor del vehículo que ocasionó el accidente;
que ese hecho ocurrió a causa de la falta de la víctima,
Lucy Inés Féliz Rubio; que los padres tienen la responsa-
bilidad de los actos realizados por sus hijos menores de
edad;

a dicho prevenido a pagar RD$25.00 de multa, acogiendo
a su favor el beneficio de circunstancias atenuantes. Ter-
cero: Declarar que en la realización del accidente, partici-
paron tanto la falta del conductor, así como la falta de la
víctima. Cuarto: Condena a Juan Florián y al Estado Do-
minicano, parte civilmente responsable, a pagar la suma
de RD$4,000.00 como justa indemnización por los daños
morales y materiales ocasionados a dicha parte, con la
falta delictuosa cometida por el prevenido; Quinto: Conde-
na a Juan Florián y al Estado Dominicano, al pago de las
costas con distracción de las mismas, en favor del Dr. Da-
vid V. Vidal Matos, por haber informado haberlas avan-
zado en su mayor parte"; b) que con motivo del recurso
de apelación interpuesto por el Estado Dominicano, perso-
na puesta en causa como civilmente responsable, intervino
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así:
"Falla: Primero: Declara regular y válido en la forma el
recurso de apelación interpuesto por la Doctora Wilhelmina
Suero Méndez, a nombre del Estado Dominicano, persona
civilmente responsable, en fecha 28 del mes de agosto del
año 1968, contra sentencia correccional dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Baraho-
na. en fecha 21 del mes de agosto del año 1968, cuyo dis-
positivo figura en otra parte del presente fallo; Segundo:
Modifica la sentencia recurrida, dentro del límite de la ape-
lación, y en consecuencia dispone: a) Declarar que en el
accidente automovilístico puesto a cargo del prevenido Juan
Florián, concurrieron la falta del conductor y la falta de
la víctima, en proporciones iguales; b) Condenar al Esta-
do Dominicano, puesto en causa como persona civilmente
responsable, a pagar al señor Ulises Feliz Peña, parte civil
constituida, la suma de Tres Mil Pesos (RD$3,000.00) como
justa indemnización por los daños y perjuicios sufridos por
dicha parte con motivo del hecho delictuoso cometido por
el prevenido Juan Florián; y c) Condenar al Estado Do-

Considerando, que la
ración de los elementos de prueba que fueron administra-
dos en la instrucción de la causa, dió por establecidos los
hechos siguientes: que el día 1 de noviembre de 1967, mien-
tras manejaba un automóvil propiedad del Estado, el cho-
fer Juan Florián, al llegar a la esquina formada por las ca-
lles Nuestra Señora del Rosario y María Montez, de la ciu-
dad de Barahona, produjo a la niña Luci Inés Féliz Rubio,
lesiones que le ocasionaron la muerte; que el hecho se de-

"Alti	 bió tanto a la negligencia del chofer Florián como a la de
la víctima del accidente; que en la sentencia impugnada
consta que el chofer Juan Florián no obstante haber visto,
con tiempo, que un grupo de niños corrían y voceaban de-
trás de una demente por la calle donde transitaba, no de-
tuvo su marcha, y por el contrario se distrajo mirando por
el lado del automóvil por lo que no pudo advertir la pre-
sencia de la niña delante del automóvil; que, asimismo, se
expresa en dicha sentencia que el accidente se debió, en
parte también, a que la niña Lucy Inés Féliz Rubio corría
por la calle María Montés, "sin el control de una persona

Corte a-qua, mediante la ponde-
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a dicho prevenido a pagar RD$25.00 de multa, acogiendo
a su favor el beneficio de circunstancias atenuantes. Ter-
cero: Declarar que en la realización del accidente, partici-
paron tanto la falta del conductor, así como la falta de la
víctima. Cuarto: Condena a Juan Florián y al Estado Do-
minicano, parte civilmente responsable, a pagar la suma
de RD$4,000.00 como justa indemnización por los daños
morales y materiales ocasionados a dicha parte, con la
falta delictuosa cometida por el prevenido; Quinto: Conde-
na a Juan Florián y al Estado Dominicano, al pago de las
costas con distracción de las mismas, en favor del Dr. Da-
vid V. Vidal Matos, por haber informado haberlas avan-
zado en su mayor parte"; b) que con motivo del recurso
de apelación interpuesto por el Estado Dominicano, perso-
na puesta en causa como civilmente responsable, intervino
la sentencia ahora impugnada. cuyo dispositivo dice así:
"Falla: Primero: Declara regular y válido en la forma el
recurso de apelación interpuesto por la Doctora Wilhelmina
Suero Méndez, a nombre del Estado Dominicano, persona
civilmente responsable, en fecha 28 del mes de agosto del
año 1968, contra sentencia correccional dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Baraho-
na. en fecha 21 del mes de agosto del año 1968, cuyo dis-
positivo figura en otra parte del presente fallo; Segundo:
Modifica la sentencia recurrida, dentro del límite de la ape-
lación, y en consecuencia dispone: a) Declarar que en el
accidente automovilístico puesto a cargo del prevenido Juan
Florián, concurrieron la falta del conductor y la falta de
la víctima, en proporciones iguales; b) Condenar al Esta-
do Dominicano, puesto en causa como persona civilmente
responsable, a pagar al señor Ulises Féliz Peña, parte civil
constituida, la suma de Tres Mil Pesos (RD$3,000.00) como
justa indemnización por los daños y perjuicios sufridos por
dicha parte con motivo del hecho delictuoso cometido por
el prevenido Juan Florián; y e) Condenar al Estado Do-
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ramicano, en su ya dicha calidad, al pago de las costas del
procedimiento de la presente instancia. con distracción de

las mismas a favor del Doctor David V. Vidal Matos, abo-
gado de la parte civil constituida, quien afirmó haberlas
avanzado en su mayor parte";

Considerando, que el recurrente alega en síntesis, en
el acta del recurso de casación, que se le ha condenado al
pago de una indemnización de RD$3,000.00 en favor de la
parte civil constituida a pesar de que no existe falta algu-
na del conductor del vehículo que ocasionó el accidente;
que ese hecho ocurrió a causa de la falta de la víctima,
Lucy Inés Féliz Rubio; que los padres tienen la responsa-
bilidad de los actos realizados por sus hijos menores de
edad;

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron administra-
dos en la instrucción de la causa, dió por establecidos los
hechos siguientes: que el día 1 de noviembre de 1967, mien-
tras manejaba un automóvil propiedad del Estado, el cho-
fer Juan Florián, al llegar a la esquina formada por las ca-
lles Nuestra Señora del Rosario y María Montez, de la ciu-
dad de Barahona. produjo a la niña Luci Inés Féliz Rubio,
lesiones que le ocasionaron la muerte; que el hecho se de-
bió tanto a la negligencia del chofer Florián como a la de
la víctima del accidente; que en la sentencia impugnada
consta que el chofer Juan Florián no obstante haber visto,
con tiempo, que un grupo de niños corrían y voceaban de-
trás de una demente por la calle donde transitaba, no de-
tuvo su marcha, y por el contrario se distrajo mirando por
el lado del automóvil por lo que no pudo advertir la pre-
sencia de la niña delante del automóvil; que, asimismo, se
expresa en dicha sentencia que el accidente se debió, en
parte también, a que la niña Lucy Inés Féliz Rubio corría
por la calle María Montés, "sin el control de una persona

v.
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mayor, al pretender cruzar la calle en el momento en cruc,
pasaba el vehículo que le causó la muerte; que o antes ex
puesto revela que se trata de una cuestión de hecho de la sj
berana apreciación de los jueces del fondo que no puede se„.
censurada en casación; que, además, el hecho así estable-
cido, a cargo del prevenido compromete la responsabiii.
dad civil del comitente, que en este caso es el Estado Do.
minicano, por lo cual los medios invocados por el recurren_
te carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que en cuanto a las condenaciones ci-
viles, que los jueces del fondo establecieron, que como co-
secuencia de la infracción cometida por el prevenido, la
parte civil constituida, Ulises Féliz, padre de la víctima, su-
frió daños y perjuicios, morales y materiales cuyo monto
apreciaron soberanamente en la suma de RD$3.000.00; que,
por tanto, al condenar al Estado Dominicano, puesto en
causa como persona civilmente responsable, en la senten-
cia impuemada se hizo una correcta aplicación del artícu-
lo 1384 del Código Civil;

Por tales motivos. Primero: Admite como intervinien-
te a Ulises Féliz Peña, parte civil constituida; Secundo:
Rechaza el recurso de casación interpuesto por el Estado
Dominicano contra la sentencia de la Corte de Apelación
de Barahona. dictada en sus atribuciones correccionales en
fecha 7 de mayo del 1989. cu yo dispositivo se coma en par-
te anterior del presente	 Terrero! Condena al rerrente
al naco de las costas civiles, con distracción de las misrn9c
en favor del Dr. David Vicente Vidal Matos. abocado del

interviniente, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche 1-T en

-ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani .— Francisco Elpidi°
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló .— Juan Bautista Ro"

jas
	 Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia

nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audienc ia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada , leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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mayor, al pretender cruzar la calle en el momento en qui„
pasaba el vehículo que le causó la muerte; que o a ntes ex
puesto revela que se trata de una cuestión de hecho de la

.berana apreciación de los jueces del fondo que no puede se.
censurada en casación; que, además, el hecho así estable:
cido, a cargo del prevenido compromete la responsabiii.
dad civil del comitente, que en este caso es el Estado Do -
minicano, por lo cual los medios invocados por el recurren.
te carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que en cuanto a las condenaciones ci-
viles, que los jueces del fondo establecieron, que como co-
secuencia de la infracción cometida por el prevenido, la
parte civil constituida. Ulises Féliz, padre de la víctima, su.
frió daños y perjuicios, morales y materiales cuyo monto
apreciaron soberanamente en la suma de RD83,000.00; que,
por tanto, al condenar al Estado Dominicano, puesto en
causa como persona civilmente responsable, en la senten-
cia impugnada se hizo una correcta aplicación del artícu-
lo 1384 del Código Civil;

Por tales motivos. Primero: Admite como intervinien-
te a Ulises Féliz Peña, parte civil constituida; See-undo:
Rechaza el recurso de casación interpuesto por el Estado
Dominicano contra la sentencia de la Corte de Apelación
de Barahona. dictada en sus atribuciones correccionales en
fecha 7 de mayo del 1091. cuyo dispositivo se coryia en par-
te anterior del presente fallo: Tercero: Condena al rerrente
al pallo de las costas civiles, con distracción de las misin2c
en favor del Dr. David Vicente Vidal Matos. abogado del
interviniente, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen"
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani .— Francisco ElPidi°
Beras	 Joaquín M. Alvarez Perelló .— Juan Bautista Ro"

jas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
Tos señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada , leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.



SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de via.
coris, de fecha 20 de diciembre de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Heriberto Guerrero
Abogado: Dr. Diómedes de los Santos

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Fran-
cisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bau-
tista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,

Distrito Nacional, hoy día 19 del mes de Noviembre de
1969. años 126° de la Independencia y 107 v de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación,
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Heriber-
to Guerrero, dominicano, mayor de edad, soltero, comer-
ciante, cédula No. 11064, serie 26, domiciliado en Nisibón,
Municipio de Miches, contra la sentencia dictada en atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San

pedro de Macorís, en fecha 20 de diciembre de 1968, cu-
yo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Diómedes de los Santos, cédula No. 9492,

serie 27, abogado del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído al Dr. Julián Suardí, cédula No. 5330, serie lra.,
abogado del interviniente, Hipólito Guerrero, parte civil
constitu ida , en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente, suscrito
por su abogado emstituído en fecha 8 de septiembre de
1969, y en el cual se invocan los medios de casación que
más adelante se indican;

Visto el escrito del interviniente, firmado por su abo-
gado, de fecha 8 de septiembre del mismo año;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 367 y 372 del Código Penal,
1315 y 1382 del Código Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la decisión impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
en ocasión de una querella presentada por Hipólito Gue-
rrero ante las autoridades policiales de Miches, en fecha
16 de mayo de 1967, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de El Seibo, dictó en fecha 23 de febre-
ro de 1968, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla:
Primero: Que debe admitir y admite la constituc:ón en par-
te Civil del agraviado Hipólito Guerrero; Segundo • Que de-
be declarar y declara culpable al nombrado Heriberto Gue-
rrero, inculpado de violación a los arts. 367, 371 y 372 C. P.
(le difamación e injurias en perjuicio de Hipólito Guerrero;

Interviniente: Hipólito Guerrero
Abogado: Dr. Julián Suardí
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Materia: Correccional

Recurrente: Heriberto Guerrero
Abogado: Dr. Diómedes de los Santos

Interviniente: Hipólito Guerrero
Abogado: Dr. Julián Suardí

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Fran-
cisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bau-
tista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
Rus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 19 del mes de Noviembre de
19(39, años 126^ de la Independencia y 107 9 de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación,
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Heriber-
to Guerrero, dominicano, mayor de edad, soltero, come r

-ciante, cédula No. 11064, serie 26. domiciliado en Nisibón,
Municipio de Miches, contra la sentencia dictada en atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San

piro de Macorís, en fecha 20 de diciembre de 1968, cu-
yo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Diómedes de los Santos, cédula No. 9492,

serie 
27, abogado del recurrente, en la lectura de sus con-

clusiones;
Oído al Dr. Julián Suardí, cédula No. 5330, serie lra.,

abogado del interviniente, Hipólito Guerrero, parte civil
constitu ida , en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente, suscrito
por su abogado cmstituído en fecha 8 de septiembre de
1969, y en el cual se invocan los medios de casación que
más adelante se indican;

Visto el escrito del interviniente, firmado por su abo-
gado, de fecha 8 de septiembre del mismo año;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 367 y 372 del Código Penal,
1315 y 1382 del Código Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la decisión impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
en ocasión de una querella presentada por Hipólito Gue-
rrero ante las autoridades policiales de Miches, en fecha
16 de mayo de 1967, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de El Seibo, dictó en fecha 23 de febre-
ro de 1968. una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla:
Primero: Que debe admitir y admite la constitución en par-
te civil del agraviado Hipólito Guerrero; Segundo- Que de-
be declarar y declara culpable al nombrado Heriberto Gue-
rrero, inculpado de violación a los arts. 367, 371. y 372 C. P.
de difamación e injurias en perjuicio de Hipólito Guerrero;
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Tercero: Que debe condenarlo y condena a Heriberto Gue,
rrero al pago de una multa de RD$25.00 y al pago de las ce,
las; Cuarto: Que debe condenarlo y condena a FIeribertO
Guerrero al pago de una indemnización de RD500.00 P or los
daños morales y materiales sufridos por el Sr. Hipóiito Gue
rrero al pago inmediato; Quinto: Que debe condenarlo ;
condena a Heriberto Guerrero al pago de las costas eivi.
les en provecho de los abogados que lo representan, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad"; y b) que
sobre apelación del prevenido, la Corte de Apelación de
San Pedro de Macorís, dictó en fecha 2 de diciembre de
1968, la decisión ahora impugnada con el siguiente dispo-
sitivo: "Falla: Primero: Admite como regular y válido, en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por
el Doctor J. Diómedes de los Santos Céspedes, abogado, a
nombre y en representación del inculpado Heriberto Gue-
rrero, contra sentencia dictada, en atribuciones correccio-
nales y en fecha 23 de febrero de 1968, por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de El Seibo, que
condenó al referido inculpado Heriberto Guerrero, a una
multa de veinticinco pesos oro (RDS25.00), por el delito
de violación a los artículos 367. 371 y 372 del Código Penal.
(difamación e injurias), en perjuicio de Hipólito Guerrero
(a) Polito; a una indemnización de quinientos pesos oro
(RD$500.00), en beneficio de Hipólito Guerrero (a) Polito,
parte civil constituída, por los daños morales y materiales
sufridos; y lo condenó además, al pago de las costas pena-
les y civiles, con distracción de las últimas en provecho de
los Doctores Víctor Lemoine Belliard y Manuel A. Nolasco
Guzmán, por afirmar haberlas avanzado en su totalidad.
Segundo: Rechaza, por improcedente y mal fundadas, las
conclusiones formuladas por el inculpado Heriberto Gue-
rrero, en la audiencia celebrada por esta Corte de Apela-
ción el día 20 de septiembre de 1968. y por mediación de
su ahogado constituído el Doctor J. Diómedes de los San-
tos Céspedes. Tercero: Confirma los ordinales primero, s e-
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„raudo, tercero y quinto de la sentencia objeto del presente
recurso de apelación. Cuarto: Modifica el ordinal cuarto

de la sentencia apelada y por propia autoridad, condena al
aludido inculpado Heriberto Guerrero, a pagar una indem-
nización de tres cientos pesos oro (RD$300.00), en favor
de Hipól ito Guerrero (a) Polito, parte civil constituida.
Quinto: Condena a dicho inculpado Heriberto Guerrero, al
pago de las costas penales y civiles, con distracción de las
últimas en provecho del Licenciado Julián Suardí, quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte";

Considerando que en apoyo de su recurso, el recurren-
te invoca los siguientes medios: Primer Medio: Contradic-
ción entre los motivos y el dispositivo de la sentencia; Se-
gundo Medio: Falta de base legal e insuficiencia de motivos
o motivos erróneos; Tercer Medio: Desnaturalización de
hechos, violación del artículo 1315 del Código Civil, au-
sencia de motivos en otro aspecto, y falta y ausencia de
las conclusiones del impetrante en la sentencia recurrida;

Considerando que en apoyo del primer medio del me-
morial, el recurrente alega, en síntesis, que la Corte a-qua
da por admitido en los motivos de su decisión, la existen-
cia del delito de injurias; que, sin embargo, en el disposi-
tivo se condena al prevenido, actual recurrente, por los de-
litos de difamación e injurias, imponiéndole así una pena
que excede a la de que legalmente le corresponde; pero,

Considerando que la Corte a-qua dió por establecido
mediante la ponderación de las declaraciones oídas ante ella
que el prevenido Heriberto Guerrero, profirió en su propio
establecimiento comercial, y, referidas al actual recurrido..
las siguientes expresiones: "vago, ladrón e hijo de la gran
puta", que la Corte a-qua calificó correctamente como in-
jurias; que si ciertamente en el dispositivo del fallo impug-
nado se confirma la sentencia apelada, dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia de El Seibo, en cuanto, como
consta en su primer ordinal, se condenó al prevenido a

1
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Tercero: Que debe condenarlo y condena a Heriberto Gues
rrero al pago de una multa de RD$25.00 y al pago de las ce,
las; Cuarto: Que debe condenarlo y condena a Heriberto'
Guerrero al pago de una indemnización de RD500 00 Por los
daños morales y materiales sufridos por el Sr. Hipóiito Gue

srrero al pago inmediato; Quinto: Que debe condenarlo y
condena a Heriberto Guerrero al pago de las costas ejvi..
les en provecho de los abogados que lo representan, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad"; y b) que
sobre apelación del prevenido, la Corte de Apelación de
San Pedro de Macorís, dictó en fecha 2 de diciembre de
1968, la decisión ahora impugnada con el siguiente dispo-
sitivo: "Falla: Primero: Admite como regular y válido, en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por
el Doctor J. Diómedes de los Santos Céspedes, abogado, a
nombre y en representación del inculpado Heriberto Gue-
rrero, contra sentencia dictada, en atribuciones correccio-
nales y en fecha 23 de febrero de 1968, por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de El Seibo, que
condenó al referido inculpado Heriberto Guerrerc. a una
multa de veinticinco pesos oro (RD$25.00), por el delito
de violación a los artículos 367. 371 y 372 del Código Penal.
(difamación e injurias), en perjuicio de Hipólito Guerrero
(a) Polito: a una indemnización de quinientos pesos oro
(RD$500.00), en beneficio de Hipólito Guerrero (a) Polito,
parte civil constituida, por los daños morales y materiales
sufridos; y lo condenó además, al pago de las costas pena-
les y civiles, con distracción de las últimas en provecho de
los Doctores Víctor Lemoine Belliard y Manuel A. Nolasco
Guzmán, por afirmar haberlas avanzado en su totalidad.
Segundo: Rechaza, por improcedente y . mal fundadas, las
conclusiones formuladas por el inculpado Heriberto Gue-
rrero, en la audiencia celebrada por esta Corte de Ape la

-ción el día 20 de septiembre de 1968, v. por mediación de
su abogado constituido el Doctor J. Diómedes de los S an

-tos Céspedes. Tercero: Confirma los ordinales primero, se-

oil do , tercero y quinto de la sentencia objeto del presente
'recurso de apelación. Cuarto: Modifica el ordinal cuarto
de la sentencia apelada y por propia autoridad, condena al
aludido inculpado Heriberto Guerrero, a pagar una indem-
nización de tres cientos pesos oro (RD$300.00), en favor
de Hipólito Guerrero (a) Polito, parte civil constituida.
Quinto: Condena a dicho inculpado Heriberto Guerrero, al
pago de las costas penales y civiles, con distracción de las
últimas en provecho del Licenciado Julián Suardí, quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte";

Considerando que en apoyo de su recurso, el recurren-
te invoca los siguientes medios: Primer Medio: Contradic-
ción entre los motivos y el dispositivo de la sentencia; Se-
gundo Medio: Falta de base legal e insuficiencia de motivos
o motivos erróneos; Tercer Medio: Desnaturalización de
hechos, violación del artículo 1315 del Código Civil, au-
sencia de motivos en otro aspecto, y falta y ausencia de
las conclusiones del impetrante en la sentencia recurrida;

Considerando que en apoyo del primer medio del me-
morial, el recurrente alega, en síntesis, que la Corte a-qua
da por admitido en los motivos de su decisión, la existen-
cia del delito de injurias; que, sin embargo, en el disposi-
tivo se condena al prevenido, actual recurrente, por los de-
litos de difamación e injurias, imponiéndole así una pena
que excede a la de que legalmente le corresponde; pero,

Considerando que la Corte a-qua dió por establecido
mediante la ponderación de las declaraciones oídas ante ella
que el prevenido Heriberto Guerrero, profirió en su propio
establecimiento comercial, y, referidas al actual r ecurride.
las siguientes expresiones: "vago, ladrón e hijo de la gran
puta", que la Corte a-qua calificó correctamente como in-
jurias; que si ciertamente en el dispositivo del fallo impug-
nado se confirma la sentencia apelada, dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia de El Seibo, en cuanto, como
consta en su primer ordinal, se condenó al prevenido a
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una multa de RD$25.00 por los delitos de difamación e in.
jurias, no es menos cierto que la pena impuesta por la
Corte a-qua está legalmente justificada, toda vez que se-
gún resulta de la parte final del articulo 372 del Código
Penal, la injuria que se dirija a particuares, se castiga con
multa de cinco a cincuenta pesos, términos extremos den-
tro de los cuales se ubica la multa de RD$25.00 impuesta
al ahora recurrente; que, por tanto, el medio qge se exa-
mina se desestima por carecer de fundamento;

Considerando que en el desenvolvimiento de los me-
dios segundo y tercero del memorial, a cuyo examen se pro-
cederá conjuntamente, el recurrente alega, en síntesis, que
el juez de primer grado no podía basar su sentencia única-
mente en lo declarado por la parte civil y los testigos pro-
puestos por ella; que los únicos testigos sobre cuyas de-
claraciones hubiera podido fundar su sentencia, o sea los
testigos a cargo, no fueron oídos por dicho juez, sino por
el juez a quien sustituyó cuando el asunto estaba en esta-
do de ser fallado, y los cuales no fueron oídos en la nueva
instrucción efectuada por el último juez; que, por otra
parte, la Corte a-qua no podía desestimar sobre el único e
insuficiente motivo de que el juez de primer grado basó su
decisión "en su íntima convicción", las conclusiones presen-
tadas ante dicha Corte proponiendo la nulidad de la deci-
sión apelada, por las razones arriba expresadas, y además
porque dichos testigos no fueron oídos bajo la fe del jura-
mento; que, el querellante, constituido en parte civil, ha
variado en todas las audiencias, aún las efectuadas por la
Corte a-qua, todas las declaraciones dadas en relación con
el caso, a partir de su querella, y referentes a las expre-
siones que consideró ofensivas para él; que por último la
Corte a-qua sólo consideró la sentencia dictada por el juez
a-quo, olvidando Que existía una sentencia condenatoria
anterior con lo cual se violó el principio de que una per

-sona no puede ser juzgada dos veces por la misma causa;
pero,

----
Considerando que por efecto de la apelación general

declarada por el actual recurrente, le fue devuelto a la Cor-

le a-qua todo el caso para una nueva sustanciac ión del pro-
ceso; que, de consiguiente, dicha Corte en principio, no te-
nía que ponderar la regularidad de la sentencia apelada,
sino, por el efecto devolutivo de la apelación interpuesta'
instruir, y juzgar el caso a fondo, como lo hizo; que en
cuanto al alegato relativo a la nulidad de la sentencia ape-
lada por existir una sentencia anterior del mismo juzga-
do condenando al recurrente por la misma infracción im-
putádale, ni del examen del fallo impugnado ni de las ac-
tas de las audiencias celebradas por la Corte a-qua resul-
ta aue se formularán conclusiones en tal sentido, no ha-
biéndose hecho, por lo demás, prueba alguna de lo denun
ciado en este orden por ante esta Suprema Corte de Jus-
ticia; que, por último, carece de relevancia que en el cui -
so de las audiencias efectuadas en las jurisdicciones reco-
rridas por el caso, el querellante variara las declaraciones
originalmente expresadas al formular su querella contra el
actual recurrente, pues, y ya ha sido consignado anterior-
mente, la Corte a-qua, para dictar su fallo se fundó sola-
mente en las declaraciones de Dos testigos que depusieron
en apoyo de la prevención; que por lo anteriormente ex-
puesto los medios segundo y tercero son desestimados, por
carecer de fundamento;
1 1= Considerando que la Corte a-qua, después de haber de-
clarado culpable al prevenido del delito de injurias en per-
juicio del actual recurrido, Hipólito Guerrero, constituido
en parte civil, ha estimado que dicho recurrido ha sufrido
daños morales que apreció dicha Corte soberanamente, en
la suma de RD$300.00; que, por consiguiente al condenar al
prevenido a pagar la referida suma en provecho de la par-
te civil constituida, a título de indemnización, hizo una co-
rrecta aplicación del artículo 1382 del Código Civil;

Considerando que examinada en sus demás aspectos.
Y en cuanto concierne al interés del prevenido, la senten-
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una multa de RD$25.00 por los delitos de difamación e in,
jurias, no es menos cierto que la pena impuesta por la
Corte a-qua está legalmente justificada, toda vez que se-
gún resulta de la parte final del articulo 372 del Código
Penal, la injuria que se dirija a particuares, se castiga con
multa de cinco a cincuenta pesos, términos extremos den-
tro de los cuales se ubica la multa de RD$25.00 impuesta
al ahora recurrente; que, por tanto, el medio qge se exa-
mina se desestima por carecer de fundamento;

Considerando que en el desenvolvimiento de los me-
dios segundo y tercero del memorial, a cuyo examen se pro-
cederá conjuntamente, el recurrente alega, en síntesis, que
el juez de primer grado no podía basar su sentencia única-
mente en lo declarado por la parte civil y los testigos pro-
puestos por ella; que los únicos testigos sobre cuyas de-
claraciones hubiera podido fundar su sentencia, o sea los
testigos a cargo, no fueron oídos por dicho juez, sino por
el juez a quien sustituyó cuando el asunto estaba en esta-
do de ser fallado, y los cuales no fueron oídos en la nueva
instrucción efectuada por el último juez; que, por otra
parte, la Corte a-qua no podía desestimar sobre el único e
insuficiente motivo de que el juez de primer grado basó su
decisión "en su íntima convicción", las conclusiones presen-
tadas ante dicha Corte proponiendo la nulidad de la deci-
sión apelada, por las razones arriba expresadas, y además
porque dichos testigos no fueron oídos bajo la fe del jura-
mento; que, el querellante, constituido en parte civil, ha
variado en todas las audiencias, aún las efectuadas por la
Corte a-qua,, todas las declaraciones dadas en relación con
el caso, a partir de su querella, y referentes a las expre-
siones que consideró ofensivas para él; que por último la
Corte a-qua sólo consideró la sentencia dictada por el juez
a-quo, olvidando que existía una sentencia condenatoria
anterior con lo cual se violó el principio de que una per

-sona no puede ser juzgada dos veces por la misma causa;
pero,
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Considerando que por efecto de la apelación general
declarada por el actual recurrente, le fue devuelto a la Cor-

te a-qua todo el caso para una nueva sustanciación del pro-
ceso; que, de consiguiente, dicha Corte en principio, no te-
nía que ponderar la regularidad de la sentencia apelada,
sino, Por el efecto devolutivo de la apelación interpuesta,
instruir, y juzgar el caso a fondo, como lo hizo; que en
cuanto al alegato relativo a la nulidad de la sentencia ape-
lada por existir una sentencia anterior del mismo juzga-
do condenando al recurrente por la misma infracción im-
putáda le, ni del examen del fallo impugnado ni de las ac-
tas ae las audiencias celebradas por la Corte a-qua resul-
ta ve se formularán conclusiones en tal sentido, no ha-
biéndnse hecho, por lo demás, prueba alguna de lo denun
ciado en este orden por ante esta Suprema Corte de Jus-
ticia; que, por último, carece de relevancia que en el cui-
so de las audiencias efectuadas en las jurisdicciones reco-
rridas por el caso, el querellante variara las declaraciones
originalmente expresadas al formular su querella contra el
actual recurrente, pues, y ya ha sido consignado anterior-
mente, la Corte a-qua, para dictar su fallo se fundó sola-
mente en las declaraciones de los testigos que depusieron
en apoyo de la prevención; que por lo anteriormente ex-
puesto los medios segundo y tercero son desestimados, por
carecer de fundamento;

Considerando que la Corte a-qua, después de haber de-
clarado culpable al prevenido del delito de injurias en per-
juicio del actual recurrido, Hipólito Guerrero, constituido
en parte civil, ha estimado que dicho recurrido ha sufrido
daños morales que apreció dicha Corte soberanamente, en
la suma de RD$300.00; que, por consiguiente al condenar al
prevenido a pagar la referida suma en provecho de la par-
te civil constituída. a título de indemnización, hizo una co-
rrecta aplicación del artículo 1382 del Código Civil;

Considerando que examinada en sus demás aspectos,
Y en cuanto concierne al interés del prevenido, la senten-
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cia impugnada no contiene ningún vicio que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniera_
te a Hipólito Guerrero; Segundo: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Heriberto Guerrero, contra la sena
tencia dictada en atribuciones correccionales pa; la Corte
de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha 20 de di.
ciembre de 1968, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo; y, Tercero: Condena al recu-
rrente al pago de las costas, cuya distracción se ordena en
provecho del Licenciado Julián Suardí, por declarar ha-
berlas avanzado;

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Francisco Elpidio Beras.-- Joaquín M. Alvarez
Perdió.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada pcl
los señores Jueces que figuran en su encabez ,nniento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, '.oída y publicada por mí, Secretario General,'
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
de fecha 5 de agosto de 1968

Recurrente : Leandro o Alejandro Mercedes
Abogado: Dr. Eienvenido Amaro

Recurrido: Ventura Santana
Abogado: Dr. O. M. Sócrates Peña López

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana,

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Ml. La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani; Francisco Elpidio Beras; Joaquín M. Al-
varez Perelló; Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 19 de noviembre de 1969, años 126 9 de
la Independencia y 107• de la Restauración, dicte en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Leandro
o Alejandro Mercedes, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, agricultor, domiciliado en Arenoso, Municipio de Villa
Riva, Provincia Duarte, portador de la cédula No. 2221, se-
rie 58, contra la sentencia dictada en atribuciones civiles
por la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en
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cia impugnada no contiene ningún vicio que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien.
te a Hipólito Guerrero; Segundo: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Heriberto Guerrero, contra la sea.
tencia dictada en atribuciones correccionales poi . la Corte
de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha 20 de di-
ciembre de 1968, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo; y, Tercero: Condena al recu-
rrente al pago de las costas, cuya distracción se ordena en
provecho del Licenciado Julián Suardí, por declarar ha-
berlas avanzado;	 ‘1

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
rfquez.— Francisco Elpidio Beras.-- Joaquín M. Alvarez
Pero% .— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1969

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís de fecha 5 de agosto de 1968

materia: Civil

uccurrente: Leandro o Alejandro Mercedes
.‘horado: Dr. Bienvenido Amaro

Recurrido : Ventura Santana

Abogado: Dr. O. M. Sócrates Peña López

Dios, Patria y Libertad
República Donúnic,ana

Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus•.
tici:1, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Ml. La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani; Francisco Elpidio Beras; Joaquín M. Al-
varez Perelló; Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 19 de noviembre de 1969, años 126^ de
la Independencia y 107 9 de la Restauración, dieta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Leandro
o Alejandro Mercedes, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, agricultor, domiciliado en Arenoso, Municipio de Villa
Riva, Provincia Duarte, portador de la cédula No. 2221, se-
rie 58, contra la sentencia dictada en atribuciones civiles
por la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en
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fecha 5 de agosto de 1968, cuyo dispositivo se c opiará más
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 4,1.
Oído al Dr. 	R. Bienvenido Amaro, portador de 11 cé-

dula No. 21463, serie 47, abogado del recurrente, en la lec-
tura de sus conclusiones;

Oído al Dr. O. M. Sócrates Peña López, portador de
la cédula No. 23753, serie 56, abogado del recurrido Ven-
tura Santana, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 5 de febre-
ro de 1959, suscrito por el abogado del recurrente, y en el
cual se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, de fecha 8
de marzo de 1969, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los Artículos 141 y 188 del Código de Pro-
cedimiento Civil; 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la decisión impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente : a)
que con motivo de una demanda en reparación de daños y
perjuicios, incoada por Leandro o Alejandro Mercedes, con-
tra el actual recurrente Ventura Santana, la Cámara Ci-
vil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Duarte, dictó en fecha 16 de octubre de
1967, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Condena al señor Ventura Santana al pago en
favor de Leandro o Alejandro Mercedes, de una indemni

-zación de Un Mil Ochocientos Pesos Oro (RD$1,800.00),
como justas reparaciones de los daños y perjuicios morales
y materiales experimentados por el último a causa de la

a 	 por robo criminal presentada por el primero:—
SEGUNDO:— Condena al señor Ventura Santana al pago
de las costas del proceso, ordenando la distracción de las
mismas en favor del Dr. R. Bienvenido Amaro, abogado
que afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; b) que
habiendo interpuesto recurso de alzada el ahora recurri-
do contra dicha sentencia, la Corte de Apelación de San
Francisco de Macorís, dictó en fecha 5 de agosto de 1968,
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el si-
guiente : "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido
en cuanto a la forma el presente recurso de apelación, in-
tentado por el Sr. Ventura Santana contra sentencia dicta-
da por la Cámara CiVil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial Duarte, de fecha diez y
seis (16) de octubre del año mil novecientos sesenta y sie-
te (1967), cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior del presente fallo; SEGUNDO: Revoca en todas sus
partes la sentencia objeto del presente recurso de apela-
ción, y la Corte obrando por contrario imperio y autori-
dad propia rechaza la demanda en reclamación de daños y
perjuicios intentada por Leandro o Alejandro Mercedes
contra el Sr. Ventura Santana por improcedente y mal fun-
dada; TERCERO: Condena al Sr. Leandro o Alejandro Mer-
cedes, parte que sucumbe al pago de las costas, ordenando
su distracción en favor del Doctor O. M. Sócrates A. Peña
López, abogado que afirma haberlas avanzado en su mayor
parte";

Considerando que en apoyo de su recurso el recurrente
invoca los siguientes medios: Primer Medio: Violación del
Derecho de Defensa.— Segundo Medio: Violación de los
Artículos 1382 y 1383 del Código Civil.— Tercer Medio:
Violación del Artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil . Carencia de motivos respecto de conclusiones forma-
les_ Cuarto Medio: Desnaturalización de documentos del
proceso._ Quinto Medio: Motivación insuficiente";



7138	 BOLETIN JUDICIAL 130LETIN JUDICIAL	 7139

fecha 5 de agosto de 1968, cuyo dispositivo se copiará más
adelante;	 'Tus*

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. R. Bienvenido Amaro, portador de la cé-

dula No. 21463, serie 47, abogado del recurrente, en la lec..
tura de sus conclusiones;

Oído al Dr. O. M. Sócrates Peña López, portador de
la cédula No. 23753, serie 56, abogado del recurrido Ven..
tura Santana, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 5 de febre-
ro de 1959, suscrito por el abogado del recurrente, y en el
cual se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, de fecha 8
de marzo de 1969, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
nerado y vistos los Artículos 141 y 188 del Código de Pro-
cedimiento Civil; 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la decisión impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente : a)
que con motivo de una demanda en reparación de daños Y
perjuicios, incoada por Leandro o Alejandro Mercedes, con-
tra el actual recurrente Ventura Santana, la Cámara Ci-
vil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Duarte, dictó en fecha 16 de octubre de
1967, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Condena al señor Ventura Santana al pago en
favor de Leandro o Alejandro Mercedes, de una indemni-
zación de Un Mil Ochocientos Pesos Oro (RD$1,800.00),
como justas reparaciones de los daños y perjuicios morales
y materiales experimentados por el último a causa de la

----
ouerella por robo criminal presentada por el primero:—
s-FGUNDO:— Condena al señor Ventura Santana al pago
de las costas del proceso, ordenando la distracción de las
mismas en favor del Dr. R. Bienvenido Amaro, abogado
oue afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; b) que
habiendo interpuesto recurso de alzada el ahora recurri-
do contra dicha sentencia, la Corte de Apelación de San
Franci sco de Macorís, dictó en fecha 5 de agosto de 1968,
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el si-
guiente : "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido
en cuanto a la forma el presente recurso de apelación, in-
tentado por el Sr. Ventura Santana contra sentencia dicta-
da por la Cámara CiVil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial Duarte, de fecha diez y
seis (16) de octubre del año mil novecientos sesenta y sie-
te (1967), cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior del presente fallo; SEGUNDO: Revoca, en todas sus
partes la sentencia objeto del presente recurso de apela-
ción, y la Corte obrando por contrario imperio y autori-
dad propia rechaza la demanda en reclamación de daños y
perjuicios intentada por Leandro o Alejandro Mercedes
Contra el Sr. Ventura Santana por improcedente y mal fun-
dada; TERCERO: Condena al Sr. Leandro o Alejandro Mer-
cedes, parte que sucumbe al pago de las costas, ordenando
su distracción en favor del Doctor O. M. Sócrates A. Peña
López, abogado que afirma haberlas avanzado en su mayor
Parte";

Considerando que en apoyo de su recurso el recurrente
invoca los siguientes medios: Primer Medio: Violación del
Derecho de Defensa.— Segundo Medio: Violación de los
Artículos 1382 y 1383 del Código Civil.— Tercer Medio:
Violación del Artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil. Carencia de motivos respecto dé conclusiones' forma-
les_ Cuarto Medio: Desnaturalización de documentos del
proceso.— Quinto Medio: Motivación insuficiente";
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Considerando que en el desenvolvimiento del primer
medio del memorial, el recurrente alega, en síntesis, que
al notificar el abogado que lo representó en la instancia de
apelación, su constitución al abogado de la contraparte, lo
intimó, al mismo tiempo, para que le comunicara todos y ce.
da uno de los documentos que fuera a utilizar en el nuevo
debate; que al no optemperar al pedimento que le fuera
hecho a dicho abogado, en el sentido expresado, entendió,
continúa exponiendo el recurrente, que el entonces inti-
manto en la apelación no emplearía en apoyo de su de-
manda ningún documento que le fuera desconocido; que
no obstante, y para preservar su derecho de defensa, por
el ordinal quinto de sus conclusiones de audiencia pidió ex-
presamente que la Corte arqua, excluyera del debate todo
documento que no le hubiese sido legalmente notificado
previamente; que no obstante ésto, al dictar el fallo ahora
impugnado en casación, dicha Corte admitió como pruebas
decisivas sendas certificaciones expedidas por la Secretaría
del Juzgado de Instrucción del Distrito Judicial de Duarte
el 2 de febrero de 1968, la Secretaría de la Corte a-qua,
el 22 de septiembre de 1967, y por el Fiscalizador del Juz-
gado de Paz de Villa Riva, el 26 del mismo mes y año,
documentos todos cuyo contenido le era ignorado; aparte
de que tampoco le fueron notificado el escrito, cuyas con-
clusiones fueron leídas en la audiencia;

Considerando que el examen de la decisión impugnada
revela que, tal como ha sido alegado más arriba, al notifi-
car su constitución al abogado de la intimante, el del inti-
mado, o sea del actual recurrente, demandó de aquél le
comunicara todos los documentos de que fuera a usar en la
nueva instancia, y que posteriormente, en sus conclusio-
nes de audiencia, pidió se excluyeran del debate los docu-
rcentos depositados por dicho intimante, y que no le hu-
biesen sido legalmente notificados; que todo esto obligaba
a los jueces apoderados del recurso, independientemente de

e el entonces intimado no propusiera formalmente una
comunicación de documentos, a cerciorarse de si, efectiva-
mente, el apelante había depositado en apoyo de sus con-
clusiones documentos no notificados al actual recurrente,
y, de ser ello cierto, si no excluirlos de la causa, como le
fue peticionado, disponer por sentencia, y lo que entraba
dentro de sus facultades, previamente al fallo sobre el
fondo, se procediera a la comunicación de los mismos, a
fin de mantener así la igualdad de las partes en el debate
y, particularmente, preservar el derecho de defensa del
actual recurrente, sujeto a quedar vulnerado si se le pri-
vaba de la oportunidad de impugnar o discutir el conteni-
do de los mismos; que a esa solución no se oponía el que
en los Resultados de la sentencia apelada y en los motivos
del acto de apelación, piezas ambas depositadas en Secre-
taría, se hiciera una mención sumaria de los documentos
que el actual recurrente alega no le fueron comunicados,
y sobre los cuales, como se consigna en la decisión objeto
de la presente impugnación, se fundó en parte el fallo,
pues tal circunstancia no significa que ellos fueran nece-
sariamente conocidos por el entonces apelado y ahora re-
currente; tanto más cuanto que en ninguno de los motivos
de la decisión de primer grado se hizo ninguna ponderación
especial de los mismos; que. por tanto, y sin necesidad de
ponderar los demás medios del recurso, la sentencia im-
pugnada debe ser casada, por violación del derecho de de-
fensa del impugnante;

Considerando que las costas podrán ser compensadas
cuando la casación se funde en una violación de las reglas
procesales imputable al juez;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en
fecha 5 de agosto de 1968, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo y envía el asunto por
ante la Corte de Apelación de Santiago; Segundo: Compen-
sa las costas.
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Considerando que en el desenvolvimiento del primer
medio del memorial, el recurrente alega, en síntesis, que
al notificar el abogado que lo representó en la instancia de
apelación, su constitución al abogado de la contraparte, lo
intimó, al mismo tiempo, para que le comunicara todos y ea..
da uno de los documentos que fuera a utilizar en el nuevo
debate; que al no optemperar al pedimento que le fuera
hecho a dicho abogado, en el sentido expresado, entendió,
continúa exponiendo el recurrente, que el entonces inti-
mante en la apelación no emplearía en apoyo de su de-
manda ningún documento que le fuera desconocido; que
no obstante, y para preservar su derecho de defensa, por
el ordinal quinto de sus conclusiones de audiencia pidió ex-
presamente que la Corte a-qua, excluyera del debate todo
documento que no le hubiese sido legalmente notificado
previamente; que no obstante ésto, al dictar el fallo aho
impugnado en casación, dicha Corte admitió como pruebas
decisivas sendas certificaciones expedidas por la Secretaría
del Juzgado de Instrucción del Distrito Judicial de Duarte
el 2 de febrero de 1968, la Secretaría de la Corte a-qua,
el 22 de septiembre de 1967, y por el Fiscalizador del Juz-
gado de Paz de Villa Riva, el 26 del mismo mes y año,
documentos todos cuyo contenido le era ignorado; aparte
de que tampoco le fueron notificado el escrito, cuyas con-
clusiones fueron leídas en la audiencia;

Considerando que el examen de la decisión impugnada
revela que, tal como ha sido alegado más arriba, al notifi-
car su constitución al abogado de la intimante, el del inti-
mado, o sea del actual recurrente, demandó de aquél le
comunicara todos los documentos de que fuera a usar en la*
nueva instancia, y que posteriormente, en sus conclusio-
nes de audiencia, pidió se excluyeran del debate los docu-
mentos depositados por dicho intimante, y que no le hu-
biesen sido legalmente notificados; que todo esto obligaba
a los jueces apoderados del recurso, independientemente de

que el entonces intimado no propusiera formalmente una
comunicación de documentos, a cerciorarse de si, efectiva-
mente, el apelante había depositado en apoyo de sus con-
clusiones documentos no notificados al actual recurrente,
v, de ser ello cierto, si no excluirlos de la causa, como le
fue peticionado, disponer por sentencia, y lo que entraba
dentro de sus facultades, previamente al fallo sobre el
fondo, se procediera a la comunicación de los mismos, a
fin de mantener así la igualdad de las partes en el debate
y, particularmente, preservar el derecho de defensa del
actual recurrente, sujeto a quedar vulnerado si se le pri-
vaba de la oportunidad de impugnar o discutir el conteni-
do de los mismos; que a esa solución no se oponía el que
en los Resultados de la sentencia apelada y en los motivos
del acto de apelación, piezas ambas depositadas en Secre-
taría, se hiciera una mención sumaria de los documentos
que el actual recurrente alega no le fueron comunicados,
y sobre los cuales, como se consigna en la decisión objeto
de la presente impugnación, se fundó en parte el fallo,
pues tal circunstancia no significa que ellos fueran nece-
sariamente conocidos por el entonces apelado y ahora re-
currente; tanto más cuanto que en ninguno de los motivos
de la decisión de primer grado se hizo ninguna ponderación
especial de los mismos; que. por tanto, y sin necesidad de
ponderar los demás medios del recurso, la sentencia im-
pugnada debe ser casada, por violación del derecho de de-
fensa del impugnante;

Considerando que las costas podrán ser compensadas
cuando la casación se funde en una violación de las reglas
procesales imputable al juez;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en
fecha 5 de agosto de 1968, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo y envía el asunto por
ante la Corte de Apelación de Santiago; Segundo: Campen-
Sa las costas.



(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche
Manuel D. Bergés Chupani— Francisco Elpidio Beras.,
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Alnián,
zar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento , en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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sENTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMBRE DE 1969

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,

de fecha 25 de septiembre de 1968

Materia: Trabajo

Recurrente : León Ernesto Santana
Abogado: Dr. Tomás Mejía Portes

Recurrido: Chalas Hermanos, C. por A.

Abogado: Dr. Víctor M. Villegas y Lic. Fernando A. Chalas V.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani. Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional. hoy día 19 del mes de Noviembre de 1969,
años 1269 de la Independencia y 1079 de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por León Er-
nesto Santana, dominicano, mayor de edad, soltero, obre-
ro, cédula No. 13249, serie 1ra., domiciliado y residente en
la casa No. 91 de la calle José María Serra en "Villa Duar-
te" de esta ciudad, contra la sentencia de fecha 25 de sep-
tiembre de 1968, dictada por la Cámara de Trabajo del

a
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(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— FernandoE. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche
Manuel D. Bergés Chupani— Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Altnán.
zar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada porlos señores Jueces que figuran en su encabezamiento, enla audiencia pública del día, mes y año en él expresados, yfue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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soTTENCIA DE FECHA 19 DE NOVIEMB RE DE 1969

sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 25 de septiembre de 1968

Materia: Trabajo

Recurrente: León Ernesto Santana
Abogado: Dr. Tomás Mejía Portes

Recurrido: Chalas Hermanos, C. por A.
Abogado: Dr. Víctor M. Villegas y Lic. Fernando A. Chalas V.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán. Dis-
trito Nacional, hoy día 19 del mes de Noviembre de 1969,
años 1269 de la Independencia y 107 9 de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por León Er-
nesto Santana, dominicano, mayor de edad, soltero, obre-
ro, cédula No. 13249, serie ira., domiciliado y residente en
la casa No. 91 de la calle José María Serra en "Villa Duar-
te" de esta ciudad, contra la sentencia de fecha 25 de sep-
tiembre de 1968, dictada por la Cámara de Trabajo del
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Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelan
Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Tomás Mejía Portes, cédula No. 9629, se.

rie 27, abogado del recurrente en la lectura de sus concia.
siones;

Oído al Dr. Víctor M. Villegas, cédula No. 22161, se_
rie 23, por sí y por el Lic. Fernando A. Chalas V., cédula
No. 7395, serie lra., abogados de la recurrida Chalas Her-
manos, C. por A., compañía por acciones organizada de
acuerdo con las leyes dominicanas, con su domicilio social
en esta ciudad y oficinas instaladas en la casa No. 11 de
la calle "Dr. Delgado", de la misma, debidamente repre-
sentada por su Presidente-Tesorero señor Miguel Angel
Chalas Valdés, mayor de edad, dominicano, soltero, co-
merciante, de este domicilio y residencia, cédula No. 26285,
serie 1ra.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gener
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 21 de Abril
de 1969, y suscrito por el abogado del recurrente, en el
cual se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 2 de Junio de
1969. suscrito por los abogados de la recurrida;

Visto el escrito de ampliación del recurrente de fecha
21 de Abril de 1969;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 2. 6, 29 y 691 del Código
de Trabajo; 51, 55 y 57 de la Ley No. 637 de 1944, Sobre
Contrato de Trabajo; 5 y 16 de la Ley No. 302 de 1964;
1315 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley Sobre Proced i

-miento de Casación;
Considerando que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser conci-
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nada, intentada por el actual recurrente contra la actual

1
ccurricla, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
(. ¡anal, dictó en fecha 20 de Marzo de 1968, una sentencia
con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Rechaza en
todas sus partes las conclusiones de la parte demandada
por improcedentes y mal fundadas, y acoge las del deman-
dante, por ser justas y reposar sobre base legal; Segundo:
Declara injustificado el despido y resuelto el contrato de
trabajo que existió entre las partes, por culpa del patrono
sr con responsabilidad para el mismo; Tercero: Ordena al
patrono demandado expedir en favor del demandante, el
certificado a que se refiere el artículo 63 del Código de
Trabajo; Cuarto: Condena a la Compañía Chalas Herma-
nos, C. por A., a pagarle al señor León Ernesto Santana,
los valores si guientes: 24 días de salario por concepto de
preaviso, 45 días por auxilio de cesantía; así como al pago
de los tres meses de salario acordados en el ordinal 3ro.
del artículo 84 del Código de Trabajo, todo calculado a
base de RD$40.00 quincenales; Quinto: Condena a la em-
presa Chalas Hermanos, C. por A., al pago de las costas
del procedimiento con distracción de las mismas en favor
del Dr. Tomás Mejía Portes. quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad"; b) Que sobre apelación de Chalas
Hermanos, C. por A., la Cámara de Trabajo del Distrito
Nacional dictó en fecha 25 de septiembre de 1968, la sen-
tencia ahora impugnada en casación, con el siguiente dis-
positivo: "Falla: Primero: Declara regular y válido tanto
en la forma corno en el fondo el Recurso de Apelación in-
terpuesto por Chalas Hermanos, C. por A., contra senten-
cia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional,
(le fecha 20 de marzo del 1968, en favor de León Ernesto
Santana, cuyo dispositivo figura copiado en parte anterior
de esta misma sentencia, y, en consecuencia Revoca dicha
decisión impugnada; Segundo: Rechaza la demanda origi-
nal incoada por el señor León Ernesto Santana contra Cha-
las Hermanos, C. por A., por falta de prueban; Tercero:
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Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más adel
Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Tomás Mejía Portes, cédula No. 9629,

rie 27, abogado del recurrente en la lectura de sus condi>,
siones;

Oído al Dr. Víctor M. Villegas, cédula No. 22161, se.
rie 23, por sí y por el Lic. Fernando A. Chalas V., cédula
No. 7395, serie Ira., abogados de la recurrida Chalas Her.
manos, C. por A., compañía por acciones organizada de
acuerdo con las leyes dominicanas, con su domicilio social
en esta ciudad y oficinas instaladas en la casa No. 11 de
la calle "Dr. Delgado", de la misma, debidamente repre-
sentada por su Presidente-Tesorero señor Miguel Angel
Chalas Valdés, mayor de edad, dominicano, soltero, co-
merciante, de este domicilio y residencia, cédula No. 26285,
serie 1ra.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 21 de Abril
de 1969, y suscrito por el abogado del recurrente, en el
cual se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 2 de Junio de
1969, suscrito por los abogados de la recurrida;

Visto el escrito de ampliación del recurrente de fecha
21 de Abril de 1969;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 2, 6, 29 y 691 del Código
de Trabajo; 51, 55 y 57 de la Ley No. 637 de 1944, Sobre
Contrato de Trabajo; 5 y 16 de la Ley No. 302 de 1964;
1315 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con :n o

-tivo de una reclamación laboral que no pudo ser conci-
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lada, intentada 'por el actual recurrente contra la actual
:,ocurrida, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional, dictó en fecha 20 de Marzo de 1968, una sentencia
con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Rechaza en
todas sus partes las conclusiones de la parte demandada
por improcedentes y mal fundadas, y acoge las del deman-
dante, por ser justas y reposar sobre base legal; Segundo:
Declara injustificado el despido y resuelto el contrato de
trabajo que existió entre las partes, por culpa del patrono
v con responsabilidad para el mismo; Tercero: Ordena al
patrono demandado expedir en favor del demandante, el
certificado a que se refiere el artículo 63 del Código de
Trabajo; Cuarto: Condena a la Compañía Chalas Herma-
nos, C. por A., a pagarle al señor León Ernesto Santana,
los valores siguientes: 24 días de salario por conce pto de
nreaviso. 45 días por auxilio de cesantía; así como al pago
le los tres meses de salario acordados en el ordinal 3ro.
del artículo 84 del Código de Trabajo, todo calculado a
base de RD$40.00 quincenales; Quinto: Condena a la em-
presa Chalas Hermanos, C. por A., al pago de las costas
klel procedimiento con distracción de las mismas en favor
del Dr. Tomás Mejía Portes, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad"; b) Que sobre apelación de Chalas
Hermanos, C. por A., la Cámara de Trabajo del Distrito

'ional dictó en fecha 25 de septiembre de 1968, la sen-
tencia ahora impugnada en casación, con el siguiente dis-
positivo: "Falla: Primero: Declara regular y válido tanto
en la forma corno en el fondo el Recurso de Apelación in-
terpuesto por Chalas Hermanos, C. por A., contra senten-
cia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional.
de fecha 20 de marzo del 1968, en favor de León Ernesto
Santana, cuyo dispositivo figura copiado en parte anterior
de esta misma sentencia, y, en consecuencia Revoca dicha
decisión impugnada; Segundo: Rechaza la demanda origi-
nal incoada por el señor León Ernesto Santana contra Cha-
las Hermanos, C. por A., por falta de prueba; Tercero:
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Condena a la parte que sucumbe León Ernesto Santana
pago de lás costas del procedimiento, de conformidad e
los artículos 691 del Código de Trabajo, y 5 y 16 de la Ley
No. 302 del 18 de junio del 1964, ordenando su distracción
en provecho del Dr. Víctor M. Villegas, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad";

4.
Considerando que el recurrente invoca en apoyo de su

recurso, los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Violación del derecho de defensa. —Segundo M edio: Des-
naturalización de los testimonios de la causa. Falta de In-,
se legal. Tercer Medio: Desnaturalización de los hechos de
la causa y violación del artículo 1315 del Código Civil. In-
suficiencia de motivos;

Considerando que en el desarrollo de los tres medios
propuestos, los cuales se reúnen j'Ara su examen, sostiene
en síntesis el recurrente, que se lesionó su derecho de de-
fensa porque se le negó un informativo por él solicitado
sin ponderar la seriedad e interés jurídico del mismo, y
porque el juez fundó su decisión "en presuntas contradic-
ciones del testigo Amado Nelson Medina"; que el juez dió
por contradictorias las declaraciones de ese testigo porque
dijo "que le parecía que el demandante entró a trabajar
en agosto de 1963 y que duró dos años y pico, quo el testi-
go entró último aue el reclamante pero que tenía más suel-
do"; que si el juez tenía dudas de ese testigo (alega el re-
currente) debió ordenar el informativo solicitado; y al
efecto, el recurrente concluye, después de una exposición
sobre el caso, que la sentencia es complaciente y está "di-
vorciada del verdadero sentido y alcance de ese testimonio,
y por tanto carece de base legal", por lo cual estima que
se desnaturalizó el citado testimonio; que la Cámara a-qua,

sigue alegando el recurrente, en el sexto Consideran do de
su sentencia, "descarta la factura No. 1061, sometida a de-
bate público y contradictorio", sobre la base de que ese
documento no arroja el más leve indicio de prueba, cuan-

'eXc'elencia" ; que con ello la Cámara a-qua violó,	 a su
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Ao entiende el recurrente, esa pieza "es el documento por

entender,
 

 el artículo 57 dela Ley No. 637, pues "ese testi-
m (mío es sincero e imparcial"; que, por último, por todo lo
expuesto, estima el recurrente, que existe falta o insufi-
ciencia de motivos en el fallo impugnado, v que la Supre-
ma Corte. en tales condiciones, no puede determinar si la
ley fue bien o mal aplicada, por todo lo cual dicho fallo
debe ser casado; pero,

Considerando que los jueces del fondo son soberanos
para decidir si procede o no una medida de instrucción
que le haya sido solicitada, y al denegarla,dando razones
para ello, no lesionan el derecho de defensa del peticiona-
rio, sobre todo si estiman aue en el expediente existen me-
dios de prueba, inclusive un informativo realizado por el
iuez de primer grado, suficientes para formar su convic-
ción, como ocurrió en la especie, que tampoco implica una
violación al derecho de defensa, el hecho de que los jue-
ces del fondo no crean en la declaración de un testigo por
estimar contradictorias su exposición; que, por otra parte,
por los alegatos del recurrente, se advierte que lo que él
denomina desnaturalización no es otra cosa que la crítica
que él le merece la apreciación aue hizo la Cámara a-qua
1, lo declarado por el testigo Medina, pero entra evidente-
mente dentro de las facultades soberanas de los jueces del
fondo el apreciar el valor probatorio de los elementos de
juicio sometidos al debate, lo cual escapa a la censura de
la casación, salvo desnaturalización no establecida en la
Qecie; Que además, en el Considerando No. 5 del fallo
impugnado, la Cámara a-qua explica las razones por las
cuales no le merece crédito ese testigo, lo que es suficien-
te Para justificar su apreciación al respecto, Que en cuan-
to a la factura No. 1061, que el recurrente estima que fue
'descartada" como medio de prueba, realmente no lo fué,
Puesto que el juez hizo la ponderación de la misma, cuan-
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Condena a la parte que sucumbe León Ernesto Santana
pago de las costas del procedimiento, de conformidad co
los artículos 691 del Código de Trabajo, y 5 y 16 de la Ley
No. 302 del 18 de junio del 1964, ordenando su distracción
en provecho del Dr. Víctor M. Villegas, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad";

Considerando que el recurrente invoca en apoyo de su
recurso, los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Violación del derecho de defensa. —Segundo Medio: Des-
naturalización de los testimonios de la causa. Falta de ba-
se legal. Tercer Medio: Desnaturalización de los hechos de
la causa y violación del artículo 1315 del Código Civil. In-
suficiencia de motivos;

Considerando que en el desarrollo de los tres medios
propuestos, los cuales se reúnen pa r a su examen, sostiene
en síntesis el recurrente, que se lesionó su derecho de de-
fensa porque se le negó un informativo por él solicitado
sin ponderar la seriedad e interés jurídico del mismo, y
porque el juez fundó su decisión "en presuntas contradic-
ciones del testigo Amado Nelson Medina"; que el juez dió
por contradictorias las declara ciones de ese testigo porque
dijo "que le parecía que el demandante entró a trabajar
en agosto de 1963 y que duró dos años y pico, quo el testi-
go entró último aue el reclamante pero que tenía más suel-
do"; que si el juez tenía dudas de ese testigo (alega el re-
currente) debió ordenar el informativo solicitado; y al
efecto, el recurrente concluye, después de una exposición
sobre el caso, que la sentencia es complaciente y está "di-
vorciada del verdadero sentido y alcance de ese testimonio,
y por tanto carece de base legal", por lo cual estima que
se desnaturalizó el citado testimonio; que la Cámara a-qua,
sigue alegando el recurrente, en el sexto Consideran do de
su sentencia, "descarta la factura No. 1061, sometida a de-
bate público y contradictorio", sobre la base de que ese
documento no arroja el más leve indicio de prueba, cuan-
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doy entiende el recurrente, esa pieza "es el documento por
excelencia"; que con ello la Cámara a-qua violó, a su
entender, el artículo 57 dela Ley No. 637, pues "ese testi-
monio es sincero e imparcial"; que, por último, por todo lo
expuesto, estima el recurrente, que existe falta o insufi-
ciencia de motivos en el fallo impugnado, y que la Supre-
ma Corte. en tales condiciones, no puede determinar si la
]ev fue bien o mal aplicada, por todo lo cual dicho fallo
debe ser casado; pero,

Considerando que los jueces del fondo son soberanos
para decidir si procede o no una medida de instrucción
que le haya sido solicitada, y al denegarla,dando razones
para ello, no lesionan el derecho de defensa del peticiona-
rio. sobre todo si estiman que en el expediente existen me-
dios de prueba, inclusive un informativo realizado por el
iuez de primer grado, suficientes para formar su convic-
ción, como ocurrió en la especie, que tampoco implica una
violación al derecho de defensa, el hecho de que los jue-
ces del fondo no crean en la declaración de un testigo por
estimar contradictorias su exposición; que, por otra parte,
uor los alegatos del recurrente, se advierte que lo que él
denomina desnaturalización no es otra cosa que la crítica
que él le merece la apreciación oue hizo la Cámara a-qua
a lo de clarado por el testigo Medina, pero entra evidente-
mente dentro de las facultades soberanas de los jueces del
fondo el apreciar el valor probatorio de los elementos de
Juic i o sometidos al debate, lo cual escapa a la censura de
la casación, salvo desnaturalización no establecida en la
ernele: Cille además, en el Considerando No. 5 del fallo
impugnado, la Cámara a-qua explica las razones por las
cuales no le merece crédito ese testigo, lo que es suficien-
te Para justificar su apreciación al respecto, q ue en cuan-

tode
aselartdla facturaNo. 1061, que el recurrente estima que fue

a como medio de prueba, realmente no lo fué,
Puesto que el juez hizo la ponderación de la misma, cuan-
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do en el Considerando No. 6 del fallo impugnado dijo 10
siguiente: "Considerando que el intimado ha depositado
una factura No. 1061 del 23 de agosto de 1963 por compra
despachada por la empresa a la farmacia española, alegan.
do que esa compra fue entregada por él, pero el examen v
estudio del referido documento no arroja el más leve indi-
cio de que esa compra fuera entregada por dicho recta.
mante; que en consecuencia, el intimado no ha podido, me-
diante los elementos de juicio existentes, probar que laboró
durante el tiempo alegado";

Considerando que por el examen del fallo impugnado,
y por todo lo expuesto precedentemente, se advierte que
la Cámara a-qua para estimar no probada la demanda, dió
motivos suficientes y pertinentes e hizo una relación de
la causa, que justifican su dispositivo, y que permiten apre-
ciar que la ley fue bien aplicada, por lo cual no se ha in-
currido en el fallo que se examina en ninguno de los vi-
cios y violaciones denunciados por el recurrente; que por
tanto, los medios de casación propuestos carecen de fun-
damento y deben ser desestimados; 	 A

Por tales motivos: Primen: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por León Ernesto Santana, contra la sen-
tencia de fecha 25 de septiembre de 1968, dictada por la
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condena al recurrente al pago de las costas, con distrac-
ción de las mismas en favor de los abogados Fernando A.
Chalas V., y Víctor M. Villegas, quienes afirman haberlas
avanzado en su mayor parte.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez .— Manuel D. Bergés Chupani — Francisco Elpidlo

Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautist a Ro-
jas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
105 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada , leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

á



7148	 BOLETIN JUDICIAL
BOLETIN JUDICIAL	 7149

do en el Considerando No. 6 del fallo impugnado dijo lo
siguiente: "Considerando que el intimado ha depositado
una factura No. 1061 del 23 de agosto de 1963 por compra
despachada por la empresa a la farmacia española, alegan -
do que esa compra fue entregada por él, pero el examen y
estudio del referido documento no arroja el más leve indi-
cio de que esa compra fuera entregada por dicho recla-
mante; que en consecuencia, el intimado no ha podido, me_
diante los elementos de juicio existentes, probar que laboró
durante el tiempo alegado";

Considerando que por el examen del fallo impugna
y por todo lo expuesto precedentemente, se advierte que
la Cámara a-qua para estimar no probada la demanda, dió
motivos suficientes y pertinentes e hizo una relación de
la causa, que justifican su dispositivo, y que permiten apre-
ciar que la ley fue bien aplicada, por lo cual no se ha in-
currido en el fallo que se examina en ninguno de los vi-
cios y violaciones denunciados por el recurrente; que por
tanto, los medios de casación propuestos carecen de fun-
damento y deben ser desestimados;

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por León Ernesto Santana, contra la sen-
tencia de fecha 25 de septiembre de 1968, dictada por la
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condena al recurrente al pago de las costas, con distrac-
ción de las mismas en favor de los abogados Fernando A.
Chalas V., y Víctor M. Villegas, quienes afirman haberlas
avanzado en su mayor parte.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez .— Manuel D. Bergés Chupani — Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautist a Ro-

jas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DE 1969

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nact,,,i,
de fecha 11 de diciembre de 1968

Materia: Trabajo

Rerurrente: Molinos Dominicanos, C. por A.
Abogado: Lic. Bernardo Díaz hijo

Recurrido: Bernabé Encarnación Díaz y compartes
Abogado: Dres. Tobías Cuello y Arismendy Aristy J.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte (2
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista
Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 21 de no-
viembre de 1969, años 126 9 de la Independencia y 107'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como cor-
te de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Molinos
Dcminicanos, C. por A., empresa industrial del Estado, con
su domicilio y establecimiento principal en la ciudad de
Santo Domingo, contra la sentencia dictada por la Cámara
de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia de Santo Do-
mingo, en fecha 11 del mes de diciembre de 1968, euYo
dispositivo se copia más adelante;

iido al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído a la Dra. Engracia Mejía, cédula 104738, serie

ira. , en representación del Lic. Bernardo Díaz hijo, cédula
16705, serie 25, abogado de la recurrente, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído al Dr. Arismendy Aristy J., por sí y por el Dr.
j'obías Cuello Linares, respectivamente, cédulas 8556, se-
rie 28 y 56130, serie ira., abogados de los recurridos Ber-
nabé Encarnación Díaz, Angel A. Vásquez y Míriam Jose-
fina Garrido de Escarfullery, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oido el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
del recurrente, depositado en la Secretaría de la Suprema
Corte de Justicia, en fecha 13 de enero de 1969, en el cual
se invocan los medios de casación que más adelante se
indican;

Visto el memorial de defensa de los recurridos, sus-
crito por sus abogados en fecha 14 de marzo de 1969;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 109 del Código de Trabajo;
48 de la Ley 637 de 1944, sobre Contrato de Trabajo; Ley
5235 de 1959 y Ley 71 de 1966, sobre Regalía Pascual; 141
del Código de Procedimiento Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la decisión impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a)
que con motivo de una reclamación sobre el pago suple-
mentario de prestaciones laborales que no pudo ser con-
ciliada, intentada por Bernabé Encarnación Díaz, Angel
A. Vásquez y Míriam Josefina Garrido de Escarfullery, con-
tra Molinos Dominicanos, C. por A., el Juzgado de Paz del
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DE 1969

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito
de fecha 11 de diciembre de 1968

Materia: Trabajo

Recurrente: Molinos Dominicanos, C. por A.
Abogado: Lic. Bernardo Díaz hijo

Recurrido: Bernabé Encarnación Díaz y compartes
Abogado: Dres. Tobías Cuello y Arismendy Aristy J.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista
Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 21 de no-
viembre de 1969, años 126 9 de la Independencia y 107
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como cor-
te de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Molinos
Dominicanos, C. por A., empresa industrial del Estado, con
su domicilio y establecimiento principal en la ciudad de
Santo Domingo, contra la sentencia dictada por la Cámara
de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia de Santo Do-
mingo, en fecha 11 del mes de diciembre de 1968, ctiro
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído a la Dra. Engracia Mejía, cédula 104738, serie

ira., en representación del Lic. Bernardo Díaz hijo, cédula
16705, serie 25, abogado de la recurrente, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído al Dr. Arismendy Aristy J., por sí y por el Dr.
Tobías Cuello Linares, respectivamente, cédulas 8556, se-
rie 28 y 56130, serie 1ra., abogados de los recurridos Ber-
nabé Encarnación Díaz, Angel A. Vásquez y Míriam Jose-
fina Garrido de Escarfullery, en la lectura de sus concia-
siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
del recurrente, depositado en la Secretaría de la Suprema
Corte de Justicia, en fecha 13 de enero de 1969, en el cual
se invocan los medios de casación que más adelante se
indican;

Visto el memorial de defensa de los recurridos, sus-
crito por sus abogados en fecha 14 de marzo de 1969;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 109 del Código de Trabajo;
48 de la Ley 637 de 1944, sobre Contrato de Trabajo; Ley
5235 de 1959 y Ley 71 de 1966, sobre Regalía Pascual; 141
del Código de Procedimiento Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la decisión impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a)
que con motivo de una reclamación sobre el pago suple-
mentario de prestaciones laborales que no pudo ser con-
ciliada, intentada por Bernabé Encarnación Díaz, Angel
A. Vásquez y Miriam Josefina Garrido de Escarfullery, con-
tra Molinos Dominicanos, C. por A., el Juzgado de Paz del4
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Distrito Nacional, dictó en fecha 20 de marzo de 1968, una
sentencia con el siguiente dispositivo : "Primero: Rechaza
en todas sus partes las conclusiones de la parte demandada
por improcedentes y mal fundadas, y acoge en todas sus
partes la de los demandantes, por ser justas y reposar so-
bre base legal; Segundo: Declara irregular la liquidación
hecha a los demandantes por la Empresa Molinos Domini-
canos, C. por A., por ser efectuada fuera del convenio co-
lectivo de condiciones de trabajo firmado entre las partes;
Tercero: Condena a la Empresa Molinos Dominicanos , C.
por A., a pagarle a los demandantes las sumas que les co-
rresponden en la siguiente forma: a Bernabé Encarnación
Díaz, RDS5,470.80; a Angel A. Vásquez, RD$3,493.21 y a
Míriam Josefina Garrido de Escarfullery, RD$3,396.36, res-
pectivamente, todo por concepto de diferencias dejadas
de pagar en la liquidación hecha a los demandantes por la
Empresa Molinos Dominicanos, C. por A.; Cuarto: Conde-,
na a la Empresa Molinos Dominicanos C. por A., al pago
de las costas del procedimiento, con distracción de las mis-
mas en provecho del Dr. Tobías Cuello Linares, quien afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte"; b) que sobre
recurso de apelación del actual recurrente, la Cámara de
Trabajo del Distrito Nacional, dictó la sentencia ahora im-
pugnada en casación cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero: Declara regular y válido en cuanto a la forma el re-
curso de apelación interpuesto por Molinos Dominicanos,
C. por A., contra la sentencia dictada por el Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 20 de mar-
zo del 1968, en favor de Bernabé Encarnación Díaz, Angel
A. Vásquez y Míriam Josefina Garrido de Escarfullery, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de esta
misma sentencia; Segundo: Relativamente al fondo refor-
ma el ordinal tercero del dispositivo de la sentencia impug-
nada para que rija del modo siguiente: "Tercero : Condena

•a la empresa Molinos Dominicanos. C. por A., a pagarle a
los trabajadores reclamantes las sumas que les correspon"

BOLETIN JUDICIAL	 7153

den según se ha detallado, en la forma siguiente : A Berna-
bé Encarnación Díaz dos mil trescientos cuarentidós pesos
con cinco centavos (RD$2,42.05); a Angel A. Vásquez la
suma de mil quiniento cincuenta y siete pesos con noventi-
nueve centavos (RDS1,557.99) por diferencia en sus liqui-
daciones según consta detallado en el cuerpo de esta sen-
tencia; Tercero: Revoca la sentencia impugnada en todos
los demás puntos no acordes con lo consignado en el cuer-
po de esta sentencia; Cuarto: Compensa pura y simplemen-
te las costas entre las partes";

Considerando que en su memorial la recurrente invoca
lüs siguientes medios de casación: "Primer Medio: Viola-
cón a las reglas de la competencia. Incompetencia de los
Tribunales Laborales para conocer de las contestaciones
que se refieren a los Pactos Colectivos de condiciones de
trabajo.— Falta de Motivos (art. 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil).— Omisión de Estatuir; Segundo Medio:
Violación al artículo 45 del Pacto Colectivo de Condicio-
nes de Trabajo.— Violación del artículo 32 letra A de dicho
pacto. 	  Violación de los artículos 5, 12, 20 y 22 y si-
guientes de los Estatutos del Sindicato Autónomo de Tra-
bajadores de Molinos Dominicanos, C. por A., Desnaturali-
zación de los hechos.— Tercer Medio: Violación de los Prin-
cipios II y VIII del Código de Trabajo.— Y de los artículos
33, 42, 43 y 44 del Pacto Colectivo de Condiciones de Tra-
bajo citado.— Violación del artículo 47 de la Ley 637 so-
Ere Contratos de Trabajo.— Violación del artículo 141.
del Código de Procedimiento Civil.— Omisión de Estatuir
otros aspectos.— Violación de las Reglas del Apoderamien-
to.— Ultra Petita; Cuarto Medio: Violación de los artículos
32 letra A y 46 del Pacto Colectivo de Condiciones de Tra-
bajo; otros aspectos.— Violación de los Artículos 60 y si-
guientes.— 68 y siguientes y 76 y 77 y siguientes del Có-
digo de Trabajo.— Violación del Artículo 141 del Código
de Procedimiento Civil.— Desnaturalización de los Hechos



7152	 BOLETIN JUDICIAL	 BOLETIN JUDICIAL	 7153

Distrito Nacional, dictó en fecha 20 de marzo de 1968, una
sentencia con el siguiente dispositivo: "Primero: Rechaza
en todas sus partes las conclusiones de la parte demandada
por improcedentes y mal fundadas, y acoge en todas sus
partes la de los demandantes, por ser justas y reposar so-
bre base legal; Segundo: Declara irregular la liquidación
hecha a los demandantes por la Empresa Molinos Domini.
canos, C. por A., por ser efectuada fuera del convenio co-
lectivo de condiciones de trabajo firmado entre las partes.
Tercero: Condena a la Empresa Molinos Dominicanos, C.
por A., a pagarle a los demandantes las sumas que les co-
rresponden en la siguiente forma: a Bernabé Encarnación
Díaz, RDS5,470.80; a Angel A. Vásquez, RD$3,493.21 y a
Míriam Josefina Garrido de Escarfullery, RD$3,396.36, res-
pectivamente, todo por concepto de diferencias dejadas
de pagar en la liquidación hecha a los demandantes por la
Empresa Molinos Dominicanos, C. por A.; Cuarto: Conde-,
na a la Empresa Molinos Dominicanos C. por A., al pago
de las costas del procedimiento, con distracción de las mis-
mas en provecho del Dr. Tobías Cuello Linares, quien afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte"; b) que sobre
recurso de apelación del actual recurrente, la Cámara de
Trabajo del Distrito Nacional, dictó la sentencia ahora im-
pugnada en casación cuyo dispositivo dice así: "Falla:
mero: Declara regular y válido en cuanto a la forma el
curso de apelación interpuesto por Molinos Dominicanos,
C. por A., contra la sentencia dictada por el Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 20 de mar-
zo del 1968, en favor de Bernabé Encarnación Díaz, Angel
A. Vásquez y Miriam Josefina Garrido de Escarfullery, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de esta
misma sentencia; Segundo: Relativamente al fondo refor-
ma el ordinal tercero del dispositivo de la sentencia impug-
nada .para que rija del modo siguiente: "Tercero : Condena

•a la empresa Molinos Dominicanos, C. por A., a pagarle a
los trabajadores reclamantes las sumas que les correspon-

den según se ha detallado, en la forma siguiente : A Berna-
bé Encarnación Díaz dos mil trescientos cuarentidós pesos
ron cinco centavos (RD$2,42.05); a Angel A. Vásquez la
suma de mil quiniento cincuenta y siete pesos con noventi-
nueve centavos (RD$1,557.99) por diferencia en sus liqui-
daciones según consta detallado en el cuerpo de esta sen-
tencia; Tercero: Revoca la sentencia impugnada en todos
los demás puntos no acordes con lo consignado en el cuer-
po de esta sentencia; Cuarto: Compensa pura y simplemen-
te las costas entre las partes";

41 Considerando que en su memorial la recurrente invoca
los siguientes medios de casación: "Primer Medio: Viola-
ción a las reglas de la competencia. Incompetencia de los
Tribunales Laborales para conocer de las contestaciones
que se refieren a los Pactos Colectivos de condiciones de
trabajo.— Falta de Motivos (art. 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil).— Omisión de Estatuir; Segundo Medio:
Violación al artículo 45 del Pacto Colectivo de Condicio-
nes de Trabajo.— Violación del artículo 32 letra A de dicho
pacto.— Violación de los artículos 5, 12, 20 y 22 y si-
guientes de los Estatutos del Sindicato Autónomo de Tra-
bajadores de Molinos Dominicanos, C. por A., Desnaturali-
zación de los hechos.— Tercer Medio: Violación de los Prin-
cipios II y VIII del Código de Trabajo.— Y de los artículos
33, 42, 43 y 44 del Pacto Colectivo de Condiciones de Tra-
bajo citado.— Violación del artículo 47 de la Ley 637 so-
bre Contratos de Trabajo.— Violación del artículo 141,
del Código de Procedimiento Civil.— Omisión de Estatuir
otros aspectos.— Violación de las Reglas del Apoderamien-
to.— Ultra Petita; Cuarto Medio: Violación de los artículos
32 letra A y 46 del Pacto Colectivo de Condiciones de Tra-
bajo; otros aspectos.— Violación de los Artículos 60 y si-
guientes.— 68 y siguientes y 76 y 77 y siguientes del Có-
digo de Trabajo.— Violación del Artículo 141 del Código
de Procedimiento Civil.— Desnaturalización de los Hechos
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y Circunstancias de la causa. Falta de base legal; Quinto
Medio.— Violación del Artículo 13 y 46 del Pacto Colectivo
de Condiciones de Trabajo.— Falta de Motivos y de Base
Legal.— Otros Aspectos; Sexto Medio:— Violación del ar-
1 ículo 40 del pacto Colectivo de Condiciones de Trabajo
y de la Ley que Instituyó la Regalía Pascual: Falta de Ba-
se Legal; Séptimo Medio:— Violación de los Art ículos 68,
69 y siguientes y 76 del Código de Trabajo; 32 Letra a, 39
y 46 del Pacto Colectivo de Condiciones de Trabajo (otros
aspectos) Insuficiencia de Motivos y Falta de Base Legal;
Octavo Medio:— Violación del Artículo 141 del Código de
Procedimiento Civil— (otros aspectos).— Falta de Moti-
vo y de Base Legal.— Insuficiencia de Motivos;

Considerando que por el primer medio del memorial,
la recurrente alega, en síntesis, que la demanda intentada
por los ahora recurridos escapa a la competencia de los
tribunales laborales; que la Cámara a -qua no se pronunció,
como era su deber, sobre ese aspecto, ni dió motivos para
ello, pese a ser los asuntos relativos a la competencia de
orden público; pero,

Considerando que al tenor del Artículo 109 del Códi-
go de Trabajo, "las condiciones convenidas en el pacto cc-
lectivo de trabajo se reputan incluidas en todos los con-
tratos individuales de trabajo de la empresa"; que el hecho
de quedar subsumidas, como resultancia de la anterior dis-
posición legal, las condiciones convenidas en el Pacto con
las del contrato individual de trabajo, no cambian de nin-
gún modo su naturaleza, por lo que la competencia de los
tribunales de trabajo para conocer y decidir sobre las con-
troversias que se susciten, en su aplicación, continúa inal-
terable; que, por lo tanto, el presente medio carece de

fundamento y debe ser desestimado;

Considerando que en el desenvolvimiento del segundo
medio del memorial, la recurrente alega, en síntesis, la fal-
ta de calidad de los actuales recurridos para incoar su de-

que, en efecto, y tal como lo invocó por ante la ju-
riscticcion de apelación, la asamblea del sindicato en que
o designó a dichos demandantes como miembros de la
Directiva, era nula y sus nombramientos carentes de va-
lidez, toda vez que la asamblea fue presidida por el Dr.
Jaime Manuel Fernández, quien no podía presidirla ni to-
mar parte en ella, "por no ser miembro del Sindicato ni
empleado de Molinos Dominicanos, C. por A."; pero,

Considerando que si en la decisión impugnada se con-
signa que los demandantes estaban investidos de la cali-
dad de funcionarios del sindicato de la empresa, lo que im-
plicaba su aptitud personal para demandar las prestacio-
nes que reclamaban, la literatura del fallo, en este orden,
no permite, por sí sola, inferir que la excepción de falta
de calidad presentada lo fuera sobre el fundamento ahora
alegado por la recurrente, que no sugiere se basara en lo
ahora alegado, sino en otro distinto que pudo haber sido
respondido por el Juez a-quo, correctamente; que, en efec-
to, en el expresado fallo, y al respecto, simplemente se ha-
ce constar "que en cuanto a la calidad de Directivos del
Sindicato de Trabajadores de Molinos Dominicanos, C. pe--
A., según se evidencia de un acta de asamblea de dicho
sindicato de fecha 1ro. de mayo de 1966, los intimados fue-
ron designados para Secretario General, Bernabé Encar-
nación, Cultura y Propaganda, Míriam de Escarfullery y
Asesor, Angel Vásquez, acta que fue legalizada, (las fir-
mas) por el notario público Dr. Blas Sandino Hernández
González y certificada por el Secretario del Sindicato Feli-

egsutiiemnate, es
no ha sido debidamente justificado, por lo que se le des-

Pe Silvestre en fecha 8 de julio de 1968"; que, de consi-
preciso admitir, que el medio que se examina

Considerando que en el tercer medio del memorial se
alega, en síntesis, que en su párrafo 1ro. el artículo 33 del
Pacto Colectivo de condiciones de trabajo, que obligaba a



7154	 BOLETIN JUDICIAL
BOLETIN JUDICIAL	 7155

y Circunstancias de la causa. Falta de base legal; Quinto
Medio.— Violación del Artículo 13 y 46 del Pacto Colectivo
de Condiciones de Trabajo.— Falta de Motivos y de Base
Legal.— Otros Aspectos; Sexto Medio:— Violación del ar-
tículo 40 del pacto Colectivo de Condiciones de Trabajo
y de la Ley que Instituyó la Regalía Pascual: Falta de Ba-
se Legal; Séptimo Medio:— Violación de los Art ículos 68,
69 y siguientes y 76 del Código de Trabajo; 32 Letra a, 39
y 46 del Pacto Colectivo de Condiciones de Trabajo (otros
aspectos) Insuficiencia de Motivos y Falta de Base Legal;
Octavo Medio:— Violación del Artículo 141 del Código de
Procedimiento Civil— (otros aspectos).— Falta de Moti-
vo y de Base Legal.— Insuficiencia de Motivos;

Considerando que por el primer medio del memorial,
la recurrente alega, en síntesis, que la demanda intentada
por los ahora recurridos escapa a la competencia de los
tribunales laborales; que la Cámara a-qua no se pronunció,
como era su deber, sobre ese aspecto, ni dió motivos para
ello, pese a ser los asuntos relativos a la competencia de
orden público; pero,

Considerando que al tenor del Artículo 109 del Códi-
go de Trabajo, "las condiciones convenidas en el pacto cc-
lectivo de trabajo se reputan incluidas en todos los con-
tratos individuales de trabajo de la empresa"; que el hecho
de quedar subsumidas, como resultancia de la anterior dis-
posición legal, las condiciones convenidas en el Pacto con
las del contrato individual de trabajo, no cambian de nin-
gún modo su naturaleza, por lo que la competencia de los
tribunales de trabajo para conocer y decidir sobre las con-
troversias que se susciten, en su aplicación, continúa inal-
terable; que, por lo tanto, el presente medio carece O.<
fundamento y debe ser desestimado;

Considerando que en el desenvolvimiento del segundo
medio del memorial, la recurrente alega, en síntesis, la fal-
ta de calidad de los actuales recurridos para incoar su de-

,Manda; que, en efecto, y tal como lo invocó por ante la ju-
1,isdiccion de apelación, la asamblea del sindicato en que
se designó a dichos demandantes como miembros de la
Directiva, era nula y sus nombramientos carentes de va-
lidez, toda vez que la asamblea fue presidida por el Dr.
Jaime Manuel Fernández, quien no podía presidirla ni to-
mar parte en ella, "por no ser miembro del Sindicato ni
empleado de Molinos Dominicanos, C. por A."; pero,

Considerando que si en la decisión impugnada se con-
signa que los demandantes estaban investidos de la cali-
dad de funcionarios del sindicato de la empresa, lo que im-
plicaba su aptitud personal para demandar las prestacio-
nes que reclamaban, la literatura del fallo, en este orden,
no permite, por sí sola, inferir que la excepción de falta
de calidad presentada lo fuera sobre el fundamento ahora
alegado por la recurrente, que no sugiere se basara en lo
ahora alegado, sino en otro distinto que pudo haber sido
respondido por el Juez a-quo, correctamente; que, en efec-
to, en el expresado fallo, y al respecto, simplemente se ha-
ce constar "que en cuanto a la calidad de Directivos del
Sindicato de Trabajadores de Molinos Dominicanos, C. po:.
A., según se evidencia de un acta de asamblea de dicho
sindicato de fecha 1ro. de mayo de 1966, los intimados fue-
ron designados para Secretario General, Bernabé Encar-
nación, Cultura y Propaganda, Miriam de Escarfullery y
Asesor, Angel Vásquez, acta que fue legalizada, (las fir-
mas) por el notario público Dr. Blas Sandino Hernández
González y certificada por el Secretario del Sindicato Feli-
pe Silvestre en fecha 8 de julio de 1968"; que, de consi-
guiente, es preciso admitir, que el medio que se examina
no ha sido debidamente justificado, por lo que se le des-
estima;

Considerando que en el tercer medio del memorial se
alega, en síntesis, que en su párrafo 1 ro. el artículo 33 del
Pacto Colectivo de condiciones de trabajo, que obligaba a
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las partes, dispone que todo trabajador que fuere despe-
dido por causas ajenas a las señaladas en dicho artículo,
tiene la obligación de someter sus quejas a determinados
procedimientos arbitrales y conciliatorios de orden inter-
no, en un plazo de cinco días, considerándose la inobser-
vancia de tal formalidad "como una renuncia de sus pr
tensiones"; que estos procedimientos son de orden público
y. de interés social, y, por lo tanto, prescritos a pena de nu-
lidad; que no existiendo constancia en la sentencia de que
tan esencial formalidad hubiese sido satisfecha, dicha sen-
tencia es nula; que, además, continúa exponiendo la re-
currente, no solamente traspasó y desnaturalizó el Juzga-
do a-quo el alcance de las reclamaciones formuladas ante
el conciliador de la Secretaría de Estado de Trabajo y
después en las conclusiones de la demanda, sino que tam-
bién desconoció la obligación de promover la conciliación
que la ley impone a los jueces en todo estado de causa;
pero,

Considerando que si ciertamente en un pacto colecti-
vo se puede consignar la formalidad de una pre-concilia-
ción entre las partes, antes de que ellas apoderen de su
contestación a las autoridades competentes, la omisión de
esa formalidad por el trabajador demandante no puede te-
ner como sanción —aunque lo establezca el pacto colecti-
vo— que el trabajador pierda su derecho a encaminar sus
reclamaciones por esas vías legales, pues eso conspiraría
con lo dispuesto en el principio octavo del Código de Tra-
bajo; que la sanción no podía consistir sino en el derecho
de la empresa demandada a requerir se cumpliese previa-
mente esa formalidad al ser citada ante las autoridades la-
borales correspondientes, para agotar el preliminar de con-
ciliación a que obliga la ley, y que sí es de orden público
en esta materia; que, por otra parte, en la decisión impug-
nada, y en relación con lo alegado sobre la extensión dada
a las prestaciones reclamadas primero ante las autorida-
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íes laborales y después en la demanda, se expresa lo si-
;uiente : "que del acta de no acuerdo No. 855 del 29 de di-
ciembre de 1966 se infiere que los intimad os reclamaron
(sin indicar números o valores) todas las diferencias que
,egún entendían les correspondían por aplicación de las

cláus ulas Nos. 13, 22, 32, 40 y 46 del pacto colectivo de
eferencia, que es precisamente lo que ahora reclama; CilYf'

en su demanda, al individualizar los valores reclamados
lo hicieron por debajo de lo que realmente reclamaban
o entendían les correspondía, podían perfectame nte rectifi-
car esas reclamaciones, ya que la demanda se limita por 1'
reclamado ante la conciliación y el aumento en lo reclama-
do en el caso de la especie, no se sale de lo reclamado en
conciliación"; que lo así expresado justifica suficientemen-
te lo decidido por el Juez a-ouo, pues los valores individua-
les reclamados ante éste, no exceden a las sumas deman-

tdadas, aunque en forma indeterminada, en la conciliación;
que, por último, en cuanto a la alegada obligación de los

,jueces de promover en todo estado de causa la concilia-
ción entre las partes, según resulta del artículo 641 del
Código de Trabajo, tal obligación legal no está todavía en

%vigencia, y por lo tanto carece de pertinencia el alegato;
que por todo lo anteriormente expresado este medio care-
ce de fundamento y debe, igualmente, ser desestimado;

Considerando que en apoyo de los alegatos invocados
en el cuarto medio, la recurrente, sostiene en resumen, que
el Juez a-quo ha estimado erróneamente que el Pacto de
condiciones de trabajo prohibe al patrono el ejercicio del

'derecho de desahucio, cuando de lo que está realmente im-
pedido durante el tiempo qué el mismo pacto indica, es el
despido por causa injustificada de los trabajadores con
;puestos directivos en el sindicato; que, sin embargo, ha
impuesto al recurrente prestaciones que serían de lugar
en caso de haber operado un despido injustificado, pero no
si lo realmente efectuado es un desahucio, circunstancia en
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las partes, dispone que todo trabajador que fuere despe-
dido por causas ajenas a las señaladas en dicho artículo
tiene la obligación de someter sus quejas a determinados
procedimientos arbitrales y conciliatorios de orden inter-
no, en un plazo de cinco días, considerándose la inobser-
vancia de tal formalidad "como una renuncia de sus pr
tensiones"; que estos procedimientos son de orden público
y. de interés social, y, por lo tanto, prescritos a pena de nu-
lidad; que no existiendo constancia en la sentencia de que
tan esencial formalidad hubiese sido satisfecha, dicha sen-
tencia es nula; que, además, continúa exponiendo la re-
currente, no solamente traspasó y desnaturalizó el Juzga-
do a-quo el alcance de las reclamaciones formuladas ante
el conciliador de la Secretaría de Estado de Trabajo y
después en las conclusiones de la demanda, sino que tam-
bién desconoció la obligación de promover la conciliación
que la ley impone a los jueces en todo estado de causa;
pero,

Considerando que si ciertamente en un pacto colecti-
vo se puede consignar la formalidad de una pre-concilia-
ción entre las partes, antes de que ellas apoderen de su
contestación a las autoridades competentes, la omisión de
esa formalidad por el trabajador demandante no puede te-
ner como sanción —aunque lo establezca el pacto colecti-
vo— que el trabajador pierda su derecho a encaminar sus
reclamaciones por esas vías legales, pues eso conspiraría
con lo dispuesto en el principio octavo del Código de Tra-
bajo; que la sanción no podía consistir sino en el derecho
de la empresa demandada a requerir se cumpliese previa-
mente esa formalidad al ser citada ante las autoridades la-
borales correspondientes, para agotar el preliminar de con-
ciliación a que obliga la ley, y que sí es de orden público
en esta materia; que, por otra parte, en la decisión impug-
nada, y en relación con lo alegado sobre la extensión dada
a las prestaciones reclamadas primero ante las autorida-
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les laborales y después en la demanda, se expresa lo si-
-uiente : "que del acta de no acuerdo No. 855 del 29 de di-
ciembre de 1966 se infiere que los intimados reclamaron
(sin indicar números o valores) todas las diferencias que
. 01.,,ún entendían les correspondían por aplicación de las
cláusulas Nos. 13, 22, 32, 40 y 46 del pacto colectivo de
-eferencia , que es precisamente lo que ahora reclama; qur
si en su demanda, al individualizar los valores reclamados
lo hicieron por debajo de lo que realmente reclamaban

entendían les correspondía, podían perfectam ente rectifi-
:ar esas reclamaciones, ya que la demanda se limita por '
reclamado ante la conciliación y el aumento en lo reclama-
do en el caso de la especie, no se sale de lo reclamado en
conciliación"; que lo así expresado justifica suficientemen-
te lo decidido por el Juez anuo, pues los valores individua-
les reclamados ante éste, no exceden a las sumas deman-
dadas, aunque en forma indeterminada, en la conciliación:
que, por último, en cuanto a la alegada obligación de los
jueces de promover en todo estado de causa la concilia-
ción entre las partes, según resulta del artículo 641 del
Código de Trabajo, tal obligación legal no está todavía en
vigencia, y por lo tanto carece de pertinencia el alegato;
que por todo lo anteriormente expresado este medio care-
ce'de fundamento y debe, igualmente, ser desestimado;

Considerando que en apoyo de los alegatos invocados
en el cuarto medio, la recurrente, sostiene en resumen, que
el Juez a-quo ha estimado erróneamente que el Pacto de
condiciones de trabajo prohibe al patrono el ejercicio del
derecho de desahucio, cuando de lo que está realmente im-
pedido durante el tiempo que el mismo pacto indica, es el
despido por causa injustificada de los trabajadores con
puestos directivos en el sindicato; que, sin embargo, ha
impuesto al recurrente prestaciones que serían de lugar
en caso de haber operado un despido injustificado, pero no
si lo realmente efectuado es un desahucio, circunstancia en
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la cual sobre el patrono no recaía otras obligaciones que las
ordinarias previstas por la ley para el caso; que si por un.
acto de liberalidad el recurrente pagó a los recurridos pres_
taciones más extensas que las previstas legalmente para el
desahucio, ello no puede ni debe confundirse con la eje.
cución de obligaciones inexistentes; pero.

Considerando que según se hace constar en la decisi
impugnada, al tenor de la cláusula No. 32 del Pacto, "la
empresa se comprometía a no despedir a los directivos del
sindicato hasta un año después que cesaran de serlo, a me-
nos que fuera por justa causa, esto es, a menos que come-
tieran faltas"; que de la economía de dicho artículo se ha-
ce patente que la intención de los contratantes, al formu-
larlo no ha sido otra, tal como lo han admitido los jueces
del fondo, sino la de asegurar la inamovilidad de los tra-
bajadores con puestos airectivos en el sindicato dela em-
presa, durante el tiempo de su gestion sindical; que para
mayor seguridad de lo convenido se establecieron las pres-
taciones extraordinarias consignadas en el artículo 46 del
Pacto, caso de infracción del mismo por el patrono; que
dentro de ese contexto es preciso admitir que el ejercicio
del derecho de desahucio, que no le estaba prohibido ni
podía prohibírsele al patrono, quedaba, sin embargo, suje-
to a la condición de hacer efectivas las prestaciones extra-
ordinarias previstas por el Pacto, pues de otro modo el pro-
pósito de éste al consagrar la inamovilidad de los obreros
durante el tiempo de sus funciones sindicales, habría sido
frustratorio; que, en consecuencia, la Cámara a-qua pudo
correctamente, y sin incurrir en la desnaturalización y de-
más violaciones invocadas, declarar, como lo hizo, que "esa
cláusula (la 32) prohibía a la empresa contrariamente a
lo alegado, romper el contrato a menos que los intimados
cometieran faltas"; que por lo anteriormente expresado, el
medio que se examina carece de fundamento y debe ser
desestimado;

Consicirando que en apoyo de los medios quinto, sex-
y séptimo del memorial, que se examina conjuntamen-

«e, la recurrente alega, en síntesis, que como consecuen-
cl ia, de la errada interpretación del artículo 46 del Pacto,
la Cámara a-qua concedió a los demandantes prestaciones
que no armonizan con el concepto doctrinario y legal del
salario; lo que se comprueba al haber dicha Cámara atribuí-
do tal carácter a la prestación diaria, de cuarenta centa-
vos, que a título de ración alimenticia se suministraba a
los trabajadores solamente cuando trabajaban, llegando di-
cha Cámara a concederla como (salario) por 516 días, lo
que incluye 108 días festivos y otros no laborables, como
también los de vacaciones; que de la misma impugnación
son susceptibles las condenaciones relativas a la llamada
regalía pascual, pues resulta tanto de la ley correspondien-
te, como del expresado articulo 46 del Pacto, que para te-
ner derecho a ella, es preciso haber trabajado un tiempo
determinado; que, por otra parte, dos de los demandantes
(Angel A. Vásquez y Míriam Josefina Garrido de Escarfu-
llervl ganaban. como se hace constar en la decisión recu-
rrida. RDS205.00 mensuales, lo oue les exclu ye de dicho
beneficio; que de igual crítica (carácter de salario atribuí-
elnlel es susceptible la condenación impuesta por bonifi-
ración sobre loc beneficios netos anuales de la empresa.
fijada (la bonificación) en un 8% de los mismos; pero.

Considerando que en la sentencia impugnada se con-
signa, que según la cláusula 46 del Pacto, "el patrono pa-
gará si viola la cláusula 32, todos los salarios que habrían
, '-vengado los trabajadores amparados por la misma, du-
rante el tiempo que no podían ser despedidos"; que, por
lo tanto, al conceder la Cámara a-qua a los actuales recu-
rridos las prestaciones que les reconoció, sobre el funda-
mento de que las concernientes a la ración alimenticia
constituyen un salario devengado por los intimados, "pues-
to que es obtenido de su contrato de trabajo" y de que la
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la cual sobre el patrono no recaía otras obligaciones que las
ordinarias previstas por la ley para el caso; que si por un
acto de liberalidad el recurrente pagó a los recurridos pres..
taciones más extensas que las previstas legalmente para el
desahucio, ello no puede ni debe confundirse con la eje..
cución de obligaciones inexistentes; pero,

á	 Considerando que según se hace constar en la decisión
impugnada, al tenor de la cláusula No. 32 del Pacto, "la
empresa se comprometía a no despedir a los directivos del
sindicato hasta un año después que cesaran de serlo, a me.,
nos que fuera por justa causa, esto es, a menos que come-
tieran faltas"; que de la economía de dicho artículo se ha-
ce patente que la intención de los contratantes, al formu-
larlo no ha sido otra, tal como lo han admitido los jueces
del fondo, sino la de asegurar la inamovilidad de los tra-
bajadores con puestosalFjtrVos en el sindicato de la
presa, durante el tiempo de su gestion sindical; quepara
mayor seguridad `eguridad de lo conveniClo se establecieron las pres-
taciones extraordinarias consignadas en el artículo 46 del
Pacto, caso de infracción del mismo por el patrono; que
dentro de ese contexto es preciso admitir que el ejercicio
del derecho de desahucio, que no le estaba prohibido ni
podía prohibírsele al patrono, quedaba, sin embargo, suje-
to a la condición de hacer efectivas las prestaciones extra-
ordinarias previstas por el Pacto, pues de otro modo el pro-
pósito de éste al consagrar la inamovilidad de los obreros
durante el tiempo de sus funciones sindicales, habría sido
frustratorio; que, en consecuencia, la Cámara a-qua pudo
correctamente, y sin incurrir en la desnaturalización y de-
más violaciones invocadas, declarar, como lo hizo, que "esa
cláusula (la 321 prohibía a la empresa contrariamente a
lo alegado, romper el contrato a menos que los intimados
cometieran faltas"; que por lo anteriormente expresado, el
medio que se examina carece de fundamento y debe ser
desestimado;

Consiclando que en apoyo de los medios quinto, sex-
to y séptimo del memorial, que se examina conjuntamen-
.ela  recurrente alega, en síntesis, que como consecuen-
ci 'a de la errada interpretación del artículo 46 del Pacto,
la Cámara a-qua concedió a los demandantes prestaciones
que no armonizan con el concepto doctrinario y legal del
salario ; lo que se comprueba al haber dicha Cámara atribuí-
do tal carácter a la prestación diaria, de cuarenta centa-
vos, que a título de ración alimenticia se suministraba a
los trabajadores solamente cuando trabajaban, llegando di-
cha Cámara a concederla como (salario) por 516 días, lo
que incluye 108 días festivos y otros no laborables, como
también los de vacaciones; que de la misma impugnación
son susceptibles las condenaciones relativas a la llamada
regalía pascual, pues resulta tanto de la ley correspondien-
te, como del expresado artículo 46 del Pacto, que para te-
ner derecho a ella, es preciso haber trabajado un tiempo
determinado; que, por otra parte, dos de los demandantes
,(An gel A. Vásquez y Míriam Josefina Garrido de Escarfu-

dpery) ganaban. como se hace constar en la decisión recu-
ITrida. RDS205.00 mensuales, lo oue les excluye de dicho
' eneficio; que de icrual crítica (carácter de salario atribuí-
ole) es suscentible la condenación impuesta Por bonifi-
ción sobre los beneficios netos anuales de la empresa.
jada (la bonificación) en un 8% de los mismos; pero.

, Considerando que en la sentencia impugnada se con-
signa, que según la cláusula 46 del Pacto, "el patrono pa-
gará si viola la cláusula 32, todos los salarios que habrían
devengado los trabajadores amparados por la misma, du-
rante el tiempo que no podían ser despedidos"; que, por
lo tanto, al conceder la Cámara a-qua a los actuales recu-
rridos las prestaciones que les reconoció, sobre el funda-
mento de que las concernientes a la ración alimenticia
constituyen un salario devengado por los intimados, "pues-

que es obtenido de su contrato de trabajo" y de que la
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regalía pascual "es un salario diferido", como efectivá
mente lo define la ley; e igualmente fundándose en que
"los valores que un trabajador obtenga por c oncepto de
bonificación, son parte de su salario", la Cámara a-qua
lejos de incurrir en las violaciones invocadas, hizo en la
especie, una adecuada interpretación de la ley, como del
Pacto de condiciones de trabajo que reglamentaba las re -
laciones de las partes, dando, como se desprende de lo arri.
ba expresado, motivos suficientes y pertinentes que justi-
fican el dispositivo de su decisión, y hecho, además, una
relación y circunstancia de los hechos de la causa, que ha
permitido a esta Suprema Corte de Justicia, ejercer ade-
cuadamente sus facultades de control, por lo que, salvo
lo que se dirá más adelante, los medios aquí examinados
deben ser desestimados;

Considerando, en relación con lo alegado en los mis-
mos medios, que según resulta de la decisión impugnada,
los demandantes, ahora recurridos, no eran trabajadores
por tiempo completo del patrono, lo que significa que no
percibían salarios sino en los días que trabajaran; que, sin
embargo, la Cámara a-qua, al dictar su decisión les reco-
noció al aplicar la cláusula 46 del Pacto, y tal como se al
ga, prestaciones de carácter alimenticio (40 centavos dia-
rios) suplementarias a las pagadas por la empresa al mo-
mento del desahucio que incluye un número de días en que
ellos no habrían sido de ningún modo pagados, por tratar-
se de días no laborables; que del mismo modo, y aunque
en la misma decisión impugnada se reconoce que dos de
los trabajadores (Angel A. Vásquez y Míriam Josefina Ga-
rrido de Escarfullery) percibían RD$205.00 mensuales, no
obstante se les reconoció igual suma a título de regalía
pascual durante los años 1966 y 1967, y en igual proporción
por 10 días del año de 1968, no pudiendo exceder la rega-
lía pascual correspondiente a cada uno de ellos, de la suma
de RDS200.00, en acatamiento de las prescripciones de la

1,ev 1o. 71 de 1966. que prima, como ya ha sido admitido,

sobre el monto convenido en el Pacto tratándose de empre-
sas controladas, como la recurrente, por la CORDE; que,
Por último, y en cuanto al cálculo de la bonificación anual
del 8% por beneficios netos de la empresa, aunque con res-
pecto a l primer año 1966 en que era debida, dicho cálculo
se hizo en la decisión impugnada en base al balance de
las utilidades netas certificadas por funcionario competen-
te de la empresa, las relativas a los años 1967 y parte del
año 1968, lo fueron solamente en consideración de lo ex-
presado en la cláusula 39 del Pacto, según la cual la bo-
nificación no puede ser menor a tres meses de salario por
cada año y proporcional se gún los meses trabajados", mo-
tivo que no era suficientemente justificativo de lo decidido
en este orden para los años de 1967 y 1968, pues aún para
este último cálculo era necesario comprobar también si
hubo o no utilidad en los años de aue se trata; comproba-
ción que no consta fuera hecha; que, por lo tanto, y sola-
mente en los aspectos aquí examinados, la sentencia im-
pugnada debe ser casada;

Considerando oue en el desenvolvimiento del octavo
medio de su memorial, la recurrente alega, en síntesis. que
conforme a las prescripciones del artículo 141 del Código
de Procedimieneo Civil, toda sentencia debe contener. en-
tre otras menciones. la nrofesión y domicilio de los recu-
rridos, las cuales han sido omitidas en la decisión im puta-
fin ; atte. por otro porte la sentencia carece de la ex posi-

ción de los puntos de hecho y de derecho nue la funda-
mentan, lo nu imn i de a la Su premo Corte de Justicia, apre-
ciar si la ley ha sido o no bien aplicada; pero,

Considerando que si ciertamente las menciones con-
signadas en el anterior alegato deben figurar según lo pres-
cribe el texto legal citado, por la recurrente, en las senten-
cias dictadas por los tribunales de justicia, dichas men-
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regalía pascual "es un salario diferido", como efe
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laciones de las partes, dando, como se desprende de lo arri.
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Considerando, en relación con lo alegado en los
mos medios, que según resulta de la decisión impugn
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por tiempo completo del patrono, lo que significa que no
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embargo, la Cámara a-qua, al dictar su decisión les reco-
noció al aplicar la cláusula 46 del Pacto, y tal como se ale-
ga, prestaciones de carácter alimenticio (40 centavos dia-
rios) suplementarias a las pagadas por la empresa al mo-
mento del desahucio que incluye un número de días en que
ellos no habrían sido de ningún modo pagados, por tratar-
se de días no laborables; que del mismo modo, y aunque
en la misma decisión impugnada se reconoce que dos de
los trabajadores (Angel A. Vásquez y Míriam Josefina Ga-
rrido de Escarfullery) percibían RD$205.00 mensuales, no
obstante se les reconoció igual suma a título de regalía
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se hizo en la decisión impugnada en base al balance de
las utilidades netas certificadas por funcionario competen-
te de la empresa, las relativas a los años 1967 y parte del
ano 1968, lo fueron solamente en consideración de.lo ex-
presado en la cláusula 39 del Pacto, según la cual la bo-
nificación no puede ser menor a tres meses de salario por
cada año y proporcional se gún los meses trabajados", mo-
tivo que no era suficientemente justificativo de lo decidido
en este orden para los años de 1967 y 1968, pues aún para
este último cálculo era necesario comprobar también si
hubo o no utilidad en los años de que se trata; comproba-
ción que no consta fuera hecha; que, por lo tanto, y sola-
mente en los aspectos aquí examinados, la sentencia im-
pugnada debe ser casada;

Considerando eme en el desenvolvimiento del octavo
medio de su memorial, la recurrente alega, en síntesis, que
conforme a las prescripciones del artículo 141 del Código
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l
as dictadas por los tribunales de justicia, dichas men-
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ciones al ser omitidas en la especie, no han hecho agravio
a la recurrente, por lo cual este alegato carece de interés;
aue con respecto a los demás alegatos, que implican la cen.
sura de la sentencia impugnada por falta de motivos y
falta de base legal, éstos no son sino la reiteración de los
ya expuestos con el mismo sentido y alcance en los demás
medios; que, por tanto, el medio carece C1P fundamento y
debe ser desestimado;

Considerando que las costas podrán ser compensadas
cuando las partes sucumben respectivamente en algunos
puntos de sus demandas;

Por tales motivos, Primero: Casa, en cuanto a las pres-
taciones acordadas para dieta alimenticia, bonificaciones y
regalía pascual la sentencia dictada por la Cámara de Tra-
bajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, en fecha 11 de diciembre de 1968, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo, y envía
el asunto así delimitado por ante el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís en
atribuciones de Tribunal de Trabajo de Segundo Grado; y
rechaza el recurso en sus demás aspectos; Segundo: Com-
pensa las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
riquez .— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma•— Fi'ancisco Elpidio Beras .— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresado s, Y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

NCIA DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DE 1969

sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 5 de febrero de 1969

yfaterra: Trabajo

Recurrente: Amelia Ricart Vda. Mathis

Abogado: Dr. M. J. Prince Morcelo

Recurrido : Juan B. Jiménez
Abogado: Dr. Juan Pablo Espinosa y Dr. Julio A. Suárez

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 21 del mes de Noviembre de 1969, años 126 9 de la In-
dependencia y 107Ç' de la Restauración, dicta en audiencia
Pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

71,Sobre el recurso de casación interpuesto por Amelia
Rieart viuda Mathis, dominicana, mayor de edad, viuda, do-
miciliada y residente en la casa No. 39 de la Avenida Pas-
teur, de esta ciudad, cédula No. 1536, serie 1ra., contra la
sentencia de fecha 5 de febrero de 1969, dictada por la Cá-
mara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

4
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ciones al ser omitidas en la especie, no han hecho agra l
a la recurrente, por lo cual este alegato carece de in terés,
nue con respecto a los demás alegatos, que implican la cen,
sera de la sentencia impugnada por falta de motivos y
falta de base legal, éstos no son sino la reiteración de lc,s
ya expuestos con el mismo sentido y alcance en los demás
medios; que, por tanto, el medio carece de fundamento y
debe ser desestimado;

Considerando que las costas podrán ser compensadascuando las partes sucumben respectivamente en algunospuntos de sus demandas;

'141Por tales motivos, Primero: Casa, en cuanto a las pres.
taciones acordadas para dieta alimenticia, bonificaciones y
regalía pascual la sentencia dictada por la Cámara de Tra-
bajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, en fecha 11 de d iciembre de 1968, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo, y envíael asunto así delimitado por ante el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís en
atribuciones de Tribunal de Trabajo de Segundo Grado; y
rechaza el recurso en sus demás aspectos; Segundo: Com-
pensa las costas.

( Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche IIen-
riquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma•— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.-- Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada rr
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento,- en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, Y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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,TENCIA DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DE 1969

tencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,

de fecha 5 de febrero de 1969

materia: Trabajo

/erurrente: Amelia Ricart. Vda. Mathis
Abogado: Dr. M. J. Prince Morcelo

Recurrido: Juan B. Jiménez
\bogado: Dr. Juan Pablo Espinosa y Dr. Julio A. Suárez

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista R:ojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 21 del mes de Noviembre de 1969, .años 126 9 de la In-
dependencia y 107`Y de la Restauración', dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la sií-1. ulente sentencia:

Sobre el recurso de casación in3terpuesto por Amelia
Ricart viuda Mathis, dominicana, mayor de edad, viuda, do-
miciliada y residente en la casa No. 39 de la Avenida Pas-
teur , de esta ciudad, cédula No. 153'.6, serie 1 ra., contra la
sentencia de fecha 5 de febrero de 1969, dictada por la Cá-
mara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se
011a más adelante;

1
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Juan Pablo Espinosa» cédula No. 64182 se-

rie lra., por sí y por el Dr. Julio A. Suárez, cédula No
104647 serie 1ra., abogados del recurrido Juan B. jiroé...
nez, dominicano, mayor de edad, obrero, cédula No. 7706
serie 34, domiciliado y residente en el kilómetro 26 de la
carretera Yamasá, Sección Sierra Prieta, Jurisdicción de
La Victoria, Distrito Nacional, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el Memorial de Casación, depositado en la Se-
cretada de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 23 de
abril de 1969. en el cual se invocan los medios que se in-
dican más 'adelante;

Visto el Memorial de Defensa de fecha 13 de junio
de 1969, y el ele ampliación de fecha 22 de octubre de 1969,
suscrito por los abogados del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos jos arículos 78 y 265 del Código de Traba-
jo; 1315 del Cóoligo Civil; y 1 y 65 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Ca sación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ' ,ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser concilia-
da, formulada por el actual recurrido contra la recurren-
te, el Juzgado de Plaz de Trabajo del Distrito Nacional,
dictó en fecha 15 de 'Marzo de 1967, una sentencia con el
siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Rechaza en todas
sus partes las conclusiones de la parte demandante por ser
justas y reposar sobre base legal; Segundo: Declara justifi-
cado el despido y resuelto el contrato de trabajo que ligaba
a las partes, por haber' 	 el demandante en faltas
graves sancionadas poi' el artículo 78 del Código de Tra-

bajo; Tercero: Rechaza la demanda intentada por el señor
Juan 13, Jiménez contra la senora Amelia Hicart de Matins,
por improcedente y mal fundada; Cuarto: Condena al se-
;ior Juan 13. Jiménez al pago de las costas del procedi-
raiento"; b) Que sobre recurso de apelacion del demandan-
te Juan B. Jimenez, la Camara de Trabajo del Distrito Na-
cional, dictó en fecha 5 de febrero de 1969, la sentencia aho-
ra, impugnada en casacion con el siguiente dispositivo: -Ya-
lta: t'rirnero; Declara regular y vaiiao tanto en la iorma
como en el fondo el recurso de apelacion interpuesto por
Juan 13. Jiménez contra sentencia del Juzgado de Yaz de
Trabajo del Distrito Nacional, de lecha ld de marzo de
1961, dictada en lavor de la señora Amelia Ricart de Ivia-
this, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de
esta misma sentencia y en consecuencia RevcCa en todas
sus partes dicha decisión impugnada; Segunda,: Condena a
la senora Amelia Ricart de lviaths a pagarle a Juan B. Ji-
ménez, los valores siguientes: Veinticuatro ('24) días de sa-
lario por preaviso; cieneo cincuenta (150) (lías por auxilio
de cesantia; catorce días (14) por vacaciónes; la propor-
ción de regalía Pascual del año 1966, así como a las indem-
nizaciones a que se refiere el ordinal teh•cero del artículo
84 del Código de Trabajo, todo a base de catorce pesos
(RDM14.00) semanales; Tercero Condeipa. a la parte que
sucumbe señora Amelia Ricart de Mathis, al pago de las
costas del procedimiento, de conformidad con los artículos
691 del Código de Trabajo, 5 y 16 de la Ley No. 302 del
18 de junio de 1964 del Código de Trabajo, ordenando su
'distracción en provecho del Dr. Julio ? Aníbal Suárez y Dr.
Juan Pablo Espinosa, quienes afirm-lin haberlas avanzado
en su mayor parte";

Considerando que la recurrente: invoca en su Memo-
rial de Casación los siguientes medié)s: Primer Medio: Vio-
lación al artículo 78 del Código de 'Trabajo.— Segundo Me-
dio : Violación y mala aplicación 	 artículo 265 del Có-
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Juan Pablo Espinosa, cédula No. 64182 se.

rie ira., por sí y por el Dr. Julio A. Suárez, cédula No
104647 serie 1ra., abogados del recurrido Juan B.
nez, dominicano, mayor de edad, obrero, cédula No. 7706
serie 34, domiciliado y residente en el kilómetro 26 de
carretera Yamasá, Sección Sierra Prieta, Jurisdicción de
La Victoria, Distrito Nacional, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el Memorial de Casación, depositado en la Se-
cretaria de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 23 de
abril de 1969, en el cual se invocan los medios que se in-
dican más adelante;

Visto el Memorial de Defensa de fecha 13 de junio
de 1969, y el de ampliación de fecha 22 de octubre de 1969,
suscrito por los abogados del recurrido;

La Suprem a Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos jos arículos 78 y 265 del Código de Traba-
jo; 1315 del Códligo Civil; y 1 y 65 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ' .ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser concilia-
da, formulada por el actual recurrido contra la recurren-
te, el Juzgado de P`az de Trabajo del Distrito Nacional,
dictó en fecha 15 de 'Marzo de 1967, una sentencia con el
siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Rechaza en todas
sus partes las conclusiones de la parte demandante por ser
justas y reposar sobre base legal; Segundo: Declara justifi-
cado el despido y resuelto el contrato de trabajo que ligaba
a las partes, por haber incurrido el demandante en faltas
graves sancionadas poi' el artículo 78 del Código de Tra-

bajo; Tercero: Rechaza la demanda intentada por el señor
J uan 13. Jiménez contra la senora Amena Rizan de Mathis,
por improcedente y mal fundada; Cuarto: Condena al se-
lior Juan B. Jimenez al pago de las costas del procedi-
miento"; b) Que sobre recurso de apelacion del demandan-
te Juan B. Jimenez, la Camara de Trabajo del Distrito Na-
cional, dictó en fecha 5 de febrero de 1969, la sentencia aho-
ra impugnada en casacion con el siguiente dispositivo: "t'a-
fia: rrimero : Declara regular y vanao tanto en la iorrna
como en el fondo el recurso de apelacion interpuesto por
Juan B. Jimenez contra sentencia del Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional, de techa lb de ruarzo de
1961, dictada en favor de la señora Amelia. Riclí • t de Ma-
this, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de
esta misma sentencia y en consecuencia IteveCa en todas
sus partes dicha decisión impugnada; Segund.,: Condena a
la senora Amelia Ricart de Mathis a pagarle a Juan B. Ji-
ménez, los valores siguientes: Veinticuatro (24) días de sa-
lario por preaviso; cieneo cincuenta (150) (alas por auxilio
de cesantia; catorce días (14) por vacaciónes; la propor-
ción de regalía Pascual del año 1966, así corno a las indem-
nizaciones a que se refiere el ordinal teiccero del artículo
84 del Código de Trabajo, todo a base de catorce pesos
(R1M4.00) semanales; Tercero Conde'1la a la parte que
sucumbe señora Amelia Ricart de Mathis, al pago de las
costas del procedimiento, de conformidad con los artículos
691 del Código de Trabajo, 5 y 16 de la Ley No. 302 del
18 de junio de 1964 del Código de Trabajo, ordenando su
distracción en provecho del Dr. Julio, Aníbal Suárez y Dr.
Juan Pablo Espinosa, quienes afirrnzln haberlas avanzado
en su mayor parte";

Considerando que la recurrente; invoca en su Memo-
rial de Casación los siguientes medi6s: Primer Medio: Vio-
lación al artículo 78 del Código de Trabajo.— Segundo Me-
dio : Violación y mala aplicación c1. 4''el artículo 265 del Có-
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digo de Trabajo.— Tercer Medio: Violación al artículo 1315
del Código Civil; Falta de motivo; falta de base legal;

Considerando que en el desarrollo del segundo medio
propuesto, la recurrente alega en síntesis: que se violó el
artículo 265 del Código de Trabajo por cuanto ella sostuvo
ante la Cámara a-qua que ocupaba no más de ocho traba-
jadores, y que para probarlo presentó las cotizaciones pa..
gadas al Seguro Social, las cuales "no podían dejarse de
ponderar, pues fueron la base del acta de sometimiento No.
7564, levantada por los inspectores del Instituto Dominica-
no de S-guros Sociales", concluyendo en el sentido de que
la Cámarv a-qua rechazó esa prueba escrita y descartó tam-
bién los testimonios de Rafael de los Santos Huanda Gue-
rrero More' "tergiversando los hechos de acuerdo con las
declaracionesde los testigos, las cuales deja por mitad";
que, el artículo 265 indica que los trabajadores deben ser
ocupados de n-ianera continua y permanente; que por todo
ello estima violado el artículo 265 del Código de Trabajo,
sosteniendo al .mismo tiempo la falta de ponderación de
la prueba sometida y la desnaturalización de los hechos;

Considerando que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto qu.3 sobre esos alegatos de la recurrente la
Cámara a-qua dijé) que la hoy recurrente "ha depositado
3 cotizaciones del ;Seguro Social y liquidaciones también
del Seguro Social, r.nediante los cuales alega, queda proba-
do que en esa finca no laboraban 10 trabajadores; que ta-
les documentós jamlls pueden constituir una prueba abso-
luta en tal sentido, toda vez que allí lo que consta es que
la recurrente pagó Seguro Social en el mes de Enero, Fe-
brero, Marzo del 196E1 y Mayo, Junio y Julio de 1967 por
8 trabajadores, siendo , claro que quien declara las personas
a asegurar es el propio patrono el cual puede declarar unos
y dejar fuera a otros, ;que es el caso corriente en nuestro
medio";

Considerando que ciertamente entra en las facultades
oberanas de los jueces del fondo el apreciar el valor de

los medios de prueba que se le someten, y en base a ello la
cámara a-qua podía estimar que lo atestiguado en las co-
tizaciones presentadas "no constituían prueba absoluta",
porque ellas responden, en principio, a declaraciones del
patrono ; pero, si la Cámara a-qua juzgó insuficiente esa
prueba, para creer lo contrario debió basarse en algún ele-
mento de juicio convincente al respecto; que en este orden
de ideas, se advierte también por el examen del fallo im-
pugnado que la Cámara a-qua ordenó la celebración ante
ella de un nuevo informativo y del contrainformativo co-
rrespondiente, no obstante que ya ante el Juez de primer
grado se había realizado esa misma medida de instrucción;
que en ese nuevo informativo "descartó" a los dos testigos
presentados, por estimar que ambos se habían contradicho
en sus declaraciones, y en tal virtud decidió edificarse con
el informativo que se había practicado ante el Juez de Paz,
el cual obviamente había hallado insuficiente puesto que
había dispuesto ante ella, según se ha dicho, un nuevo in-
formativo, y por todo ello, estimó, entonces la Cámara
a-qua que ante el Juez de Paz el testigo Vetilio Santos de

dr 'Jesús había declarado que "en la finca donde prestaba ser-
vicios el reclamante laboran como 20 o 30 trabajadores",
Pero, como este testigo, según resulta lel examen del acta
contentiva de esas declaraciones, no aclaró, ni le fue pre-
guntado, si tales trabajadores eran ocupados de manera
continua y permanente, según lo exlie el artículo 265 del
Código de Trabajo, es claro que a la dicha declaración se
'le ha atribuído un alcance y un sentido que no tiene, máxi-
me cuando la Cámara a-qua, en virtud del papel activo que
tienen los jueces en materia laboral, podían ordenar cual-
quiera otra medida para .sustanciar mejor el caso; que, en
tales condiciones, esta Suprema Corte de Justicia, al ejer-
cer su poder de control, no está en aptitud de poder deci-
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digo de Trabajo.— Tercer Medio: Violación al artículo 1315

se violó el

del Código Civil; Falta de motivo; falta de base legal;

Considerando que en el desarrollo del segundo medio
propuesto, la recurrente alega en síntesis: que e 
artículo 265 del Código de Trabajo por cuanto ella sostuvo
ante la Cámara a-qua que ocupaba no más de ocho traba_
jadores, y que para probarlo presentó las cotizaciones pa-
gadas al Seguro Social, las cuales "no podían dejarse de
ponderar, pues fueron la base del acta de sometimiento No.
7564, levantada por los inspectores del Instituto Dominica-
no de Seguros Sociales", concluyendo en el sentido de que
la Cámare a-qua rechazó esa prueba escrita y descartó tam-
bién los testimonios de Rafael de los Santos Huanda Gue-
rrero More' "tergiversando los hechos de acuerdo con las
:leclaracione-s de los testigos, las cuales deja por mitad";
que, el artíci'lo 265 indi ca que los trabajadores deben ser
ocupados de n-ianera continua y permanente; que por todo
ello estima violado el artículo 265 del Código de Trabajo,
sosteniendo al mismo tiempo la falta de ponderación de
la prueba sometida y la desnaturalización de los hechos;

Considerando que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que' sobre esos alegatos de la recurrente la
Cámara a-qua dijO que la hoy recurrente "ha depositado
3 cotizaciones del ;Seguro Social y S liquidaciones también
del Seguro Social, mediante los cuales alega, queda proba-
do que en esa finca no laboraban 10 trabajadores; que ta-
les documentós jarnl-ls pueden constituir una prueba abso-
luta en tal sentido, toda vez que allí lo que consta es que
la recurrente pagó Seguro Social en el mes de Enero, Fe-
brero, Marzo del 196E y Mayo, Junio y Julio de 1967 por
8 trabajadores, siendo , claro que quien declara las personas
a asegurar es el propio: patrono el cual puede declarar unos
y dejar fuera a otros, ;que es el caso corriente en nuestro
medio";
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Considerando que ciertamente entra en las facultades
soberanas de los jueces del fondo el apreciar el valor de
los medios de prueba que se le someten, y en base a ello la
cámara a-qua podía estimar que lo atestiguado en las co-
tizaciones presentadas "no constituían prueba absoluta",
porque ellas responden, en principio, a declaraciones del
patrono; pero, si la Cámara a-qua juzgó insuficiente esa
prueba, para creer lo contrario debió basarse en algún ele-
mento de juicio convincente al respecto; que en este orden
de ideas, se advierte también por el examen del fallo im-
pugnado que la Cámara a-qua ordenó la celebración ante
ella de un nuevo informativo y del contrainformativo co-
rrespondiente, no obstante que ya ante el Juez de primer
grado se había realizado esa misma medida de instrucción;
que en ese nuevo informativo "descartó" a los dos testigos
presentados, por estimar que ambos se habían contradicho
en sus declaraciones, y en tal virtud decidió edificarse con
el informativo que se había practicado ante el Juez de Paz,
el cual obviamente había hallado insuficiente puesto que
había dispuesto ante ella, según se ha dicho, un nuevo in-
formativo, y por todo ello, estimó, entonces la Cámara
a-qua que ante el Juez de Paz el testigo Vetilio Santos de
Jesús había declarado que "en la finca donde prestaba ser-
vicios el reclamante laboran como 20 o 30 trabajadores",
pero, como este testigo, según resulta del examen del acta
contentiva de esas declaraciones, no aclaró, ni le fue pre-
guntado, si tales trabajadores eran ocupados de manera
continua y permanente, según lo exile el artículo 265 del
Código de Trabajo, es claro que a la dicha declaración se
le ha atribuido un alcance y un sentido que no tiene, máxi-
me cuando la Cámara a-qua, en virtud del papel activo que
tienen los jueces en materia laboral, podían ordenar cual-
quiera otra medida para sustanciar mejor el caso; que, en
tales condiciones, esta Suprema Corte de Justicia, al ejer-
cer su poder de control, no está en aptitud de poder deci-
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dir si la ley fue bien o mal aplicada, al juzgarse sobre
planteamiento hecho por la recurrente en relación con el
artículo 265 del Código de Trabajo; que, por esos motivos,
se ha incurrido en ese aspecto en el vicio de falta de base
legal, y la sentencia impugnada debe ser casada, sin nece.
sidad de ponderar los otros medios de la recurrente;

Considerando que las costas pueden ser compensadas
al tenor del artículo 65 de la Ley Sobre Procedimiento de
Casación, cuando una sentencia es casada por falta de ba-
se legal;

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia de fe-
cha 5 de febrero de 1969, dictada por la Cámara de Tra-
bajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo, y envía el asunto
por ante el Juzgado de Primera Instancia de San Pedro
de Macorís, en sus atribuciones de tribunal laboral de se-
gundo grado; Segundo: Compensa las costas.

(Firmados.) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.-
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
1W. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar . —
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— Ernesto Curiel hijo.
Secretario General,

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuraban en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario -General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

'4P
------

OTENCIA DE FECHA 21 DE NOVIEMB RE DE 1969

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo. de
fecha 13 de noviembre de 1968

Materia: Correccional

Recurrente : José Antonio Concepción Nina Puello y compartes y
el Estado Dominicano y la San Rafael, C. por A.

ti opado: Dr. José Rafael Helena Rodríguez y Dr. Rafael Cornielle
Segura

interviniente: Adriano Gómez Rodríguez y compartes y compañia
de seguros Quisqueyana, S. A.

abogado: Dra. Ana Teresa Pérez de Escobar y Dr. F. R. Canti-
sano Arias.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

41 En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus..
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche 1-1., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 21 de noviembre del año 1969, años 1269
de la Independencia y 1079 de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia;
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1,dir si la ley fue bien o mal aplicada, al juzgarse sobre
planteamiento hecho por la recurrente en relación con
artículo 265 del Código de Trabajo; que, por esos motives
se ha incurrido en ese aspecto en el vicio de falta de bas e
legal, y la sentencia impugnada debe ser casada, sin nace,
sidad de ponderar los otros medios de la recurrente; .I.4;¡.

Considerando que las costas pueden ser compensadas
al tenor del artículo 65 de la Ley Sobre Procedimiento de
Casación, cuando una sentencia es casada por falta de ba-
se legal;

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia de fe-
cha 5 de febrero de 1969, dictada por la Cámara de Tra-
bajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo, y envía el asunto
por ante el Juzgado de Primera Instancia de San Pecho
de Macor ís, en sus atribuciones de tribunal laboral de se-
gundo grado; Segundo: Compensa las costas.

(Firmados.) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.—
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar . —
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— Ernesto Curiel hijo
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuraban en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, i'
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DE 1969

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo. de
fecha 13 de noviembre de 1968

ría: Correccional

Recurrente: José Antonio Concepción Nina Puello y compartes y
el Estado Dominicano y la San Rafael, C. por A.

o: Dr. José Rafael Helena Rodríguez y Dr. Rafael Cornielle
Segura

Interviniente: Adriano Gómez Rodríguez y compartes y compañía
de seguros Quisqueyana, S. A.

Abogado: Dra. Ana Teresa Pérez de Escobar y Dr. F. R. Canti-
sano Arias.

tia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus

món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias , en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
tYena. cc iioanal, hoy día 21 de noviembre del año 1969, años 1269
de la Independencia y 107 9 de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-

Dios, Patria y Libertad
República, Dominicana
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Sobre los recursos de casación interpuestos por José
Antonio Concepción Nina Puello, Tomás Morales Santana,
José Antonio Genao Cáceres, Antonio Reynoso Domínguez
y Félix María Pimentel Medina, dominicanos, mayores de
edad, solteros, militares, domiciliados y residentes los cua-
tro primeros en el Cuartel de la 3ra. Comp. E. N., y el úl-
timo en el Palacio de Justicia, Cuartel de la Policía Na..
cional, de esta ciudad, cédulas Nos. 30041, 15803, 98398,
16602 y 50, series 2, los dos primeros y 40, 1 4 y 101, los
demás, respectivamente, y por el Estado Dominicano y la
"San Rafael", C. por A., compañía de Seguros, domiciliada
en esta ciudad, contra la sentencia correccional, de fecha
13 de noviembre de 1968, dictada por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. José Rafael Helena Rodríguez, cédula No.
24603, serie 24, por sí y por el Dr. Rafael Cornielle Segut
ra, cédula No. 25378, serie 18, ambos abogados, en repre-'
sentación de José Antonio Concepción Nina Puello y com-
partes, en la lectura de sus conclusiones;

Oída la Dra. Ana Teresa Pérez de Escobar, cédula No
12694, serie 27, en la lectura de sus conclusiones, abogada.,
de los intervinientes Adriano Gómez Rodríguez, dominica-Y
no, mayor de edad, casado, comerciante, cédula No. 3350,f;
serie 45, y Gustavo Antonio Gómez Jorge, dominicano, es-;
tudiante, mayor de edad, cédula No. 123841, serie 1 a , am-
bos domiciliados en esta ciudad;

Oído al Dr. F. R. Cantisano Arias, cédula No. 17554,
serie 37, abogado de la interviniente Compañía de Seguros
Quisqueyana, S. A., en la lectura de SUS conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;
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Visto el memorial de los recurrentes José Antonio
Concepción Nina Puello y compartes, suscrito por sus abo-
gados, de fecha 26 de septiembre de 1969, en el cual se in-
vocan los medios que se indican más adelante;

Visto el escrito de la Dra. Ana Teresa Pérez de Esco-
bar, de fecha 26 de septiembre de 1969, hecho en nombre
de sus representados Gustavo Antonio Gómez Jorge y
1driano Gómez Rodríguez;

Visto los escritos de fecha 26 y 30 de septiembre de
1969. producidos por el Dr. F. R. Cantisano Arias, en nom-
bre de la Compañía de Seguros Quisqueyana, S. A.;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 5, letra a), y 105 de la Ley
4809 de 1957, y 1 y siguientes de la Ley 5771 de 1961,
,obre accidentes ocasionados con el manejo de vehículos
de motor, citados por los recurrentes; y 1 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Pr Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una colisión entre un automóvil y un
jeep ocurrida el día 13 de abril de 1967, en la intersección de
las calles Francisco Villaespesa y María Montez, de esta ciu
dad, en que varias personas resultaron lesionadas, la Quin-
ta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, debidamente apoderada, dictó en fecha
24 de junio de 1968, una sentencia correccional, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; b) que sobre las apelacio-
nes interpuestas, la Corte a-qua dictó la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Declara regulares y válidos en cuanto a la for-
ma, los recursos de apelación interpuestos en fechas 28 de
junio y 8 de julio de 1968, por los señores Adriano Gómez
Rodríguez, Gustavo A. Gómez, Ketle Sánchez, Quisqueyana,
S. A., José Antonio Concepción Nina Puello, Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., y el Estado Dominicano,
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Sobre los recursos de casación interpuestos por Jos¿
Antonio Concepción Nina Puello, Tomás Morales Santana,
José Antonio Genao Cáceres, Antonio Reynoso Domínguez
y Félix María Pimentel Medina, dominicanos, mayores de
edad, solteros, militares, domiciliados y residentes los cua-
tro primeros en el Cuartel de la 3ra. Comp. E. N., y el
timo en el Palacio de Justicia, Cuartel de la Policía Na.:,
cional, de esta ciudad, cédulas Nos. 30041, 15803, 98398,
16602 y 50, series 2, los dos primeros y 40, V y 101, los
demás, respectivamente, y por el Estado Dominicano y la
"San Rafael", C. por A., compañía de Seguros, domiciliada
en esta ciudad, contra la sentencia correccional, de fecha
13 de noviembre de 1968, dictada por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. José Rafael Helena Rodríguez, cédula No.
24603, serie 24, por sí y por el Dr. Rafael Cornielle Segu-
ra, cédula No. 25378, serie 18, ambos abogados, en repre^
sentación de José Antonio Concepción Nina Puello y com-
partes, en la lectura de sus conclusiones;

Oída la Dra. Ana Teresa Pérez de Escobar, cédula No.
12694, serie 27, en la lectura de sus conclusiones, abogada
de los intervinientes Adriano Gómez Rodríguez, dominica-
no, mayor de edad, casado, comerciante, cédula No. 3350,
serie 45, y Gustavo Antonio Gómez Jorge, dominicano, es-
tudiante, mayor de edad, cédula No. 123841, serie V, am-
bos domiciliados en esta ciudad;

Oído al Dr. F. R. Cantisano Arias, cédula No. 17554.
serie 37, abogado de la interviniente Compañía de Seguros
Quisqueyana, S. A., en la lectura de Sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de los recurrentes José Antonio
Concepción Nina Puello y compartes, suscrito por sus abo-
gados, de fecha 26 de septiembre de 1969, en el cual se in-
vocan los medios que se indican más adelante;

Visto el escrito de la Dra. Ana Teresa Pérez de Esco-
llar, de fecha 26 de septiembre de 1969, hecho en nombre
cie sus representados Gustavo Antonio Gómez Jorge y
Adriano Gómez Rodríguez;

Visto los escritos de fecha 26 y 30 de septiembre de
1969. producidos por el Dr. F. R. Cantisano Arias, en nom-
bre de la Compañía de Seguros Quisqueyana, S. A.;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
.berado y vistos los artículos 5, letra a), y 105 de la Ley
4809 de 1957, y 1 y siguientes de la Ley 5771 de 1961,
sobre accidentes ocasionados con el manejo de vehículos
de motor, citados por los recurrentes; y 1 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una colisión entre un automóvil y un
jeep ocurrida el día 13 de abril de 1967, en la intersección de
las calles Francisco Villaespesa y María Montez, de esta ciu
dad, en que varias personas resultaron lesionadas, la Quin-
'U Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, debidamente apoderada, dictó en fecha
24 de junio de 1968, una sentencia correccional, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; b) que sobre las apelacio-
nes interpuestas, la Corte a-gua dictó la sentencia ahora

' impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Declara regulares y válidos en cuanto a la for-
ma, los recursos de apelación interpuestos en fechas 28 de
junio y 8 de julio de 1968, por los señores Adriano Gómez
Rodríguez, Gustavo A. Gómez, Ketle Sánchez, Quisqueyana,
S. A., José Antonio Concepción Nina Puello, Com pañía de
Seguros San Rafael, C. por A., y el Estado Dominicano,
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respectivamente, contra sentencia dictada en fecha 24 de
junio de 1968, por la Quinta Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, la cual contiene
el dispositivo siguiente: "Falla: Primero: Se declaran a los
nombrados Gustavo Antonio Gómez Jorge y el Raso del >l,
N., José Antonio Concepción Nina Puello, de generales
anotadas, Culpables del delito de golpes involuntarios , en
perjuicio del Sgto. Tomás Morales Santana y Rasos José
Antonio Genao Cáceres, Antonio Reynoso Domínguez y
Félix M. Pimentel Medina E. N., y del nombrado Adriano
Gómez Rodríguez, hecho previsto y penado por las disposi-
ciones de la Ley 5771, y además por violación a la ley 4809
(sobre tránsito de vehículo de motor), y en consecuencia
se condena a pagar una multa de cincuenta pesos oro (RDS-
50.00) y al pago de las costas penales, cada uno; Segundo:
Se declara buena y válida la constitución en parte civil
hecha por los nombrados José Antonio Concepción Nina
Puello, Tomás Morales Santana, José Antonio Genao Cáce-
res, Antonio Reynoso Domínguez y Félix María Pimentel
Medina, a través de sus abogados apoderados especiales
Dres. Rafael Cornielle Segura y José Helena Rodríguez,
contra los señores Gustavo Antonio Gómez Jorge y la Com-
pañía Ketle Sánchez y Co., C. por A., representada en el
país por la Cía. Quisqueyana S. A., en sus calidades de pre-
venido y persona civilmente responsable por ser buena en
la forma y justa en el fondo y reposar sobre pruebas lega-
les; Tercero: Se condenan a Gustavo Antonio Gómez Jorge
y Kettle Sánchez & Co., C. x A., representada en el país por
la Cía. de Seguros Quisqueyana S. A., en sus calidades de
prevenido y persona civilmente responsable respectivamen-
te a pagar a los señores .sé A. Concepción Nina Pue-
llo, Tomás Morales Santana, José Antonio Genao Cáceres,
Antonio Reynoso Domínguez y Félix María Medina, las su-
mas indemnizatorias de cinco mil pesos oro (RD$5,000.00)
al primero y dos mil pesos oro (RDS2,000.00), cada uno de
los restantes, respectivamente, como justa reparación a los

iaños morales y materiales sufridos por éstos con motivo
del accidente que se trata; Cuarto: Se ordena que la pre-

'11te sentencia y en lo que respecta a los ordinales 2, 3
de esta sentencia sea oponible a la Cía. de Seguros Quisque-
011a S. A., por ser esta la Cía. aseguradora del carro pla-
0, privada No. 11152, para el primer semestre del año
1968, que originó el choque; Quinto: Se declara buena y va-
lida la constitución en parte civil hecha por los señores
Adriano Gómez Rodríguez y Gustavo Antonio Gómez Jor-
ge, a través de su abogado constituido Dr. Quírico E. Pé-
rez,. contra el Raso E. N., José Antonio Concepción Nina
Puello y el Estado Dominicano, en sus calidades de pre-
venido y persona civilmente responsable respectivamente,
por ser buena en la forma y justa en el fondo y reposar
sobre pruebas legales; Sexto: Se condena al Raso E. N.,
José Antonio Concepción Nina Puello y al Estado Domini-
cano, en sus calidades de prevenido y persona civilmente
responsable respectivamente, a pagar a los señores Adriano
Gómez Rodríguez y Gustavo Antonio Gómez Jorge las su-
mas indemnizatorias de Tres Mil Quinientos Pesos Oro
(RD$3,500.00), al primero; y de Dos Mil Quinientos Pesos
Oro (RD$2,500.00), al segundo, como justa reparación a
los daños morales y materiales sufridos por éstos con mo-
tivo del accidente; Séptimo: Se ordena la presente sen-
tencia, en lo que respecta a los ordinales 5 y 6 de la pre-
sente sentencia, sea oponible a la Cía. de Seguros "San Ra-
fael, C. por A., por ser ésta la compañía aseguradora del
Jeep placa oficial No. 873, que originó el accidente; Octavo:
Condena a Gustavo Antonio Gómez Jorge y Cía. Ketle
Sánchez y Co., C. por A., representada en el país por la

de Seguros Quisqueyana, S. A., al pago de las costas
civiles con distracción de las mismas en provecho de los
Ores. Rafael Cristóbal Cornielle Segura y José Helena Ro-
dríguez, quienes aseguran haberlas avanzado en su totali-
dad; Noveno: Condena al Raso José Antonio Concepción



7172	 ROLETIN JUDICIAL

respectivamente, contra sentencia dictada en fecha 24 de
junio de 1968, por la Quinta Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, la cual contiene
el dispositivo siguiente: "Falla: Primero: Se declaran a los
nombrados Gustavo Antonio Gómez Jorge y el Raso del E.
N., José Antonio Concepción Nina Fuello, de generales
anotadas, Culpables del delito de golpes involuntarios, en
perjuicio del Sgto. Tomás Morales Santana y Rasos José
Antonio Genao Cáceres, Antonio Reynoso Domínguez y
Félix M. Pimentel Medina E. N., y del nombrado Adriano
Gómez Rodríguez, hecho previsto y penado por las disposi-
ciones de la Ley 5771, y además por violación a la ley 4809
(sobre tránsito de vehículo de motor), y en consecuencia
se condena a pagar una multa de cincuenta pesos oro (ffin-
50.00) y al pago de las costas penales, cada uno; Segundo:
Se declara buena y válida la constitución en parte civil
hecha por los nombrados José Antonio Concepción Nina
Fuello, Tomás Morales Santana, José Antonio Genao Cáce-
res, Antonio Reynoso Domínguez y Félix María Pimentel
Medina, a través de sus abogados apoderados especiales
Dres. Rafael Cornielle Segura y José Helena Rodríguez,
contra los señores Gustavo Antonio Gómez Jorge y la Com-
pañía Ketle Sánchez y Co., C. por A., representada en el
país por la Cía.. Quisqueyana S. A., en sus calidades de pre-
venido y persona civilmente responsable por ser buena en
la forma y justa en el fondo y reposar sobre pruebas lega-
les; Tercero: Se condenan a Gustavo Antonio Gómez Jorge
y Kettle Sánchez & Co., C. x A., representada en el país por
la Cía. de Segui-os Quisqueyana S. A., en sus calidades de
prevenido y persona civilmente responsable respectivamen-
te a pagar a los señores .sé A. Concepción Nina Fue-
llo, Tomás Morales Santana, José Antonio Genao Cáceres,
Antonio Reynoso Domínguez y Félix María Medina, las su-
mas indemnizatorias de cinco mil pesos oro (RD$5,000.00)
al primero y dos mil pesos oro (RDS2,000.00), cada uno de
los restantes, respectivamente, como justa reparación a los
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daños morales y materiales sufridos por éstos con motivo
del accidente que se trata; Cuarto: Se ordena que la pre-
sente sentencia y en lo que respecta a los ordinales 2, 3

de esta sentencia sea oponible a la Cía. de Seguros Quisque-
yana S. A., por ser esta la Cía. aseguradora del carro pla-
ca privada No. 11152, para el primer semestre del ario
1968, que originó el choque; Quinto: Se declara buena y vá-
lida la constitución en parte civil hecha por los señores
Adriano Gómez Rodríguez y Gustavo Antonio Gómez Jor-
ge, a través de su abogado constituido Dr. Quírico E. Pé-
rez, contra el Raso E. N., José Antonio Concepción Nina
Fuello y el Estado Dominicano, en sus calidades de pre-
venido y persona civilmente responsable respectivamente,
por ser buena en la forma y justa en el fondo y reposar
sobre pruebas legales; Sexto: Se condena al Raso E. N.,
José Antonio Concepción Nina Fuello y al Estado Domini-
cano, en sus calidades de prevenido y persona civilmente
responsable respectivamente, a pagar a los señores Adriano
Gómez Rodríguez y Gustavo Antonio Gómez Jorge las su-
mas indemnizatorias de Tres Mil Quinientos Pesos Oro
(RDS3.500.00), al primero; y de Dos Mil Quinientos Pesos
Oro (RD82.500.00), al segundo, como justa reparación a
los daños morales y materiales sufridos por éstos con mo-
tivo del accidente; Séptimo : Se ordena la presente sen-
tencia, en lo que respecta a los ordinales 5 y 6 de la pre-
sente sentencia, sea oponible a la Cía. de Seguros "San Ra-
fael, C. por A., por ser ésta la compañía aseguradora del
Jeep placa oficial No. 873, que originó el accidente; Octavo:
Condena a Gustavo Antonio Gómez Jorge y Cía. Ketle
Sánchez y Co., C. por A., representada en el país por la
Cía. de Seguros Quisqueyana, S. A., al pago de las costas
civiles con distracción de las mismas en provecho de los
Ores. Rafael Cristóbal Cornielle Segura y José Helena Ro-
dríguez, quienes aseguran haberlas avanzado en su totali-
dad; Noveno: Condena al Raso José Antonio Concepción
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Nina Puello, E. N., y al Estado Dominicano, al pago soldario de las costas civiles hasta la ejecución de la presentesentencia con distracción de las mismas en provecho delDr. Quírico E. Pérez, quien asegura estarlas avanzando 
ensu mayor parte"; por haberlos interpuestos de acuerdo co tlas prescripciones legales que regulan la materia; 

SEGUN.DO: 
Revoca el ordinal primero de la sentencia recurrida encuanto declaró culpable y condenó al prevenido GustavoAntonio Gómez Jorge, por el delito de ocasionar 

golpesinvol
untarios con el manejo de vehículo de motor, en per-

juicio de los señores Tomás Morales Santana, José Anto.
nio Genao Cáceres, Antonio Reynoso Domínguez FélixAdriano Gómez Rodríguez , y en consecuencia, obrando por
propia autoridad y contrario imperio, descarga a 

dichoprevenido Gustavo Antonio Gómez Jorge de la referida 
in-fracción por no haber cometido falta que comprometa suresponsabilidad penal; TERCERO: Confirma el referido or-

dinal primero de la sentencia recurrida, en cuanto declaró
culpable al prevenido José Antonio Concepción Nina Pue-llo, de haber cometido el delito de ocasionar golpes involun-
tarios con el manejo de un vehículo de motor, en 

perjuiciode los señores Tomás Morales Santana, José Antonio Ge-
nao Cáceres, Antonio Reynoso Domínguez, Félix M. Pimen-tel Medina, que dejaron una incapacidad para el trabajo
por menos de diez días y después de los 30 días (treinta)
en perjuicio del señor Adriano Gómez Rodríguez, y que lo
condenó al pago de una multa de Cincuenta Pesos (RD$-
50.00) y costas; CUARTO: Confirma el ordinal segundo de
la sentencia recurrida; QUINTO: Revoca el ordinal terce-ro de la sentencia recurrida y obrando por propia autori-dad y contrario imperio descarga a Gustavo Antonio Gó-
mez Jorge y Ketle Sánchez y Co., C. por A., representada
en el país por la Compañía Q uisqueyana, S. A. de las con-denaciones que le fueron impuestas; SEXTO: Revoca el or-
dinal cuarto de la sentencia recurrida y en consecuencia de-

ciara la presente sentencia no oponible a la compañía de
seguros, Quisqueyana, S. A.; SEPTEIIO: Confirma el ordi-
nal Quinto de la sentencia recurrida; OCTAVO: Modifica
el ordinal sexto de la sentencia recurrida, en el sentido de
reducir las indemnizaciones que le fueron impuestas al se-
ñor José Antonio Concepción Nina Puello y al Estado Do-
minicano, a favor de Adriano Gómez Rodríguez y de Gus-
tavo Antonio Gómez Jorge de tres mil quinientos pesos y
dos mil quinientos (RD$3,500.00) y RD$2,500.00), a las
cantidades de dos mil pesos y un mil quinientos pesos (RD$
2,000. 001 y RD$1,500.001 respectivamente, y lo confirma
en sus demás aspectos; NOVENO: Confirma el ordinal sép-
timo de la sentencia recurrida; DECIDO: Revoca el ordinal
octavo de la sentencia recurrida; UNDECIMO: Confirma el
ordinal noveno de la sentencia recurrida; y DUODECE110:
Condena al señor José Antonio Concepción Nina Puello,
al Estado Dominicano y a la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., al pago de las costas civiles de la presen-
te alzada y ordena su distracción en provecho del Lic. Quí-
rico Elpidio Pérez y del Dr. Rafael Clemente Flores Mota,
abogados de las partes civiles constituídas, señores Adria-
no Gómez Rodríguez y Gustavo Antonio Gómez Jorge y de
la Compañía de Seguros Ketle Sánchez, C. por A., repre-
sentada por la compañía de seguros, Quisqueyana, S. A.,
por afirmar haberlas avanzado en su totalidad; DECIMO-
TERCERO: Ordena que la presente sentencia le sea oponi-
ble a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., por
ser ésta la compañía aseguradora del Jeep, placa oficial
No. 873, que originó el accidente";

En cuanto al recurso de casación del prevenido

Considerando que dicho prevenido invoca en su memo-
rial, los siguientes medios: Primer Medio: Violación, por in-
aplicación, de los artículos 5, letra a), y 105, de la Ley
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Nina. Puello, E. N., y al Estado Dominicano, al pago soii,dario de las costas civiles hasta la ejecución de la 
presentesentencia con distracción de las mismas en provecho delDr. Quírico E. Pérez, quien asegura estarlas avanzando 

ensu mayor parte"; por haberlos interpuestos de acuerdo conlas prescripciones legales que regulan la materia; 
SEGUN,DO: 

Revoca el ordinal primero de la sentencia recurrida en
cuanto declaró culpable y condenó al prevenido GustavoAntonio Gómez Jorge, por el delito de ocasionarinvoluntarios con el manejo de vehículo docas

 motor, golpesjuicio de los señores Tomás Morales Santana, José en per-
Anto-nio Genao Cáceres, Antonio Reynoso Domínguez, Félix

Adriano Gómez Rodríguez , y en consecuencia, obrando porpropia autoridad y contrario imperio, descarga a 
dichoprevenido Gustavo Antonio Gómez Jorge de la referida iñ

fracción por no haber cometido falta que comprometa suresponsabilidad penal; TERCERO: Confirma el referido or
dinal primero de la sentencia recurrida, en cuanto declarr
culpable al prevenido José Antonio Concepción Nina Pue-llo, de haber cometido el delito de ocasionar golpes involun-
tarios con el manejo de un vehículo de motor, en 

perjuiciode los señores Tomás Morales Santana, José Antonio Ge-nao Cáceres, Antonio Reynoso Domínguez, Félix M. Pimen-tel Medina, que dejaron una incapacidad para el trabajo
por menos de diez días y después de los 30 días (treinta)
en perjuicio del señor Adriano Gómez Rodríguez, y que lo ,
condenó al pago de una multa de Cincuenta Pesos (RD$-
50.00) y costas; CUARTO: Confirma el ordinal segundo de
la sentencia recurrida; QUINTO: Revoca el ordinal terce-
ro de la sentencia recurrida y obrando por propia autori-
dad y contrario imperio descarga a Gustavo Antonio Gó-
mez Jorge y Ketle Sánchez y Co., C. por A., representada
en el país por la Compañía Quisqueyana, S. A. de las con-denaciones  que le fueron impuestas; SEXTO: Revoca el or-
dinal cuarto de la sentencia recurrida y en consecuencia de--

k;

piara la presente sentencia no oponible a la compañía de
 Quisqueyana, S. A.; SEPTIMO: Confirma el ordi-

na l Quinto de la sentencia recurrida; OCTAVO: Modifica

el ordinal sexto de la sentencia recurrida, en el sentido de
reducir las indemnizaciones que le fueron impuestas al se-
ñor José Antonio Concepción Nina Puello y al Estado Do-
minicano, a favor de Adriano Gómez Rodríguez y de Gus-
tave Antonio Gómez Jorge de tres mil quinientos pesos y
dos mil quinientos (RD$3,500.00) y RD$2,500.00), a las
cantidades de dos mil pesos y un mil quinientos pesos (RD$
2,000. 00) y RD$1,500.00) respectivamente, y lo confirma
en sus demás aspectos; NOVENO: Confirma el ordinal sép-
timo de la sentencia recurrida; DECIMO: Revoca el ordinal
octavo de la sentencia recurrida; UNDECIMO: Confirma el
ordinal noveno de la sentencia recurrida; y DUODECIMO:
Condena al señor José Antonio Concepción Nina Puello,
al Estado Dominicano y a la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., al pago de las costas civiles de la presen-
te alzada y ordena su distracción en provecho del Lic. Quí-
rico Elpidio Pérez y del Dr. Rafael Clemente Flores Mota,
abogados de las partes civiles constituidas, señores Adria-
no Gómez Rodríguez y Gustavo Antonio Gómez Jorge y de
la Compañía de Seguros Ketle Sánchez, C. por A., repre-
sentada por la compañía de seguros, Quisqueyana, S. A.,
por afirmar haberlas avanzado en su totalidad; DECIMO-
TERCERO: Ordena que la presente sentencia le sea oponi-
ble a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.. por
ser ésta la compañía aseguradora del Jeep, placa oficial
No. 873, que originó el accidente";

En cuanto al recurso de casación del prevenido

Considerando que dicho prevenido invoca en su memo-
rial, los siguientes medios: Primer Medio: Violación, por in-
aplicación, de los artículos 5, letra a), y 105, de la Ley
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4809 (actualmente compendiada en la Ley 241); segundo
Medio: Desnaturalización de los hechos y documentos de la
causa y falta de base legal. Insi ficiencia y falsa motivación
y errónea interpretación, equivalente a su inaplicación, del
art. lro. de la Ley 5771, sobre accidentes causados con ve.
hículos de motor;

Considerando que el prevenido alega, en sín tesis, en
sus dos medios, que se reúnen para su examen, que la Cor-
te a-qua no tuvo en cuenta el hecho de aue Gustavo Gómez
Jorge, conductor del automóvil, iba por la calle María Mon-
tez a 3 kms. por hora; que si éste hubiera ido a una velo-
cidad acorde con los reglamentos, el accidente no habría
ocurrido; que, la Ley 4809, en su artículo 5, establece que
en la zona urbana el límite de la velocidad es ele 25 kiló-
metros por hora; que "la torpeza e inadvertencia del con-
ductor del carro, abordando la intersección o cruce de dos
calles sin antes cerciorarse de la presencia de otro vehícu-
lo o cuando menos no haber demostrado la capacidad vi-
sual para retener la presencia de un vehículo que se apro-
xima fue lo que hizo posible el accidente"; que por todo
ello, sostiene el recurrente que la sentencia impugnada de-
be ser casada; pero,

Considerando que en la especie, a la Corte a-qua, le
bastaba determinar, como lo hizo, cuál de los conductores
incurrió en la o las faltas que ocasionaron el accidente; que,
además, el examen de la sentencia, no revela que Gómez
Jorge transitara a exceso de velocidad; que los tribunales
son soberanos para apreciar y ponderar las pruebas que se
les someten, salvo desnaturalización, no establecida en el
presente caso, pues, si es cierto aue el recurrente preve-
nido, ha invocado desnaturalización, él no ha indicado en
qué consiste, por lo cual, esta Corte no está en condiciones
de ponderar la supuesta desnaturalización;

Considerando que la Corte a-qua, dió por establecido,
mediante la ponderación de las pruebas aportadas al deba-
te, lo siguiente: "a) que en fecha trece (13) de abril de,m

067, mientras el señor Gustavo Antonio Gómez Jorge,
transitaba en un vehículo privado, marca Peugeot, por la
calle "María Montez" de Sur a Norte, a las cinco y cuar-

to de 
la mañana, tuvo una colisión con un Jeep oficial, pro-

piedad del Ejército Nacional y conducido por el Raso José
Antonio Concepción Nina Puello, que transitaba en patru-

lla, de Este a Oeste, por la calle Francisco Villaespesa; b)
que de dicha colisión quedaron lesionados vario:3 de los ocu-
pantes del Jeep; e) que, de la mencionada colisión quedaron

los veh ículos con varios desperfectos, por abolladuras en
diferentes partes de los mismos"; que, entre los lesionados
hubo algunos que curaron después de 20 días;

Considerando que dicha Corte, para llegar a la con-
clusión de que el actual recurrente fue quien cometió la
falta que ocasionó el accidente, se fundó en que la calle
"María Montez" es de tránsito preferente con relación a
la "Villaespesa"; por lo que, el prevenido tenía el deber de
detener su vehículo al llegar a la intersección con la María
Montez, para cerciorarse si la vía estaba libre y podía atra-
vesarla; que al no detenerse, cometió una falta, que a. jui-
cio de la Corte a-qua, fue la causa del accidente; que esa
apreciación soberana hecha por dcha Corte. no puede ser
censurada; por lo que, al fallar como !o hizo, no incurrió en
lis vicios y violaciones denunciados por el recurrente;

Considerando que los hechos establecidos por la Corte
apqua, configuran el delito de golpes y heridas por impru-
dencia, previsto por el artículo 1ro. de la Ley 5771 de,1961;

que, como en el presente caso, los golpes y heridas más
graves:tersa fe.1;eron aque ll as aue duraron más de veinte días, esi 

que de dicho artículo que hubo de aplicar la Corte
Cu yo texto establece una pena de seis meses a dos años de
wisión y multa de cien a quinientos pesos; que dicha Cor-
t'. al condenar al prevenido a pa gar una multa de RIDS-
50.00 desp ués de declararlo cul pable. sin indicar aue aco-
gfá 	 atenuantes, incurrió en la violación del
.'1-
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4809 (actualmente compendiada en la Ley 241); Segundo
Medio: Desnaturalización de los hechos y documentos de la
causa y falta de base legal. Insi .ficiencia y falsa motivación
y errónea interpretación, equivalente a su inaplicación , del
art. 1ro, de la Ley 5771, sobre accidentes causados con ve_
hículos de motor;

Considerando que el prevenido alega, en síntesis, en
sus dos medios, que se reúnen para su examen, que la Cor-te a-qua no tuvo en cuenta el hecho de aue Gustavo Gómez
Jorge, conductor del automóvil, iba por la calle María Mon-
tez a 3 kms. por hora; que si éste hubiera ido a una velo-
cidad acorde con los reglamentos, el accidente no habría
ocurrido; que, la Ley 4809, en su artículo 5, establece que
en la zona urbana el límite de la velocidad es de 25 kiló-
metros por hora; que "la torpeza e inadvertencia del con-
ductor del carro, abordando la intersección o cruce de dos
calles sin antes cerciorarse de la presencia de otro vehícu-
lo o cuando menos no haber demostrado la capacidad vi-
sual para retener la presencia de un vehículo que se apro-
xima fue lo que hizo posible el accidente"; que por todo
ello, sostiene el recurrente que la sentencia impugnada de-
be ser casada; pero,

Considerando que en la especie, a la Corte a-qua, le
bastaba determinar, como lo hizo, cuál de los conductores
incurrió en la o las faltas que ocasionaron el accidente; que,
además, el examen de la sentencia, no revela que Gómez
Jorge transitara a exceso de velocidad; que los tribunales
son soberanos para apreciar y ponderar las pruebas que se
les someten, salvo desnaturalización, no establecida en el
presente caso, pues, si es cierto q ue el recurrente preve-
nido, ha invocado desnaturalización, él no ha indicado en
qué consiste, por lo cual, esta Corte no está en condiciones
de ponderar la supuesta desnaturalización;

Considerando que la Corte a-qua„ dió por establecido,
mediante la ponderación de las pruebas aportadas al deba-
te, lo siguiente: "a) que en fecha trece (13) de abril deví,

'mientras el señor Gustavo Antonio Gómez Jorge,
transitaba en un vehículo privado, marca Peugeot, por la
al "María Montez" de Sur a Norte, a las cinco y cuar-

teadlee la mañana, tuvo una colisión con un Jeep oficial. pro-
piedad del Ejército Nacional y conducido por el Raso José
Antonio Concepción Nina Fuello, que transitaba en patru-
lla, de Este a Oeste, por la calle Francisco Villaespesa; b)
que de dicha colisión quedaron lesionados vario; de los ocu-
pantes del Jeep; c) que, de la mencionada colisión quedaron

los veh ículos con varios desperfectos, por abolladuras en
diferentes partes de los mismos"; que. entre los lesionados
hubo algunos que curaron después de 20 días;

Considerando que dicha Corte, para llegar a la con-
clusión de que el actual recurrente fue quien cometió la
falta que ocasionó el accidente, se fundó en que la calle
"María Montez" es de tránsito preferente con relación a
la "Villaespesa"; por lo que, el prevenido tenía el deber de
detener su vehículo al llegar a la intersección con la María
Montez, para cerciorarse si la vía estaba libre y podía atra-
vesarla; que al no detenerse, cometió una falta, que a. jui-
cio de la Corte a-qua, fue la causa del accidente; que esa
apreciaci ón soberana hecha por di cha Corte. no puede ser

censurada; por lo que, al fallar como lo hizo, no incurrió en
les vicios y violaciones denunciados por el recurrente;

Considerando que les hechos establecidos por la Corte
a-q-ia, configuran el delito de golpes y heridas por impru-
dencia, previsto por el artículo 1ro. de la Ley 5771 de\ 1961;
que, como en el presente caso, los golpes y heridas más
graves fueron aoue ll as aue duraron más de veinte días, es
la letra cl que de dicho artículo que hubo de aplicar la Corte
cuyo texto establece una pena de seis meses a dos años de
prisión y multa de cien a quinientos pesos; que dicha Cor-
te, al condenar al prevenido a pa gar una multa de RD55-
50.00 después de declararlo cul pable_ sin indicar aue aco-
gía circunstancias atenuantes, incurrió en la violación del
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artículo 1ro. letra c) de la Ley 5771, citada; pero, como se
trata del recurso de casación del prevenido, y no hay r:
curso del ministerio público, no es posible agravarle su
situación;

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles
que la Corte a-qua, dió por establecido que el delito come:
tido por el prevenido recurrente, ocasionó daños y perjui-
cios morales y materiales a las partes civiles constituidas
contra él, cuyo monto apreció soberanamente en las sumas
de RD$2,000.00 a favor de Adriano Gómez Rodríguez y
RDS1.500.00 a favor de Gustavo Antonio Gómez Jorge; que
al condenar al prevenido al pago de esa suma, a título de
reparación civil y en favor de' las partes civiles antes indi-
cadas, la Corte a-nua. hizo una correcta aplicación del ar-
tículo 1383 del Código Civil;

Considerando que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, no contiene, en lo que respecta al
interés del prevenido, vicio alguno que justifique su casa-
ción;

En cuanto a los recursos de casación de
Tomás Morales Santana y compartes

Considerando que Tomás Morales Santana, José Anto-
nio Genao Cáceres, Antonio Reynoso Domínguez y Félix
María Pimentel Medina, han producido un memorial con-
juntamente con el prevenido; y han invocado los mismos
medios y alegatos de éste; por lo que, todo lo dicho al exa-
minar el recurso de Nina Puello es aplicable a los recursos
que ahora se examinan; que, en tales circunstancias, proce-
de desestimar por improcedente, los medios propuestos
ccnjuntamente por éstos, sin ten er que reproducir las ra-
zones expuestas anteriormente al examinar el recurso del
prevenido;

En cuanto al recurso de casación de la
puesta (la CakTS remo civilmente responsable y

la Compañía Aseguradora,

onsiderando que al tenor del artículo 37 de la Ley
Illbre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea
interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o
ror la persona civilmente responsable, el depósito de un

morlal con la exposic:ón le los medios en que se funda,
obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el

úrso en la declaración correspondiente;
Considerando que cuando la compañía aseguradora sea

puesta en causa en virtud el artículo 10 de la Ley 4117 so-
bre Seguro Obligatorio, se debe asimilar a las partes indi-
cadas en el citado artículo 37;

Considerando que ni el Estado Dominicano, parte pues-
ta en causa como civilmente responsable, ni la compañía
de Seguros "San Rafael, C. por A.", han producido un me-
morial con la exposic i ón	 los medios que le sirvan de
fundamento ni invocaron ni exnusieron ningún medio de-
terminado cuando declararon el recurso;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Adriano Gómez Rodríguez, Gustavo Gómez Jorge y la
Compañía "Seguros Quisqueyana, S. A."; Segundo: Recha-
za los recursos de casación interpuestos por Jo. ,é Antonio
Concepción Nina Puello, Tomá, ,.; Morales Santana, José An-
tonio Genao Cáceres, Antonio Reynoso Domínguez y Félix
_''aria Pimentel Medina, contra la sentencia dictada en
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de

Domingo de fecha 13 de noviembre de 1968, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo; TnTeero: Declara nulos los recursos interpuestos por
e.l Estado Dominicano la Com pañía de Seguros "San Ra-
lle' C. por A.", contra la misma sentencia; Cuarto: Conde-
'la al prevenido, al Estado Dominicano y a la San Rafael

Parte
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artículo 1ro. letra c) de la Ley 5771, citada; pero, corno s
etrata del recurso de casación del prevenido, y no hay

curso del ministerio público, no es posible agravarle
situación;

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles
que la Corte a-qua, dió por establecido que el delito come:
tido por el prevenido recurrente, ocasionó daños Y perjui..
cios morales y materiales a las partes civiles constituidas
contra él, cuyo monto apreció soberanamente en las sumas
de RD$2,000.00 a favor de Adriano Gómez Rodríguez y
RD$1,500.00 a favor de Gustavo Antonio Gómez Jorge; que
al condenar al prevenido al pago de esa suma, a título de
reparación civil y en favor de . las partes civiles antes indi-
cadas, la Corte a-noa, hizo una correcta aplicación del ar-
tículo 1383 del Código Civil;

Considerando que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, no contiene, en lo que respecta al
interés del prevenido, vicio alguno que justifique su casa-
ción;

En cuanto a los recursos de casación de
Tomás Morales Santana y comnartes

Considerando que Tomás Morales Santana, José Anto-
nio Genao Cáceres, Antonio Reynoso Domínguez y Félix
Maria Pimentel Medina, han producido un memorial con-
juntamente con el prevenido; y han invocado los mismos
medios y alegatos de éste; por lo que, todo lo dicho al exa-
minar el recurso de Nina Puello es aplicable a los recursos
que ahora se examinan; que, en tales circunstancias, proce-
de desestimar por improcedente, los medios propuestos
conjuntamente por éstos, sin tener que reproducir las ra-
zones expuestas anteriormente al examinar el recurso del
prevenido;

En cuanto al recurso de casación de la
fiarle puesta Cu car .., c ,:neo civilmente responsable y

la Campal-lía Aseguradora,

nsiderando que al tenor del artículo 37 de la Ley
,b•e Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea
terpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o

la persona civilmente responsable, el depósito de un
-,,nioral con la exposicón le los medios en que se funda,
,:,á obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el
'tarso en la declaración correspondiente;

Considerando que cuando la compañía aseguradora sea
pue ,z t n en causa en virtud al artículo 10 de la Ley 4117 so-
bre Seguro Obligatorio, se debe asimilar a las partes indi-
eadasen el citado artículo 37;

tonsiderando que ni el Estado Dominicano, parte pues-
ta eril!'eausa como civilmente responsable, ni la compañía
(le Seguros "San Rafael, C. por A.", han producido un me-
merla). con la exposic'(,n d los medios nue le sirvan de
fundamento ni invocaron ni exonsieron ningún medio de-
terminado cuando declararon el recurso:

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
4	 Adriano Gómez Rodríguez, Gustavo Gómez Jorge y la

Compañía "Seguros Quisqueyana, S. A."; Segundo: Recha-
za los recursos da casación interpuestos por JOi:é Antonio
Concepción Nina Puello, Tomás Morales Santana, José An-
tonio Genao Cáceres, Antonio Reynoso Domínguez y Félix
Ma r ia Pimentel Medina, contra la sentencia dictada en
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
• to Domingo de fecha 13 de noviembre de 1968, cuyo
:"positivo ha sido copiado en parte anterior del presente
falo ; Tercero: Declara nulos los recursos interpuestos por
el Estado Dominicano v la Compañía de Seguros "San Ra-
!gel C. por A.", contra la misma sentencia; Cuarto: Conde-
sa 	 prevenido, al Estado Dominicano y a la San Rafael
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C. por A., al pago de las costas, ordenando su distracción
en provecho de la Dra. Ana Teresa Pérez Escobar y del br.
F. R. Cantisano Arias, quienes afirmaron haberlas avanza:
do en su totalidad.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E . Ra.
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.-__ Fran.
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car•
buccia.— Ernesto Curiel hio, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces Que figuran en su encabezamiento , en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada per mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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TES CIA DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DE 1989

¡curia impugnada: Juzgado de Paz del Municipio de Salcedo, de
fecha 21 de mayo de 1969

Materia: Correccional

gecurrente: Félix Antonio Valentín

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

:Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Ma.nuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-

marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel. D. Bergés Chupani, Manuel . A. Amiama, Francisco
Elpidio Berras, Joaquín M. Alvarez Perel]ó, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 21 del mes de Noviembre de 1969,
años 126 9 dela Independencia y 107 9 de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
miente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix An-
tonio Valentín, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, cédula No. 8966, serie 55, residente en La Culebra,
Jamao Afuera, Municipio de Salcedo, contra la sentencia
dictada por el Juzgado de Paz del Municipio de Salcedo, de
fecha 21 de mayo le 1969, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
41' Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

•
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C. por A., al pago de las costas, ordenando su distracción
en provecho de la Dra. Ana Teresa Pérez Escobar y del Dr,
F. R. Cantisano Arias, quienes afirmaron haberlas avanza-
do en su totalidad.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma.
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia .— Ernesto Curiel hio, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces aue figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada per mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

1
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DE 1969

Sentencia impugnada: Juzgado de Paz del Municipio de Salcedo, de
fecha 21 de mayo de 1969

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel. D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista

`Rojas Alm i.nzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus

- audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán. Dis-
- trito Nacional, hoy día 21 del mes de Noviembre de 1969,

años 126 9 dela Independencia y 107° de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-

íitt
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix An-
tonio Valentín, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, cédula No. 8966, serie 55, residente en La Culebra,
Jamao Afuera, Municipio de Salcedo, contra la sentencia
dictada por el Juzgado de Paz del Municipio de Salcedo, de
fecha 21 de mayo le 1969, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

(e la República;

4
Materia: Correccional

4/1
Recurrente: Félix Antonio Valentín
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Vista el acta del recurso de casación levantada enla Se
cretaría del Juzgado a-quo, a requerimiento del Dr.Luis Felipe Nicasio, abogado, cédula 2151, serie 67, enrepresentación del recurrente , en la cual se inoca

-dios de casación que se indican más adelante;vn los me

La Suprema Corte de Justicia, después de haber 
deli-berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No.289 de 1943; y 1, 20 y 65 le la Ley sobre Procedimientode Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnadaclocurnení.os a que ella se refiere	 Yen losconsta20 de n¿ yo de 1969, en hora	
,	 .: a) que en fecha

dido Féli
	 horas	 ' consta.:

 la mañana, fue sorpren-x Antonio Va!entín por la. Policía Nacional, trans-po•tando carne de res sin la documentación correspon-d iente, y lo condujo al puez.;to de la flolicía. de Salcedo,para los fines de lugar; b) nue en la , m
e
i , 20 dernavo de 1969, fue apoderado del caso	
'sma

Juzgado
feeha

 de Pazdel Municipio de Salcedo, por violación al a rtículo 83 dela Ley de Policía, el cita? dicn5 la sentenc
nada en ca^ae°ón,	 ia ahora impug-ro: Se asación, con e' siguiente di-positivo: "Falla: Pri-mm	 declara cu lpable al reiior Félix Antonio Valentín,de violar los arts. 83 y 1G1	 h T.ev de Policía; en con-s
ecuencia se condena a RD$2.00 (Dos Pesos) 	 de multa y alpago ntde las costas, acogle.n.clo en :1/1 favor circunstancias

del de
atenua

lit o,
es; Sel.› ri-ncle; Se ordena la confiscación del cuerpo

o sea 160 libras de carne de res, valoradas enRD$51.20";

Considerando oue el recurrente invoca los siguientesmedios de casac ión: Primer Medio: Incompetencia de losJ
uzgados de. Paz para conocer de !as violaciones a la Ley289; Segarldo MCdio: Violación al artículo 11 del códigoPenal, al ordenar la confiscación de un dinero que no erapr
oducto de la venta de la carne; Tercer Medio: Falta d emotivos; y Cuarto Medio: Violación del derecho de defen-

------
. :3. al no ponderar el certificado que ampara la buena pro-
1e 'dencia de la carne;

Considerando, que tal como lo alega el recurrente, en
*mer medio de su recurso, el Juzgado de Paz es incom-

ente para conocer de las violaciones a la Ley 289, que
stiga, los hechos puestos a cargo del recurrente, pues di-

cha ley no le atribuye competencia a los Juzgado de Paz
para el caso, por lo cual impera la regla en cuya virtud los
juzgados de Primera Instancia son los competentes para
juzgar los hechos que sean castigados con penas COITCC-

cima les ; que, en consecuencia, y sin necesidad de examinar
les otros medios del recurso, es procedente casar el fallo
impugnado por violación de las reglas de la competencia,
aún cuando el tribunal competente no pueda agravarle las
pena s . en caso de culpabilidad, por ser el prevenido el úni-
co recurrente;

yConsiderando que en virtud del artículo 20 de la Ley
de Casación cuando se case un fallo por causa de incompe-
tencia, la Suprema Corte de Justicia -enviará el asunto por

_talm

., te el tribunal que deba conocer de él, y lo designará
ente;• almente;

4,

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en fecha 21 de mayo de 1969, por el Juzgado de Paz del
Municipio de Salcedo, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo; y se designa al Juzgado
de Primera. Instancia de Salcedo para juzgar el caso, ante
el cual se envía el asunto; Segundo: Declara las costas de
oficio.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupa ni.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco E'pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Os-
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Vista el acta del recurso de casación levantada
la Secretaría del Juzgado a-quo, a requerimiento del D.--
Luis Felipe Nicasio, abogado, cédula 2151, serie 67,
representación del recurrente, en la cual se invocan los ni
dios de casación que se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No.
289 de 1943; y 1, 20 y 65 le la Ley sobre ProcedimientoL
de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documení os a que ella se refiere, consta.: a) que en fecha
20 de ni¿ yo de 1969, en horas de la maliana, fue sorpren-
dido Félix Antonio Vaentin por la Policía Nacional, trans-
portando carne de res sin la documentación cor •espon-
di•nte, y lo condujo al puesto de la Policía de Salcedo,
para los fines de lugar; h) erre en la , misma fecha, 20 de
mayo de 1969, fue apoderado del caso 	 Juzgado de Paz
del Municipio de Salcedo, por violación al artículo 8fl, de
la Ley de Policía, el cual dict'S la sentenc i a ahora, impug-
nada en casación, con e' siguiente dis positivo: "Palla: PO-
mero: Se declara culpable al s&ior Féiix Antonio  Valentín,
de violar los arts. 83 y 101 de le 	 de Policía: en con-
secuencia se condena a RD$2.00 (Dos Peros) de multa y al
pago de las costas, acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes; Segundo: Se ordena la confiscacién del cuerpo
del delito, o sea 160 libras de carne de res, valoradas en
RD$51.20";

Considerando que el recurrente invoca los siguientes
medios de casación: Primer i11edio: Incompetencia de les
Juzgados de Paz para conocer de las violaciones a la Ley
289; Segundo Medio: Violación al artículo 11 del Código
Penal, al ordenar la confiscación de un dinero que no era
producto de la venta de la carne; Tereer 1 111:1 ,-1io: Falta de
motivos; y Cuarto Medio: Violación d.e.	 derecho de defen-

al no ponderar el certificado que ampara la buena pro-
,dericia de la carne;

Considerando, que tal como lo alega el recurrente, en
'primer medio de su recurso, el Juzgado de Paz es incom-
tente para conocer de las violaciones a la Ley 289, que

castiga los hechos puestos a cargo del recurrente, pues di-
cha ley no le atribuye competencia a los Juzgado de Paz
para e) caso, por lo cual impera la regla en cuya virtud los
,Tuzgados de Primera Instancia son los competentes para
juzgar los hechos que sean castigados con penas correc-
cionales; que, en consecuencia, y sin necesidad de examinar
los otros medios del recurso, es procedente casar el fallo
impugnado por violación de las reglas de la competencia,
aún cuando el tribunal competente no pueda agravarle las
penas, en caso de culpabilidad, por ser el prevenido el úni-
co recurrente;

Considerando que en virtud del artículo 20 de la Ley
tie Casación cuando se case un fallo por causa de incompe-
tencia, la Suprema Corte de Justicia enviará el asunto por
ante el tribunal que deba conocer de él, y lo designará
igualmente;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
fecha 21 de mayo de 1969, por el Juzgado de Paz del
nicipio de Salcedo, cuyo dispositivo ha sido copiado en
e anterior del presente fallo; y se designa al Juzgado

Primera Instancia de Salcedo para juzgar el caso, ante
cual se envía el asunto; Segundo: Declara las costas de
cio.

(Firmados): Manuel Ramói: Ruiz Tejada.— Fernando
]=, Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-

- Francisco Wpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló — Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Os-
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s-:NTENCIA DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DE 1969

pmks
Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de

fecha 24 de abril de 1969�41

valdo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en Ju encabezamiento , en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada per mí, Secretario General,

Ernesto Curiel hijo.

Beettr.ente: Alcides López Torres o Alcides Torres López

Abogado: Dr. Alfonso Salvador Tejeda Beltré

D3os, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la. Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Ml. La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani; Manuel A. Amiama; Francisco Elpidio
Beras: Joaquín M. Alvarez Perelló; Juan Bautista Rojas
Almánzar y Santias7o Osvaldo Rolo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán. Distrito Nacional. hoy día 21 de noviembre de
1959, años 126° de la Inde pendencia y 1079 de la Restau-
ración. dieta en audiencia pública, como corte de casación,

I

, , siguiente sentencia:

-	 Sobre el recurso de casación interpuesto por Alcides
''"'t'as T órez, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer,

(' nmicilinclo en la Ciudad de Azua, con cédula No. 12106,
t'ir! 10. contra la sentencia dictada en atribuciones co-
cci on a les, y en fecha 24 de abril de 1969, por la Corte

e Amipción de San Cristóbal, cuyo dispositivo será co-
piado más adelante;

que certifico. (Fdo.) :t terla: Penal



valgo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en zu encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresadbs yfue firmada, leída y publicada por mí, Secretario 

General,que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

;,-_:STENCIA DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DE 1969

rente: Alcides López Torres o Alcides Torres López
gado: Dr. Alfonso Salvador Tejeda Beltré

IPas, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la. Suprema Corte de Jus-
a, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-

món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Firmte, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Ml. La-
:-nrche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Fk,rgés Chupani; Manuel A. Amiama; Francisco Elpidio
Peras: Joaquín M. Alvarez Perelló; Juan Bautista Rojas
Almánzar y SantilTo Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la ciudad de Santo Domingo de
4#07trán, Distrito Nacional, hoy día 21 de noviembre de

aros 1269 de la. Independencia y 107 9 de la Restau-
nción, dicta en audiencia pública, como corte de casación,

siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alcides
TfTr.2; Lónez, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer,
rl^mic i lin do en la Ciudad de Azua, con cédula No. 12106,

rie 10. contra la sentencia dictada en atribuciones co-
ecionales. y en fecha 24 de abril de 1969, por la Corte
Amláción (-19 San Cristóbal, cuyo dispositivo será co-

ado más adelante;
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de
fecha 24 de abril de 1969

ria: Penal
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Alfonso Salvador Tejada Beltré, cédula

No. 6176, serie 10, abogado de recurrente en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso, fechada a 25 de abril de
1969, y levantada en la Secretaría de la Corte a-qua a
requerimiento del Dr. Tulio Pérez Martínez, abogado, cé-
dula No. 2947, serie 2, actuando éste a nombre y en repre-
sentación del prevenido, Alcides Torres López, y en cuya
acta no se invoca ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito firmado por el Dr. Alfonso Salvador
Tejeda Beltré, abogado del prevenido, fechado a 7 de oc-
tubre de 1963, en el cual se invocan los medios de casación
que luego se indican;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los Artículos 355 y 463 inciso 6to. del Có-
digo Penal; 138 del Código Civil y 1 y 65 de la Ley Sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
Que como consecuencia de la querella que en fecha 18 del
mes de junio de 1968 presentó Osvaldo Nova contra Alcides
López Torres, imputándole a éste haber cometido el delito
de sustracción y gravidez en perjuicio de la menor Josefina
Nova Martínez, de 15 años de edad, hija del indicado que-
rellante, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Azua, debidamente apoderado de este caso por
el Ministerio Público, actuando en sus atribuciones correc-
cionales, dictó la sentencia de fecha 10 de octubre de 1968,
cuyo dispositivo está inserto en el del fallo ahora impu gna-
do: b) que sobre recurso de apelación del inculpado y de
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: 1 parte civil, la Corte al-qua pronunció en fecha 24 de abril

¢e 	 la sentencia ahora impugnada, cuyo dis positivo se
. transcribe a continuación: "FALLA: PRIMERO : Se decla-
ran regulares y válidos los recursos de apelación interpues-
tas por el prevenido Alcides López Torres o Alcides Torres
1,ópez y por la parte civil constituida señor Osvaldo Nova,
lcontra  la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Azua, de fecha 10 del mes

octubre del año 1968, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
MERO: Que debe declarar y declara al nombrado Alci-

des López Torres, de generales anotadas en el expediente,
culpable de los delitos de sustracción y gravidez en agravio
de la menor joven Josefina Nova Martínez, menor de 16
años para la época de la comisión del delito, y en conse-
cuencia se le condena a un mes de prisión correccional y
al pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro (RD$50.00),
acogiendo en su favor el no cúmulo de penas y el bene-
ficio de circunstancias atenuantes. SEGUNDO: Que debe
declarar y declara regular y válida la constitución en par-
te civil hecha en audiencia por el señor Osvaldo Nova, en
calidad de padre de la agraviada por '(ntermedjo del Dr.
Ramón Emilio Noboa Sención por haber sido hecha di-
cha constitución en parte civil de acuerdo con la ley; en
consecuencia condena al nombrado Alcides López Torres,
a pagar a la indicada parte civil constituida una indemniza-
cien de Trescientos Cincuenta Pesos Oro (RD$350.00) como
justa reparación de los daños y perjuicios de todo género su-
fridos por ésta con motivo del hecho cometido poi el referi-
do Alcides López Torres; TERCERO: Que debe ordenar y or
dena que en caso de insolvencia tanto la multa como la in-
demnización fijada, sean compensadas con prisión a razón
de un día por cada peso dejado de pagar. CUARTO: Que
debe condenar y condena al nombrado Alcides López To-
irres , al pago de las costas penales y civiles, con distracción
de las últimas en provecho del Dr. Ramón Emilio Noboa
Sención, quien afirmó haberlas avanzado en su mayor par-

4
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Alfonso Salvador Tejada Beltré, Cédula

No. 6176, serie 10, abogado de recurrente en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso, fechada a 25 de abril de
1969, y levantada en la Secretaría de la Corte a-qua a
requerimiento del Dr. Tulio Pérez Martínez, abogado, cé-
dula No. 2947, serie 2, actuando éste a nombre y en repre-
sentación del prevenido, Alcides Torres López, y en cuya
acta no se invoca ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito firmado por el Dr. Alfonso Salvador
Tejeda Beltré, abogado del prevenido, fechado a 7 de oc-
tubre de 1963, en el cual se invocan los medios de casación
nue luego se indican;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los Artículos 355 y 463 inciso 6to. del Có-
digo Penal; 138 del Código Civil y 1 y 65 de la Ley Sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
Que como consecuencia de la querella que en fecha 18 del
mes de junio de 1968 presentó Osvaldo Nova contra Alcides
López Torres, imputándole a éste haber cometido el delito
de sustracción y gravidez en perjuicio de la menor Josefina
Nova Martínez, de 15 años de edad, hija del indicado que-
rellante, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito J u

-dicial de Azua, debidamente apoderado de este caso por
el Ministerio Público, actuando en sus atribuciones correc-
cionales, dictó la sentencia de fecha 10 de octubre de 1968,
cuyo dispositivo está inserto en el del fallo ahora impu gna-
do: b) que sobre recurso de apelación del inculpado y de

.
;l 

parte civil, la Corte a,-qua pronunció en fecha 24 de abril
de 1969la sentencia ahora impugnada, cuyo dis positivo se
transcribe a continuación: "FALLA: PRIMERO : Se decla-
ran regulares y válidos los recursos de apelación interpues-
tos por el prevenido Alcides López Torres o Alcides Torres
López y por la parte civil constituida señor Osvaldo Nova,
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Azua, de fecha 10 del mes
de octubre del año 1968, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Que debe declarar y declara al nombrado Alci-
des López Torres, de generales anotadas en el expediente,
culpable de los delitos de sustracción y gravidez en agravio
de la menor joven Josefina Nova Martínez, menor de 16
años para la época de la comisión del delito, y en conse-
cuencia se le condena a un mes de prisión correccional y
al pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro (RD$50.001,
acogiendo en su favor el no cúmulo de penas y el bene-
ficio de circunstancias atenuantes. SEGUNDO: Que debe
declarar y declara regular y válida la constitución en par-
te civil hecha en audiencia por el señor Osvaldo Nova, en
calidad de padre de la agraviada por intermedio del D.•
Ramón Emilio Noboa Sención por haber sido hecha di-
cha constitución en parte civil de acuerdo con la ley; en
consecuencia condena al nombrado Alcides López Torres,
a pagar a la indicada parte civil constituida una indemniza-
ción de Trescientos Cincuenta Pesos Oro (RD$350.00) como
justa reparación de los daños y perjuicios de todo género su-
fridos por ésta con motivo del hecho cometido poi el referi-
do Alcides López Torres; TERCERO: Que debe ordenar y or
dena que en caso de insolvencia tanto la multa como la in-
demnización fijada, sean compensadas con prisión a razón
de un día por cada peso dejado de pagar. CUARTO: Que

yebe condenar y condena al nombrado Alcides López To-
tres, al pago de las costas penales y civiles, con distracción
de las últimas en provecho del Dr. Ramón Emilio Noboa
Sención, quien afirmó haberlas avanzado en su mayor par-
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te"; por haberlo intentado en tiempo hábil y de acuerdo
con las formalidades legales; SEGUNDO: Declara regular
la rectificación en parte civil hecha en audiencia por el
señor Osvaldo Nova, en su calidad de padre y tutor legal
de la menor Josefina. Nova Martínez, por mediación de
su abogado constituido, doctor Ramón Emilio Noboa Sen.
ción; TERCERO: Modifica la sentencia recurrido en cuan..
to al monto de la indemnización acordada por el Juez del
Primer Grado, y, la Corte, obrando por propia autoridad,
fija en la Cantidad de Seiscientos Pesos Oro Dominicanos
(RD$600.00), la indemnización que dicho inculpado Alcides

. López Torres o Torres López, deberá pagar a la parte ci-
vil constituida, por les daños y perjuicios de todo género,
que les ha causado con sn hecho delictivo; CUARTO: De-
clara que el inculpado Alcides López Torres o Torres Ló-
pez, es culpab le de los hechos puestos a su cargo por los
cuales fue condenado por el tribunal arcluo; QUINTO: Con-
firma en los demás aspectos la sentencia recurrida; SEX-
firma en los demás aspectos la sentencia recurrida; SEX-
TO: Condena a dicho ine.zIpaclo Alcides López Torres o To-
rres López, al pago de las costas penales y civiles causa-
das con su recurso de alzada, y ordena la distracción de
las últimas en favor del Doctor Ramón Emilio Noboa Sen-
ción, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte";

Considerando que el prevenido recurrente alega, en
el memorial presentado que en la sentencia im-cuonada no
fizur:?n sus conclusiones, como lo establece el Artículo 141
del Código de Procedimiento Civil, violándose con ello su
sagrado derecho de defensa.; y que tampóco la Corte a-qua
no inda gó la filiación de la menor Josefina Nova Martínez
y Osvaldo Nova, para que éste pudiera constituirse en , par-
te civil, violando así la sentencia impugnada los Artículos
1382 del Código Civil, 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil y careciendo la misma de base legal; pero,

Considerando que los alegatos q ue formula el recu-
rrente, sin desarrollo alguno, carecen de fundamento, Ya
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e sobre lo primero, bastaría señalar que el recurrente no
a aportado prueba alguna, de que en persona o por medio

abogado, hiciera por ante la Corte a-qua ninguna clase
e pedimento, cuya omisión en el fallo impugnado, le pu-
era acarrear ninguna clase de perjuicios; y sobre la Cons-

titución en parte civil, la sentencia impugnada no revela
i . que su regularidad fuese contestada por ante los jueces
del fondo, de donde resulta, que al alegato, que al respec-
to formula el recurrente, es un medie nuevo, cine no puede
ser propuesto por primera vez en casación; en consecuen-
cia como se ha dicho, los medios invocados carecen de fun-
damento y deben ser desestimados;

Considerando que la Corte a-qua, mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba aportados en la instrucción
de la causa, y muy especialmente por la propia confec-
ción del inculpado dió por establecido: a) que la menor
Jolefina Nova Martínez, tenía "amores ocultos" con Alcides
Torres o López Torres; y que éste la sustrajo y la llevó pa-

capital a la casa de una tía suya; b) que dicha menor
14 años cuando fue sustraída del hogar de su padre

0-,,ealdo Nova, quienes residían, padre e hija, en el mo-
mento de la sustracción, en la Sección "Los Jovillos" ju-
risd1ción de Azuo.; c) que el prevenido Alcides Tores o
López hizo grávida a la mencionada menor, fuera de su

d) nue era una muchacha honesta y señorita según
expresiones del prevenido: e) que la menor Josefina

aova y Alcides Torres o López Torres, procrearon un me-

nor y él desea casarse con ella, pero que el padre de la
' menor se opone a ello;

Considerando que en los heche-; asf establecidos y oue
han sido puestos a cargo de Alcides Torres López, están
reunidos los elementos constituidos de los delitos de sus-

- tracción y gravidez de una menor, cometidos en perjuicio
de una joven menor de 16 años, prevista por el Artículo
555 del Código Penal y sancionado por este mismo texto
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te"; por haberlo intentado en tiempo hábil y de acue
con las formalidades legales; SEGUNDO: Declara regula
la rectificación en parte civil hecha en audiencia por el
señor Osvaldo Nova, en su calidad de padre y tutor legal
de la menor Josefina Nova Martínez, por mediación de
su abogado constituido, doctor Ramón Emilio Noboa Sen-
ción; TERCERO: Modifica la sentencia recurrido en cuan-
to al monto de la indemnización acordada por el Juez del
Primer Grado, y, la Corte, obrando por propia autoridad,
fija en la Cantidad de Seiscientos Pesos Oro Dominicanos
(RDS600.00), la indemnización que dicho inculpado Alcides
López Torres o Torres López, deberá pagar a la parte ci-
vil constituída, por los daños y perjuicios de todo género,
que les ha causado con su hecho delictivo; CUARTO: De-
clara que el inculpado Alcides López Torres o Torres Ló-
pez, es culpab'e de los hechos puestos a su cargo por los
cuales fue condenado por el tribunal a- quo; QUINTO: Con-
firma en los demás aspectos la sentencia recurrida; SEX-
firma en los demás aspectos la sentencia recurrida; SEX-
TO: Condena. a dicho inculpado Alcides López Torres o To-
rres López, al pago de las costas penales y civiles causa-
das con su recurso de alzada, y ordena la distracción de
las últimas en favor del Doctor Ramón Emilio Noboa Sen-
ción, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte";

Considerando que el prevenido recurrente alega, en
el memorial presentado que en la sentencia inr-:u gnada no
fi guran sus conclusiones, como lo establece el Artículo 141
del Código de Procedimiento Civil, violándose con ello su
sagrado derecho de defensa; y que tampbco la Corte a-qua
no inda gó la filiación de la menor Josefina Nova Martínez
y Osvaldo Nova, para que éste pudiera constituirse en , par-
te civil, violando así la sentencia impugnada los Artículos
1382 del Código Civil, 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil y careciendo la misma de base legal; pero,

Considerando que los alegatos aue formula el recu-
rrente, sin desarrollo alguno, carecen de fundamento, Ya
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que sobre lo primero, bastaría señalar que el recurrente no
ha aportado prueba alguna, de que en persona o por medio

.de 
abogado, hiciera por ante la Corte a-qua ninguna clase

de;pedimento, cuya omisión en el fallo impugnado, le pu-
diera acarrear ninguna clase de perjuicios; y sobre la Cons-
titución en parte civil, la sentencia impugnada no revela

que su regularidad fuese contestada por ante los jueces
d& fondo, de donde resulta, que al alegato, que al respec-
t o i:ormula el recurrente, es un meche nuevo, que no puede
ser propuesto por primera vez en casación; en consecuen-
cia corno se ha dicho, los medios invocados carecen de fun-

rnento y deben ser desestimados;

tkifr	 Considerando que la Corte a-qua., mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba aportados en la instrucción
de la causa, y muy especialmente por la propia confec-
ción del inculpado dió por establecido: a) que la menor
Josefina Nova Martínez, tenía "amores ocultos" con Alcides
Torres o López Torres; y que éste la sustrajo y la llevó pa-
VI. h.. capital a la casa de una tía suya; b) que dicha menor
tenía 14 años cuando fue sustraída del hogar de su padre
Osvaldo Nova, quienes residían, padre e hija, en el mo-

111'tracc ión. re

mento de la sustracción, en la Sección "Los Jovillos" ju-
hH'ción de Azua.; c) que el prevenido Alcides Tores o
López hizo grávida a la mencionada menor, fuera de su

d) cale era una muchacha honesta y señorita según
expresiones del prevenido; e) que la menor Josefina

Nova y Alcides Torres o López Torres, procrearon un me-
nor y él desea casarse con ella, pero que el padre de la

enor se opone a ello;
Considerando que en los heches así establecidos y que

han sido puestos a cargo de Alcides Torres López, están
dos los elementos constituidos de los delitos de sus-

 y gravidez de una menor, cometidos en perjuiciotiel

joven menor de 16 años, prevista por el Artículo
555 del Código Penal y sancionado por este mismo texto
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con la pena de uno a dos años de prisión y multa de Rbs_
200.0 a RN$500.00 pesos; que la Corte ardua al condenar
al inculpado después de declararlo culpable a un mes de
prisión correccional y al pago de una multa de RD$50.00
pesos acogiendo en su favor el no cúmulo de penas y el
beneficio de circunstancias atenuantes; confirmando en es-
te sentido la sentencia apelada, aplicó una pena ajustada a
la ley;

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, que
la Corte a-qua dió por establecido que el hecho cometido
por el inculpado ocasionó daños y perjuicios morales y ma-
teriales a la parte civil constituída; que en consecuencia al
condenarlo al pago de una indemnización de RD$600•00 pe-
sos en provecho de la referida parte civil constituída, hizo
una adecuada aplicación del Artículo 1382 del Código Civil;

Considerando, que al confirmar el Tribunal de alzada,
que en caso de insolvencia del inculpado, tanto la multa co-
mo la indemnización a que ha sido condenada, debiera com-
pensarlas en prisión de un día nor cada peso dejado de pa-
gar, ha procedido de conformidad con lo dispuesto por e"
citado Artículo 355 del Código Penal;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
la sentencia impugnada no contiene, en lo que concierne al
interés del recurrente, vicio alguno que la haga susceptible
de casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Alcides Torres López, contra la sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales, y en fecha
24 de abril de 1969. por la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente fallo: Segundo: Condena al recurrente al pago de
las costas penales.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F . E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani. Manuel A. Amiama .— Francisco

pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bau-

tista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbu-
cela •— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamien to, en

la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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con la pena de uno a dos años de prisión y multa de RLI$
200.0 a RN$500.00 pesos; que la Corte a/-qua al condenar
al inculpado después de declararlo culpable a un mes de
prisión correccional y al pago de una multa de RD$5000
pesos acogiendo en su favor el no cúmulo de penas y el
beneficio de circunstancias atenuantes; confirmando en es.
te sentido la sentencia apelada, aplicó una pena ajustada a
la ley;

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, que
la Corte a-qua dió por establecido que el hecho cometido
por el inculpado ocasionó daños y perjuicios morales y ma-
teriales a la parte civil constituida; que en consecuencia al
condenarlo al pago de una indemnización de RD$600.00 pe-
sos en provecho de la referida parte civil constituída, hizo
una adecuada aplicación del Artículo 1382 del Código Civil;

Considerando, que al confirmar el Tribunal de alzada,
que en caso de insolvencia del inculpado, tanto la multa co-
mo la indemnización a que ha sido condenada, debiera com-
pensarlas en prisión de un día por cada peso dejado de pa-
gar, ha procedido de conformidad con lo dispuesto por e
citado Artículo 355 del Código Penal;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
la sentencia impugnada no contiene, en lo que concierne al
interés del recurrente, vicio alguno que la haga susceptible
de casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Alcides Torres López, contra la sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales, y en fecha
24 de abril de 1969. por la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, cuvo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de
las costas penales.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani. Manuel A. Amiama.— Francisco
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pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbu-
ccia • — Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamien to, en

la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DE 196

Sen tencia impugnada: Cámara de Cuentas de la República
minicana, de fecha 6 de febrero de 1969

Materia: Contencioso-Administrativa

Recurrente: Compañía Anónima de Inversiones Imnobi/iarias,
Abogado: Dr. Miguel Brito Mata

Recu rrido: Estado Dominicano
Abogado: Dr. Néstor Caro

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

,En Nombre de la República,, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La;
marche EL, Segundo Sustituto de Prseidente; Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario Genero', en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 26 de noviem-
bre del año 1969, años 1269 de la Independencia y 107 9 de
la Restauración, dieta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com
pañía Anónima de Inversiones Inmobiliarias, con su domi-
cilio social en la calle Isabel la Católica No. 48 de esta ciu-
dad, contra la sentencia dictada en fecha 6 de febrero de
1969, por la Cámara de Cuentas de la República en funcio-
nes de Tribunal Su perior Administrativo, cuyo dispositivo
se transcribe más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José Mora Nadal, cédula No. 46588, serie

ira., en representación del Dr. Miguel Brito Mata, cédula
le. 23397, serie 47, abogado de la recurrente, en la lectu-
;..9, de sus conclusiones;

Oído al Dr. Néstor Caro, Procurador General Adminis-
trativo, abogado que defiende al Estado en la presente cau-
,,a, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

i

Visto el memorial de casación de fecha 19 de marzo
1969, suscrito por el abogado de la recurrente, en e'

cual se invoca contra la sentencia impugnada el medio úni-
co de casación que se indica más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 7 de mayo de
1969, suscrito por el Procurador General Administrativo;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de las Leyes
Nos. 242 y 282 de 1966; 141 del Código de Procedimiento
Civil; 1 y siguientes de la Ley No. 1494 de 1947 que ins-
tituye la jurisdicción contencioso-administrati va , y sus mo-
dificaciones; y 1 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere. consta lo siguiente: a)

que con motivo de su recurso jerárquico interpuesto por la
Compañía ahora recurrente en casación, contra la decisión
de la Dirección General de Aduanas y Puertos del 14 de ju-
lio de 1967, en relación con el pago de los derechos corres-
pondientes a una importación de 8 galones de pintura an-
ticorrosiva, el Secretario de Estado de Finanzas dictó el
19 de septiembre de 1967, la Resolución No. 419, cuyo tex-
to es el siguiente: "El Secretario de Estado de Finanzas.
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Dios., Patria y Libertad
República 'Dominicana

En Nombre de la República,, la S uprema Corte de Jus-ticia, regularmente constituida por .los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de P rseidente; Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
rdió, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 26 de noviem-
bre del año 1969, años 126 9 de la Independencia y 107 9 de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Anónima de Inversiones Inmobiliarias, con su domi-
cilio social en la calle Isabel la Católica No. 48 de esta ciu-
dad, contra la sentencia dictada en fecha 6 de febrero de
1969, por la Cámara de Cuentas de la República en funcio-
nes de Tribunal Su perior Administrativo, cuyo dispositivo
se transcribe más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José Mora Nadal, cédula No. 46588, serie

ira., en representación del Dr. Miguel Brito Mata, cédula

No. 23397, serie 47, abogado de la recurrente, en la lectu-

ra de sus conclusiones;

Oído al Dr. Néstor Caro, Procurador General Adminis-
ttativo, abogado que defiende al Estado en la presente cau-
' en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 19 de marzo
1969, suscrito por el abogado de la recurrente, en e'

al se invoca contra la sentencia impugnada el medio úni-
co de casación que se indica más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 7 de mayo de
1969, suscrito por el Procurador General Administrativo;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de las Leyes
Nos. 242 y 282 de 1966; 141 del Código de Procedimiento
Civil; 1 y siguientes de la Ley No. 1494 de 1947 que ins-
tituye la jurisdicción contencioso-administrativ a , y sus mo-
dificaciones; y 1 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: al
que con motivo de su recurso jerárquico interpuesto por la
Compañía ahora recurrente en casación, contra la decisión
de la Dirección General de Aduanas y Puertos del 14 de ju-
lio de 1967, en relación con el pago de los derechos corres-
pondientes a una importación de 8 galones de pintura an-
ticorrosiva, el Secretario de Estado de Finanzas dictó el
19 de septiembre de 1967, la Resolución No. 419, cuyo tex-
to es el siguiente: "El Secretario de Estado de Finanzas.
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Vista: la comunicación de fecha 5 de junio del presente año
de la Compañía Anónima de Inversiones Inrnobiiiarias,
rigida al Colector de Aduana de San Pedro de Macorís, por
medio de la cual devuelven la liquidación No. 1 vapor
"Pronto", del 16 de mayo de 1967, relativa a la importa..

Ley No. 282 que dice: "así como en cualquier otro

ciñn de pintura anticorrosiva, con un valor de RD$68,60
para que le sea aplicada la parte final del artículo 2 

de 
párrafo

de dicha Ley Arancelaria, siempre que estén destinadas a
uso industrial o agrícola, como maquinarias, aparatos, equi-
pos, accesorios y parte de los mismos"; Visto: el oficio No.
1196, del 21 de junio, 1967, del Colector de Aduana de
San Pedro de Macorís, dirigido al Director General de
Aduanas y Puertos, mediante el cual le informa que en fe-
cha 16 de mayo de 1967, la Compañía Anónima de Inver-
siones Inmobiliarias importó como tránsito del vapor de
matrícula noruega "Pronto", al amparo de la factura con-
sular No. 07899, del 28 de abril de 1967, entre otras cosas,
accesorios para equipos de industria agrícola, RD$68.60 45
lbs., siendo declarada a consumo mediante li q uidación No.

Planilla 358 SD. forro. 15-A Ref. No. 383758, de fecha
17 de mayo de 1967, los cuales accesorios resultaron ser 8
galones de pintura anticorrosiva RD$68.60, 30 lts. los cua-
les fueron aforados al párrafo 367 f del arancel (Ley 1468)
KB RD$0.25 n-m 20% ad valorem, Ley 173-221. 100% ad
valorem, etc. por considerar dicha Aduana que la importa-
ción de que se trata no se ajusta a lo previsto por el Art.

parte final de la Ley 242, del 31 de mayo de 1966; Vis:
ta: la comunicación No. 1092, del 8 de julio, 1967, Colect
de Aduana de San Pelro de Macorís dirigida a la Compañía
Anónima de Inversiones Inmobiliarias, mediante la cual
rechaza los alegatos de la citada compañía, anexándole co-
pia de un oficio mediante el cual la Dirección General de
Aduanas y Puertos desestimó la solicitud hecha por un im-
portador de un producto algo similar que se utiliza para
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reparar superficies y piezas de maquinarias desgastadas

ete; Visto: el oficio No. 8248 del 14 de julio, 1967, del Di-
rector General de Aduanas y Puertos, dirigido al Colec-

tor de Aduana de San Pedro de Macorís, con el cual infor-
ma que considera correcto el aforo siguiente aplicado a la
partida de 8 galones de pintura anticorrosiva importada
por la Compañía Anónima de Inversiones Inmobiliarias,
antes citada, en vista de q ue dicho producto no goza de
los beneficios de la Ley 242 y sus modificaciones, por no
tratarse de maquinaria agrícola o industrial o 	 equipos-
Arancel (Ley 1488) Párrafo 368 (f) RD$0.25 K.B. no me-
ríos 25% ad valorem. Impuestos Unificados(Ley 173) del
9 de marzo de 1964 Artículo 2-Ord. 30-100 ad valorem.
impuesto Interno de Consumo (Ley 361) del 10 de agosto
de 1964 Artículo 1 15% ad valorem. Redención Bonos
1980. (Ley 6921 RDS6.00 cada 1.000 kilos brutos; Visto: el
oficio No. 10384. de fecha 6 de septiembre del año en cur-
so, dirigido a este Despacho por el Director General de
Aduanas y Puertos, para que de conformidad con el párrafo

IlI de la Ley 242, se dicte la Resolución por medio de la
cual se resuelva el presente caso; Considerando: que la
Ley No. 242 en su Art. 2, modifi r:ado por la Ley No 2R2
del 29 de junio, 1966, dispone que el gravamen único de
un 5% ad valorem, establecido en el Art. 1, de la misma
Ley, se aplicará a los párrafos del Arancel señalado en di-
cho texto "así como en cualquier otro párrafo de dicha Ley
Arancelaria, siempre que estén destinados a uso industrial
o agrícola, como maquinaria, aparatos, equipos. accesorios

partes de los mismos; Considerando : que la importación
Ce pintura anticorrosiva, por no ser ni maquinaria. apara-

», ni accesorio, ni parte de los mismos no gozan del bene-
ficio del impuesto único del 5% ad valorem estab lecido en

el Art. 1. de la Ley precedentemente señalada: Por Tales

Motivos y Vistas la T,ey 242. del 31 de mayo. 1966. modi-
ficada por la Ley 282, del 29 de junio del 1966, y el párra-
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Vista: la comunicación de fecha 5 de junio del presente
de la Compañía Anónima de Inversiones Inmobiliarias
rigida al Colector de Aduana de San Pedro de Macorís:pot
medio de la cual devuelven la liquidación No. 1 vapor
"Pronto", del 1.6 de mayo de 1967, relativa a la importa.ciñn de pintura anticorrosiva, con un valor de RD$68.60
para que le sea aplicada la parte final del artículo 2 de
Ley No. 282 que dice: "así como en cualquier otro párrafode dicha Ley Arancelaria, siempre que estén destinadas a
uso industrial o agrícola, como maquinarias, aparatos, equi-pos, accesorios y parte de los mismos"; Visto: el oficio No.
1196, del 21 de junio, 1967, del Colector de Aduana de
San Pedro de Macorís, dirigido al Director General de
Aduanas y Puertos, mediante el cual le informa que en fe-
cha 16 de mayo de 1967, la Compañía Anónima de Inver-
siones Inmobiliarias importó como tránsito del vapor de
matrícula noruega "Pronto", al amparo de la factura con-
sular No. 07899, del 28 de abril de 1967, entre otras cosas,
accesorios para equipos de industria agrícola, RD$68.60 45
lbs., siendo declarada a consumo mediante li q uidación No.

Planilla 358 SD, form. 15-A Ref. No. 383758, de fecha
17 de mayo de 1967, los cuales accesorios resultaron ser 8
galones de pintura anticorrosiva RD$68.60, 30 lts. los cua-
les fueron aforados al párrafo 367 f del arancel (Ley 1468)
KB RD$0.25 n-m 20% ad valorem, Ley 173-221. 16070 ad
valorem, etc. por considerar dicha Aduana que la importa-
ción de que se trata no se ajusta a lo previsto por el Art.

parte final de la Ley 242, del 31 de mayo de 1966; Vis-
ta: la comunicación No. 1092, del 8 de julio, 1967, Colector
de Aduana de San Pelro de Macorís dirigida a la Compañía
Anónima de Inversiones Inmobiliarias, mediante la cual
rechaza los alegatos de la citada compañía, anexándole co-
pia de un oficio mediante el cual la Dirección General de
Aduanas y Puertos desestimó la solicitud hecha por un im-
portador de un producto algo similar que se utiliza para

reparar  superficies y piezas de maquinarias desgastadas
ete . ; Visto: el oficio No. 8248 del 14 de julio, 1967, del Di-
rector General de Aduanas y Puertos, dirigido al Colec-

tor de Aduana de San Pedro de Macorís, con el cual infor-
ma que considera correcto el aforo siguiente aplicado a la
partida de 8 galones de pintura anticorrosiva importada
por la Compañía Anónima de Inversiones Inmobiliarias,
antes citada, en vista de que dicho producto no goza de
los beneficios de la Ley 242 y sus modificaciones, por no
tratarse de maquinaria agrícola o industrial o s')s equipos'
Arancel (Ley 1488) Párrafo 368 (f) RD$0.25 K.B. no me-
nos 25% ad valorem. Impuestos Unificados(Ley 173) del
9 de marzo de 1964 Artículo 2-Ord. 30-100 ad valorem.
impuesto Interno de Consumo (Ley 361) del 10 de agosto
de 1964 Artículo 1 15% ad valorem. Redención Bonos
1980. (Ley 6921 R.D$6.00 cada 1.000 kilos brutos; Visto: el
oficio No. 10384, de fecha 6 de se ptiembre del año en cur-
so, dirigido a este Despacho por el Director General de
Aduanas y Puertos, para que de conformidad con el párrafo
III de la Ley 242, se dicte la Resolución por medio de la
cual se resuelva el presente caso; Considerando: que la
Ley No. 242 en su Art. 2, modifHado por la Lev No. 22.2

clél 29 de junio, 1966, dispone que el gravamen único de
un 5% ad valorem, establecido en el Art. 1, de la misma
Ley, se aplicará a los párrafos del Arancel señalado en di-
cho texto "así como en cualquier otro párrafo de dicha Ley
Arancelaria, siempre que estén destinados a uso industrial
o agrícola, como maquinaria, aparatos, equipos, accesorios
y partes de los mismos; Considerando : que la importación
(7 o pintura anticorrosiva, por no ser ni maquinaria, apara-
to, ni accesorio, ni parte de los mismos no gozan del bene-
cio del impuesto único del 5% ad valorem estab lecido en

Art. 1. de la Lev precedentemente señalada: Por Tales
otiyos y Vistas la T,ev 24 2. del 31 de ma yo. 1966. modi-
cada por la Ley 282, del 29 de junio del 1966, y el párra-
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fo 368 (f) de la Ley 1488 (Arancel de Importación y 
Exportación), así como las leyes 173, 361, 692 y 601, relativa.;

a Impuestos Unificados, Impuesto Interno de Consumo, 
Re-

dención de Bonos y la de Servicio de Arrimo; Resuelve.
Primero: Confirmar, como por la presente confirma, la De-
cisión de fecha 14 de julio del 1967, contenida en el oficio
No. 8248, del Director General de Aduanas y Puertos; se-
gundo: Comunicar la presente Resolución a la Dirección
General de Aduanas y Puertos y a la Compañía Anónima
de Inversiones Inmobiliarias, para los fines procedentes";
b) que sobre el recurso contencioso-administrativo inter-
puesto por la Compañía contra la referida decisión, inter-
vino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Acoger, como al efecto aco-
ge, en cuanto a la forma, el recurso contencioso-adminis-
trativo interpuesto por la Compañía Anónima de Inversio-
nes Inmobiliarias contra la Resolución No. 419-67 de fe-
cha 19 de septiembre de 1967, dictada por el Secretario de
Estado de Finanzas: SEGUNDO: Rechazar, como al efec-
to rechaza, en cuanto al fondo el referido recurso, por im-
procedente y mal fundado en derecho";

Considerando que contra la sentencia impugnada la
recurrente invoca el siguiente Medio Unico: Violación del
Art. 1 y su párrafo I, y del Art. 2 de la Ley No. 242 del 31
de mayo de 1966, y de la Ley No. 282, del 29 de junio de
1966, que reformó la anterior, por falsa aplicación. Viola-
ción del Art. 141 del Código de Procedimiento Civil, ex-
tensivo a las sentencia que dicte el Tribunal Superior Ad-
ministrativo, por virtud del Art. 29 de la Ley No. 1494,
de 1947, por motivos erróneos y contradictorios. Falta de
base legal;

Considerando que en apoyo de su medio de casación,
la recurrente alega, en síntesis, lo que sigue: a) que cuan-
do, por medio de la Ley No. 282 del 29 de junio de 1966,
se reformó la Ley No. 242 del 31 de mayo del mismo año,

,e incluyeron los accesorios de las maquinarias y aparatos
:ntre los artículos que debían ser aforados por el impues-

to único (5%) establecido por esas Leyes; que ello resul-
ta así no sólo de la adición de los accesorios por la segun-
da Ley a la primera, sino del propósito explícito y recono-
cido de esas Leyes, que es el de proteger la industria y la
agricultura ; que la pintura anticorrosiva de que se trata
en la especie es, indudablemente, un accesorio necesario pa-
ra aplicarla a las maquinarias y asegurar su mayor con-
servación , especialmente en el tiempo muerto propio de
!a industria azucarera de la propiedad de la recurrente, pa-
ra quien dicha pintura fue importada; b) que la Ley 282
de 1966, fue dictada con el propósito evidente de proteger
e impulsar ese desarrollo económico del país; que dicha ley
en su artículo 2 expresa que el gravamen único del 5%
ad valorem se aplicará "a los accesorios, siempre que estén
destinados a uso industrial o agrícola"; que el tribunal a-
guo reproduce la nota que aparece en el Párrafo 878 del
Arancel de Importación y Exportación, Ley 1488 de 1947,
para fundamentar su criterio de lo que significa la palabra
accesorio, lo que no está amparado ni por la ley, ni por
los diccionarios; cl que el tribunal a-quo no ponderó el he-
cho de que la pintura que se había importado estaba des-
tinada a un estricto uso industrial; que dicho tribunal al ba-
sar su sentencia en que la referida pintura, no es en la es-
pecie, un accesorio de los que están gravados con el im-
puesto único del 5% ad valorem, restringió indebidamen-
te la intención del legislador que ha querido gravar con ese
impuesto, todas las importaciones que se destinen al des-
arrollo agro-industrial; cl) que finalmente alega la recu-
rrente, que la referida sentencia contiene una motivación

insuficiente como contradictoria, y nue carece de los
entos de hecho que imniden a la Suprema Corte de

Ustirin enrecinr si la ley ha sido bien o mal aplicada: pero.
Concideranrlo nue dp conformidad ron el artículo 1 de

Ley 242 de 1966 modificada por la Ley 282 de ese mis-
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fo 368 (f) de la Ley 1488 (Arancel de Importación y Ex
Portación), así como las leyes 173, 361, 692 y 601, relativas
a Impuestos Unificados, Impuesto Interno de Consumo , rte.
dención de Bonos y la de Servicio de Arrimo; Resuelve:
Primero: Confirmar, como por la presente confirma, la Del
cisión de fecha 14 de julio del 1967, contenida en el oficio
No. 8248, del Director General de Aduanas y Puertos; se,
gundo: Comunicar la presente Resolución a la Dirección
General de Aduanas y Puertos y a la Compañía Anónima
de Inversiones Inmobiliarias, para los fines procedentes";
b) que sobre el recurso contencioso-administrativo inter-
puesto por la Compañía contra la referida decisión, inter-
vino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Acoger, como al efecto aco-
ge, en cuanto a la forma, el recurso contencioso-adminis-
trativo interpuesto por la Compañía Anónima de Inversio-
nes Inmobiliarias contra la Resolución No. 419-67 de fe-
cha 19 de septiembre de 1967, dictada por el Secretario de
Estado de Finanzas; SEGUNDO: Rechazar, como al efec-
to rechaza, en cuanto al fondo el referido recurso, por im-
procedente y mal fundado en derecho";

Considerando que contra la sentencia impugnada la
recurrente invoca el siguiente Medio Unico: Violación del
Art. 1 y su párrafo I, y del Art. 2 de la Ley No. 242 del 31
de mayo de 1966, y de la Ley No. 282, del 29 de junio de
1966, que reformó la anterior, por falsa aplicación, Viola-
ción del Art. 141 del Código de Procedimiento Civil, ex-
tensivo a las sentencia que dicte el Tribunal Superior Ad-
ministrativo, por virtud del Art. 29 de la Ley No. 1494,
de 1947. por motivos erróneos y contradictorios. Falta de
base legal;

Considerando que en apoyo de su medio de casación,
la recurrente alega, en síntesis, lo que sigue: a) que cuan-
do, por medio de la Ley No. 282 del 29 de junio de 1966,
se reformó la Ley No. 242 del 31 de mayo del mismo año,

.0"""--
se incluyeron los accesorios de las maquinari as y aparatos

-.entre los artículos que debían ser aforados por el impues-
establecido por esas Leyes; que ello resul-to único (5',¿ )

ta así no sólo de la adición de los accesorios por la segun-
da Ley a la primera, sino del propósito explícito y recono-

cido de esas Leyes, que es el de proteger la industria y la

agricultura ; que la pintura anticorrosiva de que se trata
en la especie es, indudablemente, un accesorio necesario pa-
ra aplicarla a las maquinarias y asegurar su mayor con-
servación, especialmente en el tiempo muerto propio de
la industria azucarera de la propiedad de la recurrente, pa-
ra quien dicha pintura fue importada; b) que la Ley 282
de 1966, fue dictada con el propósito evidente de proteger
e impulsar ese desarrollo económico del país; que dicha ley
en su artículo 2 expresa que el gravamen único del 5%

ad valorem se aplicará "a los accesorios, siempre que estén
destinados a uso industrial o agrícola"; que el tribunal a-

guo reproduce la nota que aparece en el Párrafo 878 del
Arancel de Importación y Exportación, Ley 1488 de 1947,
para fundamentar su criterio de lo que significa la palabra
accesorio, lo que no está amparado ni por la ley, ni por
los diccionarios; c) que el tribunal a-quo no ponderó el he-
cho de que la pintura que se había importado estaba des-
tinada a un estricto uso industrial; que dicho tribunal al ba-
sar su sentencia en que la referida pintura, no es en la es-
Ikcie, un accesorio de los que están gravados con el im-
puesto único del 5% ad valorem, restringió indebidamen-
te la intención del legislador que ha querido gravar con ese
impuesto, todas las importaciones que se destinen al des-
arrollo agro-industrial; el) que finalmente alega la recu-
rrente. nue la referida sentencia contiene una motivación

insuficiente como contradictoria, y nne carece de los
entos de hecho oue impiden a la Suprema Corte de

sticia anrecinr si la ley ha sido bien o mal aplicada: Pero.
Consideramlo nne de conformidad con el artículo 1 de

Ley 242 de 1966 modificada por la Ley 282 de ese mis-
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mo año, "La maquinaria o equipo industrial o agríco
sus repuestos, partes o accesorios, quedan gravados con un
impuesto único de un 5% ad valorem por concepto de im.
portación;

Considerando que el artículo 2 y su Párrafo,
Ley 282 de 1966 disponen lo siguiente: "El gravamen 1111
co señalado en el artículo anterior se aplicará, con la limi-
tación prevista en el párrafo siguiente, a las importaciones
clasificadas en los Nos. 849, 850, 851 y sus acápites a) y
b), 852, 853, 854, 855, 856, 857, 858, 859, 860, 861, 862,
863 y su acápite a), 864, 865, 866, 867, 868 y 978 en el
Grupo I, Clase L, Artículo 9, de la Ley que establece el
Arancel de Importación y Exportación No. 1488 de fecha
19 de agosto de 1947, así como en cualquier otro de dicha
Ley agrícola, como maquinaria, aparatos, equipos, acceso-
rios y parte de los mismos. —Párrafo: La presente Ley
no se aplicará a las maquinarias, aparatos, equinos, y otros
efectos y sus repuestos, partes y accesorios que no sean
rara uso como equipo o maquinaria industrial o agrícola
o como repuestos o accesorios de las mismas, según las li-
mitaciones del Artículo 1 y sus párrafos de esta misma
Ley";

Considerando que el párrafo 878 de la Ley 1488 de
1947 que establece el Arancel de Importación y Exporta-
ción, contiene al pie una Nota que copiada textualmente
dice así: "NOTA: Por "partes" de maquinarias o motores
se entenderá los accesorios o piezas concluidas de tal ma-
nera y que tengan tal forma, que no puedan ser empleadas
sino exclusivamente como repuesto o accesorios de ellos";

Considerando que de esas disposiciones legales resul-
ta que la pintura anticorrosiva no puede ser parte o acceso-
rio de la maquinaria o motor donde se utilice, en razón de
que no está concluída de tal manera, ni tiene forma tal que
no pueda ser empleada sino exclusivamente como repues-

to o accesorio de ellos; que el hecho de que el legislador de
1947 haya explicado en una Nota al pie de un Párrafo de-
terminado de la Ley 1488, lo que debe entenderse por par-
tes o accesorios de una maquinaria o motor, para los fines
v;clusivos de la liquidación de los derechos aduanales, no
significa que tal definición sea ineficaz por no ajustarse
a las acepciones que corrientemente dan los diccionarios,
ni estar amparada por la ley, como lo pretende la recu-
rrente;

Considerando que como el tribunal aLquo al man-
tener en la sentencia impugnada el criterio de que la pin-
tura anticorrosiva no es "parte o accesorio" de la maqui-
naria de la industria fabril de la recurrente, a la cual se
le aplicaría el beneficio del impuesto único del 5% ad va-
lorem, es claro que dicho tribunal no incurrió, al decidir
de ese modo, en ninguno de los vicios y violaciones denun-
ciados, por lo cual los alegatos contenidos en el medio que
se examina carecen de fundamento y deben ser desesti-
mados;

Considerando que el examen del fallo impugnado re-
vela, además, que él contiene motivos suficientes, pertinen-
tes y una exposición de los hechos y circunstancias de la
causa que han permitido a la Suprema Corte de Justicia
verificar que en la especie se ha hecho una correcta apli-
cación de la ley;

. Considerando que en la materia de que se trata, no
hay condenación en costas;

Por tales motivos, Rechaza: el recurso de casación in-
t erpuesto por la Compañía Anónima de Inversiones Inmo-
biliarias, contra la sentencia dictada por la Cámara de
Cuentas de la República en sus atribuciones de Tribunal
Superior Administrativo, en fecha 6 de febrero de 1969, cu-
yo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo.



mo año, "La maquinaria o equipo industrial o agrícola
sus repuestos, partes o accesorios, quedan gravados con un
impuesto único de un 5% ad valorem por concepto de
portación;

Considerando que el artículo 2 y su Párrafo,
Ley 282 de 1966 disponen lo siguiente: "El gravamen In
co señalado en el artículo anterior se aplicará, con la limi-
tación prevista en el párrafo siguiente, a las importaciones
clasificadas en los Nos. 849, 850, 851 y sus acápites a) y
b), 852, 853, 854, 855, 856, 857, 858, 859, 860, 861, 862
863 y su acápite a), 864, 865, 866, 867, 868 y 978 en el
Grupo I, Clase L, Artículo 9, de la Ley que establece el
Arancel de Importación y Exportación No. 1488 de fecha
19 de agosto de 1947, así como en cualquier otro de dicha
Ley agrícola, como maquinaria, aparatos, equipos, acceso-
rios y parte de los mismos. —Párrafo: La presente Ley
no se aplicará a las maquinarias, aparatos, equinos, y otros
efectos y sus repuestos, partes y accesorios que no sean
para uso corno equipo o maquinaria industrial o agrícola
o como repuestos o accesorios de las mismas, según las li-
mitaciones del Artículo 1 y sus párrafos de esta misma
Ley";

Considerando que el párrafo 878 de la Ley 1488 d
1947 que establece el Arancel de Importación y Exporta-
ción, contiene al pie una Nota que copiada textualmente
dice así: "NOTA: Por "partes" de maquinarias o motores
se entenderá los accesorios o piezas concluidas de tal ma-
nera y que tengan tal forma, que no puedan ser empleadas
sino exclusivamente como repuesto o accesorios de ellos";

Considerando que de esas disposiciones legales resul-
ta que la pintura anticorrosiva no puede ser parte o acceso-
rio de la maquinaria o motor donde se utilice, en razón de
que no está concluida de tal manera, ni tiene forma tal que

no pueda ser empleada sino exclusivamente como repues-

to o accesorio de ellos; que el hecho de que el legislador de
1947 haya explicado en una Nota al pie de un Párrafo de-
terminado de la Ley 1488, lo que debe entenderse por par-
tes o accesorios de una maquinaria o motor, para los fines
p,xclusivos de la liquidación de los derechos aduanales, no
significa que tal definición sea ineficaz por no ajustarse
a las acepciones que corrientemente dan los diccionarios,
ni estar amparada por la ley, como lo pretende la recu-
rrente;

Considerando que como el tribunal al-quo al man-
tener en la sentencia impugnada el criterio de que la pin-
tura anticorrosiva no es "parte o accesorio" de la maqui-
naria de la industria fabril de la recurrente, a la cual se
le aplicaría el beneficio del impuesto único del 5% ad va-
lorem, es claro que dicho tribunal no incurrió, al decidir
de ese modo, en ninguno de los vicios y violaciones denun-
ciados, por lo cual los alegatos contenidos en el medio que
se examina carecen de fundamento y deben ser desesti-
mados;

tiI. • Considerando que el examen del fallo impugnado re-
a, además, que él contiene motivos suficientes, pertinen-

tes y una exposición de los hechos y circunstancias de la
causa que han permitido a la Suprema Corte de Justicia
verificar que en la especie se ha hecho una correcta apli-
cación de la ley;

Considerando que en la materia de que se trata, no
hay condenación en costas;

Por tales motivos, Rechaza: el recurso de casación in-
térpuesto por la Compañía Anónima de Inversiones Inmo-
biliarias, contra la sentencia dictada por la Cámara de
Cuentas de la República en sus atribuciones de Tribunal
Superior Administrativo, en fecha 6 de febrero de 1969, cu-
yo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo.

7198	 BOLETIN JUDICIAL	 BOLETIN JUDICIAL	 7199



7200	 BOLETIN JUDICIAL

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E.
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaq
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel h'
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento , en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por rp í, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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sENTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DE 1969

sentenc ia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 29 de marzo de 1968

ria: Comercial

urrente: Warner Lambed S. A. y la Juan J. García C. por A.
Abogado: Lic. Federico Nina hijo y Dr. Luis Silvestre Nina y Mota

y Licdos Pedro Troncos() Sánchez y Marino E. Cáceres

Recurr ido: Juan J. García C. por A. y Warner-Lambcrt S. A.
Abogado: Licclos. Pedro Troncoso Sánchez y Marino E. Cáceres y

Lic. Federico Nina hijo y Dr. Luis Silvestre Nina Mota.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel R,a-
inón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 26 de noviembre del año 1969, años 1269
de la Independencia y 1079 de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por la War-
ner-Lambert, S. A., sociedad de comercio organizada de
conformidad con las leyes del Estado de Delaware, Estados
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DE 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 16 de junio de 1969

Materia: Penal

Recurrente: José Eduardo Gómez

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 26 de noviembre del año 1969, años 126°
de la Independencia y 107" de la Restauración, dicta en
audiencia pqblica, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José
Eduardo Gómez, dominicano, mayor de edad, casado, cho-
fer, domiciliado y residente en Nagua, Provincia María
Trinidad Sánchez, cédula No. 13542, serie 56, contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación del Departa-
mento Judicial de San Francisco de Macorís, en fecha V
de junio de 1969, en atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

secretaría de la Corte a-qua, en fecha 16 de junio de 1969,
a requerimiento del recurrente, en la cual no se invoca nin-
,ún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos lo. de la Ley 5771 de 1961,
10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio;
1383 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
21 de noviembre de 1967, fue sometido a la acción de la
Justicia, José Eduardo Gómez, prevenido del delito de vio-
lación a la Ley No. 5771 en perjuicio de José Martín He-
rrera; b) que apoderado del caso el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de María Trinidad Sánchez,
dictó en fecha 5 de abril de 1968 una sentencia cuyo dis-
positivo está inserto en el dispositivo de la sentencia im-
pugnada; e) que contra esa sentencia interpusieron recur-
so de apelación el Procurador Fiscal de dicho Juzgado de
Primera Instancia, y José Martín Herrera, parte civil cons-
tituida; recurso que fue fallado por la sentencia ahora im-
pugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Declara regulares y válidos los recursos de
apelación interpuestos por el Procurador Fiscal y por la
parte civil constituida, señor José Martín Herrera, contra
sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de María Trinidad Sánchez, de fecha 5 del mes
de abril del año 1968, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero: Se descarga a José Eduardo Gómez del delito de
tiolación a la Ley 5771 que le ocasionó golpes curables

hadespués de diez y antes de veinte días en perjuicio de José

011-
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco (1,,
Macorís, de fecha 16 de junio de 1969

Materia: Penal

Recurrente: José Eduardo Gómez

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 26 de noviembre del año 1969, años 126•
de la Independencia y 107' .' de la Restauración, dicta en
audiencia pqblica, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José
Eduardo Gómez, dominicano, mayor de edad, casado, cho-
fer, domiciliado y residente en Nagua, Provincia María
Trinidad Sánchez, cédula No. 13542, serie 56, contra la i
sentencia dictada por la Corte de Apelación del Departa-
mento Judicial de San Francisco de Macorís, en fecha 161
de junio de 1969, en atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

•	 Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

cie la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretar ía de la Corte a-qua, en fecha 16 de junio de 1969,
a requerimiento del recurrente, en la cual no se invoca nin-
din medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos lo. de la Ley 5771 de 1961,
10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio;
1383 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-

"ento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
cumentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha

1 de noviembre de 1967, fue sometido a la acción de la
ticia, José Eduardo Gómez, prevenido del delito de vio-

ción a la Ley No. 5771 en perjuicio de José Martín He-
era; b) que apoderado del caso el Juzgado de Primera
stancia del Distrito Judicial de María Trinidad Sánchez,

ó en fecha 5 de abril de 1968 una sentencia cuyo dis-
sitivo está inserto en el dispositivo de la sentencia im-

ugnada; e) que contra esa sentencia interpusieron recus-
o de apelación el Procurador Fiscal de dicho Juzgado de

Primera Instancia, y José Martín Herrera, parte civil cons-
tituida; recurso que fue fallado por la sentencia ahora im-
pugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Declara regulares y válidos los recursos de
apelación interpuestos por el Procurador Fiscal y por la
parte civil constituida, señor José Martín Herrera, contra
sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de María Trinidad Sánchez, de fecha 5 del mes

abril del año 1968, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
ero: Se descarga a José Eduardo Gómez del delito de

,-Violación a la Ley 5771 que le ocasionó golpes curables
después de diez y antes de veinte días en perjuicio de José

SENTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DE 1969
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Martín Herrera, por no haber incurrido en falta, sien
ésta de la víctima; Segundo: Se rechazan las pretensiones
de la parte civil constituida, por improcedentes y mal fun-
dadas"; SEGUNDO: Revoca la sentencia apelada, y la Cor-
te obrando por contrario imperio y autoridad propia, de•
clara ql nombrado José Eduardo Gómez, culpable del de.
lito de golpes involuntarios causados con el manejo de un
vehículo de motor, que curaron después de diez y antes de
veinte días (Violación a la ley No. 5771), en perjuicio de
José Martín Herrera, y en consecuencia, lo condena al pa-
go de una multa de diez pesos oro, compensable en caso de
insolvencia, con prisión de un día por cada'peso dejado de
pagar, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes y
apreciando falta de la víctima; TERCERO: Declara buena
y válida la constitución en parte civil hecha por el agravia-
do José Martín Herrera; CUARTO: Condena al prevenido
José Eduardo Gómez, al pago de una indemnización de
RD$200.00, en favor de la parte civil constituida, como
justa reparación de los daños morales y materiales, sufri-
dos por ésta con motivo del accidente de que se trata, apre-
ciando falta de la víctima; QUINTO: Condena al prevenido
José Eduardo Gómez, al pago de las costas penales y civi-
les, ordenando la distracción de las últimas en provecho
del Dr. Manuel Tejada Guzmán, 'quien afirma haberlas
avanzado en su mayor parte";

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da, pone de manifiesto que la Corte a-qua, mediante la pon-
deración de los elementos de prueba regularmente admi-
nistrados en la instrucción de la causa, dió por establecido:
"a) que en la mañana del día 18 del mes de noviembre del
año 1967, transitaba por el lado derecho de la calle Pro-
greso, de la ciudad de Nagua, en dirección este a oeste, el
señor José Martín Herrera, conduciendo la motocicleta
de su propiedad placa No. 15593; b)— que viajaban en
citada motocicleta acompañando al conductor, su esposa
y una hija de dos años de edad; c)— que al aproximarse a
una estación de gasolina sita en la misma calle y del mismo

lado, salía de ella el prevenido José Eduardo Gómez, ma-
nejando un jeep de su propiedad, con e cual realizaba el
servicio de correos entre la ciudad de Nagua y la pobla-
ción de Cabrera; d) que ambos conductores conducían sus
respectivos vehículos a velocidad moderada; e) que no obs-
tante que el conductor de la motocicleta apreció la pre-
sencia del jeep con tiempo suficiente para detener su ve-

hículo, fue negligente en la aplicación de los frenos, pues
por la poca intensidad con que presionó los mismos se hizo
necesario aplicarlos más de una vez: f) que por su parte
el conductor del jeep no tocó bocina al salir de la estación
de gasolina, ni se cercioró antes, como era su deber, si la
vía estaba libre, mirando hacia los dos lados de la calle;
g) que entre ambos vehículos se produjo una colisión, a
consecuencia de la cual José Martín Herrera recibió un gol-
pe en la articulación del pie derecho. que curó después de
diez días y antes de veinte días";

lel Considerando que los hechos así establecidos consti-
tuyen a cargo del recurrente, el delito de golpes por im-
prudencia ocasionados con el manejo de un vehículo de mo-
tor, previsto por el artículo 1ro., letra b), de la Ley Nú-
mero 5771, de 1961, y sancionado por el mismo texto con
la pena de tres meses a un año de prisión y multa de cin-

le

cuenta a RD$300.00, si la enfermedad ocasionara imposibi-
lidad de dedicarse al trabajo por diez días o más, pero me-
nos de veinte; que, en consecuencia, al condenar al preve-
nido, después de declararlo culpable del indicado delito a
diez pesos de multa, acogiendo circunstancias atenuantes,
le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

' Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles,
que la Corte a-qua dió por establecido que José Martín He-
rrera, constituido en parte civil, sufrió a consecuencia del
hecho cometido por el prevenido, daños morales y mate-
riales, cuyo monto apreció soberanamente en RDS200.00;
que, por tanto al condenar a dicho prevenido al pago de
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Martín Herrera, por no haber incurrido en falta, siendo
ésta de la víctima; Segundo: Se rechazan las pretensiones
de la parte civil constituída, por improcedentes y mal fun-
dadas"; SEGUNDO: Revoca la sentencia apelada, y la Coy.
te obrando por contrario imperio y autoridad propia, de-
clara al nombrado José Eduardo Gómez, culpable del de-
lito de golpes involuntarios causados con el manejo de un
vehículo de motor, que curaron después de diez y antes de
veinte días (Violación a la ley No. 5771), en perjuicio de
José Martín Herrera, y en consecuencia, lo condena al pa-
go de una multa de diez pesos oro, compensable en caso de
insolvencia, con prisión de un día por cada"peso dejado de
pagar, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes y
apreciando falta de la víctima; TERCERO: Declara buena
y válida la constitución en parte civil hecha por el agravia-
do José Martín Herrera; CUARTO: Condena al prevenido
José Eduardo Gómez, al pago de una indemnización de
RD$200.00, en favor de la parte civil constituida, como
justa reparación de los daños morales y materiales, sufri-
dos por ésta con motivo del accidente de que se trata, apre-
ciando falta de la víctima; QUINTO: Condena al prevenido
José Eduardo Gómez, al pago de las costas penales y civi-
les, ordenando la distracción de las últimas en provecho
del Dr. Manuel Tejada Guzmán, 'quien afirma haberlas
avanzado en su mayor parte";

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da, pone de manifiesto que la Corte a-qua, mediante la pon-
deración de los elementos de prueba regularmente admi-
nistrados en la instrucción de la causa, dió por establecido:
"a) que en la mañana del día 18 del mes de noviembre del
año 1967, transitaba por el lado derecho de la calle Pro-
greso, de la ciudad de Nagua, en dirección este a oeste, el
señor José Martín Herrera, conduciendo la motocicleta
de su propiedad placa No. 15593; b)— que viajaban en
citada motocicleta acompañando al conductor, su esposa
y una hija de dos años de edad; c)— que al aproximarse a
una estación de gasolina sita en la misma calle y del mismo

lado, salía de ella el prevenido José Eduardo Gómez, ma-
nejando un jeep de su propiedad, con e cual realizaba el
servicio de correos entre la ciudad de Nagua y la pobla-
ción de Cabrera;	 que ambos conductores conducían sus
respectivos vehículos a velocidad moderada; e) que no obs-
tante que el conductor de la motocicleta apreció la pre-
sencia del jeep con tiempo suficiente para detener su ve-

hículo, fue negligente en la aplicación de los frenos, pues
por la poca intensidad con que presionó los mismos se hizo
necesario aplicarlos más de una vez: f) que por su parte
el conductor del jeep no tocó bocina al salir de la estación
de gasolina, ni se cercioró antes, como era su deber, si la
vía estaba libre, mirando hacia los dos lados de la calle;
g) que entre ambos vehículos se produjo una colisión, a
consecuencia de la cual José Martín Herrera recibió un gol-
pe en la articulación del pie derecho, que curó después de
diez días y antes de veinte días";

Considerando que los hechos así establecidos consti-
uyen a cargo del recurrente, el delito de golpes por im-

prudencia ocasionados con el manejo de un vehículo de mo-
tor, previsto por el artículo 1ro., letra b), de la Ley Nú-
mero 5771, de 1961, y sancionado por el mismo texto con
la pena de tres meses a un año de prisión y multa de cin-
cuenta a RDS300.00, si la enfermedad ocasionara imposibi-
lidad de dedicarse al trabajo por diez días o más, pero me-
nos de veinte; que, en consecuencia, al condenar al preve-
nido, después de declararlo culpable del indicado delito a
diez pesos de multa. acogiendo circunstancias atenuantes,
le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles,
que la Corte a-qua dió por establecido que José Martín He-
rrera, constituido en parte civil, sufrió a consecuencia del
hecho cometido por el prevenido, daños morales y mate-
riales, cuyo monto apreció soberanamente en RD$200.00;
que, por tanto al condenar a dicho prevenido al pago de

11;
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esa suma a título de indemnización en provecho de la par.
te civil constituida y teniendo en cuenta la falta de la víc-
tima, la referida corte hizo una correcta aplicación del ar-
tículo 1383 del Código Civil;

Considerando que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del
recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Eduardo Gómez, contra la sen-
tencia de la Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís, de fecha 16 de junio de 1969, dictada en sus atribu-
ciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo; y, Segundo: Condena al
recurrente al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rolas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, Y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DE 1969

,cadencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 20

de noviembre de 1967

Materia : Penal

Recurrente: Sergio A. Vargas y compartes

Interviniente: Rosa Grullón

Abogado: Lic. R. A. Jorge Rivas

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani; Manuel A. Amiama; Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló; Juan Bautista Rojas
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carhuccia,asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 26 de noviembre de 1969, años 126 9 de
la Independencia y 107d de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Sergio
Antonio Vargas Salazar, dominicano, mayor de edad, casa-
do, chofer, residente en la casa No. 5 de la calle Federico
García Godoy de la Ciudad de Santiago de los Caballeros,
cédula No. 6397, serie 64; por Manuel Antonio Fernández,
Persona civilmente responsable, dominicano, residente en
la casa No. 71 de la calle Eladio Victoria de la indicada ciu-



Recurr ido: Juan J. García C. por A. y Warner-Lambert S. A.
Abogado: Licdos. Pedro Troncoso Sánchez y Marino E. Cáceres Y

Lic. Federico Nina hijo y Dr. Luis Silvestre Nina Mota.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana
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(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche 	 ivia.
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
II. Alvarez Perelló .— Juan Bautista Rojas Almánzar.,
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento , en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

sESTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DE 1969

ceutencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 29 de marzo de 1968

n 13, eria: Comercial

Recurrente : Warner Lambed S. A. y la Juan J. García C. por A.
Abogado: Lic. Federico Nina hijo y Dr. Luis Silvestre Nina y Mota

y Licdos Pedro Troncoso Sánchez y Marino E. Cáceres

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 26 de noviembre del año 1969, años 1269
de la Independencia y 1079 de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por la War-
ner-Lambert, S. A., sociedad de comercio organizada de
conformidad con las leyes del Estado de Delaware, Estados
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Unidos de Norte América, con domicilio de elección en
casa No. 5 de la calle Mercedes, de esta ciudad, y la Ju
J. García, C. por A., sociedad de comercio domiciliada
la casa No. 200 de la Ave. San Martín de esta ciudad, co
tra la sentencia No. 7 dictada en sus atribuciones comer.
ciales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fe-
cha 29 de marzo de 1968, y cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído a los alguaciles de turno en la lectura de los roles;

Oído al Lic. Federico Nina hijo, cédula No. 670, se-
rie 23, por sí y por el Dr. Luis Silvestre Nina y Mota, cé-
dula No. 22398, serie 23, abogados de la recurrente War-
ner en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Juan M. Pacheco, en la lectura de sus
conclusiones, en representación de los licenciados Marino
Cáceres y Pedro Troncos() S., abogados de la Juan J. Gar-
cía, C. por A., como recurrida en el recurso de la Warner-
Lambert, S. A.;

Oído al Dr. Juan M. Pacheco, en la lectura de sus con-
clusiones, en representación de los Licdos. Pedro Troncoso
Sánchez, cédula No. 503, serie Ira., y Marino E. Cáceres,
cédula No. 500, serie lra., abogados de la recurrente Juan
J. García, C. por A.;

Oído al Lic. Federico Nina hijo, por sí y por el Dr.
Luis Silvestre Nina Mota, en la lectura de sus conclusio-
nes, como abogados de la Warner-Lambert, S. A., recurri-
da en el recurso de la Juan J. García, C. por A.,;

Oídos los dictámenes del Magistrado Procurador Ge-
neral de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente Juan
J. García, C. por A., suscrito por sus abogados y deposi-
tado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, en
fecha 21 de junio de 1968, en el cual se invocan los medios
que luego se indican;
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Visto el memorial de defensa de la Warner-Lambert,
s. A., recurrida en el recurso de La Juan J. García, C. por
A., memorial suscrito por sus abogados;

Vistos los escritos de ampliación de Juan J. García,
c. por A., y de Warner-Lambert, S. A., firmados por sus
respectivos abogados;

Visto el memorial de casación de la recurrente War-
ner-Lambert, S. A., suscrito por sus abogados y deposita-
do en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, en
fecha 25 de junio de 1968, en el cual se invocan los medios
que luego se indican;

Visto el memorial de defensa de La Juan J. García,
C. por A., recurrida en el recurso de la Warner-Lambert,
S. A., memorial suscrito por sus abogados;

Visto el escrito de ampliación de la recurrente War-
ner-Lambert, S. A., firmado por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistas las leyes Nos. 3284 de 1952, 6080 de 1962,
173 de 1966, artículos 14 y 15 del Código Civil; 141 del
Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que como en la especie se trata de dos
recursos de casación interpuestos contra una misma senten-
cia, procede funsionar los dos expedientes que se han for-
mado con ese motivo, a fin de que la Suprema Corte de
Justicia los decida por una sola sentencia, tal como lo han
solicitado las partes en litigio;

II Considerando que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con
motivo de una demanda en reparación de daños y perjuicios
intentada por la Juan J. García, C. por A., contra la War-
ner-Lambert, S. A., la Cámara Civil y Comercial de la
Primera Circunscripción del Distrito Nacional, dictó en
sus atribuciones comerciales, y en fecha 12 de julio de 1966,

1'
a
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Unidos de Norte América, con domicilio de elección en la
casa No. 5 de la calle Mercedes, de esta ciudad, y la Juartilt
J. García, C. por A., sociedad de comercio domiciliada en
la casa No. 200 de la Ave. San Martín de esta ciudad, con-
tra la sentencia No. 7 dictada en sus atribuciones comer-
ciales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fe-
cha 29 de marzo de 1968, y cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído a los alguaciles de turno en la lectura de los rol
Oído al Lic. Federico Nina hijo, cédula No. 670,

rie 23, por sí y por el Dr. Luis Silvestre Nina y Mota, c
dula No. 22398, serie 23, abogados de la recurrente War-
ner en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Juan M. Pacheco, en la lectura de sus
conclusiones, en representación de los licenciados Marino
Cáceres y Pedro Troncoso S., abogados de la Juan J. Gar-
cía, C. por A., como recurrida en el recurso de la Warner-
Lambert, S. A.;

Oído al Dr. Juan M. Pacheco, en la lectura de sus con-
clusiones, en representación de los Licdos. Pedro Troncoso
Sánchez, cédula No. 503, serie ira., y Marino E. Cáceres.
cédula No. 500, serie 1ra., abogados de la recurrente Juan
J. García, C. por A.;

Oído al Lic. Federico Nina hijo, por sí y por el Dr.
Luis Silvestre Nina Mota, en la lectura de sus conclusio-
nes, como abogados de la Warner-Lambert, S. A., recurri-
da en el recurso de la Juan J. García, C. por A.,;

Oídos los dictámenes del Magistrado Procurador Ge-
neral de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente Juan
J. García, C. por A., suscrito por sus abogados y deposi-
tado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, en
fecha 21 de junio de 1968, en el cual se invocan los medios
que luego se indican;

Visto el memorial de defensa de la Warner-Lambert,
A., recurrida en el recurso de La Juan J. García, C. por
memorial suscrito por sus abogados;
Vistos los escritos de ampliación de Juan J. García,

C. por A., y de Warner-Lambert, S. A., firmados por sus
respect ivos abogados;

Visto el memorial de casación de la recurrente War-
ner-Lambert, S. A., suscrito por sus abogados y deposita-
do en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, en
fecha 25 de junio de 1968, en el cual se invocan los medios
que luego se indican;

Visto el memorial de defensa de La Juan J. García,
C. por A., recurrida en el recurso de la Warner-Lambert,
S. A., memorial suscrito por sus abogados;

Visto el escrito de ampliación de la recurrente War-
rrier-Lambert, S. A., firmado por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistas las leyes Nos. 3284 de 1952, 6080 de 1962,
173 de 1966, artículos 14 y 15 del Código Civil; 141 del
Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que como en la especie se trata de dos
ursos de casación interpuestos contra una misma senten-

cia, procede funsionar los dos expedientes que se han for-
mado con ese motivo, a fin de que la Suprema Corte de
Justicia los decida por una sola sentencia, tal como lo han
solicitado las partes en litigio;

re>
Considerando que en la sentencia impugnada y en

los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con
motivo de una demanda en reparación de daños y perjuicios
intentada por la Juan J. García, C. por A., contra la War-
ner-Lambert, S. A., la Cámara Civil y Comercial de la
Primera Circunscripción del Distrito Nacional, dictó en
sus atribuciones comerciales, y en fecha 12 de julio de 1966,
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una sentencia cuyo dispositivo se transcribe más adelantto
b) que sobre el recurso de apelación interpuesto por la
Warner-Lambert, S. A., contra la referida sentencia, in-
tervino el fallo ahora impugnado, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y decla..
ra regular y válido, en cuanto a la forma, el recurso de
apelación interpuesto, en fecha 16 de septiembre de 1966,
por la Warner-Lambert, S. A., según acto del ministerial
Porfirio Díaz Moreno, Alguacil Ordinario de la Suprema
Corte de Justicia, contra sentencia dictada en fecha 12 de
julio de 1966, por la Cámara de lo Civil y Comercial de la
Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, que contiene el siguiente dispo-
sitivo: "Primero:— Condena a la Warner-Lambert, S. A.,
a pagar de inmediato a la Juan J. García, C. por A., la
suma de un ciento treintiseis mil quinientos tres pesos con
ocho centavos oro dominicano (RD$136,503.08), la cual
se descompone como se indica a continuación: a) RD$103,-
783.60 por concepto de beneficios dejados de percibir du-
rante cinco años, tomando como base el promedio anual
de los últimos tres años de negocios; b) RD$14,941.57, por
concepto de mercancías y productos entregados por la de-
mandante a la demandada, en diciembre e 1962; e) RD$-
2,988.31, por utiliades dejadas de percibir por la deman-
dante, en la venta de mercancías y productos indicados en
la letra que antecede; d) RD$8,958.48 porcentaje de las
inversiones en edificaciones hechas por la demandante pa-
ra servicios y productos de la demandante para acondicio-
namiento de Oficinas al servicio de la demandada; Segun-
o:— condena asimismo a la Warner-Lambert, S. A. a pagar
de inmediato a la Juan J. García, C. por A., los intereses
legales sobre la suma principal, indicada en el Ordinal Pri-
mero, al tipo de uno por ciento (RD$1%) mensual, a con-
tar del 29 de abril de 1963; y Tercero: condena, por último,
a la Warner-Lambert, S. A., parte que sucumbe en juicio,

al pago de las costas causadas y por causarse en esta ins-
tanda, ordenándose la distracción de las mismas, en pro-
l'ocho de los abogados constituidos por la Juan J. García,
c, por A., quienes afirman haberlas avanzado en su tota-
lidad"; por haber sido interpuesto dicho recurso de acuer-
do con las prescripciones legales que rigen la materia; SE-
GUNDO: Revoca la antes expresada sentencia en las letras
a) y b) del Ordinal Primero del dispositivo de la misma,
descargando a la Warner-Lambert, S. A., de la condena-
ción al pago de las cantidades de un ciento tres mil sete-
cientos pesos con sesenta centavos oro dominicano (RD$-
103,783.60) moneda nacional, y de RD$14,941.57, que le
fueron impuestas en favor de la Juan J. García, C. por A.,
por ser improcedentes y mal fundadas; TERCERO: Confir-
ma en su cuantía las condenaciones contenidas en las letras
c) d) y e) del Ordinal Primero de la sentencia recurrida,
en cuanto se condenó a la Warner-Lambert, S. A., al pago
de las cantidades de dos mil novecientos ochentiocho pesos
con treintiún centavos oro dominicano (RDS2.988.31), por
concepto de beneficios dejados de percibir sobre las mer-
cancías que tenía en existencia en la época de la rescisión
del contrato; de ocho mil novecientos cincuentinueve pesos
con cuarentiocho centavos oro dominicano (RD$8,959.48),
por concepto de porcentaje en las inversiones que para edi-
ficaciones hiciera la intimada en el recurso, destinadas al
servicio de la venta de los productos cuya agencia y re-
presentación mantenía; de cinco mil ochocientos treinta
pesos con doce centavos oro dominicano (RD$5,830.12-,
por concepto de inversiones realizadas por la dicha inti-
mada para acondicionamiento de oficinas al servicio de la
Agencia y representación que mantenía, o sea, el todo de
conformidad con las disposiciones del Artículo 2 de la Ley
6080, año 1962, o sea condenando a la Warner-Lambert,
S. A., a pagar inmediatamente a la Juan J. García, C. por
A., la suma total de diez y siete mil setecientos setentiséis
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presentación mantenía; de cinco mil ochocientos treinta
pesos con doce centavos oro dominicano (RD$5,830.12-,
por concepto de inversiones realizadas por la dicha inti-
mada para acondicionamiento de oficinas al servicio de la
Agencia y representación que mantenía, o sea, el todo de
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pesos con noventiún centavos oro dominicano (RDs17
776.91) por los conceptos precedentemente expresado.
CUARTO: Modifica el Ordinal Segundo de la sentencia re-
currida, en el sentido de condenar a la Warner-Lambert
S. A., al pago de los intereses legales, solamente sobre la
suma expresada de diez y siete mil setecientos setentiséis
pesos con noventiún centavo oro dominicano (RD$17,776
91), a que ha sido condenada como consecuencia de la res-
cisión unilateral del contrato de Agencia y representación
que le ligaba con la Juan J. García, C. por A., intereses que
serán calculados a partir de la fecha de la demanda, el 29
de abril de 1963, y al tipo legal de uno por ciento (17)
mensua; y QUINTO: Modifica el Ordinal Tercero de la sen-
tencia impugnada, y actuando por propia autoridad, con-
dena a la Warner-Lambert, S. A., al pago de todas las cos-
tas causadas en Primera Instancia, y compensa, pura y
simplemente las costas causadas en el presente recurso de
alzada o apelación, ordenando la distracción de las pri-
meras en provecho de los Licenciados Marino E. Cáceres
y Julio Iloepelman, y Doctores Víctor M. Villegas y Juan
Luis Pacheco Morales, por afirmar haberlas avanzado en
su totalidad";

Considerando que la recurrente Warner-Lambert, S.
A., invoca en su memorial, los siguientes medios: Primer
Medio: Violación, por falsa aplicación y desconocimiento,
de las disposiciones de los Artículos 14 y 15 del Código
Civil, 8 y 10 de la Ley No. 3284, año 1952, y 4 y 5 de la
Ley No. 6080, año 1962, en cuanto la Corte a-qua ha des-
conocido el libre derecho de las partes, dominicanas o ex-
tranjeras, para escoger la jurisdicción de juicio con renun-
cia a sus Jueces naturales; Segundo Medio: Violación de
las disposiciones del artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil, y falta de base legal, en cuanto la sentencia
impugnada ha hecho, en un aspecto, una desnaturalización
de los hechos, y contiene motivaciones contradictorias co-
mo consecuencia de esa desnaturalización; Tercer Medio:

violación, por desconocimiento, de las disposiciones del ar-
tículo 1003, del Código de Procedimiento Civil, en cuanto
ha negado a las partes intervinientes en el contrato obje-
t a del litigio, la libre facultad que les asistía para estable-
cer la Cláusula compromisoria del arbitraje; Cuarto Medio:
Violación, por falsa aplicación, de las disposiciones del ar-
tículo 8 de la Ley No. 3284, año 1952, en cuanto negó, re-
chazándolas, las conclusiones de la recurrente, solicitando
que se declarara prescrita la acción interpuesta por la re-
currida, que culminó con la sentencia impugnada; Quinto
Medio: Violación, por falsa aplicación de las disposiciones
de las Leyes Nos. 3284, año 1952, y 6080, año 1962, en
cuanto ha desconocido el ejercicio de un derecho como cau-
sa justificada para la rescisión de un contrato en el cual una
de las partes se había reservado la facultad de rescindir-
lo después de determinado período de vigencia; Sexto Me-
dio: Falta de base legal en cuanto condenó a la recurren-
te al pago de valores representativos de inversiones en
edificios, sin que se ofreciera la prueba, ni se analizaá-an
en las consideraciones, evidencias de nue esas inversiones
causaban perjuicio a la requerida. con la terminación del
contrato;

Considerando que la recurrente Juan J. García, C.

il ,

por A., invoca en su memorial de casación los siguientes
medios: Violación del artículo 6 del Código Civil y de los
artículos 1 y 10 de la Ley 3284.— Falsa aplicación de los
artículos 1 y 2 de la Ley No. 6080;

Considerando que en los tres primeros medios de ea-
' 	 sación reunidos, la recurrente Warner-Lambert, S. A., &e-

1	 ga en síntesis: a) que los tribunales dominicanos no son
competentes para conocer de la demanda incoada por 11
Juan J. García, C. por A., en vista de que ambas compa;-
'lías en el contrato firmado en New York y cuya termina-
ción ha originado la presente litis, convinieron libremente
• . someter las divergencias que pudiesen surgir en oca-
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Sión del referido contrato, a la comisión de Arbitraje de
New York y a las leyes y procedimientos de los tribuna_
les del Estado de New York; que esa cláusula es válida y
no contraría las disposiciones de orden público de las le-
yes 3284 de 1952 y 6080 de 1962, pues dichas leyes garan..
tizan al Agente o representante de empresas extranjeras
la reparación del perjuicio que hayan podido sufrir con la
cancelación del contrato, pero en ninguna de sus disposicio-
nes se estipula que esa acción deberá ser llevada exclusi-
vamente ante los tribunales civiles dominicanos; que la
Corte a-qua al declarar la competencia de los tribunales
para conocer de la referida demanda se basó en una erra-
da interpretación de los artículos 14 y 15 del Código Civil
y de las leyes antes indicadas, pues las partes podían con-
venir, como lo hicieron, en atribuir a un tribunal extran-
jero, la solución de las controversias que pudiesen origi-
nar el contrato de agencia exclusiva firmado en la ciudad
de New York; b) que la Corte a-qua declaró la competen-
cia de los tribunales dominicanos sobre la base de la máxi-
ma locus regit actum, dando a entender que el acto se rea-
lizó en el país; que al hacer esa afirmación desnaturalizó
los hechos, pues el contrato se hizo en New York, se com-
vino allá y se estipuló que se aplic'arían al mismo, las le-
yes de New York, todo lo cual reafirma la aplicación del
referido principio; e) que las partes contratantes podían
acordar, como lo hicieron en el acto suscrito en New York,
que sus controversias debían ser sometidas previamente
a un arbitraje; que la Corte a-qua al declarar en la senten-
cia impugnada que tal estipulación desconocería la facul-
tad de las autoridades dominicanas para pronunciarse so-
bre esas controversias, incurrió en la violación del artícu-
lo 1003 del Código Civil que dispone que las personas ma-
yores pueden establecer compromisos sobre los derechos de
que pueden disponer libremente; pero,

Considerando que tanto la Ley 3284 de 1952, vigente
en el país cuando se iniciaron las relaciones comerciales
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e ambas compañías, en territorio dominicano, como la
Ley 6080 de 1962, vigente en la época en que se puso térmi-
no a esas relaciones, estipulaban que "sus disposiciones son
de orden público y no pueden ser derogadas ni modifica-
das por convenciones particulares"; que el legislador do-
minicano al consagrar esas disposiciones en aquellas le-
ves, (reiteradas hoy en el artículo 8 de la Ley 173 de 1966,
que ha sustituido la 6080 de 1962) ha tenido	 ro _ósi-
to esencial la protección de los Agentes dominicanos cuan-
do contratan esa clase de servicio con extranjeros; que pa-

ra►que esa protección sea plenamente eficaz dentro de los
alcances de la ley, es_preciso admitir quetalpr—ohibición

a—r.-s--~ribuir por conveniencias
res-, a tribunales o árbitros que no sean dominicanos, la
solución de las controversias quee1111an en el país con mo-
tiVoeD.d---)..17Dlicación de la referi

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto que los jueces del fondo, aunque die-
ron algunos motivos superabundantes, expusieron, como
fundamento esencial de su declaratoria de competencia pa-
ra decidir el caso, el mismo criterio que en definitiva aca-
ba de afirmarse; que, por tanto, la Corte a-qua al fallar de
ese modo no ha incurrido en los vicicis—y violaciones cfenun-
ciaeos en los medios que se examinan, los cuates-carecen
de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando que en su cuarto medio de casación la
recurrente Warner-Lambert, S. A., alega en síntesis, lo si-
guiente: que ella notificó el 19 de septiembre de 1962, a
Juan J. García, C. por A., la voluntad de dar por termina-
do el contrato de agencia y representación que las ligaba;1

lque a partir de ese día se inició para. la  Juan J. García,
:WC. por A., el derecho de ejercer la acción en reparación

del perjuicio que tal actitud de la Warner-Lambert, S. A.,
podría haberle causado; que como el artículo 8 de la Ley

-_3284 de 1952 fijaba un plazo de 6 meses para el ejercicio
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entre ambas compañías, en territorio dominicano, como la
Ley 6080 de 1962, vigente en la época en que se puso térmi-
no a esas relaciones, estipulaban que "sus disposiciones son
de orden público y no pueden ser derogadas ni modifica-
das por convenciones particulares"; que el legislador do-
minican o al consagrar esas disposiciones en aquellas le-
ves, (reiteradas hoy en el artículo 8 de la Ley 173 de 1966,
que ha sustituido la 6080 de 1962) ha tenido comop_r_q2ósi-
to esencial la protección de los Agentes dominicanoscuan-
do contratan esa clase de servicio con extranjeros; que pa-
•a que esa protección sea lenamente eficaz dentro de los
alcances de la ley, es preciso admitir que tal prohibición
impide—á la partes atribuir por conveniencias parirCula-
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ron algunos motivos superabundantes, expusieron, como
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ba de afirmarse; que, por tanto, la Corte a-qua al fallar de
ese modo no ha incurrido en los vicios violaciones denun-
ciados en los medios que se examinan, kisE-111., es-carecen
de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando que en su cuarto medio de casación la
recurrente Warner-Lambert, S. A., alega en síntesis, lo si-
guiente: que ella notificó el 19 de septiembre de 1962, a
Juan J. García, C. por A., la voluntad de dar por termina-
do el contrato de agencia y representación que las ligaba;
que a partir de ese día se inició para. la  Juan J. García,
C. por A., el derecho de ejercer la acción en reparación
del perjuicio que tal actitud de la Warner-Lambert, S. A.,
podría haberle causado; que como el artículo 8 de la LeY
3284 de 1952 fijaba un plazo de 6 meses para el ejercicio



de esa acción, y como ésta fue intentada el 29 de abril de
1963, es claro que dicha acción estaba prescrita para esa
fecha; que la Corte a-qua para no admitir la prescripción
computó el plazo de los 6 meses a partir del 19 de diciern.
bre de 1962, fecha de la terminación del contrato; que al
decidir de ese modo la referida Corte violó el i ndicado ar-
tículo; pero,

Considerando que s' • 	 S C_• rto que la Warner-
Lambert, S. A., no ificó el 19 de septiembre de 1962 a la
Juan J. García, C. por A., que el Contrato que las ligaba
debía terminarse el 19 de diciembre de ese mismo año;
que a partir de aquella fecha ya la Juan J. García, C. por
A., estaba enterada de cuándo se terminaría el contrato,
también es_~ que el derecho a reclamar las repara-
ciones que la Juan J. García C. por A., entendía que le co-
rrespondían a consecuencia de la terminación de ese con-
trato, no podía iniciarse desde el día en que se le avisó
que ocurriría el hecho, sino a partir de la fecha misma de
dicha terminación;

Considerando que como ese fue en definitiva, el crite-
rio sostenido por los jueces del fondo para rechazar el ale-
gato de la prescripción, es claro que al fallar de ese modo
los referidos jueces no incurrieron 	 a sentencia  impug-
nada en la  violación quesec._,.lemmcia, por lo cual e. medio
que se examina carece de fundamento y debe ser desesti-
mado;

Considerando que en el quinto medio la recurren
Warner-Lambert, S. A., alega en síntesis, que en el contra,"
to de Agencia exclusiva, pactado entre las partes, en New
York, el día 15 de enero de 1958, se estipuló que una cual-
quiera de ellas podía dar por terminado el convenio des-
pués de dos años de vigencia, y mediante notificación de
tal propósito con antelación de 90 días a la fecha de ter-
minación; que fue haciendo uso de ese derecho que la
Warner notificó el 19 de septiembre de 1962, a la Juan S-?

García, C. por A., que el contrato terminar ía el 19 de di-
ciembre de ese mismo año, esto es, después de vencidos los
90 días a que se ha hecho referencia; que si en el contrato
se estipuló ese "derecho" a las partes, es claro que si la
Warner lo ejerció, como lo hizo, no había lugar a que se de-
carase que dicha terminación era injusta, abusiva, intem-
pestiva y caprichosa como la ha calificado la Corte a-qua;
que la reparación que acuerda la ley de Agencias exclusi-
vas procede únicamente cuando la terminación del contra-
to es intempestiva, pero no como en la especie, que la Juan
J. García, C. por A., sabía que se podía dar por terminado
ese contrato en las condiciones antes señaladas, en que se
hizo; que al no entenderlo así, sostiene la recurrente que la
Corte a-qua incurrió en la violación denunciada; pero,

Considerando que el artículo 2 de la ley 6080 de 1962,
vigente en la época en que se intentó la demanda, dispo-
ne lo siguiente: "Aún en el caso de que la terminación o
resolución fuere el resultado del ejercicio del derecho que
para ello se hubiere reservado en el contrato la persona,
firma, empresa, sociedad, compañía, corporación o entidad
que le ponga fin, estará obligada a resarcirle al agente, re-
presentante, comisionista o distribuidor los perjuicios que
éste sufra por causa del dinero que hubiere invertido pa-
ra la adquisición o el arrendamiento y la adecuación de
locales, equipo, instalaciones, mobiliarios y útiles, en la
medida en que éstos fueran únicamente aprovechab l es pa-
ra el negocio de que se le prive; el valor de las mercaderías
o productos, partes, piezas, accesorios y útiles que tenga
en existencia y de cuya venta, alquiler o explotación deje
de beneficiarse, valor que se determinará en la forma que
se dispone para, tal fin en el artículo 1ro. siempre que el
ejercicio del derecho de terminación o resolución así re-
servado pudiere considerarse abusivo en razón de su ca-
rácter intempestivo, inesperado y caprichoso";

Considerando que entra en las facultades de los jue-
ces del fondo determinar si el ejercicio del derecho de ter--

4
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de esa acción, y como ésta fue intentada el 29 de abril de
1963, es claro que dicha acción estaba prescrita para ese
fecha; que la Corte a-qua para no admitir la prescripción
computó el plazo de los 6 meses a partir del 19 de diciem-
bre de 1962, fecha de la terminación del contrato; que al
decidir de ese modo la referida Corte violó e! i ndicado ar-
tículo; pero,

Considerando que s' 	 • to que la Warner-
Lambert, S. A., no ificó el 19 de septiembre de 1962 a la
Juan J. García, C. por A., que el Contrato que las ligaba
debía terminarse el 19 de diciembre de ese mismo año; y
que a partir de aquella fecha ya la Juan J. García, C. por
A., estaba enterada de cuándo se terminaría el contrato,
también es ve -(-12L1 que el derecho a reclamar las repara-
ciones que la Juan J. García C. por A., entendía que le co-
rrespondían a consecuencia de la terminación de ese con-
trato, no podía iniciarse desde el día en que se le avisó
que ocurriría el hecho, sino a partir de la fecha misma de
dicha terminación;

Considerando que como ese fue en definitiva, el crite-
rio sostenido por los jueces del fondo para rechazar el ale-
gato de la prescripción, es claro que al fallar de ese modo
los referidos jueces no incurrieron en ta sentencia  impug-
nada	 por loct.--7171ér medio
que se examina carece de fundamento y debe ser desesti-
mado;

Considerando que en el quinto medio la recurrente
Warner-Lambert, S. A., alega en síntesis, que en el contra-
to de Agencia exclusiva, pactado entre las partes, en New
York, el día, 15 de enero de 1958, se estipuló que una cual-
quiera de ellas podía dar por terminado el convenio des-
pués de dos años de vigencia, y mediante notificación de
tal propósito con antelación de 90 días a la fecha de ter-
minación; que fue haciendo uso de ese derecho que la
Warner notificó el 19 de septiembre de 1962, a la Juan J.

García, C. por A., que el contrato terminar ía el 19 de di-
ciembre de ese mismo año, esto es, después de vencidos los
go días a que se ha hecho referencia; que si en el contrato
se estipuló ese "derecho" a las partes, es claro que si la
Warner lo ejerció, como lo hizo, no había lugar a que se de-
clarase que dicha terminación era injusta, abusiva, intem-
pestiva y caprichosa como la ha calificado la Corte a-qua;
que la reparación que acuerda la ley de Agencias exclusi-
vas procede únicamente cuando la terminación del contra-
to es intempestiva, pero no como en la especie, que la Juan
1 García, C. por A., sabía que se podía dar por terminado
ese contrato en las condiciones antes señaladas, en que se
hizo; que al no entenderlo así, sostiene la recurrente que la

f. 
Corte a-qua incurrió en la violación denunciada; pero,
 Considerando que el artículo 2 de la ley 6080 de 1962,
vigente en la época en que se intentó la demanda, dispo-
ne lo siguiente: "Aún en el caso de que la terminación o
resolución fuere el resultado del ejercicio del derecho que
para ello se hubiere reservado en el contrato la persona,
firma, empresa. sociedad, compañía, corporación o entidad
que le ponga fin, estará obligada a resarcirle al agente, re-
presentante, comisionista o distribuidor los perjuicios que
éste sufra por causa del dinero que hubiere invertido pa-
-ra la adquisición o el arrendamiento y la adecuación de
locales, equipo, instalaciones, mobiliarios y útiles, en la
medida en que éstos fueran únicamente aprovechables pa-

ra el negocio de que se le prive; el valor de las mercaderías
o productos, partes, piezas, accesorios y útiles que tenga
en existencia y de cuya venta, alquiler o explotación deje
de beneficiarse, valor que se determinará en la forma que
se dispone para tal fin en el artículo lro. siempre que el
ejercicio del derecho de terminación o resolución así re-
servado pudiere considerarse abusivo en razón de su ca-
rácter intempestivo, inesperado y caprichoso";

Considerando que entra en las facultades de los
ces bel  fondo determinar si el ejercicio del derecho de ter-

_
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minación del contrato, reservado en la forma antes indica.
da, es abusivo en razón de sucar - teraripes ivo, ¡nes,.
perado y caprichoso;

Considerando "que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que los jueces del fondo para a preciar que
en la especie, la terminación unilateral del referido con-
tratintbusi_	 ___uso una serie de hechos que se sin-
tetizan de la siguiaT&Tnanera: a) que la época en que ocu-
rrió dicha ruptura no fue oportuna "toda vez que la de-
mandante (la Juan J. García, C. por A.), estaba desplegan-
do todas sus actividades al mejor éxito de sus negocios"
lo que significa que dicha terminación fue intempestiva;
b) que "no habiendo surgido desacuerdo alguno entre la9
partes, ni disidencia respecto a la ejecución del contrato,
mal podría la demandante Juan J. García, C. por A., espe-
rar que se le notificara la decisión de dar por terminado
dicho contrato", lo que significa que dicha terminación fue
inesperada; y c) que "los motivos aducidos para la termi-
nación del contrato, so pretexto de ampliar o aumentar .
las actividades comerciales en la Re pública Dominicana,
no justifican la terminación o resolución de dicho contra-
to, toda vez que esas mismas actividades podrían habérs-e-
las encomendado y atribuído a la Compañía Juan J. García,
C. por A., ya que hasta ese año había demostrado tener
un gran espíritu comercial y amplias relaciones en todo el
país", lo que significa que la referida terminación fue ca-
prichosa;

Considerando que al fallar  de ese modo, los jueces del
fondo hatec o correcto uso de las facultades de  aprecia--

ción que leacuerda la ley en la materia de que se trata,
por lo cual el medio que se examina carece de fundamento
y debe ser desestimado;

Considerando que en el sexto medio de su recurso la
recurrente Warner-Lambert, S. A., alega en síntesis que
)si bien es cierto que el artículo 2 de la ley 6080 de 1962

estipula el derecho para el Agente sustituído de obtener
el reembolso de los valores que él hubiere invertido en el
ejercicio de sus labores como representante de la empresa
fabricante de los productos vendidos en la República, tam-
bién es verdad que es indispensable establecer que tales in-
versiones tuvieran como causa exclusiva el ejercicio dei tal
actividad y que constituían un perjuicio para el Agente
cuando deje de ejercer tales actividades; que en la especie,
la Corte a-qua impuso a la Warner-Lambert, S. A., el de-
ber de reembolsar esos valores a la Juan J. García, C. por
A., sin analizar si las inversiones en el edificio o en las
oficinas representan "valor inaplicable a otras activida-
des, máxime, cuando la Warner alegó: que tales inversio-
nes no tuvieron la causa exclusiva de las actividades del
Agente, ni resultaban inútiles a la terminación del contra-
to en razón de que continuaban siendo empleadas para las
múltiples actividades de la Juan J. García, C. por A., si-
milares o no a las que venía ejerciendo en virtud del con-
trato; que, en esas condiciones, sostiene la recurrente War-
ner, que la sentencia impugnada debe ser casada en ese
punto por falta de base legal; pero,

Considerando que en cuanto a esos alegatos, la Corte

t!
IIIIM

' a-qua expuso en la sentencia impugnada, lo siguiente: "que
por los documentos que obran en el expediente, ha queda-
do establecido, a) que las inversiones hechas por la de-
mandante e intimada, la Juan J. García, C. por A., para
adecuación de sus locales de almacenamiento y oficinas

4 afectadas a los productos de la intimante Y demandada, la
Warner-Lambert, S. A., ascienden a la suma de catorce mil
setecientos ochenta y ocho pesos con sesenta centavos oro
dominicano (RDS14,788.60), descompuesta como sigue: la
cantidad de ocho mil novecientos cincuentiocho pesos con
cuarentiocho centavos oro dominicano (RD$8,938.48), por-
centaje estimado de las inversiones en edificaciones hechas

i

por la demandante e intimada en este recurso para servi-
cios y almacenamiento de los productos de la demandada e
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minación del contrato, reservado en la forma antes indica-da, es abusivo en razón de su carácter intempestivo, 
roes_perado y caprichoso;

Considerando queel examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que los jueces del fondo para apreciar que
en la especie, la terminación unilateral del referido con.trato, 1.`—ir-r --alusiva, expuso, una serie de hechos que se sin-
tetizan de la siguierra: a) que la época en que ocu-
rrió dicha ruptura no fue oportuna "toda vez que la de-
mandante (la Juan J. García, C. por A.), estaba desplegan-
do todas sus actividades al mejor éxito de sus negocios"
lo que significa que dicha terminación fue intempestiva;
b) que "no habiendo surgido desacuerdo alguno entre
partes, ni disidencia respecto a la ejecución del contrato,
mal podría la demandante Juan J. García, C. por A., espe-
rar que se le notificara la decisión de dar por terminado
dicho contrato", lo que significa que dicha terminación fue
inesperada; y el que "los motivos aducidos para la termi-
nación del contrato, so pretexto de ampliar o aumentar
las actividades comerciales en la República Dominicana,
no justifican la terminación o resolución de dicho contra-
to, toda vez que esas mismas actividades podrían habers- p

-las encomendado y atribuído a la Compañía Juan J. García,
C. por A., ya que hasta ese año había demostrado tener
un gran espíritu comercial y amplias relaciones en todo el
país", lo que significa que la referida terminación fue ca-
prichosa;

Considerando ue al fallar de ese  modo, los jueces del
fondoháh cfio correcto uso de las faculta .des de aprecia-
ción que le acuerda la ley en la materia de que se trata,
por lo cual el medio que se examina carece de fundamento
y debe ser desestimado;

Considerando que en el sexto medio de su recurso la
recurrente Warner-Lambert, S. A.. alega en síntesis que
hl bien es cierto que el artículo 2 de la ley 6080 de 1962

44i
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estipula el derecho para el Agente sustituído de obtener

el reembolso de los valores que él hubiere invertido en el
ejercicio de sus labores como representante de la empresa
fabricante de los productos vendidos en la República, tam-
bién es verdad que es indispensable establecer que tales in-
versiones tuvieran como causa exclusiva el ejercicio de tal

actividad y que constituían un perjuicio para el Agente
cuando deje de ejercer tales actividades; que en la especie,
la Corte a-qua impuso a la Warner-Lambert, S. A., el de-
ber de reembolsar esos valores a la Juan J. García, C. por
A., sin analizar si las inversiones en el edificio o en las
oficinas representan "valor inaplicable a otras activida-
des, máxime, cuando la Warner alegó: que tales inversio-
nes no tuvieron la causa exclusiva de las actividades del
Agente, ni resultaban inútiles a la terminación del contra-
to en razón de que continuaban siendo empleadas para las
múltiples actividades de la Juan J. García, C. por A., si-
milares o no a las que venía ejerciendo en virtud del con-
treto; que, en esas condiciones, sostiene la recurrente War-
ner, que la sentencia impugnada debe ser casada en ese
punto por falta de base legal; pero,

Considerando que en cuanto a esos alegatos, la Corte
a-qua expuso en la sentencia impugnada, lo siguiente: "que
por los documentos que obran en el expediente, ha queda-
do establecido, a) que las inversiones hechas por la de-
mandante e intimada, la Juan J. García, C. por A., para
adecuación de sus locales de almacenamiento y oficinas
afectadas a los productos de la intimante Y demandada, la
Warner-Lambert, S. A., ascienden a la suma de catorce mil
setecientos ochenta y ocho pesos con sesenta centavos oro
dominicano (RD$14,788.60), descompuesta como sigue: la
cantidad de ocho mil novecientos cincuentiocho pesos con
cuarentiocho centavos oro dominicano (RD$8,958.48), por-
centaje estimado de las inversiones en edificaciones hechas
por la demandante e intimada en este recurso para servi-
cios y almacenamiento de los productos de la demandada e
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intimante en este recurso y la cantidad de cinco mil ocho-cientos treinta pesos con doce centavos. oro dominicano
(RD$5,830.12), por inversiones realizadas por la Juan j
García, C. por A., para acondicionamiento de oficinas al
servicio de la Agencia y representación que ella ostentaba
para venta y distribución de los productos de la Warner-
Lambert, S. A., cantidades que, en su cuantía, no han sido
negadas ni discutidas o contestadas por la. in timante en
este recurso, la Warner-Lambert, S. A., aún cuando niega
que hayan sido invertidas con el propósito exclusivo de
agencia y representación que ostentaba, pero cuya alega-
ción no está fundada porque no se ha ofrecido prueba al-
guna de que existiera un propósito distinto";

Considerando que por lo que acaba de transcribirse se
advierte que la Corte a-qua dió motivos suficientes y per-
tinentes que justifican la solución que a ese punto litigio-
so, dieron los jueces del fondo; que, por tanto, el medio que
se examina carece también de fundamento y, como los de-
más, debe ser también desestimado;

En cuanto al recurso de la Juan J. García, C. por A.

Considerando que en sus medios de casación reunidos,
la recurrente Juan J. García, C. por A., alega en síntesis
lo siguiente: a) que el contrato de Agencia concertado por
ambas compañías y firmado en el año 1958, estaba regido
por la ley 3284 de 1952; b) que esa le y, que es de orden
público, sólo liberaba de responsabilidad a la empresa ex-
tranjera, cuando la terminación del contrato tuviese una
"causa justificada"; que, en consecuencia, la cláusula del
contrato que le otorgaba el derecho a la Warner-Lambert,
S. A., de dar por terminado el contrato después de dos años
de vigencia y luego de darle un aviso previo de 90 días a
la Juan J. García, C. por A., es una cláusula violatoria de
los artíclos 1 y 10 de la ley 3284 y no puede producir efec

-to jurídico alguno; c) que la Corte a-qua examinó el caso

amparo del artículo 2 de la Ley 6080 de 1962 que susti-
tuyó la ley 3284, artículo que previó la posibilidad de una

terminación del contrato por el ejercicio de ese derecho,
reservado en la misma convención, cuando debió ponderar-
lo bajo el ámbito de la ley 3284, en lo que se refiere exclu-
sivamente a la imposibilidad de un acuerdo entre las par-
tes sobre una ruptura unilateral, como ocurrió en la es-
pecie ; d) que la Corte a-qua para hacer el cálculo de las
reparaiones debidas a Juan J. García, C. por A., se basó
en que el ejercicio del derecho de terminación del contrato
de parte de la Warner-Lambert, S. A., fue abusivo, y so-
bre ese criterio se limitó a conceder a la Juan J. García,
C. por A., las indemnizaciones muy limitadas que consigna
el referido artículo 2 de la Ley 6080 de 1962; e) que si la
Corte a. qua hubiera mantenido el criterio de que la refe-
rida cláusula relativa al ejercicio del derecho de termina-
ción del contrato, era radicalmente una, las reparaciones
debidas hubieran sido calculadas a base de artículo 1 de
la indicada leY 6080 de 1962; f) que si la Corte a-qua en
la sentencia impugnada tuvo como base y punto de parti-
da un hecho jurídico falso, como lo es el apuntado, falsas
son, en consecuencia, las conclusiones a que llegó, y falsa
es también, la interpretación que ha dado a los artículos
1 y 2 de la Ley 6080 de 1962, por lo cual sostiene dicha re-
currente que la indicada sentencia debe ser casada por los
\Icaos y violaciones denunciados; pero,

Considerando que el propósito esencial de las leyes
3284 de 1952, 6080 de 1962 y 173 de 1966, esta última vigen-
te en la actualidad, ha sido garantizar "la adecuada pro-
tección de las personas físicas o morales que se dediquen
en la República a promover y gestionar" la importación,
la distribución, la venta, el alquiler o cualquier otra forma
de explotación de mercaderías o productos procedentes. del
exterior, actuando como agentes o bajo cualquiera otra de-
nominación, contra los perjuicios que puedan irrogarles la
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intimante en este recurso y la cantidad de cinco mil 
ocho-cientos treinta pesos con doce centavos oro dominicano

(RD$5,830.12), por inversiones realizadas por la Juan j
García, C. por A., para acondicionamiento de oficinas al
servicio de la Agencia y representación que ella ostentaba
para venta y distribución de los productos de la Warner-
Lambert, S. A., cantidades que, en su cuantía, no han sido
negadas ni discutidas o contestadas por la intimante en
este recurso, ]a Warner-Lambert, S. A., aún cuando niega
que hayan sido invertidas con el propósito exclusivo de
agencia y representación que ostentaba, pero cuya alega-
ción no está fundada porque no se ha ofrecido prueba al-
guna de que existiera un propósito distinto";

Considerando que por lo que acaba de transcribirse se
advierte que la Corte a-qua dió motivos suficientes y per-
tinentes que justifican la solución que a ese punto litigio-
so, dieron los jueces del fondo; que, por tanto, el medio que
se examina carece también de fundamento y, como los de-
más, debe ser también desestimado;

En cuanto al recurso de la Juan J. García, C. por A.

Considerando que en sus medios de casación reunidos,
la recurrente Juan J. García, C. por A., alega en síntesis
lo siguiente: a) que el contrato de Agencia concertado por
ambas compañías y firmado en el año 1958, estaba regido
por la ley 3284 de 1952; b) que esa leY, que es de orden
público, sólo liberaba de responsabilidad a la empresa ex-
tranjera, cuando la terminación del contrato tuviese una
"causa justificada"; que, en consecuencia, la cláusula del
contrato que le otorgaba el derecho a la Warner-Lambert,
S. A., de dar por terminado el contrato después de dos arios
de vigencia y luego de darle un aviso previo de 90 días a
la Juan J. García, C. por A., es una cláusula violatoria de
los artíclos 1 y 10 de la ley 3284 y no puede producir efec-
to jurídico alguno; c) que la Corte a-qua examinó el caso

al amparo del artículo 2 de la Ley 6080 de 1962 que susti-
tuyó la ley 3284, artículo que previó la posibilidad de una
terminación del contrato por el ejercicio de ese derecho,
reservado en la misma convención, cuando debió ponderar-
lo bajo el ámbito de la ley 3284, en lo que se refiere exclu-
sivamente a la imposibilidad de un acuerdo entre las par-
tes sobre una ruptura unilateral, como ocurrió en la es-
pecie; d) que la Corte a-qua para hacer el cálculo de las
reparaciones debidas a Juan J. García, C. por A., se basó
en que el ejercicio del derecho de terminación del contrato
de parte de la Warner-Lambert, S. A., fue abusivo, y so-
bre ese criterio se limitó a conceder a la Juan J. García,
C. por A., las indemnizaciones muy limitadas que consigna
el referido artículo 2 de la Ley 6080 de 1962; e) que si la
Corte a-qua hubiera mantenido el criterio de que la refe-
rida cláusula relativa al ejercicio del derecho de termina-
ción del contrato, era radicalmente una, las reparaciones
debidas hubieran sido calculadas a base de artículo 1 de
la indicada ley 6080 de 1962; f) que si la Corte a-qua en
la sentencia impugnada tuvo como base y punto de parti-
da un hecho jurídico falso, como lo es el apuntado, falsas
son, en consecuencia, las conclusiones a que llegó, y falsa
es también, la interpretación que ha dado a los artículos
1 y 2 de la Ley 6080 de 1962, por lo cual sostiene dicha re-
currente que la indicada sentencia debe ser casada por los

I
dos y violaciones denunciados; pero,

Considerando que el propósito esencial de las leyes
3284 de 1952, 6080 de 1962 y 173 de 1966, esta última vigen-
te en la actualidad, ha sido garantizar "la adecuada pro-
tección de las personas físicas o morales que se dediquen
en la República a promover y gestionar" la importación,
la distribución, la venta, el alquiler o cualquier otra forma
de explotación de mercaderías o productos procedentes, del
exterior, actuando como agentes o bajo cualquiera otra de-
nominación, contra los perjuicios que puedan irrogarles la
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resolución injusta, intempestiva, o abusiva de las relama
nes en virtud de las cuales ejerzan tales actividades , por
la acción unilateral de las personas o entidades a quienes

 a dichos intermediarios la reparación
representen o por cuya cuenta o interés actúen, a fin de

equita-
tiva y completa de todas las pérdidas que hayan sufrido,
así como de las ganancias legítimasmente percibibles de
que se vean privados";

Considerando que en la especie, la Corte a-qua des-
pués de establecer que la terminación del contrato de
Agencia exclusiva que existía entre las partes, fue abusiva,
y que por tanto la Warner-Lambert, S. A., debía reparar
al amparo de la Ley vigente, el perjuicio sufrido por la
Juan J. García, C. por A., a consecuencia de esa termina-
ción, es claro que en esas circunstancias, a dicha Corte só-
lo correspondía apreciar el perjuicio sufrido por la Juan J.
García, C. por A., a fin de precisar el monto de las indem-
nizaciones adecuadas, sin que para ello fuese necesario es-
tablecer previamente, la nulidad de la referida cláusula
del contrato; que, además, el examen de fallo impugnado
revela que la Corte a-qua después de exponer en una serie
de hechos los motivos que la indujeron a apreciar los daños
y perjuicios sufridos por la Juan J. García, C. por A., con-
cluyó expresando que las condenaciones contenidas en las
letras c), d) y e) del Ordinal Primero de la sentencia ape-
lada, que "totalizan la suma de diez y siete mil setecien-
tos setentiséis pesos con noventiún centavos (RD$17,776.-
91), resultan justas y equitativas";

Considerando que en esas condiciones, y como conse-
cuencia de todo lo expuesto en relación con el recurso de la
Warner-Lambert, S. A., se advierte que la Corte a-qua al
fallar el caso en la forma como lo ha, hecho, no ha incu-
rrido en ninguno de los vicios y violaciones denunciados,
por lo cual los medios que se examinan carecen de funda-
mento y deben ser desestimados;
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Considerando que como en la especie fueron fusiona-
dos los presentes recursos de casación y como las partes
han sucumbido en sus respectivos recursos, las costas de-
ben ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Juan J. García, C. por A., y War-
ner-Lambert, S. A., contra la sentencia dictada en sus
atribuciones: comerciales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo en fecha 29 de marzo de 1968, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
y, Segundo: Compensa las costas entre las partes.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló .— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
:a audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,

(Fdo.) Ernesto Curiel hijo.que certifico.
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resolución injusta, intempestiva, o abusiva de las relaci
nes en virtud de las cuales ejerzan tales. actividades , p
la acción unilateral de las personas o entidades a quienes
representen o por cuya cuenta o interés actúen, a fin de
asegurarles a dichos intermediarios la reparación equita.
tiva y completa de todas las pérdidas que hayan sufrido,
así corno de las ganancias legítimasmente percibibles de
que se vean privados";

Considerando que en la especie, la Corte a-qua des-
pués de establecer que la terminación del contrato de
Agencia exclusiva que existía entre las partes, fue abusiva,
y que por tanto la Warner-Lambert, S. A., debía reparar
al amparo de la Ley vigente, el perjuicio sufrido por la
Juan J. García, C. por A., a consecuencia de esa termina-
ción, es claro que en esas circunstancias, a dicha Corte só-
lo correspondía apreciar el perjuicio sufrido por la Juan J.
García, C. por A., a fin de precisar el monto de las indem-
nizaciones adecuadas, sin que para ello fuese necesario es-
tablecer previamente, la nulidad de la referida cláusula
del contrato; que, además, el examen de fallo impugnado
revela que la Corte a-qua después de exponer en una serie
de hechos los motivos que la indujeron a apreciar los daños
y perjuicios sufridos por la Juan J. García, C. por A., con-
cluyó expresando que las condenaciones contenidas en las
letras e), d) y e) del Ordinal Primero de la sentencia ape-
lada, que "totalizan la suma de diez y siete mil setecien-
tos setentiséis pesos con noventiún centavos (RD$17,776.-
91), resultan justas y equitativas";

Considerando que en esas condiciones, y como conse-
cuencia de todo lo expuesto en relación con el recurso de la
Warner-Lambert, S. A., se advierte que la Corte a-qua al
fallar el caso en la forma como lo ha hecho, no ha incu-
rrido en ninguno de los vicios y violaciones denunciados,
por lo cual los medios que se examinan carecen de funda-

al;mento y deben ser desestimados;

BOLETIN JUDICIALICIAL	 7217

Considerando que como en la especie fueron fusiona-
dos los presentes recursos de casación y como las partes
han sucumbido en sus respectivos recursos, las costas de-
ben ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Juan J. García, C. por A., y War-
ner-Lambert, S. A., contra la sentencia dictada en sus
atribuciones: comerciales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo en fecha 29 de marzo de 1968, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
y, Segundo: Compensa las costas entre las partes.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló .— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido , dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DE 1969
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sentencia impugnada: Corle de Apelación de Santiago, de fecha 20

de noviembre de 1967

Recurrente: Sergio A. Vargas y compartes

interviniente: Rosa Grullón

Abogad o : Lic. R. A. Jorge Rivas

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
cia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-

món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani; Manuel A. Amiama; Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló; Juan Bautista Rojas
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia,asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 26 de noviembre de 1969, años 1269 de
la Independencia y 107d de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Sergio
91 Antonio Vargas Salazar, dominicano, mayor de edad, casa-

do, chofer, residente en la casa No. 5 de la calle Federico
García Godoy de la Ciudad de Santiago de los Caballeros,
cédula No. 6397, serie 64; por Manuel Antonio Fernández,
Persona civilmente responsable, dominicano, residente en
la casa No. 71 de la calle Eladio Victoria de la indicada ciu-

nvidConsiderando que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del
recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Eduardo Gómez, contra la sen-
tencia de la Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís, de fecha 16 de junio de 1969, dictada en sus atribu-
ciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo; y, Segundo: Condena al
recurrente al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rolas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

esa suma a título de indemnización en provecho de la par_
te civil constituida y teniendo en cuenta la falta de la víc-
tima, la referida corte hizo una correcta aplicación del ar-
tículo 1383 del Código Civil;

'91
)1ateria: Penal



dad, cédula No. 4596, serie 31 y por la Compañía de Se.
guros Pepín S. A., con su domicilio social en la casa No
26 de la calle El Sol, esquina a laAven ida Franco Bid6.
de la misma ciudad antedicha, contra la sentencia de fecha
20 de noviembre de 1967, dictada en atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de Santiago, cuyo dis..
positivo será copiado más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del ro;
Oído e dictamen del Magistrado Procurador General

de la Repúbica;

Vista el acta del recurso de casación, de fecha 27 de
noviembre de 1967, levantada en la Secretaría de la Corte
a-qua, a requerimiento del Doctor Berto Emilio Veloz, abo-
gado cédula No. 31469, serie 54, actuando éste a nombre
y representación de los recurrentes ya citados, exponiendo
que "interpone dicho recurso por no estar conforme con la
sentencia, haciendo constar que no se deposita copia del
material de casación en virtud de que la sentencia impug-
nada no ha sido aún motivada";

Vislo el escrito de fecha 8 de enero de 1968, firmado
por el Lic. R. A. Jorge Rivas, cédula No. 429, serie 31, abo-
gado de la interviniente y parte sivil constituída Rosa
Grullón, cédula No. 47446, serie 31;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistas las Leyes Números 4809 de 1957 y 4117 de
1955 y vistos los Artículos 1 y siguientes de la Ley No.
5771, de 1382, 1383 y 1384 del Código 	 463, inciso
sexto, del Código Penal, 194 del Código de Procedimiento
Criminal 130 y 133 del Código de Procedimiento Civil, Y 1.
37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta a) que con mo-
tivo de un accidente automovilístico, ocurrido el día 23
de abril de 1966, Sergio Antonio Vargas Salazar fue som e

-tido a la acción de la justicia, inculpado como autor del

-----
cielito de violación a 'a Ley No. 5771, esto es, de homicidio

l
.0oluntario en perjuicio de la menor de 12 años de edad,
seidira Grullón Delgado, hila natural de 'a ahora intervi-
niente y parte civil constituida Rosa Grullón; b) que re-
oularmente apedereda de este caso penal la Tercera Cá-

ara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicia l de Santiago, lo resolvió mediante su sentencia de
fecha 17 de diciembre de 1966, cuyo dispositivo está inser-
to en el de' fallo ahora impugnado; e) que sobre el recurso
de apela.c'ón interpuesto por el inculpado Sergio Antonio
Vargas Salazar, por la parte civilmente responsable Ma-
nuel Antonio Fernández y por la Compañía de Seguros Pe-
pín. S. A.. intervino la sentencia impugnada en la presen-
te inetr.n ei e. la nue contiene el dispositivo que d i ce así:
FALLA: PRIMERO:— Admite, en la forma los presentes

:tarsos de a pel ación, interpuestos por el prevenido Ser-
A. Verges Sz-)lazar, la persona civilmente responsable

Manuel Anton i o Fernández y la Seguros Pepín S. A., contra
sentencia correccional d i ctada por la Tercera. Cámara Pe-
nal del. Jnz-ado de Primera. Tnetancia del. Distrito Judicial
de Santiago, en fecha 17 de dic i embre de 1966, la cual tie-
ne e-te dis positvo:	 : PRTMER.0: Declara al preve-
peer) Sorgo A. VaroP,9, cillneble de v i olación a la Ley No.
:5771 ( go i nes invo l unt e ri es elle ocesienaron la muerte a la
menor Yedire Crn l Un Del ge de), en concurrencia de falta
edn su VI: f.irn. n. v en cens.ecuencia lo condena al pago de una

'11 multa de RP31_00.09 (Cien Peso, Oro), r.e.ogie.ndo en su fa-
vor circunstancies atenuantes; SECUNDO : Decl ara regu-
larmente constituída la parte civil hecha nor la Sra. Rosa
Grullón, por órgano de su ebegado L i c. Ramón A. Jorge
Rivas contra el prevenido Sergio A. Vargas: contra el se-
ñor Menne' Anton i o Fernández y contra la Compañía de

guros Penin. S. A como dueño del vehículo que ocasio-
nó el accidente el primero y compañía aseguradora del re-
ferido vehículo la segunda; TERCERO: Se condena al pre-
een do Sergio A. Vargas y su comitente Manuel Antonio
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dad, cédula No. 4596, serie 31 y por la Compañía de Se-
guros Pepín S. A., con su domicilio social en la casa No.
26 de la calle El Sol, esquina a laAven ida Franco Bido
de la misma ciudad antedicha, contra la sentencia de fecha
20 de noviembre de 1967, dictada en atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de Santiago, cuyo dis-
positivo será copiado más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del ro;
Oído e dictamen del Magistrado Procurador General

de la Repúbica;

Vista el acta del recurso de casación, de fecha 27 de
noviembre de 1967, levantada. en la Secretaría de la Corte
a-qua, a requerimiento del Doctor Berto Emilio Veloz, abo-
gado cédula No. 31469, serie 54, actuando éste a nombre
y representación de los recurrentes ya citados, exponiendo
que "interpone dicho recurso por no estar conforme con la
sentencia, haciendo constar que no se deposita copia del
material de casación en virtud de que la sentencia impug-
nada no ha sido aún motivada";

Visto el escrito de fecha 8 de enero de 1968, firmado
por el Lic. R. A. Jorge Rivas, cédula No. 429, serie 31, abo-
gado de la interviniente y parte sivil constituída Rosa
Grullón, cédula No. 47446, serie 31;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistas las Leyes Números 4809 de 1957 y 4117 de
1955 y vistos los Artículos 1 y siguientes de la Ley No.
'5771, de 1382, 1383 y 1384 del Código Civil, ,463, inciso
sexto, del Código Penal, 194 del Código de Procedimiento
Criminal 130 y 133 del Código de Procedimiento Civil, Y 1,
37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta a) que con mo-
tivo de un accidente automovilístico, ocurrido el día 23
de abril de 1966, Sergio Antonio Vargas Salazar fue some-
tido a la acción de la justicia, inculpado como autor del

delito de violación a la Ley No. 5771, esto es, de homicidio
looluntario en perjuicio de la menor de 12 años de edad,
yádlra Grullón De l gado, hila natural de 'a ahora intervi-
niente y parte civil constituida Rosa Grullón; b) que l'e-
n/lamente apoderada de este caso penal la Tercera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Santiago, lo resolvió mediante su sentencia de
fecha 17 de diciembre de 1966, cuyo dispositivo está inser-
to en el del fallo ahora impugnado; e) que sobre el recurso
de apelac l ón interpuesto por el inculpado Sergio Antonio
Vargas Salazar, por la parte civilmente responsable Ma-
nuel Antonio Fernández y por la Compañía de Seguros Pe-
oín. S, A.. intervino la sentencia impugnada en la presen-
te ireetr.n-ia, la oue contiene el dispositivo que d i ce así:
FALLA: PRIMFRO:— Admite, en la forma los presentes

tirsos de a pelación., interpuestos por el prevenido Ser-
A. Vnrges Salazer, la persona civilmente responsable

nuel Antoni o Fernández y la Seguros Pepín S. A., contra
sentencio cerreccional d i ctada por la Tercera. Cámara Pe-

' 1- 1 Ji n z-ado	 Primera Tnstancia del Distrito Judicial
Hago, en fecha 17 d2 dic i embre de 1966, la cual tic,-

rete dispositvo: FALLA: PRTMERO: Declara al preve-
Sesgo A . Varga.e, culpable de v i olación a la Ley No.

7 71 ( qo i rv,s j nyn'untgries elle ocasionaren la muerte a la
meaor Yediro Grnilen De l ga do), en concurrencia de falta
con su víatirn.a. v en consecu encia. lo condena al pago de una
multa de RM100.09 (Cien Pesos Oro), acogiendo en su fa-

ifkneór circunstancies atenuantes; SECUNDO: Dec l ara regu-
lar mente constituida la parte civil hecha nor la Sra. Rosa
Grullón, por ór gano de su abogado L i c. Ramón A. Jorge
Rivas contra el prevenido Sergio A. Vargas: contra el se-

t ñor DI-anule' Anton i o Fernández y contra la Compañía de
Seeuros Penín. S. A , como dueño del vehículo que ocasio-
no el accidente el primero Y com pañía aseguradora del re-
ferido vehículo la segunda; TERCERO: Se condena al pre-
cesado Sergio A. Vargas y su comitente Manuel Antonio
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Fernández, persona puesta en causa como civilmentepcn
sable, al pago de una indemnización conjunta y sou,

diaria a favor de la Sra. Rosa Grullón de 
RD$1,500.00

Mil Quinientos Pesos Oro), como justa, reparación de losQin
daños morales y materiales ocasionados a su pe rsona, porel hecho delictuoso cometido por el mencionado 

preposéSergio A. Vargas; CUARTO:
do al pago de las costas penalesCondena al aludido inculpa.
gio A Vara	 ,QUINTO: Condena, a Ser-.	 gas y a Manuel Antonio Fernández , al pago delos intereses legales de la suma principal, como indemniza-ción suple

mentaria y las condena además al pago de lascostas civiles y ordena su distracción enRamón A. Jorge Rivas	 p rovecho del Lic.
, por haber declarado queav

anzando en su mayor parte; SEXTO: Se declara la eátá
utejeca-ble y oponible la presente sentencia a la Com pañía de Se-guros Pepín, S. A., en su calidad de compañía asees

del vehículo que ocasionó el accidente hasta el límite dela cuantía que det
ermina la póliza del seguro en relación

con el asegurado Manuel Antonio Fernández; SEGUN
Rechaza por improcedente e infundadas las conclusiónproducidas por el prevenido Serte A. Vargas Salazar,
dez
persona civilmente responsable, Manuel Antonio Fernán-y /a Seguros Pepín S. A.; TERCERO:— Acoge el dic-tamen del 

Magistrado Procurador General, de esta Corte ylas conclusiones de la parte civil cons tituida, señora RosaGrullón, madre de la víctima, y en consecuencia confirmaen todas sus partes la sentencia apelada; CUARTO: Con-dena al prevenido 
Sergio A. Vares Salazar, al pago de

la Vares
costas penales;QUINTO: Condena al prevenido SergioA.	 gas&l'azar, a la persona civilmente responsable Ma-nuel Antonio Fer

nández y la Seguros Pepín S. A., al pagosolidario de las costas civiles causadas 
en esta instancia,distrayéndolas en favor del Lic. R. A. Jorge 

Rivas,do le la parte civil quien afirma estarlas avanzando
aboga-
en SUtotalidad";

En -cuanta	 recurso del inculpado

Considerando que la Corte a-qua dio por establecido los
,iguientes hechos: a) que el. día 23 de abril de 1966, el aho-
;a recurrente Sergio Antonio Vargas Salazar "se dirigía
hacia la ciudad de Santiago, por la carretera Duarte, por
el tramo comprendido entre Villa González y aquel l a ciu-
dad, conduciendo el automóvil marca Chevrolet, placa pú-
blica No. 31148, propiedad de Manuel Antonio Fernández,
amparado por la póliza de seguro No. A-709-S, ex pedida en

favor de este último por Seguros Pepín, S. A. Compañía
Nacional de Seguros, póliza con vigencia del 5 de enero de
1966 al 5 da enero del año 1967; b) que en sentido contra-
rio transitaba también, al mismo tiempo, por el dicho tra-
mo de carretera, una guagua del servicio público, del Ser-
vicio de "concho" en esta ciudad (la de Santiago); c) que
al llegar a lugar denominado Alto de Virella la guagua
mencionada se detuvo y la menor Yadira Grullón Delgado,
partiendo desde la guagua, desde la puerta trasera de ese
vehículo, se dispuso a atravesar la carretera sin advertir
que veníia el automóvil que se ha mencionado v fue alcan-
zada por éste último vehículo, recibiendo la fractura del
cráneo, según certificado médico legal que obra en el ex-
pediente; d) que el conductor del vehículo marchaba apro-
ximadamente a 60 millas por hora en el instante de la ocu-
rrencia, no obstante haber una curva en el lugar en que
se iba a encontrar con la guagua que venía en sentido
opuesto; e) que en el momento del acci dente existía una
relación de comitente a preposé entre Manuel A. Fernán-
dez , propietario del vehículo que ocasionó el accidente, y
el conductor del mismo, el prevenido Sergio A. Vargas, lo
que por otra parte, no ha sido negado ni ante el Juez a-quo
ni por ante esta Corte";

Considerando que en virtud de los elementos de prueba
,1 Y de las circunstancias de la causa 'relativos al asunto pe-

nal ventilado, la Corte a-qua llegó a la conclusión de que
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Fernández, persona puesta en causa como civilmente res,ponsable, al pago de una indemnización conjunta y sol
Mil
diaria a favor de la Sra. Rosa Grullón de 

RD$1,500.00
Mil Quinientos Pesos Oro), como justa. reparación de /os
daños morales y materiales ocasionados a su persona, porel hecho delictuoso cometidopor
Ser gio A.

	

	 el mencionado preposéVargas; CUARTO: Condena al aludido inculpa,do al pago de las costas penales
gio A. Vargas	 ; QUINTO: Condena a Ser-

y a Manuel Antonio Fernández , al pago delos in tereses legales  de la suma principal, como indemniza-
as

ción suple
mentaria y las condena además al pago de lcostas civiles y ordena su distracción en prov

Ramón A. Jorge Rivas, por ha 	 declar	
echo del Lic,

ado	 laavanzando en su mayor parte; SEX
ber 

TO: Se declara eie estácuble y oponible la presente sentencia a la Com pañía deguros Pepín, S. A., en su calidad de compañía 
asegurad

del vehículo que ocasionó el accidente hasta el límite ela cuantía que de
termina la póliza del seguro en relación

con el asegurado Manuel Antonio Fernández; SEGUN
Rechaza por improcedente e infundadas las conclusión

Acoe el c-

1
producidas por el prevenido Sergio A. Vargas Salazar,persona civilmente responsable, Manuel Antonio Fernández y la Seguros Pepín S. A.; TERCERO:— -

tamen del Magistrado Procurador General, de estag
 Corte

di
 ylas conclusiones de laparte c

Grullón, madre de la víctima 
	 constituida, señora Rosa

 y en consecuencia confirmaen todas sus partes la sentencia apelada; 
CUARTO. Con-dena al pr

evenido Sergio A. Vargas Salazar, al pago delas costas penales; QUINTO: Condena al prevenido SergioA. Vargas Salazar, a la persona civilmente responsable Ma-nuel Antonio Fer
nández y la Seguros Pepín S. A. al pagoso

lidario de las costas civiles causadas en esta instancia,,distray
éndolas en favor del Lic. R. A. Jorge Rivas, 	 a-do le la parte civil quien afirma estarlas avanzandoabo

en 
g
su.totalidad";
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En cuanto 'a& recurso del inculpado

Considerando que la Corte a-qua dio por establecido los
d 	 hechos: a) que el día 23 de abril de 1966, el aho-

ra recurrente Sergio Antonio Vargas Salazar "s‹.-! dirigía
hada la ciudad de Santiago, por la carretera Duarte, por
el tramo comprendido entre Villa González y aquella ciu-
dad, conduciendo el automóvil marca Chevrolet, placa pú-
blica No. 31148, propiedad de Manuel Antonio Fernández,
amparado por la póliza de seguro No. A-709-S, ex pedida en

favor de este último por Seguros Pepín, S. A. Compañía
Nacional de Seguros, póliza con vigencia del 5 de enero de
1966 al 5 do enero del año 1967; b) que en sentido contra-
rio transitaba también, al mismo tiempo, por el dicho tra-
mo de carretera, una guagua del servicio público, del Ser-
vicio de "concho" en esta ciudad (la de Santiago); c) que
al llegar a lugar denominado Alto de Virella la guagua
mencionada se detuvo y la menor Yadira. Grullón Delgado,
partiendo desde la guagua. desde la puerta trasera de ese
vehículo, se dispuso a atravesar la carretera sin advertir
que veda el automóvil que se ha mencionado v fue alcan-
zada por éste último vehículo. recibiendo la fractura del
cráneo, según certificado médico legal que obra en el ex-
pediente; cl) que el conductor del vehículo marchaba apro-
ximadamente a 60 millas por hora en el instante de la ocu-
rrencia, no obstante haber una curva en el lugar en que
se, iba a encontrar con la guagua que venía en sentido
opueto; e) que en el momento del acc i dente existía una
relación de comitente a preposé entre Manuel A. Fernán-
&'z, propietario del vehículo quo ocasionó el accidente, y
el conductor del mismo, el prevenido Sergio A. Vargas, lo
que por otra parte. no ha sido negado ni ante el Juez a-quo
ni por ante esta Corte";

Considerando que en virtud de los elementos de prueba
Y de las circunstancias de la causa "relativos al asunto pe-
nal ventilado, la Corte a-qua llegó a la conclusión de que
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el accidente de que se trata se debió a las faltas cometidas
por la víctima y por el conductor del indicado automóvil•
que la referida víctima fue imprudente al cruzar la carre,
tera no tomando en cuenta el automóvil que se aproxima-
ba, y que al conductor de este vehículo asimismo fue
prudente al rebasar la guagua a una velocidad excesiva
más o menos 60 millas por hora sin tomar en consideración'
la pequeña curva que hay en el lugar y sin prever, además
que desde la guagua podía salir alguna persona con el pro:-
pósito de cruzar la carretera tal como realmente ocurrió;
que ambas imprudencias caracterizan las. faltas que ori-
ginaren el accidente sin que una falta excluyera la otra;

Considerando que en los hecl-ros así estr.blecidos se en-
cuentran reunidos los elementos constitutivos del delito de
violación a la Ley No. 5771 (golpes involuntarios que oca-
sionaron la muerte a la menor Yadira Grullón Delgado),
por imprudencia y ocasionados con el manejo de un vehícu-
lo de motor, delito previsto por el artículo 1, párrafo I y
II de la Ley No. 5771 de 1961 antes indicada, y sancionada
per ese texto legal con la pena de prislón de dos a cinco
años y multa de quinientos a dos mil pesos, cuando el acci-
dente ocasionare la muerte de una o más personas; que,
en consecuencia, al condenar la Corte a-qua al inculpado
Sergio Antonio Vargas Salazar, después de declararlo cul-
pable, al pago de una multa de cien pesos oro, acogiendo en
su favor circunstancias atenuantes, aplicó una sanción ajus-
tada a la ley;

Considerando, en lo que respecta a las condenaciones
civiles, que la misma Corte a-qua dió por establecido que
el señalado delito en que incurrió el inculpado y recurren-
te Sergio Antonio Vargas Salazar ha ocasionado daños mo-
rales y materiales a Rosa Grullón, parte civil constituida,
cuyo valor estimó soberanamente en la suma de un mil
quinientos pesos oro; que al condenar al precitado Sergio
Antonio Vargas Salazar al pago de esa suma, conjunta Y
solidariamente con la parte civilmente responsable puesta

en causa y oponible a la Compañía Seguros Pepín, S. A.,
a título de indemnización, hizo una adecuada aplicación de

la Ley;
Considerando que examinada en sus demás aspectos,
ntencia impugnada no contiene vicio alguno de interés

a el inculpado que justifique su casación;

En cuanto al recurso de la parte civilmente
responsable y de la Compañía aseguradora

Considerando que de conformidad con lo prescrito por
Artículo 7 de la Ley sobre Procedimiento de Casación,

cuando el recurso de casación es interpuesto por el Minis-
terio Público, por la parte civil o por la persona civilmen-
te responsable el depósito de un memorial con la exposición
de los medios en que se funda será obligatorio, a pena de
nulidad, si no se ha motivado el recurso en la declaración
correspondiente; que aunque este artículo 37 únicamente
hace referencia a las partes que han sido señaladas, su dis-
pesicIón, según ha sido decidido, debe, también, ser aplica-
da a cualquier entidad aseguradora que de conformidad
con lo que estatuye el artículo 10 de la Ley No. 4117 de
1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, ha-

. ya sido puesta en causa, como en la especie, la Compañía
de Seguros Pepín, S. A., la que ha sido demandada en su
calidad de aseguradora de la responsabilidad civil de Ma-

l- nuel Antonio Fernández. dueño del automóvil con el que
se produjo el accidente de que se hizo referencia;

Considerando que el referido Manuel Antonio Fernán-
dez, parte civilmente responsable puesto en causa, ni la
preindicacla Compañía Seguros Pepín S. A., no invocaron al
declarar, su recurso, ningún medio determinado de casa-

. ción, ni tampoco han presentado con posterioridad a la de-
elarac'ón de tal recurso el memorial con la exposición de
los medios que le sirven de fundamento, por lo que proce-
de declararlo nulo;
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violación a la Ley No. 5771 (golpes involuntarios que oca-
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su favor circunstancias atenuantes, aplicó una sanción ajus-
tada a la leY;
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rales y materiales a Rosa Grullón, parte civil constituida,
cuyo valor estimó soberanamente en la suma de un mil
quinientos pesos oro; que al condenar al precitado Sergio
Antonio Vargas Salazar al pago de esa suma, conjunta
solidariamente con la parte civilmente responsable puesta

causa y oponible a la Compañía Seguros Pepín, S. A.,
a lulo de indemnización, hizo una adecuada aplicación de
la LeY;

Considerando que examinada en sus demás. aspectos,
sentencia impugnada no contiene vicio alguno de interés

. ' Considerando que de conformidad con lo prescrito por
el Artículo 7 de la Ley sobre Procedimiento de Casación,
cuando el recurso de casación es interpuesto por el Minis-

ra el inculpado que justifique su casación;

En cuanto al recurso de la parte civilmente
responsable y de la Compañía aseguradora

. 	.

terio Público, por la parte civil o por la persona civilmen-
.4Je responsable el depósito de un memorial con la exposición

do los medios en que se funda será obligatorio, a pena de
nulidad, si no se ha motivado el recurso en la declaración
correspondiente; que aunque este artículo 37 únicamente
hace referencia a las partes que han sido señaladas, su dis-
pesicón, según ha sido decidido, debe, también, ser aplica-
da a cualquier entidad aseguradora que de conformidad
con lo que estatuye el artículo 10 de la Ley No. 4117 de
1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, ha-

,
L 

ya sido puesta en causa, como en la especie, la Compañía
-	 de Seguros Pepín, S. A., la que he sido demandada en su

cardad de aseguradora de la responsabilidad civil de Ma-
nuel Antonio Fernández, dueño del automóvil con el que
se produjo el accidente de que se hizo referencia;

Considerando que el referido Manuel Antonio Fernán-
,k dez. parte civilmente responsable puesto en causa, ni la

'	 preindicada Compañía Seguros Pepín S. A., no invocaron al
declarar, su recurso, ningún medio determinado de casa-
tión, ni tampoco han presentado con posterioridad a la de-
clara&ón de tal recurso el memorial con la exposición de

-..19s medios que le sirven de fundamento, por lo que proce-
de declararlo nulo;
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Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Rosa Grullón; Segundo: Rechaza el recurso de casación
interpuesto por Sergio Antonio Vargas Salazar, Contra la
sentencia de fecha 20 de noviembre de 1967, dictada en
sus atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación
de Seguros Pep ín, S. A., la que ha sido demandada en su
terror del presente fallo; Tercero: Condena a dicho recu-
rrente al pago de las costas penales; Cuar . a: Declara nulo
el recurso de casación interpuesto por Manuel Antnoio Fer-
nández, parte civilmente responsable, y por la Compañía
de Seguros Pepín, S. A., contra la citada sentencia; Quinto:
Condena a los recurrentes al pago de las costas civiles, dis-
trayéndolas en favor del Licenciado R. A. Jorge Rivas, abo-
gado de la interviniente, quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Ml. Lamarche 	 Ma-
miel D. Bergés Chupani,-- Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Car-
bucc i a.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada • por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTEN CIA DE FECHA 26 DE NOVIEMB RE DE 1969

sentencia impugnada: Juzgado de primera Instancia de Indepen-

cia de fecha 19 de agosto de 1968

Materia: Correccional

Itecurrente: Arismendy Castillo Ramírez

Abog4: Dr. Carlos Alberto Castillo

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.

:Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pro-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel
A. Amiama, Francisco Elpidio Doras, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 26 de noviem-
bre de 1969, años 126 9 de la Independencia y 10TY de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Arismen-
dy Castillo Ramírez, dominicano, mayor de edad, comer-
ciante, casado, domiciliado y residente en la ciudad de Ji-
maní calle Mella, casa No. 21, cédula 14815, serie, 27 con-
tra la sentencia de fecha 1 9 de agosto de 1968, dictada en
atribuciones correccionales por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Independencia actuando co-
mo tribunal de segundo grado, y en la que consta el dis-

positivo que se copia más adelante;



Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Rosa Grullón; Segundo: Rechaza el recurso de casación
interpuesto por Sergio Antonio Vargas Salazar, contra la
sentencia de fecha 20 de noviembre de 1967, dictada en
sus atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
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gado de la interviniente, quien afirma haberlas avanzado
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nuel D. Bergés Chupani,— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpiclio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista R.oias .Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

NTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMB RE DE 1969

,zentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Indepen-
..

cia de fecha 19 de agosto de 1968

)íateria: Correccional

necurrente: Arismendy Castillo Ramírez

Abagatk: Dr. Carlos Alberto Castillo

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
tiCia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-

. tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel
A. Amiama, Francisco Elpiclio I3eras, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 26 de noviem-
bre de 1969, años 1269 de la Independencia y 107° de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

 Sobre el recurso de casación interpuesto por Arismen-
dy Castillo Ramírez, dominicano, mayor de edad, comer-

'. ciante, casado, domiciliado y residente en la ciudad de Ji-1.11
,I Inaní calle Mella, casa No. 21, cédula 14815, serie, 27 con-

tra la sentencia de fecha 1 9 de agosto de 1968, dictada en
,, .. atribuciones correccionales por el Juzgado de Primera Ins-

tancia del Distrito Judicial de Independencia actuando co-
mo tribunal de segundo grado, y en la que consta el dis-
positivo que se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría del Tribunal a-quo y fechada el día 7 de agosto
de 1968, a requerimiento de Arismendy Castillo Ramírez;
acta en la que no se invoca ningún medio determinado de
casación;

Visto el memorial de casación, suscrito por el Doctor
Carlos Alberto Castillo, cédula No. 5992, serie 18, abogado
del recurrente; memorial en el que se invocan los medios
de casación que se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 186 y 191 del Código de Pro-
cedimiento Criminal; 8, letra j) de la Constitución; 141 del
Código de Procedimiento Civil; 1, 20 y 65 de la Ley sobre
Procedim iento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos: a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
3 de febrero de 1967, Arismendy Castillo Ramírez preserv-
ó formal querella por ante el Procurador Fiscal del Dis-
trito Judicial 'de Independencia y contra Rafael Zarzuela,
imputándole a éste haber hecho uso sin su autorización de
un automóvil de su propiedad placa No. 41098, mientras
Zarzuela lo tenía bajo su cuidado para repararlo en su
taller instalado en la población de Duvergé y porque al usar
asi el referido automóvil, éste sufrió "la destrucción del
guardalodos trasero-derecho, torcedura del bómper, raja-
duras en la Parte trasera y desnivel de la tapa del baúl, al
producirse un choque con otro vehículo"; b) que ba jo la
prevención del delito de abuso de confianza, Zarzuela fue
sometido a la acción de la justicia por ante el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Independencia,
el cual, después de variar la calificación de abuso de con-
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fianza, dada al hecho de'ictual perseguido, por la de uso
Indebido de vehículo de motor en perjuicio de Arismendy
wtillo Ramírez, previsto por la Ley No. 4809, sobre Trán-

sito de Vehículos de Motor, dictó la sentencia de fecha 26
de abri l de 1967, cuyo dispositivo expresa lo siguiente: "Fa-

Pr5nacro : que debe variar y varía, la calificación de abu-
so de confianza dada al hecho imputable al nombrado Ra-
fael Zarzuela, por la del delito de uso indebido de vehícu-
lo de motor en perjuicio del señor Arismend y Castillo Ra-

z ' rnírez; Seg'undo: Declarar y declara, la incompetencia de
este Tribunal para conocer y estatuir sobre el fondo de
la causa seguida contra el nombrado Rafael Zarzuela, pre-
luido del delito de uso indebido de vehículo de motor en
perjuicio del señor Arismendy Castillo Ramírez, por esca-
par de su com petencia; Tercero: Declinar y declina, por
ante el Juzgado de Paz del Municipio de Duvergé, el expe-

,, diente de carácter correccional instrumentado contra el
nombrado Rafael Zarzuela, ahora prevenido del delito de
uso indebido de vehículo de motor en perjuicio del señor
Arismendy Castillo Ramírez, por ser de su competencia;
y, Cirexte: Reservar y reserva, las costas"; c) que el Juz-

 gado de Paz del Municipio de Duvergé, apoderado del caso
l i le; en virtud de la anterior sentencia, lo resolvió mediante su

fallo de dcfecha 3 de agosto de 1967, cuyo dispositivo está
contenido en el de la sentencia ahora im pugnado en casa-
ción; d) que sobre los respectivos recursos de apelación
in terpuestos por Arismendy Castillo Ramírez y por el Fis-
ca l izador del Juzgado de Paz ya citado, el Tribunal de Pri-
mera Instancia del Distrito judicial de Independencia, pro-
(Itrio su fallo de fecha 8 de noviembre de 1967, mediante
el cual pronunció el defecto conrta el inculpado Rafael
Zarzuela por no haber com parecido, a la audiencia celebra-
da, no obstante haber sido legalmene citado, fallo en el que
figura el dispositivo que está transcrito en el de la senten-
cia actualmente impugnada; e) que sobre el recurso de
oposición interpuesto por el defectante e inculpado Zarzue-
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l. la causa seguida contra el nombrado Rafael Zarzuela, pre-
venido del delito de uso indebido de vehículo de motor en
perjuicio del señor Arismendy Castillo Ramírez, por esca-
par de su com petencia; Tercero: Declinar y declina, por
ante el Juzgado de Paz del Municipio de Duvergé, el expe-

,r,Itikente de carácter correccional instrumentado contra r'
nombrado Rafael Zarzuela, ahora prevenido del delito de
uso indebido de vehículo de motor en perjuicio del señor
Arismendy Castillo Ramírez, por ser de su competencia;
y, CITPTPN: Reservar y reserva, las costas"; e) que el Juz-
gado cl.a Paz del Municipio de Duvergé, apoderado del caso
en virtud de la anterior sentencia, lo resolvió mediante su
fallo de derecha 3 de agosto de 1967, cuyo dispositivo está
contenido en el de la sentencia ahora im pugnado en casa-
ción; d) que sobre los respectivos recursos de apelación
inte guestos por Arismendy Castillo Ramírez y por el Fis-
calizador del Juzgado de Paz ya citado, el Tribunal de Pri-
mera Instancia del Distrito judicial de Independencia, pro-
duio su fallo de fecha 8 de noviembre de 1967, mediante
el cual pronunció el defecto conrta el inculpado Rafael
Zarzuela por no haber com parecido, a la audiencia celebra-
da, no obstante haber sido legalmene citado, fallo en el que
figura el dispositivo que está transcrito en el de la senten-
cia actualmente impugnada; e) que sobre el recurso da
oposición interpuesto por el defectante e inculpado Zarzue-
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la, intervino la sentencia que es objeto de la presente irn
pugnación, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero,
Que debe declarar y declara, regular y válido en cuanto
la forma, el recurso de oposición interpuesto por el nom-
brado Rafael Zarzuela, contra sentencia correccional No
26, dictada por este Tribunal, en fecha 8 del mes de noviero
bre del próximo pasado año 1967, cuyo dispositivo dice co-
mo se expresa a continuación: "Falla: Primero: Que debe
pronunciar y pronuncia, el defecto contra el nombrado Ra-
fael Zarzuela, por no haber comparecido a la audiencia ce-
lebrada por este Tribunal, el día 1 del mes de octubre del
cursante año 1967, a las nueve horas de la mañana, no obs-
tante haber sido legalmente citado; Segundo: Declarar y
declara, regulares y válidos en cuanto a la forma, los re-
cursos de apelación interpuestos por el Magistrado Procu-
rador Fiscal de este Distrito Judicial y por el señor Aris-
mendy Castillo Ramírez, parte civil constituida, contra
sentencia correccional No. 179 de fecha 3 del mes de agos-
to del presente año 1967, dictada por el Juzgado de Paz
del Municipio de Duvergé, cuyo dispositivo dice como se
expresa a continuación: "Falla: Primero: Que debe decla-
rar y declara, al nombrado Rafael Zarzuela, de generales
anotadas, no culpable del hecho de haber hecho uso inde-
bido del vehículo placa No. 41098 propiedad del señor Aris-
mernly Castillo, y en consecuencia, lo descarga de toda
responsabilidad penal del hecho que se le im puta, por no
haberlo cometido, declarando le oficio las costas", por ha
ber sido hechos en tiempo hábil y de acuerdo con las for-
molidades legales; Tercero: Revocar y revoca, en todas sus
partes la sentencia. apelada, y en consecuencia, obrando por
propia autoridad, declara al nombrado Rafael Zarzuela,
culpable, del delito de uso indebido de vehículo de motor
en perjuicio del señor Arismendy Castillo parte civil cons-
tituida, puesto a su cargo, y por tanto, lo condena a pa-
gar veinticinco pesos oro (RD$25.00) de multa, acogiendo
circunstancias atenuantes; Cuarto: Declarar y declara, bue-

1.1a y válida la constitución en parte civil hecha por el señor
4r'smendY Castillo Ramírez, quien tiene como abogado
constituido al Dr. Carlos Alberto Castillo, contra el nom-
brado Rafael Zarzuela, por haber sido hecha de acuerdo
con las disposiciones legales; Quinto: Condenar y condena,
al nombrado Rafael Zarzuela, a pagar a favor de la parte
civil constituida, señor Arismendy Castillo Ramírez, una
indemn i zación de RD$300.00 (Trescientos pesos oro), co-
mo justa reparación de los daños morales y materiales su-
fridos por éste, en razón del desarrollo de esta infracción
delictuosa; Sexto: Condenar y condena, además, al nom-
brado Rafael Zarzuela, al pago de las costas penales y ci-
viles;"; Segundo: Revocar y revoca, en todas sus partes la
sentenc'a recurrida y en consecuencia obrando por contra-
río imperio, descarga al recurrente Rafael Zarzuela, del de-
lito de uso indebido de vehículo de motor puesto a su car-
go, por no haberlo cometido; Tercero: Declarar y declara,
bpena y válida la constitución en parte civil hecha por el
señor Arismendy Castillo Ramírez, contra el señor Ra-
fael Zarzuela, en cuanto a la forma, por haber sido hecho
en tiempo háb i l y de acuerdo con las disposiciones legales;
Cuarto: Rechazar y rechaza, las conclusiones de la parte
civil constituida, por improcedentes y mal fundadas; y,
Quinto: Declarar y declara, de oficio las costas del presen-
te recurso";

o Considerando oue el recurrente invoca en su memorial
de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Violación
al derecho de defensa. Violación al artículo 141 del Código
de Procedimiento Civil, por carencia de motivos. Ambi-
güedad en la relación de los hechos y falsa aplicación del
derecho e insuficiencia de motivos; Segundo Medio: Viola-
ción de los artículos 1ro. y 3ro. del Código de Procedimien-
to Criminal. Violación de los artículos 1315 y 1384 del Có-
digo Civil y desnaturalización de los hechos y circunstan-
cias de la causa;
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la, intervino la sentencia que es objeto de la p resente o-ri
pugnación, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero,
Que debe declarar y declara, regular y válido en cuanto
la forma, el recurso de oposición interpuesto por el nom.
brado Rafael Zarzuela, contra sentencia correccional No
26, dictada por este Tribunal, en fecha 8 del mes de novieni
bre del próximo pasado año 1967, cuyo dispositivo dice co-
mo se expresa a continuación: "Falla: Primero: Que debe
pronunciar y pronuncia, el defecto contra el nombrado Ra-
fael Zarzuela, por no haber comparecido a la audiencia ce-
lebrada por este Tribunal, el día 1 del mes de octubre del
cursante año 1967, a las nueve horas de la mañana, no obs-
tante haber sido legalmente citado; Segundo: Declarar y
declara, regulares y válidos en cuanto a la forma, los re-
cursos de apelación interpuestos por el Magistrado Procu-
rador Fiscal de este Distrito Judicial y por el señor Aris-
mendy Castillo Ramírez, parte civil constituída, contra
sentencia correccional No. 179 de fecha 3 del mes de agos-
to del presente año 1967, dictada por el Juzgado de Paz
del Municipio de Duvergé, cuyo dispositivo dice como se
expresa a continuación: "Falla: Primero: Que debe decla-
rar y declara, al nombrado Rafael Zarzuela, de generales
anotadas, no culpable del hecho de haber hecho uso inde-
bido del vehículo placa No. 41098 propiedad del señor Aris-
mendy Castillo, y en consecuencia, lo descarga de toda
responsabilidad penal del hecho que se le im puta, por no
haberlo cometido, declarando le oficio las costas", por ha
ber sido hechos en tiempo hábil y de acuerdo con las for-
molidades legales; Tercero: Revocar y revoca, en todas sus
partes la sentencia apelada, y en consecuencia, obrando por
propia autoridad, declara al nombrado Rafael Zarzuela,
culpable, del delito de uso indebido de vehículo de motor
en perjuicio del señor Arismendy Castillo parte civil cons-
tituida, puesto a su cargo, y por tanto, lo condena a pa-
gar veinticinco pesos oro (RD$25.00) de multa, acogiendo
circunstancias atenuantes; Cuarto: Declarar y declara, bue-

y
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Sisy válida la constitución en parte civil hecha por el señor
, • rnendy Castillo Ramírez, quien tiene como abogado
constituido al Dr. Carlos Alberto Castillo, contra el nom-
brado Rafael Zarzuela, por haber sido hecha de acuerdo
con las disposiciones legales; Quinto: Condenar y condena,
al nombrado Rafael Zarzuela, a pagar a favor de la parte
01 constituída, señor Arismendy Castillo Ramírez, una
indemnización    de RD$300.00 (Trescientos Pesos oro), co-
rno justa reparación de los daños morales y materiales su-
fridos por éste, en razón del desarrollo de esta infracción
delictuosa; Sexto: Condenar y condena, además, al nom-
brado Rafael Zarzuela, al pago de las costas penales y ci-

viles;"; Segundo: Revocar y revoca, en todas sus partes la
sentenc'a recurrida y en consecuencia obrando por contra-
rio imperio, descarga al recurrente Rafael Zarzuela, del de-
lito de uso indebido de vehículo de motor puesto a su car-
go, por no haberlo cometido; Tercero: Declarar y declara,
buena y válida la constitución en parte civil hecha por el
señor Arismendy Castillo Ramírez, contra el señor Ra-
fael Zarzuela, en cuanto a la forma, por haber sido hecho
en tiempo háb i l y de acuerdo con !as disposiciones legales;
Cuarto: Rechazar y rechaza, las conclusiones de la parte
civil constituída, por improcedentes y mal fundadas; y,
Quinto: Declarar y declara, de oficio las costas del presen-
te recurso";

Considerando c-lue el recurrente invoca en su memorial
de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Violación
al derecho de defensa. Violación al artículo 141 del Código
de Procedimiento Civil, por carencia de motivos. Ambi-
güedad en la relación de los hechos y falsa aplicación del
derecho e insuficiencia de motivos; Segundo Medio: Viola-
ción de. los artículos lro. y 3ro. del Código de Procedimien-
to Criminal. Violación de los artículos 1315 y 1384 del Có-
digo Civil y desnaturalización de los hechos y circunstan-
cias de la causa;



BOLETIN JUDICIAL	 72377236	 BOLETIN JUDICIAL

Considerando que en el desarrollo del Primer medio
propuesto, el recurrente alega que el Tribunal aequo
violado el derecho de defensa del recurrente Arismendy
Castillo Ramírez,parte civil constituída; que en esta cal.
dad, su abogado, el Dr. Carlos Alberto Castillo lo repre-
sentó en la audiencia que tuvo efecto en fecha 8 de noviem.
bre de 1967, en Jimaní y en la que formalmente produjo
sus conclusiones, "condenándose al recurrido, independien-
temente de las sanciones penales, a pagar una indemniza-
ción de trescientos pesos oro a favor del hoy recurrente
Arismcndy Castillo Ramírez"; que en la audiencia que pa-
ra conocer del recurso de o posición que interpuso Zarzue-
la contra la sentencia en defecto que le aplicó las conde-

- naciones antedichas, el recurrente Arismendy Castillo Ra-
míreZ, en su condición de parte civil constituida y antes
de prestar su declaración sobre el asunto penal que era
ventilado, hizo al Tribunal a-quo el pedimento formulado
del modo simiente; "Antes de todo quiero advertirle a es-
te Tribunal que le he pagado al Dr. Carlos Alberto Casti-
llo para que me represente en esta causa. Ayer fue cuando
tuve conocimiento de que esta causa había sido fijada para
hoy, pues me encontraba fuera de esta localidad. Por eso,
le agredeceré al Tribunal reenviar esta causa para que el
Dr. Carlos Alberto Castillo pueda asistirme en mis medios
de defensa. Tan pronto me enteré de la fijación de esta cau-
sa para hoy, le avisé por telegrama al Dr. Castillo, y pa-
rece ser que no ha tenido tiempo para venir"; que sin to-
mar en consideración ese pedimento, fue conocida y fallada
la causa relativa al referido recurso de oposición, sin que
se le diera la oportunidad al ahora recurrente de ser re-
presentada por su abogado constituido, no obstante estar el
defectante Zarzuela asistido por su letrado defensor; "que
negársele a Arismendy Castillo Ramírez la oportunidad de
comparecer asistido de su abogado, que era quien conocía
el desenvolvimiento del asunto, es una falta asimilable a
la violación del derecho de defensa";

- Considerando que la sentencia impugnada y el acta
audiencia correspondiente, ponen de manifiesto todo

anto ha aseverado el recurrente en los alegatos hechos
el primer medio que acaba de ser examinado; que si

len es verdad que en materia correccional el ministerio
e abogado no es obligatorio, también es cierto que la no
tligator i edad en la materia indicada, no puede ser inter-
etada de otra manera que no sea al derecho irrestricto

ue tienen las partes en causa de designar o no, según su
oluntad y particular interés, abogados que postulen por

`allas; que, por tanto, el pedimento hecho por el recurren-
,fe Castillo Ramírez para que se le diera oportunidad de es-

representado por su abogado constituido en la audien-
de que se ha hecho referencia, estaba fundado en un

recho legítimo que está acorde con el principio de igual-
. ad en los debates; que, por otra parte, la circunstancia
le no estatuir respecto del citado pedimento y de no dar
fnotivos en este aspecto, constituye, como lo alega el recu-
rrente, violación al derecho de defensa, que garantiza la
Constitución de la República y una violación a lo dispues-
io por el artículo 141 del Código de Procedimiento Civil
cel lo que concierne a la obligación de motivar las senten-
cias que sean dictadas por los tribunales; que por las ra-
tones anteriormente expuestas sobre el primer medio que
acaba de ser ponderado, la sentencia ahora impugnada de-

1e ser casada sin que sea necesario examinar el otro me-
"o invocado por el referido recurrente;

Considerando que en la especie no procede estatuir so-
las costas, en razón de que en el expediente no hay

nstancia de que la parte adversa haya sido puesto en
éáusa. ni de que haya intervenido;

Por tales motivos, Casa la sentencia de fecha 1ro. de
osto de 1968, dictada en atribuciones correccionales por

el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de In-
.1 endencia, actuando como tribunal de Segundo grado, y
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Considerando que en el desarrollo del Primer medio
propuesto, el recurrente alega que el Tribunal a. que ha
violado el derecho de defensa del recurrente Arismendy
Castillo Ramírez,parte civil constituida; que en esta cali-
dad, su abogado, el Dr. Carlos Alberto Castillo lo repre-
sentó en la audiencia que tuvo efecto en fecha 8 de noviem.
bre de 1967, en Jimaní y en la que formalmente produjo
sus conclusiones, "condenándose al recurrido, independien-
temente de las sanciones penales, a pagar una indemniza-
ción de trescientos pesos oro a favor del hoy recurrente
Arismendy Castillo Ramírez"; que en la audiencia que pa-
ra conocer del recurso de o posición que interpuso Zarzue-
la contra la sentencia en defecto que le aplicó las conde-

, naciones antedichas, el recurrente Arismendy Castillo Ra-
míreZ, en su condición de parte civil constituida y antes
de prestar su declaración sobre el asunto penal que era
ventilado, hizo al Tribunal a-quo el pedimento formulado
del modo sieuiente; "Antes de todo quiero advertirle a es-
te Tribunal que le he pagado al Dr. Carlos Alberto Casti-
llo para que me represente en esta causa. Ayer fue cuando
tuve conocimiento de que esta causa había sido fijada para
hoy, pues me encontraba fuera de esta localidad. Por eso,
le agredeceré al Tribunal reenviar esta causa para que el
Dr. Carlos Alberto Castillo pueda asistirme en mis medios
de defensa. Tan pronto me enteré de la fijación de esta cau-
sa para hoy, le avisé por telegrama al Dr. Castillo, y pa-
rerce ser que no ha tenido tiempo para venir"; que sin to-
mar en consideración ese pedimento, fue conocida y fallada
la causa relativa al referido recurso de oposición, sin que
se le diera la oportunidad al ahora recurrente de ser re-
presentada por su abogado constituido, n.o obstante estar el
defectante Zarzuela asistido por su letrado defensor; "que
negársele a Arismendy Castillo Ramírez la oportunidad de
comparecer asistido de su abogado, que era quien conocía
el desenvolvimiento del asunto, es una falta asimilable a
la violación del derecho de defensa";

BOLETIN JUDICIAL
	 7237

• Considerando que la sentencia impugnada y el acta
audiencia correspondiente, ponen de manifiesto todo

anto ha aseverado el recurrente en los alegatos hechos
el primer medio que acaba de ser examinado; que si

len es verdad que en materia correccional el ministerio
e abogado no es obligatorio, también es cierto que la no

,hligator i edad en la materia indicada, no puede ser inter-
etada de otra manera que no sea al derecho irrestricto
e tienen las partes en causa de designar o no, según su

oluntad y particular interés, abogados que postu'en por
Alas; que, por tanto, el pedimento hecho por el recurren-

Castillo Ramírez para que se le diera oportunidad de es-
r representado por su abogado constituido en la audien-
a de que se ha hecho referencia, estaba fundado en un
recho legítimo que está acorde con el principio de igual-

ad en los debates; que, por otra parte, la circunstancia
L no estatuir respecto del citado pedimento y de no dar
Inotivos en este aspecto, constituye, como lo alega el recu-
rrente, violación al derecho de defensa, que garantiza la
Constitución de la República y una violación a lo dispues-
to por el artículo 141 del Código de Procedimiento Civil
In lo que concierne a la obligación de motivar las senten-

-Cias que sean dictadas por los tribunales; que por las ra-
zones anteriormente expuestas sobre el primer medio que
acaba de ser ponderado, la sentencia ahora impugnada de-
}m ser casada sin que sea necesario examinar el otro me-
dio invocado por el referido recurrente;

Considerando que en la especie no procede estatuir so-
e las costas, en razón de que en el expediente no hay
nstancia de que la parte adversa haya sido puesto en

causa ni de que haya intervenido;

Por tales motivos, Casa la sentencia de fecha 1ro. de
r)sto de 1968. dictada en atribuciones correccionales por

el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de In-
dependencia, actuando como tribunal de Segundo grado, y



7238	 BOLETIN JUDICIAL

en la que consta el dispositivo que ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo, y envía el asunto por ante el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Ba-
rahona.

(Firmados:) Fernando E.
los M. Lamarche Henríquez.
ni .— Manuel A. Amiama. -
Joaquín M. Alvarez Perdió
mánzar.— Santiago Osvaldo
Curiel hijo, Secretario Genera

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en
ia audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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sENTENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEYIBRE DE 1969

sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del D. J. de La
Vega, de fecha 22 de abril de 1969

le
teria: Penal

Recurren te : Rafael Calan

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo da la Fuente, Primer. Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
1..ato de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 26 del mes

Noviembre de 1969, años 126 9 de la Independencia y
079 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
rte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael
i án, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula No.

247471, serie 47 residente en la calle Padre Billini esqui-
na Hostos de la Ciudad de La Vega, contra la sentencia
dictada en fecha 22 de abril de 1969, por la Segunda Cá-
mara, Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de La Vega, en sus atribuciones correccionales y
en grado de apel.ación, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Ravelo de la Fuente.-- Car-
- Manuel D. Bergés Chupa-

Francisco Elpidio Beras.-
- Juan Bautista Rojas Al-
Rojo Carbuccia .— Ernesto
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en la que consta el dispositivo que ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo, y envía el asunto por ante el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Ba-
rahona.

(Firmados:) Fernando E.
los M. Lamarche Henríquez.
ni .— Manuel A. Amiama
Joaquín M. Alvarez Perelló.
mánzar.— Santiago Osvaldo
Curiel hijo, Secretario Genera

La presente sentencia ha sido dada y firmada
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, eri
ja audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

Slá/TENCIA DE FECHA 26 DE NOVIEMBRE DE 1969

sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del D. J. de La
Vega, de fecha 22 de abril de 1969

Materia: Penal

IZecurrente: Rafael Galán

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

y.	 En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-.Ocia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo d2 la Fuente, Primer. Sustituto en funciones de Pre-.
idente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-

-tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 26 del mes
de Noviembre de 1969, años 126 9 de la Independencia y

.1079 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael
Galán, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula No.
247471, serie 47 residente en la calle Padre Billini esqui-

Hostos de la Ciudad de La Vega, contra la sentencia
!dictada en fecha 22 de abril de 1969, por la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera. Instancia del Distrito
Judicial de La Vega, en sus atribuciones correccionales y
en grado de apelación, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Ravelo de la Fuente.— Caz-
- Manuel D. Bergés Chupa-

Francisco Elpidio Beras.—
— Juan Bautista Rojas Al-
Rojo Carbuccia.— Ernesto
1.
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, a requerimiento del Dr. Ra.
món González Hardy, abogado, cédula No. 24802, serie
47, en representación del recurrente en la cual no se invo-
ca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 26, inciso 2 de la Ley de Po-
licía, 1385 del Código Civil, 188 del Código de Procedi-
miento Criminal, y 1 y 65 de la LeY Sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentencia im pugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
2 de octubre de 1968, Ramón Antonio Cornelio, dominica-
no, mayor de edad, casado, industrial, residente en El Ra-
tico Jurisdicción de La Vega presentó una querella ante
la Policía Nacional, contra Rafael Galán, por el hecho de
que el día 19 de septiembre de 1968, mientras transita-
ba en un motor por la calle Padre Billini, de La Vega, un
perro propiedad de Rafael Galán le mordió por un tobillo;
b) que apoderado regularmente del caso el Juzgado de Paz
de la Segunda Circunscripción de La Vega, dictó una sen-
tencia en fecha 25 de noviembre de 1968, cuyo dispositivo
dice así: "Falla: Primero: Se declara buena y válida la
constituc i ón en parte civil intentada por Ramón Cornelio
en cuanto del nombrado Rafael Galán, regular en cuanto
a la forma, y en cuanto al fondo se condena a este último
al pago de RD$100.00 de indemnización en favor de la par-
te civil constituida; Segundo: Se declara culpable del he-
cho puesto a su cargo al nombrado Rafael Galán de haber
Violado la Ley de Policía y se condena al pago de RDS-
2.00 de multa y al pago de las costas procesales; Tercero:
Se condena la distracción de las costas civiles en favor del
abogado de la parte civil constituída"; e) que sobre apela-
ción del prevenido la Cámara a-qua dictó en fecha 13 de
febrero de 1969 el defecto contra él, en virtud de no ha-
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bri, comparecido, y confirmó el fallo apelado; d) que sobre
oposición d& prevenido, dicha Cámara dictó la sentencia
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero : Declara nulo Y sin ningún efecto el recurso de Opo-
sición intentado por Rafael Galán, Se confirma en todas
sus partes la sentencia recurrida que lo condenó al pago
de una multa de RDS2.00 y al pago de una indemnización
de RD$100.00 por Violación a la Ley de Policía; Segundo:
Se condena además al pago de las costas";

Considerando que por aplicación del artículo 188 del
Código de Procedimiento Criminal, el recurso de oposición
contra una sentencia en defecto, será nulo si el oponente
no comparece a la audiencia fijada para conocer de dicho
recurso, no obstante haber sido legalmente citado; que. co-
mo se ha dicho, en la especie, el prevenido Rafael Galán,
representado por el Doctor González Hardy hizo oposi-
ción contra el fallo dictado en defecto en su contra, por la
Cámara a-qua, en fecha 13 de febrero de 1969, pero no com-
pareció a la audiencia celebrada para conocer de su recur-
so, no obstante haber sido legalmente citado; que su recur-
so de oposición fue declarado nulo a pedimento del Ministe-
rio Público; que, en tales condiciones, la Cámara a-qua

hizo una correcta aplicación del texto legal citado;

Considerando que en materia penal, cuando se recha-
za un recurso de casación contra una sentencia que decla-
ra nula una oposición, debe reputarse que el recurso se ey
tiende a la sentencia en defecto contra la cual se hizo la
oposición;

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba administrados en la instrucción de la

o

causa, el tribunal a-quo dió por establecido que el día 4 de
. noviembre de 1968, un perro propiedad de Rafael Galán,
que estaba vagando. por una calle de la ciudad de La Vega,
Mordió a Ramón Antonio Cornelio Concepción en el tobi-
llo del pie derecho, mordedura que duró 40 días para cica-
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, a requerimiento del Dr. Ra-
món González Hardy, abogado, cédula No. 24802, serie
47, en representación del recurrente en la cual no se invo-
ca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 26, inciso 2 de la Ley de po-
licía, 1385 del Código Civil, 188 del Código de Procedi.
miento Criminal, y 1 y 65 de la LeY Sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentencia im pugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
2 de octubre de 1968, Ramón Antonio Cornelio, dominica-
no, mayor de edad, casado, industrial, residente en El Ha-
tico Jurisdicción de La Vega presentó una querella ante
la Policía Nacional, contra Rafael Galán, por el hecho de
que el día 19 de septiembre de 1968, mientras transita-
ba en un motor por la calle Padre Billini, de La Vega, un
perro propiedad de Rafael Galán le mordió por un tobillo;
b) que apoderado regularmente del caso el Juzgado de Paz
de la Segunda Circunscripción de La Vega, dictó una sen-
tencia en fecha 25 de noviembre de 1968, cuyo dispositivo
dice así: "Falla: Primero: Se declara buena y válida la
constituc i ón en parte civil intentada por Ramón Cornelio
en cuanto del nombrado Rafael Galán, regular en cuanto
a la forma, y en cuanto al fondo se condena a este último
al pago de RD$100.00 de indemnización en favor de la par-
te civil constituida; Segundo: Se declara culpable del he-
cho puesto a su cargo al nombrado Rafael Galán de haber
Violado la Ley de Policía y se condena al pago de RDS-
2 00 de multa y al pago de las costas procesales; Tercero:
Se condena la distracción de las costas civiles en favor del
ahogado de la parte civil constituída"; c) que sobre apela-
ción del prevenido la Cámara a-qua dictó en fecha 13 de
febrero de 1969 el defecto contra él, en virtud de no ha-

ber comparecido, y confirmó el fallo apelado; d) que sobre
aposición del prevenido, dicha Cámara dictó la sentencia
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero : Declara nulo Y sin ningún efecto el recurso de Opo-
sición intentado por Rafael Galán, Se confirma en todas
sus partes la sentencia recurrida que lo condenó al pago
de una multa de RD$2.00 y al pago de una indemnización
de RDS100.00 por Violación a la Ley de Policía; Segundo:
Se condena además al pago de las costas";

Considerando que por aplicación del artículo 188 del
Código de Procedimiento Criminal, el recurso de oposición
contra una sentencia en defecto, será nulo si el oponente
no comparece a la audiencia fijada para conocer de dicho
recurso, no obstante haber sido legalmente citado; que, co-

1411 mo se ha dicho, en la especie, el prevenido Rafael Galán,
representado por el Doctor González Hardy hizo oposi-
ción contra el fallo dictado en defecto en su contra, por la
Cámara a-qua, en fecha 13 de febrero de 1969, pero no com-
pareció a la audiencia celebrada para conocer de su recur-
so, no obstante haber sido legalmente citado; que su recur-
so de oposición fue declarado nulo a pedimento del Ministe-
rio Público; que, en tales condiciones, la Cámara a-qua
hizo una correcta a plicación del texto legal citado;

Considerando que en materia penal, cuando se recha-
za un recurso de casación contra una sentencia que deda-

l ra nula una oposición, debe reputarse que el recurso se e'
'/ tiende a la sentencia en defecto contra la cual se hizo la

oposición;

41"	 Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba administrados en la instrucción de la
causa, el tribunal a-quo dió por establecido que el día 4 de
noviembre de 1968, un perro propiedad de Rafael Galán,
que estaba vagando, por una calle de la ciudad de La Vega,

, mordió a Ramón Antonio Cornelio Concepción en el tobi-
* llo del pie derecho, mordedura que duró 40 días para cica-

tl
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de Policía, de dejar vagar animales dentro de las
.fracción prevista en el inciso 2do. del artículo 26 de la Ley

trizar; que, los hechos así establecidos configuran la in

pobla-
ciones, y de dejar salir a la calle a los perros sin llevar el
correspondiente bozal y sin ser conducidos por sus dueños
o encargados, atados a una cadena o cuerda, infracción
castigada por ese mismo texto, con multa de uno a eine°
pesos; que, en consecuencia, al condenar al Prevenido a
RDS2.00 de multa, después de declararlo culpable, le apli-
có una sanción ajustada a la Ley;

Considerando que el Tribunal a-quo dió también por
establecido que el hecho puesto a cargo del prevenido oca-
sionó a la parte civil constituída, daños y perjuicios, cuyo
monto apreció soberanamente en cien pesos; que, en con-
secuencia, al condenarlo al pago de esa suma, a título de
indemnización, y en favor de la parte civil constituida, hi-
zo una correcta aplicación de los artículos 1383 .y 1384 del
Código Civil;

Considerando que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos no contiene en lo que concierne al
interés del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rafael Galán, contra la sentencia
dictada en atribuciones correccionales, por la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de La Vega, de fecha 22 de abril de 1969, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago de las
costas.

(Firmada:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez 	 Manuel D. Bergés Chu-
pani .— Manuel A. Arniama.— Francisco Elpidio Beras. -
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-

r	 Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Cu-

'elli
	

Secretario General.
ILajo, presente sentencia ha sido dada y firmada por

los señores Jueces que figuran en su encabezamien to, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y

11 fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

1
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trizar; que, los hechos así establecidos configuran la in-
fracción prevista en el inciso 2do. del artículo 26 de la Ley
de Policía, de dejar vagar animales dentro de las pobla-
ciones, y de dejar salir a la calle a los perros sin llevar el
correspondiente bozal y sin ser conducidos por sus dueños
o encargados, atados a una cadena o cuerda, infracción
castigada por ese mismo texto, con multa de uno a cinco
pesos; que, en consecuencia, al condenar al Prevenido a
RD$2.00 de multa, después de declararlo culpable, le apli-
có una sanción ajustada a la Ley;

Considerando que el Tribunal a,-quo dió también por
establecido que el hecho puesto a cargo del prevenido oca-
sionó a la parte civil constituida, daños y perjuicios, cuyo
monto apreció soberanamente en cien Pesos; que, en con-
secuencia, al condenarlo al pago de esa suma, a título de
indemnización, y en favor de la parte civil constituida, hi-
zo una correcta aplicación de los artículos 1383 .y 1384 del
Código Civil;

Considerando que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos no contiene en lo que concierne al
interés del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rafael Galán, contra la sentencia
dictada en atribuciones correccionales, por la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de La Vega, de fecha 22 de abril de 1969, cuyo
dis positivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo; Y, Segundo: Condena al recurrente al pago de las
costas.

(Firmada:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez — Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-

zar. Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Cu-

riel	 Secretario General.
hLiajo, presente sentencia ha sido dada y firmada por

los señores Jueces que figuran en su encabezam iento, en
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

t



Labor de la Suprema Corte de Justicia, durante
el mes de Noviembre de 1969

A SABER:

Recursos de casación civiles conocidos.	 	  13
Recursos de casación civiles fallados 	  13
Recursos de casación penales conocidos 	 	 	 13
Recursos de casación penales fallados 	  22
Recursos de apelación sobre libertad provisional

bajo fianza conocidos 	 	 2
Recursos de apelación sobre libertad provisional
bajo fianza fallados	 2
Suspensiones de ejecución de sentencias 	  2
Defectos	 4
Recursos declarados caducos 	 	 12
Declinatorias 	  	 	 1
Resoluciones ordenando la libertad provisional
por haberse prestado la fianza 	 	 2
Nombramientos de Notarios 	  1
Resoluciones Administrativas 	 	 12
Autos autorizando emplazamientos 	 	 17
Autos pasando expedientes para dictamen 	 77
Autos fijando causas.	 	  45

238

Ernesto Curiel hijo
Secretario General de la Suprema

Corte de Justicia.

Santo Domingo, D. N.,
31 de Noviembre, 1969
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